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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Tuma Zedán, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau.
Actuó de Secretario el subrogante, señor José Luis Alliende Leiva, y de Prosecretario el subrogante, señor Mario Labbé Araneda.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 26 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Las actas de las sesiones 87ª y 89ª, ordinarias, en 18 y 19 de enero del presente año, respectivamente, y 88ª, especial, en 19 de enero del mismo año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor LABBÉ (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuarenta y dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los tres primeros da inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley relativo al Sistema de Alta Dirección Pública (boletín N° 7.485-05), con urgencia calificada de “simple” (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



2.- Proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal “CONAF” (boletín N° 7.486-01), con urgencia calificada de “simple” (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Agricultura y a la de Hacienda, en su caso.



3.- Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas (boletín N° 7.487-12), con urgencia calificada de “simple” (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales y a la de Hacienda, en su caso, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Con el cuarto comunica que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley que modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado (boletín N° 7.085-15).



--Se toma conocimiento y se mandó comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.



Con los catorce siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las iniciativas que se indican a continuación:



1.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Cantero, Espina y García y de los entonces Senadores señores Allamand y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena, y proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletines N°s  5.324-07 y 5.522-07, refundidos).



2.- Proyecto de reforma constitucional que adecua los plazos vinculados a las elecciones presidenciales (boletín N° 6.946-07).



3.- Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de orden público (boletín Nº 4.832-07).



4.- Proyecto de ley que crea mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios en los sectores medios (boletín N° 7.320-14).



5.- Proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (boletín N° 7.240-08).



6.- Proyecto que permite el acceso uniforme a las licencias profesionales cumpliendo los requisitos exigidos en la Ley de Tránsito (boletín N° 7.212-15).



7.- Proyecto de ley que crea una comisión permanente de coordinación del Sistema de Justicia Penal (boletín N° 7.193-07).



8.- Proyecto que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial (boletín N° 7.187-04).



9.- Proyecto que introduce modificaciones a la ley N° 19.828, que creó el Servicio Nacional del Adulto Mayor (boletín N° 7.075-06).



10.- Proyecto de ley que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades (boletín N° 6.952-07).



11.- Proyecto de ley sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (boletín N° 6.811-11).



12.- Proyecto que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y regula las Asociaciones Municipales (boletín N° 6.792-06).



13.- Proyecto de ley que faculta a los Ministerios de Relaciones Exteriores; Hacienda; Economía, Fomento y Turismo, y al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, para integrarse al Directorio de la Fundación Imagen de Chile (boletín N° 6.759-10).



14.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento del secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín N° 4.426-07).



Con los veinticuatro restantes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de reforma constitucional sobre voto de chilenos en el extranjero (boletín N° 7.335-07).



2.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide y del entonces Senador señor Ominami, sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (boletín N° 6.499-11).



3.- Proyecto de ley que modifica el DFL N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, incorporando la presunción de declaración y no pago de las cotizaciones de salud al sistema de isapres, y homologando el interés penal y la multa por no pago de tales cotizaciones a los establecidos en el DL N° 3.500 y en la ley N° 17.322 (boletín N° 6.312-11).



4.- Proyecto que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia del concepto de embarcación artesanal y de su clasificación por eslora, del reemplazo de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal y de los requisitos para inscribirse en el mismo Registro (boletín N° 6.242-21).



5.- Proyecto de ley sobre el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización (boletín N° 5.083-04).



6.- Proyecto que modifica la ley N° 19.327, que contiene normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional (boletín N° 4.864-29).



7.- Proyecto que modifica la ley Nº 18.290, con la finalidad de exigir cinturones de seguridad y artefactos técnicos limitadores de velocidad en los buses de transporte público (boletín Nº 3.800-15).



8.- Proyecto de ley que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal (boletín N° 3.778-18).



9.- Proyecto que modifica la ley N° 20.234, que dispone un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos irregulares, y renueva su vigencia (boletín N° 6.830-14).



10.- Proyecto de ley que crea juzgados de policía local en las comunas que indica (boletín N° 5.906-07).



11.- Proyecto de ley que regula los actos electorales de chilenos en el extranjero (boletín N° 7.358-07).



12.- Proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (boletín N° 7.328-03).



13.- Proyecto de ley que implementa la medida de conservación 10-8 (2006), de la Comisión de los Recursos Vivos Marinos Antárticos (boletín N° 7.309-21).



14.- Proyecto de ley relativo al uso del pabellón patrio (boletines N°s 7.273-06, 7.095-06 y 7.195-06, refundidos).



15.- Proyecto de ley que establece las bases y procedimientos de fijación de tarifas de los servicios de gas en la Duodécima Región (boletín N° 7.239-08).



16.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Desarrollo Social (boletín N° 7.196-06).



17.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Espina, Chadwick, Larraín (don Hernán) y Prokurica y del entonces Senador señor Allamand, relativo a las facultades de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones para practicar, sin orden previa, las primeras diligencias de investigación de un delito (boletín N° 7.050-07).



18.- Proyecto de ley que denomina Ruka Moñen Tayu Folil, Juan Cayupi Huechicura al Museo Folclórico Araucano Juan Antonio Ríos (boletín N° 7.023-24).



19.- Proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para dotar de atribuciones en materias financieras, entre otras, al Servicio Nacional del Consumidor (boletín N° 7.094-03).



20.- Proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (boletín N° 7.338-07).



21.- Proyecto de ley relativo al Sistema de Alta Dirección Pública (boletín N° 7.485-05).



22.- Proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal “CONAF” (boletín N° 7.486-01).



23.- Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas (boletín N° 7.487-12).



24.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales” (boletín N° 6.426-10).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que informa que se ausentará del territorio nacional entre los días 28 de febrero y 10 de marzo del presente año, para realizar una gira oficial a diversos Estados de Europa y Medio Oriente.



Informa, además, que durante su ausencia lo subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el Ministro titular de la Cartera del Interior, don Rodrigo Hinzpeter Kirberg.



--Se toma conocimiento.



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que ha aprobado el proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para dotar de atribuciones en materias financieras, entre otras, al Servicio Nacional del Consumidor (boletín N° 7.094-03), con urgencia calificada de “simple” (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Economía y a la de Hacienda, en su caso, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Con el segundo comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que regula la venta y arriendo de videojuegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (boletín N° 5.579-03) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasa a la Comisión de Economía.



Con el tercero informa que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley sobre calidad y equidad de la Educación (boletín N° 7.329-04).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con el siguiente señala que ha dado su aprobación a la proposición de la Comisión Bicameral relativa al Reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria establecido en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



Con el último comunica que aprobó la designación de integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.



Dos de la Excelentísima Corte Suprema, con los que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, emite su parecer respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Navarro, señora Rincón y señor Quintana, en primer trámite constitucional, sobre ternas para el nombramiento de jueces y secretarios de juzgados de policía local (boletín N° 7.374-07).



2.- Proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones (boletín N° 7.338-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Dieciséis del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero envía copia autorizada de la resolución dictada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del inciso quinto del artículo 38 de la ley N° 18.933.



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los ocho siguientes envía copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38, inciso quinto, y 38 ter de la ley N° 18.933; 2° de la ley N° 20.015; 22 de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes; 474, inciso tercero, del Código del Trabajo; 35 de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, y 22, N° 2°, y 25 de la Convención de Varsovia, de 1929, aprobada por el decreto ley N° 2.381, de 1998.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Con los seis siguientes remite copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en el ejercicio del control de constitucionalidad de los asuntos que se detallan:



1.- Proyecto que modifica la ley N° 20.022, con el objeto de establecer un nuevo plazo para el cierre de Tribunales del Trabajo de Santiago que señala (boletín N° 7.434-07).



2.- Proyecto de ley sobre calidad y equidad de la Educación (boletín N° 7.329-04).



3.- Proyecto de ley que aumenta las Plantas de Personal de Carabineros de Chile (boletín N° 6.962-02).



4.- Proyecto que modifica la ley N° 19.882, en materia de dedicación exclusiva respecto de cargos de Subdirector Médico (boletín N° 7.140-11).



5.- Proyecto de ley que regula el cierre de calles y pasajes por motivos de seguridad ciudadana (boletines N°s 3.848-06; 6.289-25 y 6.363-06, refundidos).



6.- Proyecto de ley sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (boletín N° 3.562-06).



--Se toma conocimiento y se manda agregar los documentos junto a sus antecedentes.



Con el último remite copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).



--Se toma conocimiento y se mandó comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.



De la Excelentísima Corte Suprema, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Frei, referido a la petición de instalar una nueva Corte de Apelaciones en la ciudad de Osorno que actualmente forma parte de la jurisdicción de la Corte de Valdivia.



Del señor Contralor General de la República (S), con el que transcribe su requerimiento al Director del Servicio de Evaluación Ambiental de la Región de La Araucanía para que informe sobre la Central Hidroeléctrica Río Picoiquén, al tenor del oficio enviado en nombre del Senador señor Quintana. 



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, con el que da respuesta a una petición de información enviada en nombre del Senador señor Letelier, relativa a las órdenes o resoluciones judiciales que habilitan establecer un cerco en torno del Hotel Hanga Roa, en Isla de Pascua.



Tres del señor Ministro del Interior:



Con el primero responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Prokurica, en relación con una petición de la Asociación de Ex Presos Políticos de Copiapó para que los beneficiarios de las pensiones concedidas por las Leyes Valech, de Exonerados Políticos y de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales puedan acceder al aporte previsional solidario establecido por la ley N° 20.255.



Con el segundo da respuesta a un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señor Orpis, señora Alvear y señores Coloma, Escalona, García, Pérez Varela, Prokurica, Sabag y Tuma, para dotar a la Región de Arica y Parinacota de una estructura institucional propia. 



Con el tercero contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Lagos, relativo a la elaboración de un estatuto de ingreso y permanencia en los territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández.



Del señor Ministro de Defensa Nacional, con el que da respuesta al acuerdo de esta Corporación que hace presente la inquietud por las dificultades de financiamiento que enfrenta Dipreca para administrar el sistema de previsión y salud de sus beneficiarios, adoptado con ocasión del proyecto de ley que aumenta las Plantas del Personal de Carabineros de Chile.



Tres del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero atiende un oficio enviado en nombre del Senador señor Escalona y entrega información disponible respecto de la alta rentabilidad del sector bancario.



Con el siguiente responde un oficio remitido en nombre de la Senadora señora Rincón, relativo a las medidas adoptadas por el BancoEstado respecto de las deudas contraídas por los agricultores de la comuna de Yerbas Buenas, con posterioridad al terremoto del 27 de febrero de 2010.



Con el último contesta el oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, por el que se solicita disponer las medidas necesarias para dotar de recursos que permitan al Cuerpo Militar del Trabajo la reposición de su maquinaria.



Uno del señor Ministro de Hacienda (s), con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, relativo a la modificación del reglamento de la ley N° 20.365 para extender la franquicia tributaria en materia de sistemas solares térmicos que dicho cuerpo legal establece, a todas las viviendas construidas y en uso.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, con el que atiende la solicitud expresada en oficio remitido en nombre de los Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, para hacer presente la urgencia en la tramitación del proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (boletín N° 4.991-15).



Dos del señor Ministro de Justicia:



Con el primero responde una solicitud de información enviada en nombre del Senador señor García, respecto de planes y proyectos que serán financiados con cargo al Presupuesto del año 2011 que puedan considerarse que integran el “Plan Araucanía”.



Con el segundo acusa recibo de una proposición de regulación legislativa remitida en nombre del Senador señor Navarro, sobre responsabilidad del Estado por falta de servicio del Ministerio Público.



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, con el que responde un oficio enviado en nombre de los Senadores señora Rincón y señores Navarro y Orpis, referido a dar trámite legislativo a un proyecto de ley que no establezca un límite de edad para que el menor adoptado sea causante de permiso y subsidio laboral.



Uno del señor Ministro de Obras Públicas, con el que atiende un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, relativo a las faenas de estabilización y demolición del edificio Plaza del Río, en Concepción.



Siete de la señora Ministra de Obras Públicas (s):



Con el primero responde a lo solicitado en un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Rincón, para que se le informe de obras de pavimentación en la comuna de Yerbas Buenas.



Con los dos siguientes atiende la solicitud de información contenida en sendos oficios remitidos en nombre de dicha señora Senadora, sobre los problemas que impiden acceder a servicios de agua potable a las familias de Los Hualles y Montecillos, en la comuna de Linares, y sobre las posibilidades de mejoramiento del camino ubicado en el kilómetro 7 de la Ruta L-571, de la misma comuna. 



Con el cuarto se hace cargo de la petición enviada en nombre de la misma señora Senadora para que se favorezcan las obras de pavimentación de caminos tanto en el sector de Copihue como en la calle José de San Martín, en la comuna de Retiro.



Con los dos siguientes suministra información requerida en nombre del Senador señor Kuschel, relativa a la necesidad de construir obras para almacenar agua en diversas comunas de la Región de Los Lagos y a la reanudación de las labores del Cuerpo Militar del Trabajo en el tramo que va desde el Puente Mariquita a Caleta Pichanco, en la misma Región.  



Con el último da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Frei para que se considere la pavimentación de los caminos que conducen a las localidades de Santa Rosa y Dollinco, en la comuna de Paillaco.



Dos del señor Ministro de Salud:



Con el primero contesta la información solicitada en nombre del Senador señor Horvath, en lo que se refiere a la implementación de un centro oncológico en la comuna de Aysén.



Con el segundo hace otro tanto respecto de una presentación en nombre del mismo señor Senador, relativa a la instalación de una cámara hiperbárica en la Región de Aysén. 



Cinco de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con el primero responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, relativo a los avances del Programa Nacional de Reconstrucción de Viviendas “Chile Unido Reconstruye Mejor”, especialmente en lo que atañe al Sector Centinela II, en la comuna de Talcahuano, y absuelve otras consultas.



Con los dos siguientes atiende peticiones de información remitidas en nombre de la Senadora señora Rincón, sobre la situación del señor Aníbal Fernando Bravo, residente en Curanipe, comuna de Pelluhue, y sobre el número de subsidios tramitados por Entidades de Gestión Inmobiliaria Social en la Región del Maule.



Con el cuarto entrega información requerida en nombre del Senador señor García, respecto de los planes y proyectos que serán financiados con cargo al presupuesto en ejecución que integran el “Plan Araucanía”.



Con el último suministra información respecto de la solicitud remitida en nombre del Senador señor Frei, relativa a la consideración de entregar subsidios habitacionales del Fondo Solidario de Vivienda para el Proyecto Bosque Entre Ríos, de la comuna  de Valdivia.



Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo (s), con el que remite copia del informe del Centro de Investigación, Desarrollo e Innovación de Estructuras y Materiales, (IDIEM), referente a la inspección post sismo de la Población Centinela II, información requerida en nombre del Senador señor Navarro.



Dos del señor Ministro de Agricultura:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor García, relativo a los planes y proyectos que integran el denominado “Plan Araucanía”. 



Con el segundo contesta la solicitud de información remitida en nombre del Senador señor Cantero para que se especifique el estatuto de protección que se dará a la zona en que se encuentran los géiseres de El Tatio.



Del señor Ministro de Minería, con el que da respuesta, en lo que se refiere al Convenio 176, de 1995, sobre seguridad y salud en las minas, a un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Navarro, Muñoz Aburto, Lagos, Rossi y Tuma, que pide a Su Excelencia el Presidente de la República instruir a los Ministros señalados en aquel, el estudio de los antecedentes que permitan la ratificación por Chile de diversos convenios de la OIT.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, en el que solicita información sobre requerimientos de la Policía de Investigaciones en materia de destinación de bienes fiscales para construir nuevas unidades en las comunas de Talcahuano, Chillán y Coronel.



De la señora Ministra del Medio Ambiente, con el que atiende la solicitud de información enviada en nombre de la Senadora señora Rincón, para lo cual remite copia de las actas de las sesiones celebradas y de los acuerdos adoptados por el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, durante el año 2010. 



Del señor Ministro del Medio Ambiente (s), con el que, en respuesta a la petición remitida en nombre del Senador señor Navarro, envía copia del Acuerdo de Producción Limpia “Plantas Elaboradoras de Productos Congelados”, suscrito entre la Asociación de Industriales Pesqueros de la Región del Bío Bío A. G. y representantes del Sector Público.



Dos del ex Ministro de Energía:



Con el primero absuelve la consulta contenida en un oficio enviado en nombre del Senador señor Bianchi, respecto de los montos recaudados por el Estado, en los años 2007 a 2010, por concepto de contratos especiales de operación petrolera así como la descripción de las asignaciones que, por vía de la Ley de Presupuestos, se efectúan al Fondo de Desarrollo de Magallanes. 



Con el segundo responde un oficio enviado en nombre del Senador señor García, referido a los planes y proyectos que, financiados con cargo al Presupuesto del presente año, integran el denominado “Plan Araucanía”. 



De la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer (s), con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor García relativo a los planes y proyectos que integran el denominado “Plan Araucanía”.



Del señor Comandante en Jefe del Ejército, con el que expone que no hay despliegue militar en Isla de Pascua, en referencia a información sobre ese particular, requerida por oficio al Consejo para la Transparencia en nombre del Senador señor Cantero.



Del señor Comandante en Jefe de la Armada, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Letelier, relativo al catastro de propiedades entregadas por aquella rama de la Defensa Nacional, mediante títulos provisorios, a familias rapanús, en Isla de Pascua.  



Del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, con el que da respuesta a la petición de antecedentes enviada en nombre del Senador señor Navarro, en relación con requerimientos formulados por la Fiscalía Nacional Económica sobre acuerdos contrarios al orden público económico en el sector farmacéutico. 



Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro sobre la reconstrucción de la ciudad de Tomé y la reposición de su edificio consistorial. 



Seis del señor Subsecretario General de la Presidencia (s):



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre de los Senadores señora Rincón y señores Chadwick y Walker, don Ignacio, y del entonces Senador señor Allamand, en relación con el estudio para enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley sobre otorgamiento de Premios Nacionales.



Con el segundo atiende petición remitida en nombre de los Senadores señores Larraín, Coloma, Chadwick y García y del entonces Senador señor Allamand, en orden a considerar el envío a trámite de un proyecto de ley que modifique la estructura, funciones y procedimientos de la Comisión Nacional sobre Distorsiones de Precios de las Mercaderías Importadas.



Con el tercero considera la solicitud enviada en nombre de los Senadores señor Ruiz-Esquide, señora Rincón y señores Gómez, Quintana y Zaldívar, don Andrés, para que se considere el estudio de un proyecto de ley que prorrogue los  servicios de los trabajadores públicos a contrata y a honorarios.



Con el siguiente acusa recibo de la petición de los Senadores señores Bianchi, Gómez, Lagos y Prokurica y de la entonces Senadora señora Matthei, en lo relativo a una iniciativa de ley que extienda la vigencia de los servicios de los funcionarios a contrata y conceda asignación de modernización a los funcionarios a honorarios.



Con el quinto comunica que someterá a estudio la solicitud remitida en nombre de los Senadores señores Longueira y Pérez Varela, para que se envíe a tramitación legislativa un proyecto que prorroga el funcionamiento de los Juzgados del Crimen de Santiago. 



Con el último manifiesta similar tratamiento a la petición del Senador señor Larraín, don Hernán, respecto de un proyecto de ley que establece y regula los medios de comunicación municipal.  



Del señor Subsecretario de Minería, con el que responde solicitud de información remitida en nombre de la Senadora señora Allende, respecto de la cantidad total de faenas mineras en la comuna de Tierra Amarilla, el riesgo asociado a ellas y los procedimientos de fiscalización  realizados.



Del señor Director Nacional del Servicio Civil, con el que responde oficio enviado en nombre del Senador señor Walker, don Ignacio, relativo al proceso de selección para proveer cargo de Director del Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio. 



Del señor Director Nacional de Gendarmería de Chile, con el que atiende solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Navarro, sobre el número de extintores de que dispone dicho Servicio y su desglose por establecimiento penitenciario.

 

Del señor Intendente de La Araucanía, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor García, relativo a los planes y proyectos financiados con cargo al Presupuesto del presente año que integran el “Plan Araucanía”.



De la señora Intendenta del Biobío, con el que remite un ejemplar del estudio “Contribución de las Instituciones de Educación Superior al Desarrollo Regional”, solicitado en nombre del Senador señor Navarro.



Del Secretario Regional Ministerial del Trabajo y Previsión Social de Antofagasta, con el que atiende un oficio enviado en nombre del Senador señor Cantero e informa el estado del procedimiento de fiscalización en relación con la denuncia de un particular sobre irregularidades en materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales en la División Codelco Norte.



De la señora Directora del Servicio de Salud Atacama, con el que responde solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Navarro, sobre el número de extintores de que dispone dicho Servicio y su desglose por establecimiento hospitalario.



Del señor Director Regional (s) del Servicio de Evaluación Ambiental de la Región Metropolitana, con el que da respuesta a una solicitud de información remitida en nombre de la Senadora señora Alvear, respecto del cumplimiento de las resoluciones de calificación ambiental por una empresa química y otra de curtiembres, en la comuna de Paine. 



De la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, con el que remite copia autorizada de la sesión extraordinaria del Pleno en que se conformaron las Salas de aquel Tribunal para el presente año judicial.



Del señor Secretario Ejecutivo del Consejo de Administración de Fondos Concursables para las Asociaciones de Consumidores, del Servicio Nacional del Consumidor, con el que envía copia de la Memoria Anual 2010 de dicho organismo.



Del señor Alcalde (s) de Ñuñoa, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Alvear, en que pide información del avance en la reconstrucción de la Villa Olímpica y las medidas administrativas para personas afectadas por el terremoto del 27 de febrero de 2010 disconformes con el puntaje que les asigna la Ficha de Protección Social.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundos informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaídos en el proyecto de ley que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal (boletín N° 3.778-18), con urgencia calificada de “simple” (Véanse en los Anexos, documentos 6 y 7).



Segundo informe de la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Horvath, en primer trámite constitucional, que regula el pago de las tarifas eléctricas de las generadoras residenciales (boletín N° 6.041-08) (Véase en los Anexos, documento 8).



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo de Inversión entre la República de Chile y la República Oriental del Uruguay y sus Anexos”, suscrito en Montevideo, Uruguay, el 25 de marzo de 2010 (boletín N° 6.920-10) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Quedan para tabla.



De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro y Tuma, con el que solicitan incluir en el Censo de Población y Vivienda 2012 a los afrodescendientes (boletín N° S 1.328-12) (Véase en los Anexos, documento 10).



Cuatro de la Comisión de Salud, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro y Muñoz Aburto, mediante el cual solicitan adoptar medidas de control sanitario y de salud pública en la salmonicultura (boletín N° S 1.311-12) (Véase en los Anexos, documento 11).



2.- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Quintana y Rossi, conforme al cual requieren al Ejecutivo establecer una política pública en materia de discapacidad psíquica infantil (boletín N° S 1.315-12) (Véase en los Anexos, documento 12).



3.- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Chahuán, Quintana y Rossi, con el que solicitan el envío de un proyecto de ley que mejore económicamente a los directivos no profesionales de la Subsecretaría de Salud Pública (boletín N° S 1.327-12) (Véase en los Anexos, documento 13).



4.- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Navarro, señora Rincón y señor Tuma, mediante el cual solicitan el desarrollo de programas de salud para los trastornos patológicos de alimentación (boletín N° S 1.329-12) (Véase en los Anexos, documento 14).



--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Mociones



De los Senadores señores Horvath, Cantero, Gómez, Orpis y Sabag, con la que inician un proyecto de ley en materia de aprovechamiento y beneficio de tiburones (boletín N° 7.489-03) (Véase en los Anexos, documento 15).



--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Del Senador señor Orpis, mediante la cual inicia un proyecto de reforma constitucional que prohíbe renunciar a cargos parlamentarios para desempeñarse en el Ejecutivo (boletín N° 7.490-07) (Véase en los Anexos, documento 16).



Del Senador señor Bianchi, con la que da inicio a un proyecto de reforma constitucional sobre elección complementaria para proveer cargos parlamentarios vacantes (boletín N° 7.504-07) (Véase en los Anexos, documento 17).



Del Senador señor Ruiz-Esquide, por la que inicia un proyecto de ley que prohíbe toda forma de cálculo de interés sobre intereses (boletín N° 7.491-07) (Véase en los Anexos, documento 18).



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Senador señor Muñoz Aburto, con la cual da inicio a un proyecto de ley sobre abastecimiento residencial de gas en la Duodécima Región (boletín N° 7.492-08) (Véase en los Anexos, documento 19).



--Pasa a la Comisión de Minería y Energía.



Del Senador señor Gómez, con la que inicia un proyecto de ley sobre cobro de peajes en autopistas sin caminos alternativos (boletín N° 7.493-09) (Véase en los Anexos, documento 20).



--Pasa a la Comisión de Obras Públicas.



Ocho del Senador señor Chahuán, mediante las cuales da inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de reforma constitucional relativo al principio de tipicidad en materia penal (boletín N° 7.494-07) (Véase en los Anexos, documento 21).



2.- Proyecto de ley sobre prisión preventiva del imputado con antecedentes psiquiátricos (boletín N° 7.495-07) (Véase en los Anexos, documento 22).



3.- Proyecto de ley que fija un plazo para dictar sentencia en juicios de arrendamiento (boletín N° 7.496-07) (Véase en los Anexos, documento 23).



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



4.- Proyecto de ley sobre prohibición de enajenar y gravar vehículos en juicios por accidentes de tránsito (boletín N° 7.497-07) (Véase en los Anexos, documento 24).



5.- Proyecto de ley destinado a asegurar la realización de la primera audiencia en materia procesal penal (boletín N° 7.498-07) (Véase en los Anexos, documento 25).



6.- Proyecto de ley sobre tribunal competente de segunda instancia en causas relativas a la Ley de Navegación (boletín N° 7.499-07) (Véase en los Anexos, documento 26).



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y se manda ponerlos en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



7.- Proyecto de ley referido al ámbito de aplicación del recurso de amparo económico (boletín N° 7.500-03) (Véase en los Anexos, documento 27).



--Pasa a la Comisión de Economía.



8.- Proyecto de ley sobre ejercicio de la acción penal por la autoridad tributaria (boletín N° 7.501-05) (Véase en los Anexos, documento 28).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.

Declaraciones de inadmisibilidad



Dos mociones de la Senadora señora Alvear, con las que da inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que establece un sistema especial de exenciones fiscales y municipales para favorecer el tratamiento de residuos domiciliarios.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el N° 1° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política, y en atención a lo establecido en el inciso segundo de dicho artículo.



2.- Proyecto de ley que posterga hasta junio el pago de permisos de circulación y autoriza incrementar los anticipos del Fondo Común Municipal.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, según lo prescrito en los incisos tercero y cuarto, N° 2°, del artículo 65 de la Constitución Política, y en consideración a lo señalado en el inciso segundo del referido artículo.



Moción del Senador señor Gómez, con la que da inicio a un proyecto de ley que faculta a los consultorios y hospitales públicos para vender medicamentos.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo establecido en el N° 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señor Patricio Walker, señora Alvear y señor Rossi, referido a los sucesos acaecidos en Libia (boletín Nº S 1.334-12) (Véase en los Anexos, documento 29).



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.

Comunicaciones



Del Partido Renovación Nacional, por medio de la cual pone en conocimiento de la Corporación que ha designado como Senador de la República, en reemplazo del señor Andrés Allamand Zavala, a don Carlos Larraín Peña, y acompaña los documentos que acreditan que se cumplen los requisitos exigidos por la Constitución Política.



Del Partido Unión Demócrata Independiente, conforme a la que informa al Senado que ha designado como Senador de la República, en reemplazo de la señora Evelyn Matthei Fornet, a don Gonzalo Uriarte Herrera, y adjunta los documentos que acreditan que se cumplen los requisitos exigidos por la Carta Fundamental.



--Por haberse publicado en el Diario Oficial del 3 de febrero pasado el decreto N° 33, del Ministerio del Interior, que nombra como Ministros de Estado al señor Andrés Allamand Zavala, en el Ministerio de Defensa Nacional, y a la señora Evelyn Matthei Fornet, en el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y por haberse verificado el cumplimiento de los requisitos exigidos por la Constitución Política para ser Senador respecto de los señores Carlos Larraín Peña y Gonzalo Uriarte Herrera, se procederá a tomarles el juramento de rigor al término de esta Cuenta.

Solicitud de desarchivo



Del Senador señor Gómez, con la que requiere el desarchivo de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de reforma constitucional que establece la garantía constitucional del derecho a la libertad sexual y reproductiva (boletín N° 4.277-07).



2.- Proyecto de reforma constitucional que modifica la garantía constitucional del derecho a la salud (boletín N° 4.275-07).



3.- Proyecto de reforma constitucional que introduce una nueva disposición transitoria en la Constitución Política de la República, a fin de regular la aplicación del impuesto específico a la actividad minera para el financiamiento de obras de desarrollo regional (boletín N° 4.946-07).



4.- Proyecto de ley que prohíbe el comercio internacional de sustancias agotadoras de la capa de ozono (boletín N° 4.273-12).



5.- Proyecto de ley sobre derechos de los pacientes (boletín N° 4.270-11).



6.- Proyecto de ley que establece el derecho a la muerte digna (boletín N° 4.271-11).



7.- Proyecto de ley que agrava las sanciones por maltrato, lesiones y abandono de menores, y tipifica el delito de administración de sustancias peligrosas a estos (boletín N° 4.272-07).



8.- Proyecto de ley sobre fomento de las fuentes de energías renovables y no contaminantes (boletín Nº 4.312-08).



9.- Proyecto de ley que sanciona el soborno, la discriminación y otras actividades ilícitas en el deporte (boletín Nº 4.564-07).



10.- Proyecto que modifica la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente para establecer evaluación de impacto ambiental conjunta, en el caso que indica (boletín Nº 4.630-12).



11.- Proyecto de ley que crea el Fondo Nacional de Investigación y Desarrollo de Energías Renovables Limpias y No Convencionales (boletín Nº 4.636-08).



12.- Proyecto de ley sobre fomento de las energías renovables y combustibles líquidos (boletín N° 4.873-08).



13.- Proyecto de ley que introduce diversas adecuaciones al Código de Procedimiento Civil (boletín N° 4.979-07).



14.- Proyecto que modifica la ley Nº 19.947, que establece nueva Ley de Matrimonio Civil, y la ley Nº 19.968, que creó los Tribunales de Familia, en lo referente al trámite de divorcio de común acuerdo (boletín Nº 4.985-07).



15.- Proyecto que deroga el N° 1 del artículo 43 de la Ley de Quiebras (boletín 5.052-03).



16.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal en materia de arraigo (boletín N° 5.153-07).



17.- Proyecto que modifica el decreto ley N° 2.564, de 1979, sobre Aviación Comercial, con el fin de permitir a las aeronaves extranjeras efectuar cabotaje en el espacio aéreo nacional (boletín N° 5.178-03).



--Se accede a lo solicitado, y vuelven los proyectos al estado en que se encontraban al momento de archivarse.

Permisos Constitucionales



Solicitudes de los Senadores que se indican a continuación para ausentarse del país en las fechas que en cada caso se señalan, todas del presente año: 



1.- Señor Frei, entre el 27 de febrero y el 6 de marzo.



2.- Señores Chahuán, Girardi y Sabag, entre el 28 de febrero y el 10 de marzo.



3.- Señor Chadwick, entre el 1° y el 9 de marzo.



4.- Señora Lily Pérez, entre el 1° y el 8 de marzo.



-- Se accede a lo solicitado.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

La señora ALVEAR.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, con respecto a los proyectos de ley sobre establecimiento de un sistema especial de exenciones fiscales y municipales para favorecer el tratamiento de residuos domiciliarios y sobre postergación hasta junio del pago de permisos de circulación y autorización para incrementar los anticipos del Fondo Común Municipal, pido solicitar al Gobierno el correspondiente patrocinio.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si no hay inconveniente, se enviará el oficio respectivo. Además, el Ministro señor Larroulet ha tomado nota de la solicitud de Su Señoría.



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, hoy día han ingresado a trámite legislativo dos proyectos de ley: uno crea el Servicio Nacional Forestal “CONAF”, y el otro, el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas.



Consulté con Comités de distintos sectores políticos en cuanto a formular la siguiente proposición a la Sala: que tales iniciativas sean tratadas simultáneamente y en Comisiones unidas de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si no hubiera objeciones, se procedería de esa manera.



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, solo quiero formular la siguiente observación.



El proyecto presentado por el Senador señor Ruiz-Esquide, que prohíbe toda forma de cálculo de interés sobre intereses, se envió a la Comisión de Constitución. Pero me parece que debe ir a la de Economía, por tratarse de una materia propia de su competencia.

El señor TUMA.- Exactamente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, el proyecto se enviará a la Comisión de Economía.



--Así se acuerda.

)------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, solicito abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que prohíbe plaguicidas de elevada peligrosidad.



Es una iniciativa de los Senadores señora Rincón y señor Quintana, entre otros, quienes están de acuerdo con tal petición. 



También hablé con el señor Ministro de Agricultura. 



Entiendo que el plazo vence hoy día, y que se está concordando un texto.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Qué fecha propone Su Señoría?

El señor ESPINA.- Unos diez días más, o el martes de la próxima semana.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Le parece mejor el lunes 14, al mediodía?

El señor ESPINA.- Okay. 



Gracias, señor Presidente. 



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de proceder a tomar juramento a los nuevos Senadores a que se hizo referencia en la Cuenta, el señor Secretario dará a conocer los acuerdos de Comités. 

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Los Comités, en sesión celebrada el día de hoy, acordaron unánimemente lo siguiente:



1.- Retirar de la tabla el proyecto que figura en el primer lugar del Orden del Día de la presente sesión, que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio, y devolverlo a la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor, y a la de Hacienda, en su caso, abriendo un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 7 de marzo, a las 13. Para tal efecto, se prorroga el funcionamiento de dicha Comisión Especial hasta el despacho de la mencionada iniciativa. 



2.- Ampliar la duración de la sesión especial citada para el miércoles 9 de este mes con la finalidad de analizar el estado de avance del actual proceso de reconstrucción, la que se efectuará de 11 a 14, e invitar a ella, además, al señor Ministro de Salud.

)-----------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito al señor Secretario que haga pasar al Hemiciclo a los señores Carlos Larraín Peña y Gonzalo Uriarte Herrera para que presten juramento en calidad de Senadores. 

INVESTIDURA DE SENADOR SEÑOR CARLOS LARRAÍN PEÑA

El señor PIZARRO (Presidente).- Ruego a las señoras y señores Senadores y demás personas presentes en la Sala y en tribunas ponerse de pie.



De conformidad con lo resuelto en la Cuenta de esta sesión, procederé a tomar juramento o promesa al señor Calos Larraín Peña, con arreglo a la fórmula indicada en el artículo 4º del Reglamento de la Corporación. 



Señor Carlos Larraín Peña: 



¿Juráis o prometéis guardar la Constitución Política de la República; desempeñar fiel y lealmente el cargo que os ha confiado la Nación; consultar, en el ejercicio de vuestras funciones, sus verdaderos intereses, según el dictamen de vuestra conciencia; guardar sigilo acerca de lo que se trate en sesiones secretas, y respetar y acatar las decisiones de la Comisión de Ética y Transparencia del Senado?

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Sí, juro. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Si así lo hiciereis, Dios os ayude, y si no, Él y la Patria os hagan cargo. 



En consecuencia, declaro a Su Señoría investido en el carácter de Senador y, por tanto, incorporado a la Sala. 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

INVESTIDURA DE SENADOR SEÑOR GONZALO URIARTE HERRERA

El señor PIZARRO (Presidente).- Enseguida, de acuerdo a lo establecido en la Cuenta, prestará juramento o promesa con arreglo a la fórmula indicada en el artículo 4º del Reglamento de la Corporación el señor Gonzalo Uriarte Herrera. 



Señor Gonzalo Uriarte Herrera: 



¿Juráis o prometéis guardar la Constitución Política de la República; desempeñar fiel y lealmente el cargo que os ha confiado la Nación; consultar, en el ejercicio de vuestras funciones, sus verdaderos intereses, según el dictamen de vuestra conciencia; guardar sigilo acerca de lo que se trate en sesiones secretas, y respetar y acatar las decisiones de la Comisión de Ética y Transparencia del Senado?

El señor URIARTE.- Sí, juro. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Si así lo hiciereis, Dios os ayude, y si no, Él y la Patria os hagan cargo. 



En consecuencia, declaro a Su Señoría investido en el carácter de Senador y, por tanto, incorporado a la Sala. 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Se suspende la sesión. 

)----------(



--Se suspendió a las 16:46.



--Se reanudó a las 17:12.

)------------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Continúa la sesión.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En este momento ha llegado a la Mesa una moción del Senador señor Escalona, con la que inicia un proyecto de ley en materia de inhabilidades para integrar el directorio de una sociedad deportiva profesional (boletín N° 7.505-07) (Véase en los Anexos, documento 30).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

V. ORDEN DEL DÍA

El señor PIZARRO (Presidente).- Tal como se informó, los Comités acordaron retirar de la tabla el proyecto signado con el número 1, que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio. 



Por lo tanto, corresponde someter a la consideración de la Sala el proyecto que viene a continuación. 

NUEVO ESTATUTO PARA FEDERACIONES DEPORTIVAS 

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de la Senadora señora Alvear, relativo a las federaciones deportivas nacionales, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6965-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de la Senadora señora Alvear).



En primer trámite, sesión 22ª, en 1 de junio de 2010.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 89ª, en 19 de enero de 2011.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo principal del proyecto es incorporar en la Ley del Deporte un párrafo nuevo que regule la organización y funcionamiento de las federaciones deportivas. Entre otras materias, se establece la participación de los deportistas en la toma de decisiones, se transparenta la selección de participantes para competencias internacionales, se consagra un sistema de control financiero por medio de auditorías externas y se instituye un tribunal de arbitraje deportivo.



La Comisión de Constitución discutió la iniciativa solamente en general y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señora Alvear y señores Larraín y Patricio Walker.



El texto de la normativa se puede consultar en el informe correspondiente.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, como ha dicho el señor Secretario, la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia aprobó por unanimidad este proyecto, que reviste la más alta trascendencia para el deporte nacional y también para el futuro de nuestros deportistas.



Corresponde a una moción de mi autoría, y durante su análisis un grupo relevante de deportistas, periodistas y dirigentes deportivos se acercó en diferentes ocasiones a conversar con la finalidad de poder regular adecuadamente esta materia. 



Hay situaciones, que todos conocemos y que han sido objeto de reportajes especiales en la televisión, que dan cuenta de la forma en que se selecciona a quienes asisten a competencias internacionales, en lo cual se aprecia una arbitrariedad enorme. Existen además diversas denuncias en el ámbito de la transparencia, etcétera. 



Por lo tanto, la iniciativa en debate permite dar un salto cualitativo hacia el futuro y evitar obstáculos para que nuestros deportistas puedan desarrollarse en sus respectivas disciplinas y también como personas.



Son por todos conocidas las dificultades que deben enfrentar al momento de intentar forjar o construir una carrera profesional, desde limitaciones institucionales, normativas, de infraestructura, hasta problemas de probidad y de transparencia. Y para qué hablar de recursos, por cuanto ellos mismos son los que deben financiarse sus prácticas. 



Y quiero llamar la atención de la Sala sobre un antecedente que nos proporcionaron en la Comisión deportistas con medallas obtenidas en el exterior: para poder subsistir reciben de la Subsecretaría de Deportes un subsidio de 400 mil pesos. Sin embargo, si no ganan una competencia durante el año son excluidos y no se les sigue pagando. Pero, obviamente, esa cantidad resulta completamente insuficiente para ir al extranjero y ganar una competencia. De modo que deben hacer esfuerzos brutales. 



Y eso, sin perjuicio de otras situaciones que deben enfrentar. Por ejemplo, su declaración de indigencia. Cuando van a pedir un crédito y les preguntan cuál es su actividad o profesión, ellos contestan “deportista”. Entonces, les vuelven a preguntar: “¿Futbolista?”. Y si responden “No, atleta”, les ponen “indigente”. Así que no tienen ninguna posibilidad de crédito, de acceder a salud, etcétera. 



Esa es la realidad que viven nuestros deportistas de elite, excepto, naturalmente, aquellos cuyos padres tienen posibilidades económicas para apoyarlos en su desarrollo.



Por eso se consideró importante establecer un estatuto jurídico para las actuales federaciones deportivas.



Hoy, nuestro sistema deportivo no les asigna ningún tratamiento especial a las federaciones deportivas y las asimila, desde el punto de vista normativo, a cualquier otra organización deportiva, llámense clubes o asociaciones locales o regionales. 



En tal sentido, señor Presidente, resulta insostenible que posean los mismos derechos y deberes que cualquier organización deportiva de base, en circunstancias de que ellas son las que determinan la mayor o menor excelencia de nuestro deporte, y de sus filas provienen quienes representan al país en juegos internacionales como sudamericanos, panamericanos, campeonatos mundiales y olimpíadas.



En la Comisión de Constitución recibimos al Subsecretario de Deportes, a deportistas nacionales que han ganado medallas para el país, a dirigentes del sector, y la opinión unánime apuntó a la importancia de legislar sobre el particular.



El proyecto busca consagrar un nivel de representación objetiva para que las federaciones deportivas puedan ser consideradas como tales. Asimismo, brinda la posibilidad de que los deportistas sean parte en la toma de decisiones de su federación, considerando que las asambleas resuelven asuntos relativos no solo al funcionamiento institucional, sino también, y principalmente, al futuro y desarrollo de los cultores del deporte.



Por otra parte, aborda la transparencia y objetividad en los mecanismos de selección de deportistas para competencias internacionales, materia especialmente sensible y que, como señalé, en algún momento produjo conmoción a raíz de programas especiales de televisión exhibidos al país.



Voy a recordar solamente un hecho aparecido en uno de esos reportajes.



Con motivo de una competencia ciclística, algunos de nuestros deportistas de alto nivel, al momento de ir a anotarse, se encontraron con que las inscripciones estaban cerradas y el proceso había culminado. Y terminaron asistiendo algunos familiares de los dirigentes, lo cual era absolutamente poco transparente, pues otros no pudieron postular. Y el resultado fue malo para nuestro país, al no existir la posibilidad de que concurrieran los mejores a esa competencia.



Creo que lo anterior, efectivamente, hay que solucionarlo.



Por otra parte, se aborda la profesionalización y modernización de las federaciones deportivas por la vía de que estas tengan la obligación de aprobar en sus asambleas los respectivos planes de gestión para el próximo período, debiendo también publicitarlos. El país quiere altos estándares de transparencia, por lo que las federaciones deportivas han de dar a conocer sus planes de gestión.



A Chile le interesa sobremanera el deporte, fundamentalmente el fútbol. Pero muchos chilenos y chilenas seguimos otras disciplinas deportivas, y por Dios que nos sentimos orgullosos cuando los nuestros reciben medallas de oro, de plata o de bronce en circunstancias tan adversas. Por lo tanto, contar con un plan de gestión conocido públicamente sin duda será de gran beneficio.



A la vez, se pretende dar particular énfasis a los posibles conflictos de intereses que puedan suscitarse al interior de una federación deportiva por parte de algunos de sus directores. El actual sistema adolece de importantes vacíos en lo referido a la ética y probidad deportivas, lo que facilita la comisión de conductas que atentan directamente contra la credibilidad del sistema deportivo y la necesaria solidez institucional que este requiere para que todo deportista con capacidades y aptitudes pueda desarrollarse bajo las condiciones en que lo hacen los mejores deportistas del mundo.



En tal sentido, se persigue garantizar la máxima transparencia y publicidad, tanto en lo relativo al manejo de los negocios propios de las federaciones por parte de sus directores como en lo concerniente a los balances anuales de estas.



Por otro lado, como uno de los puntos más relevantes del proyecto, se propone la creación de un Tribunal de Arbitraje Deportivo para las Federaciones Deportivas Nacionales. De esta manera, se aborda una de las necesidades más sentidas que han expresado tanto el Comité Olímpico de Chile, a través de su Presidente, Neven Ilic -quien participó en la Comisión-, como cada uno de los deportistas que hicieron presente esta opinión.



Se pretende que este tribunal tenga a su cargo la superintendencia correccional y disciplinaria de los tribunales de honor o comisiones de ética de las federaciones deportivas, permitiendo, de esta forma, procesos disciplinarios justos e imparciales para nuestros dirigentes y deportistas. Aquellos ciclistas cuyas inscripciones ni siquiera fueron recibidas al momento de eventualmente ser seleccionados deberían tener donde recurrir.



Lo señalado ha sido uno de los aspectos más valorados: la existencia de un tribunal que conozca las materias relacionadas con la ética deportiva y las causas disciplinarias.



A su vez, se establece un régimen de sanciones, que van desde la amonestación hasta la expulsión, ya sea de las personas afiliadas a las federaciones, de los integrantes de sus organizaciones afiliadas o los miembros asociados a unas y otras.



Señor Presidente, por tratarse de una materia trascendental para el futuro de nuestro deporte; por haber sido conversada y analizada con mucha dedicación, y durante bastante tiempo, con un amplio espectro del mundo del deporte, y por haber sido revisada y haberse escuchado a las distintas instancias en el seno de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, creemos importante que la presente iniciativa sea aprobada unánimemente por la Sala esta tarde, y que luego se fije un plazo para formular indicaciones.



Debo mencionar que incluso existe una comisión preocupada de las indicaciones que se podrían presentar. Y en esa instancia se encuentran participando los expertos que trabajaron en el proyecto, incluyendo a miembros de la Subsecretaría de Deportes. Todo ello, con el objeto de completar aquellos aspectos que mejoren aún más la transparencia y la práctica del deporte.



Lo anterior nos motiva -insisto- a aprobar el proyecto, recordando que fue acogido por unanimidad en la Comisión.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, resulta difícil explicar por qué de manera tardía nos preocupamos de un tema patente desde hace ya mucho tiempo. Sin embargo, todo es perfectible, y avanzar en la profesionalización de federaciones constituye un paso después del que dimos cuando se hizo lo propio con las entidades profesionales, en el momento en que se crearon las sociedades anónimas. La situación era tan precaria que incluso los organismos llamados “profesionales” -los clubes deportivos- no poseían una institucionalidad, lo que generaba graves problemas también con los deportistas profesionales, como se pudo apreciar en el caso del fútbol.



El proyecto en debate busca consagrar reglas especiales para las federaciones deportivas a objeto de avanzar hacia la profesionalización de los directorios de estas organizaciones.



Ante la situación que se registra en la ANFP hoy día, después de uno o dos presidentes y los cuestionamientos permanentes, no cabe sino señalar que ojalá las reglas del juego se encuentren claras al momento de elegir a los dirigentes, en cualquier nivel. Lo que está pasando en el fútbol ya constituye un drama con primera y segunda parte, y nadie lo quiere ver reflejado en ningún tipo de organización deportiva.



Por otro lado, la iniciativa propone incluir a los propios deportistas en el proceso de decisión de las federaciones. Un elemento central en la democracia pasa, por cierto, por la participación.



Asimismo, tiene por objeto transparentar la etapa de selección de atletas para certámenes internacionales, como lo ha planteado la Senadora Alvear. En tal sentido, el proyecto obliga a cada federación deportiva a tratar como punto adicional en sus asambleas extraordinarias la aprobación  -por la mayoría de los socios presentes- de los deportistas que la representarán en competencias internacionales. 



En cuanto a este último punto habrá que cautelar que las asambleas sean citadas con tiempo, que el aviso respectivo no se publique en un diario de escasa circulación o que se oculte la convocatoria para que sean asambleas armadas. Quiero recordar que algunas sociedades anónimas citan a sus socios y no todos ellos lo saben. Por lo tanto, el proceso de las indicaciones deberá asegurar que condiciones como estas se perfeccionen.



Por otra parte, la iniciativa fija un mecanismo de control financiero, a través de auditorías externas.



A la vez, se crea un tribunal imparcial de arbitraje encargado de dirimir cualquier clase de controversia en el seno de cada federación.



Y, en materia de profesionalización, el proyecto incorpora una serie de requisitos para ocupar un cargo de director de federación, entre los cuales destacan la experiencia previa como dirigente de alguna entidad deportiva adscrita a la federación y la acreditación de estudios superiores en el ámbito deportivo. Esto último, que pudiera parecer discriminatorio, en mi opinión debe ser una condición que coadyuve, tal vez no determinante, pero importante a la hora de definir quiénes dirigirán una federación.



Además, se impide la reelección de los dirigentes en sus cargos.



Lo anterior nos pone en un debate que no quisiéramos. Los parlamentarios, que son elegidos por la ciudadanía, tienen reelección infinita, y el impedir que ello ocurra con los dirigentes deportivos plantea problemas. ¿Por qué una directiva exitosa, que lo hace bien y que cuenta con unanimidad no podría continuar?



Creo que lo anterior también requerirá un proceso de revisión, de manera de garantizar dos, tres períodos como máximo. Pero impedir la reelección inmediata me suena más bien a castigo para quien lo haga bien, y constituye cero incentivo para quien busque trabajar de esa forma. Si da lo mismo hacerlo bien o mal, porque igual no les será posible continuar al frente de la federación, eso amerita una revisión.



En materia institucional, la estructura diseñada para el deporte chileno otorga gran importancia a las organizaciones deportivas privadas. Dentro de este marco, los clubes deportivos, las asociaciones y, de forma especial, las federaciones cumplen un rol fundamental, contribuyendo, en la práctica, a la ejecución de una política nacional del deporte. Ello encarnaría una visión integradora de la participación del Estado y las organizaciones privadas, bajo el concepto de la asociación público-privada.



En verdad, en muchos casos, es más privada que pública.



En los deportes de elite, u otros, resultan fundamentales no solo la familia del deportista sino también las empresas privadas. En esta materia la responsabilidad del Estado, como uno la ve en países tanto neoliberales como de corte socialista, debiera ser una línea de orientación respecto de la definición de una política nacional del deporte. Porque no basta solo con tener estadios, piscinas olímpicas: hay que contar con una política desde el Estado para los deportistas.



La instauración de una estructura mixta en materia deportiva implica la dictación de un marco regulatorio, a fin de determinar varios aspectos centrales, como la constitución de federaciones deportivas, su dependencia jerárquica, su relación con el organismo gubernamental que dicta las políticas deportivas, y un conjunto de normas referidas a fiscalización y sanción.



La estructura expuesta replica la institucionalidad establecida para una serie de otros países, cuyas legislaciones establecen que las federaciones deportivas tendrán una misión de servicio público definida por los órganos públicos encargados del deporte.



En los casos de Francia, España y México, las normas contempladas para el involucramiento de las federaciones deportivas en la ejecución de políticas deportivas imponen requisitos más elevados a los imperantes en Chile, puesto que establecen mayores grados de exigencia y control de las organizaciones deportivas por las entidades estatales.



Si hay recursos es preciso poner fiscalización. Lo que sucede es que muchas federaciones dicen: “Yo me financio y me mando sola”. Si el Estado va a disponer los recursos tendrá la posibilidad de exigir fiscalización.



En Francia, las federaciones deportivas -que son las entidades encargadas de organizar y promover la práctica de distintas disciplinas deportivas- se encuentran regidas por el Código del Deporte, reciben subvención y están sujetas a fiscalización a través del Ministerio de Salud, Juventud, Deporte y Vida Asociativa. La entrega de fondos públicos se halla condicionada a que las federaciones lleven una contabilidad adecuada, con el fin de controlar el uso de los recursos fiscales. Para ello cuentan con infraestructura y logística especializada y la ayuda de personal capacitado del Ministerio anteriormente señalado.



También existe el Comité Nacional Olímpico Deportivo Francés (CNOSF), compuesto por federaciones deportivas, el cual cumple un rol importante en cuanto a resolución de conflictos ya que sirve como mediador en las disputas suscitadas.



En resumen, los países desarrollados a los que les va bien en materia deportiva y que son miembros de la OCDE cuentan con una adecuada regulación respecto de la participación del Estado y el sector privado en el ámbito del deporte.



En España, la legislación señala que las federaciones deportivas desempeñan funciones públicas y que sus tareas son ejercidas bajo la coordinación y tutela del Consejo Superior de Deportes (CSD). Por su parte, las comunidades autónomas tienen igualmente una estructura adecuada con algunas diferencias.



En México, el sistema está basado en el trabajo de las federaciones deportivas y la Confederación Deportiva Mexicana (CODEME), agrupación civil que reúne a las asociaciones deportivas nacionales. En tanto, las federaciones mexicanas deben cumplir una serie de requisitos, como la existencia de un interés deportivo nacional o internacional en la disciplina. La afiliación a dicha institución es voluntaria. Sin embargo, recae en las federaciones la exigencia de someterse a los estatutos una vez que han ingresado a ella.



En Chile, carecemos de una cultura deportiva. Ojalá este punto sea objeto de debate. Diversos estudios han demostrado que la mayoría de la población (entre 80 y 90 por ciento) es sedentaria, es decir, no realiza actividad física alguna o bien lo hace menos de tres veces a la semana. Todo esto, más la mala alimentación, ha llevado a un crecimiento de las tasas de obesidad en el país. Y si a ello le sumamos el poco tiempo que nuestras obligaciones nos dejan para el deporte, podemos concluir que la cultura deportiva no es precisamente nuestro fuerte.



Es evidente que en materia educacional hemos intentado aumentar las horas de gimnasia y las exigencias que se imponen a los profesores del ramo tanto en la educación media como básica. Hasta ahora esas medidas no han tenido resultados.



Es importante para el desarrollo del deporte chileno que las federaciones y los dirigentes sean profesionales, pues lo que ahora vemos es la “dedocracia” o el “amiguismo”. Y si carecemos de reglas claras esta área seguirá siendo conducida por un grupo de amigos. No creo que sea malo el que este exista, pero el deporte profesional no puede estar basado en la amistad, sino que debe fundarse en la ley, en requisitos, normas y reglas.



El contar con dirigentes profesionales implicaría que debieran ser mucho más responsables que hoy. Actualmente en muchas disciplinas deportivas no hay dirigentes del todo responsables. Y mi pregunta es si falta plata quién responde. 



Me parece que las sanciones o suspensiones temporales de las funciones no son plenamente buenas. Lo claro es que los dirigentes han de asumir una responsabilidad incluso pecuniaria y no solo ser objeto de una sanción que les impida ejercer el cargo.



Si hablamos de profesionalización, basta ver la realidad de los deportistas de nuestro país. Por ejemplo, Tomás González va a las competencias internacionales acompañado solamente por su entrenador, mientras que el brasileño Diego Hypólito, campeón mundial de gimnasia en suelo, viaja con su entrenador, su kinesiólogo, psicólogo y fisiatra. Es decir, cabe concluir que a muchos de esos torneos asisten más dirigentes que deportistas.



Este tema puede ser tragicómico, pero es real.



Yo espero que con esta nueva normativa legal los dirigentes entiendan que su rol es importante, mas el foco principal en el deporte son los deportistas y no ellos. Si un atleta de alto rendimiento triunfa, significa un espaldarazo tremendo a la práctica de ese deporte en el resto de la gente.



Sin embargo, las condiciones existentes en las relaciones económicas entre las ramas del deporte y el sector privado no siempre son las mejores por cuanto hay un abuso de la necesidad.



Por eso, un respaldo estatal a los procesos deportivos va a posibilitar una mejor relación entre el sector privado y el Estado, sobre todo tratándose de deportistas estratégicos o de elite.



Señor Presidente, es imprescindible invertir en el deporte. Yo espero que el Estado lo haga. Quizás no se logren ganancias inmediatas, pero si somos un país inteligente tendremos claro que el deporte siempre es una inversión bien realizada.



En el mundo generalmente las grandes potencias se han enfrentado por quién gana más medallas. Ojalá que cuando tengamos federaciones deportivas y recursos públicos invertidos en el deporte no solo aspiremos a obtener medallas, sino a formar mejores ciudadanos, a lograr un país más aventajado y a perfeccionar la condición física de la población. Es bueno el deporte de elite, pero también lo es el deporte masivo, popular y ciudadano.



Si con esta iniciativa las federaciones se adecuan a una administración transparente y fundamentalmente eficaz, podremos cultivar una mejor calidad del deporte en Chile. Ese es el objetivo del proyecto.



Estimo que debemos formular indicaciones como las que he señalado y sobre todo hablar con los deportistas. Confío en que se abra una etapa de audiencias públicas donde se invite a los deportistas y especialmente a sus padres, quienes muchas veces han financiado la carrera de sus hijos para que sean profesionales.



Esta es una iniciativa que no podemos discutir solo los parlamentarios; hay que hacerlo con la ciudadanía.



Por esas razones, votaré a favor de la idea de legislar, independientemente de las indicaciones que espero preparar junto con los deportistas y los ciudadanos.



He dicho.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Me han solicitado abrir la votación.



Si no hubiere objeción, así se procedería.

El señor ESCALONA.- No.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No hay acuerdo.



Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, hemos escuchado a la señora Presidenta de la Comisión de Constitución rendir un extenso informe sobre una iniciativa muy interesante de la cual es su autora y que, como tal, ha sido muy modesta.



Efectivamente, dicho organismo técnico estudió y trabajó el proyecto en diversas sesiones.



Sostuvimos audiencias con una cantidad considerable de dirigentes, deportistas, representantes del Comité Olímpico de Chile y autoridades de Gobierno, por cuanto mantenemos una convicción muy compartida en el sentido de que el deporte en nuestro país reviste mucha importancia y prioridad.



Sin embargo, a la hora del ejercicio y la práctica, nos encontramos con una situación de fragilidad institucional imposible. Y buena parte de la responsabilidad tiene que ver con que el manejo, la gestión y la conducción del deporte son muy insuficientes y sumamente débiles. Es aceptable la existencia del deporte amateur, pero no que haya una gestión y conducción de aficionados.



Lamentablemente, ese es el núcleo del problema. Y mientras no se ponga más seriedad al manejo y la conducción difícilmente los cuantiosos recursos que se gastan en esta área podrán tener un efecto multiplicador.



Por eso, el planteamiento que ha hecho la Senadora señora Alvear en cuanto a generar un debate y una propuesta sobre la institucionalidad que debe haber en el ámbito de las federaciones deportivas resulta muy importante. Probablemente ello no resuelva todos los problemas, dado que la solución de gran parte de estos no corresponde a la iniciativa parlamentaria, sino que más bien concierne al Ejecutivo.



En tal virtud, esperamos que el Gobierno -así lo señaló por lo demás el Subsecretario de Deportes durante la discusión de este proyecto- incorpore indicaciones sustitutivas para complementar aquella parte que es de su iniciativa exclusiva con medidas que permitan darle un mayor fortalecimiento a las propuestas de la Senadora Alvear, las cuales han sido debatidas con mucho interés al interior del órgano técnico.



Creemos que el buen uso de los recursos; los mecanismos de mayor seriedad en la designación de las autoridades; la participación de más deportistas en la conducción de las federaciones; una correcta implementación de la Ley del Deporte (que pasa por el ejercicio que hagan de ella los propios organismos federados); una adecuada utilización de los dineros y un mayor aporte del sector privado a las actividades deportivas pueden generar los cambios que esperamos en este ámbito.



Por esas razones, señor Presidente, manifiesto nuestra adhesión al proyecto, que votaremos favorablemente, y anuncio que contribuiremos con algunas indicaciones tendientes a mejorar aún más su texto, como corresponde a un trabajo legislativo serio.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Consulto a la Sala si habría acuerdo para abrir la votación pero sin reducir el tiempo normal de las intervenciones.

La señora RINCÓN.- Sí, señor Presidente.

El señor LETELIER.- Conforme.



--Así se acuerda.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, simplemente, quiero destacar esta iniciativa de la Senadora señora Alvear, porque favorece la realización de un debate que al menos yo no había presenciado -ni en la Cámara de Diputados ni aquí, en el Senado- con relación a una materia muy importante.



Muchas veces nos preguntamos qué pasa con países como China, Cuba, Estados Unidos, Canadá, Brasil (en Sudamérica), en fin, que exhiben tantos logros en el deporte olímpico.



¿Qué tienen ellos de lo que Chile carezca?



A mi juicio, lo que no tenemos es justamente lo señalado por quienes han intervenido esta tarde: no nos hacemos cargo de la continuidad.



En efecto, cuando aparece un buen deportista en el nivel más básico, más masivo o tal vez en el que no es considerado de élite o de alto rendimiento, muchas veces le truncamos la carrera. 



La iniciativa en debate posibilita regular mejor las federaciones deportivas por medio de un nuevo estatuto y, al mismo tiempo, vincular diversos aspectos: el deporte que hoy desarrollan masivamente las asociaciones, el deporte de las federaciones existentes y, por supuesto, el deporte olímpico.



En la actualidad, nuestro país se hace cargo del deportista cuando gana una medalla. Ahí recién empiezan los incentivos económicos, no antes. Es decir, no se apoya el proceso formativo de ese joven que va a alcanzar elevados niveles de rendimiento. Y ello tiene mucho que ver con lo que originó el proyecto en discusión, con lo que subrayó la colega Alvear.



En muchos casos las federaciones solo son -como expresó el Senador Navarro- un grupo de amigos. Y no hay reglas claras, ni decisiones colegiadas ni consensuadas con quienes deben tomarlas. 



En este ámbito, echo de menos un rol más activo del Estado. Yo diría que al dictarse la Ley del Deporte, que estableció un sistema de donaciones, se avanzó bastante sobre el punto. Sin embargo, todo quedó ahí.



Entonces, pienso que este es el momento de dar un paso más sustantivo en orden a apoyar el deporte en su conjunto y entenderlo como una carrera profesional. 



Ahora, pese a todo lo que se ha dicho del fútbol, es la única disciplina que cuenta con deportistas profesionales. Y uno se pregunta por qué no podemos tenerlos también en otras ramas.



Insisto: ahí falta una acción mucho más decidida, una política tendiente a formar deportistas de alto rendimiento.



Con relación a La Vuelta Ciclista de Chile 2011, más allá de las polémicas surgidas en los últimos días -nada se ha acreditado respecto de gente que tuvo una gran participación-, debo connotar que se retomó gracias a la iniciativa privada, a la cual se sumó el Estado a través del Instituto Nacional de Deportes, pero no en la forma como correspondía. Porque, más que un evento donde se recorren algunos miles de kilómetros, implica una preparación y el ver en qué estado se encuentra cada uno de los clubes federados en Chile.



Entonces, la iniciativa de la Senadora Alvear abre un debate que no estaba presente en el mundo del deporte. Estimo, pues, que deberíamos aprovechar esta gran oportunidad y, en el plazo que se fije para formular indicaciones, enriquecer el articulado con muchos de los aspectos aquí mencionados.



Considero necesario el nuevo estatuto. Hace falta regular mejor lo que ocurre al interior de las actuales federaciones. No me cabe duda alguna de que la ley en proyecto generará nuevas federaciones, que albergarán a otras disciplinas deportivas, y Chile podrá destacarse en ámbitos hoy día inimaginables. 



Además, los deportistas podrán participar en la toma de decisiones relevantes: por ejemplo, quiénes concurren a una competencia internacional y cuándo. Eso ahora no ocurre; muchas veces se define entre cuatro paredes.



La iniciativa en debate le dará mayor transparencia al deporte chileno, y por eso la aprobaremos en general.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, este proyecto se originó en moción de la Senadora señora Alvear, quien ha estado muy preocupada del asunto. Así que a ella hemos de atribuirle los méritos, los créditos y los réditos pertinentes. 



Ahora, debo aclarar que en la Comisión de Constitución hubo audiencias, durante las cuales se escuchó a deportistas de alto rendimiento que han representado a Chile en competencias internacionales y, también, a destacados dirigentes (porque no todos son malos).


 
Por lo tanto, se está legislando con los deportistas y no de espaldas a ellos.



En dicho órgano técnico, diversos deportistas y dirigentes nos plantearon una serie de problemas: de transparencia; de arbitrariedades (por ejemplo, cómo se selecciona a los deportistas que representan a nuestro país en torneos internacionales); de manejo y distribución de recursos (estos se concentran mucho, y a veces viajan más dirigentes de federaciones que atletas). Y ello, obviamente, nos causa gran preocupación. 



Se requiere, entonces, un estatuto jurídico especial. La Honorable señora Alvear nos convenció de ello a todos, y por eso aprobamos la iniciativa por unanimidad. Primero, porque muchas federaciones reciben aportes del Estado o de las entidades que organizan las competencias en el exterior. Y segundo, porque las delegaciones pertinentes representan nada más y nada menos que al país: son la cara de Chile en esos certámenes; por lo tanto, se deben exigir estándares bastante mayores.



Hemos analizado varios problemas, señor Presidente. Por ejemplo, controversias no resueltas en el fútbol profesional y en diversas federaciones; cuestionamiento a los dirigentes, en fin.



¡Cómo echamos de menos la época de “Los tres mosqueteros”: don Carlos Dittborn (“Porque no tenemos nada, queremos hacerlo todo”), don Ernesto Alvear y don Juan Pinto Durán!



¡Cómo echamos de menos a esos dirigentes!



Sin ir más lejos, ¡cómo echamos de menos a Harold Mayne-Nicholls, por todos los cuestionamientos que están viviendo los actuales dirigentes del fútbol!



En tal sentido, es fundamental respetar la autonomía del deporte. Pero también lo es el crear las condiciones, a través de un estatuto especial, a fin de profesionalizar la actividad deportiva, para que los buenos dirigentes vuelvan, no solo al fútbol sino al deporte en general, y las variadas disciplinas no sean manejadas por personas que no cumplen con estándares mínimos desde el punto de vista de la idoneidad profesional y, en algunos casos, lamentablemente, desde el ángulo ético.



La idea de este proyecto es profesionalizar los directorios de las federaciones deportivas; incorporar a los deportistas en la toma de decisiones; transparentar la selección de los deportistas; establecer mecanismos de control financiero mediante auditorías externas que permitan una mayor accountability; crear -como decía la Presidenta de la Comisión y autora de la moción, Senadora señora Alvear- tribunales imparciales de arbitraje que resuelvan efectivamente las controversias, las cuales son tan comunes en las federaciones deportivas nacionales.



Por último, señor Presidente, cabe señalar que no basta con este proyecto de ley, que por cierto es muy relevante; no basta con la Ley del Deporte, que ha frustrado muchas de las esperanzas que generó. Deben existir en esta materia una visión y una política de Estado que incluyan no solo el deporte competitivo normal -por así decirlo-, sino además el de alto rendimiento. Ello, porque muchas veces los jóvenes buscan reflejarse en los deportistas exitosos. 



A este último respecto, hoy día dependemos de proyectos personales, de proyectos familiares.



Porque las familias de Fernando González y Marcelo Ríos invirtieron en ellos, tuvimos dos tenistas de excepción. Lo mismo ocurre con Tomás González, gran gimnasta que ha triunfado gracias a sus méritos y al respaldo de su familia, pero no a la política deportiva chilena.



La discusión de este proyecto de ley es, en esa línea, una buena ocasión para cuestionarnos lo que estamos haciendo. Todas nuestras cifras en materia de sedentarismo, de alcoholismo, de drogadicción juvenil, de obesidad son dramáticas. Y la Región de Aysén, desgraciadamente, quizás por el clima y la falta de infraestructura deportiva, lidera los índices de obesidad infantil en nuestro país.



Claramente, el deporte es el mejor vehículo, el mejor instrumento para combatir esos males.



Hace poco conversé con la familia de Sergio Aldea, joven atleta que ocupó un primer lugar (es el número dos en Chile) en los Juegos de La Araucanía Aysén 2010. Tiene una marca espectacular en 100 metros planos. Sin embargo, hoy día no puede estar en el Centro de Alto Rendimiento (CAR). Lo hablábamos con el Subsecretario y su Jefa de Gabinete. Muchas veces existen problemas en la selección de los deportistas a los que se va a apoyar. Esperamos que a través de este proyecto de ley, que es muy bueno, se empiecen a solucionar.



Existe una ley. Se presentó esta nueva iniciativa, que esperamos se apruebe por unanimidad, como lo hicimos en la Comisión. Pero esperamos también que haya una política de Estado sobre la materia.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, quiero sumarme a las felicitaciones a la Senadora Alvear por este proyecto, dada la importancia que reviste y porque abre este debate tan relevante con relación a uno de los aspectos del deporte nacional.



Ahora bien, como se ha dicho acá, este es el comienzo de una reflexión, y hay un sinnúmero de elementos que la iniciativa en discusión, por su naturaleza, no abarca pero que sí se hallan ligados a la actividad deportiva profesional, que se encuentra regida por la Ley sobre Sociedades Anónimas Deportivas Profesionales. 



En tal sentido, debo puntualizar que se anexó a la Cuenta un proyecto de ley que presenté en el curso de esta mañana, el cual busca regular uno de los puntos a mi juicio más controvertidos de aquella ley, que, según se ha demostrado, quedó establecido en el articulado que el Congreso Nacional aprobó hace algunos años. 



La moción que me permití formular consagra una nueva incompatibilidad para la integración del directorio de una sociedad anónima deportiva profesional. Ella apunta a que no puede formar parte del directorio de las entidades sin fines de lucro, que son las que organizan las sociedades de aquella índole, quien al mismo tiempo sea parte de instituciones sin fines de lucro que desarrollen actividades de carácter comercial o de lucro con sociedades anónimas deportivas profesionales.



El caso más evidente es aquel de que tomó conocimiento la opinión pública semanas atrás al discutirse en torno a la presidencia de la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, en que se determinó que el presidente -en este caso lo era- de una institución sin fines de lucro propietaria de la Universidad Internacional SEK también ejercía igual cargo en otra entidad, la Unión Española, teóricamente una sociedad anónima deportiva profesional, lo que, desde mi punto de vista, implicaba la existencia de relaciones enteramente perversas, al tenor del sentido original de la ley.



¿Cuáles eran esas relaciones perversas, a mi modo de ver? El hecho de que el propietario de Unión Española establecía contratos de una sociedad sin fines de lucro, presidida por él, que servían para que dicho club deportivo hiciera publicidad y, en consecuencia, desarrollara vínculos comerciales con aquella sociedad. Podía, por tanto, pasar recursos originalmente destinados a una sociedad sin fines de lucro a otra que sí los tenía, estando la misma persona con la doble responsabilidad como presidente de las dos entidades.



Creo que los señores parlamentarios coincidirán conmigo en que esa es una completa irregularidad.



Yo lamento que la Superintendencia de Sociedades Anónimas no haya tomado debida nota de tales situaciones y que tampoco lo hiciera la institución encargada de supervisar a las sociedades anónimas deportivas profesionales.



Por consiguiente, habiendo de por medio un evidente vacío, presenté el referido proyecto, que apunta a consignar una incompatibilidad que resulta evidente a la luz de los hechos prácticos que se han venido registrando en el fútbol profesional en el último tiempo.



Dicho de otra manera, me parece que, lamentablemente, se han generado prácticas mafiosas, ante las cuales el legislador tiene la obligación de salir al paso. No puede una persona contratar los servicios de una entidad sin fines de lucro para una sociedad presidida por ella misma que sí los persigue.



Aquello que hoy resulta evidente posiblemente no lo era tanto cuando se legisló, hace algunos años. Pero considero que se rebasó el vaso con los abusos que se han cometido en este ámbito.



Lo que estoy expresando es parte, desde mi perspectiva, del enorme descontento que hay en la opinión pública con relación a esas materias y a la conmoción que se ha generado por la manera como se gestiona el fútbol profesional en nuestro país, cuyo factor articulador son las sociedades anónimas deportivas profesionales.



Estoy convencido de que, si esa situación no se regula, en el Congreso Nacional podemos estar cometiendo una grave omisión en un aspecto sumamente significativo.



Eso no implica, por cierto, que no vaya a votar a favor del proyecto de ley en discusión, que aborda materias muy relevantes y que están asimismo en el ámbito de la actividad deportiva. Pero estimo que resulta insoslayable enfrentar también esos otros aspectos vinculados a este tema tan importante de la actividad social del país.



Señor Presidente, yo no estaba presente en la Sala cuando se dio cuenta en forma anexa de la moción que presenté esta mañana. Escuché por los parlantes que se remitió a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Sin embargo, creo que es propio de su naturaleza que sea tratada en la de Economía. Entonces, pido que se recabe el acuerdo de Sus Señorías para que, en rigor, sea enviada a ese último órgano técnico.

El señor LETELIER.- Se fue a la de Economía.

El señor ESPINA.- Yo me opongo a ese cambio.

El señor LETELIER.- ¡Así se acordó!

El señor ESPINA.- ¡Cómo que se acordó! ¡La moción pasó a la Comisión de Constitución!

El señor ESCALONA.- Parece que así se resolvió, Senador Espina.

El señor LAGOS.- Eso se acordó hace rato.

El señor ESPINA.- ¿Cómo que se acordó si acaba de pedirlo?

El señor LETELIER.- Alguien solicitó remitirla a la Comisión de Economía -creo que fue el Senador Zaldívar-, y así lo determinó la Mesa.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Resolvamos el asunto después.



Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, primero quiero saludar y felicitar a los dos Senadores que se han incorporado a este Hemiciclo: don Carlos Larraín y don Gonzalo Uriarte. A ambos los antecesores les dejaron bastante elevada la vara. Sin embargo, su capacidad y su personalidad les aseguran un rol brillante como miembros de la Cámara Alta.



Así que nuestra bienvenida y nuestras felicitaciones, en nombre de la bancada del PPD.



En cuanto al proyecto que nos ocupa, felicito a su autora, la Honorable señora Alvear. Creo que se echaba de menos en el país desde la perspectiva de darles un marco regulatorio a los clubes deportivos con respaldo de federaciones.



A mi juicio, esta iniciativa amerita un debate intenso en las regiones, en las comunas, con los clubes, porque, a decir verdad, debe contar con respaldo mayoritario o unánime, tanto más cuanto que va a significar una revolución del modo como se participa en la actividad deportiva, a fin de que los dirigentes puedan volcar sus capacidades de manera mucho más productiva y vincularse con el aparato del Estado, de cuyo aporte -entre paréntesis- en el articulado nada se expresa. 



Indudablemente, como los parlamentarios carecemos de iniciativa en materia de gasto, el proyecto debe ser complementado con indicaciones del Ejecutivo encaminadas a darle respaldo financiero. Porque, por ejemplo, en él se plantea la necesidad de hacer cuatro asambleas anuales, las que, por cierto, conllevan un costo significativo para las federaciones; entonces, a ese respecto se precisa el apoyo del Estado. Asimismo, es menester contar con fondos que tienen que ver con el deporte de alto rendimiento y de otros relacionados, para ver de qué manera hacemos participar a los clubes más modestos con financiamiento de equipamiento y construcciones, en la medida en que no basta lo que está desarrollándose a través del Instituto Nacional del Deporte.



El sistema tiene que ser complementado con más recursos. Y me parece que el proyecto de ley va a darle un espacio al Ejecutivo para que también realice su aporte significativo en la discusión.



Voy a votar de inmediato a favor de la aprobación en general, pero les solicito también tanto a la señora Senadora autora de la iniciativa como a la Corporación y la Mesa que el plazo para presentar indicaciones sea a lo menos de 60 días, para los efectos de socializar el texto y de que cuente con el respaldo de los clubes respecto de las correcciones que tiene que recibir.



Termino, señor Presidente, felicitando a mi Honorable colega Alvear, adhiriendo a la normativa, votando favorablemente en general y solicitando al menos un plazo de 60 días -repito- para formular indicaciones, con el objeto de darles a los clubes deportivos de todo el país la oportunidad de participar en el conocimiento de tan importante proyecto y el proceso de sugerencias para mejorarlo.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- En primer lugar, señor Presidente, deseo consignar que, tal como lo dije en la Comisión de Constitución cuando debatíamos el asunto, esta es una muy buena iniciativa.



Cabría reprocharle a mi estimada amiga y colega Alvear que haya sido tan egoísta para presentarla sola, porque es una moción que a muchos parlamentarios nos habría gustado copatrocinar, lo que no implica desconocerle su autoría intelectual... Pero reitero que es una muy buena iniciativa. Esa es la verdad.



Y creo, además, que Su Señoría mete el dedo en la llaga respecto de una cuestión extraordinariamente sensible, que es el funcionamiento de las federaciones deportivas. Se han realizado programas de televisión sobre el particular. Ha quedado demostrado que esas entidades exhiben hoy día una forma de actuar que termina siendo un obstáculo para el desarrollo del deporte. Los propios deportistas enfrentan un impedimento, muchas veces, en la estructura que ellas asumen.



En seguida, personas que quieren incorporarse a dirigir las federaciones a través de los mecanismos de elección actuales se encuentran con que ello es absolutamente imposible, ya que las directivas son elegidas por asociaciones, muchas de ellas fantasmas, que no existen ni operan, de modo que cuentan con una mayoría exclusivamente para lograr mantener los cargos.



Y muy buenos dirigentes tampoco se sienten con una estructura, ni un aporte, ni un apoyo para poder desarrollar una labor eficaz. Porque también los hay.



A mi juicio, el que nos ocupa es un excelente proyecto de ley. Y, con sana envidia, felicito a su autora, porque me habría encantado participar en la presentación de una iniciativa de esta naturaleza. Creo que va a constituir una tremenda contribución y que va a ser aprobada.



En segundo lugar, quisiera recordar que hemos dictado tres leyes adicionales para la actividad que nos interesa: la del Deporte, la de violencia en los estadios y la de sociedades anónimas deportivas. Estimo que llegó la hora de que analicemos con mucha seriedad y responsabilidad cómo están funcionando.



Fueron iniciativas legales muy buenas. Y si uno las lee, observa que se hallan bien elaboradas. Lo que ocurre es que se plantea un problema habitual en nuestra legislación: que una cosa es lo que dice el texto y otra cómo se aplica después. A veces, entonces, normativas que en el papel resultan muy convenientes, en la práctica no funcionan, porque la manera como ello se termina haciendo distorsiona la letra, en ocasiones, o el espíritu, en otras.



Basta señalar, por ejemplo, que la Ley del Deporte -una iniciativa en la que me tocó participar intensamente junto a varios señores Senadores y Diputados- establece, por ejemplo, modalidades de financiamiento. Una de ellas no se ha usado nunca -¡nunca!-, que es el subsidio. Se contemplan el Fondo Nacional para el Fomento del Deporte, las concesiones deportivas y las donaciones. El subsidio no se ha usado nunca -reitero-, en circunstancias de que es la fórmula más habitual en todas partes del mundo: la organización deportiva incorpora o aporta una cantidad de recursos, el Estado le proporciona la diferencia y, con eso, se logra desarrollar infraestructura, etcétera. No existe el reglamento para que funcione.



El sistema de donaciones, que debiera ser expedito, claro, simple, ha terminado por resultar absolutamente engorroso, de manera que efectuarlas hoy día, en forma transparente, a una organización deportiva es realmente un problema.



Pienso que es un cuerpo legal que se podría simplificar, que se podría hacer mucho más práctico. Y creo que es el momento -sobre todo, en el año en curso- de lograr la generación de un acuerdo y que deberíamos tratar de sacar una modificación, con la experiencia acumulada.



La ley de violencia en los estadios se halla en el mismo caso.



Siempre escucho críticas a esta última normativa y aseveraciones de que es mala. La verdad de las cosas es que, cuando se usa bien, funciona. Al respecto, cito el caso del magistrado señor Muñoz, integrante de la Corte Suprema, nombrado ministro en visita a raíz de una pelea en el Estadio Monumental, donde acuchillaron a un barrista. Al llegar un buen juez y aplicar acertadamente la ley, con sanciones correctas, justas, adecuadas, todas las críticas se desvanecieron.



Alguna gente afirma que ese texto legal nunca se aplica. No sabe que si el delito que se comete es mayor, en términos de sanción, el juicio no se caratula conforme a la ley de violencia en recintos deportivos, sino por homicidio, con el cargo que corresponde.



Pero, sin duda, se tienen que contemplar muchos más aspectos preventivos.



Y, desde luego, los clubes no respetan la preceptiva. ¡Si esta determina algo tan sencillo como que las barras tienen que estar empadronadas! ¡No existe una sola que lo esté! Se violan flagrantemente sus disposiciones. O sea, todos los domingos se vulnera su contenido y nadie dice nada.



Entonces, insisto en que ese ordenamiento tiene que hacerse también mucho más preventivo. No es una cuestión de represión: es de prevención, de crear condiciones adecuadas, aparte, obviamente, de sancionarse a los que cometen desmanes.



Y en cuanto a la ley sobre sociedades anónimas deportivas, estoy de acuerdo -seguramente, para su sorpresa- con el Senador señor Escalona, quien no se halla presente. Deseo expresarle -también para su sorpresa- que el proyecto a que se ha hecho referencia se va a ver en la Comisión de Constitución, porque acabo de preguntarles a la Secretaría y al señor Presidente. Sólo por unanimidad se podría cambiar a la Comisión de Economía, porque el instante para hacerlo era en la Cuenta. Pero, para la tranquilidad de mi Honorable colega -porque, como se registra una mayoría de la Alianza, cree que vamos a votar en contra-, quiero decirle que voy a aprobarlo.



El cuerpo legal citado tiene que mejorarse, obviamente. En primer lugar, porque resulta absolutamente incompatible que alguien sea dirigente o presidente -cualquiera que sea el nombre- de un club deportivo y, simultáneamente, dueño de la organización, la empresa o la actividad que mantiene relaciones comerciales con este. ¿Qué intereses defiende? ¿Los del club o los de su empresa? Eso es inconciliable aquí y en la “quebrada del ají”.



Pero, además, se observan otras situaciones incompatibles y que me parece que se han expresado en la última elección en el fútbol. Por ejemplo, cabe mencionar los préstamos que hacen dirigentes a clubes chicos. Existen entidades grandes, con personas que desempeñan esos cargos, y otras pequeñas que son deudoras. Y, a veces, las primeras les prestan plata a estas últimas. Cuando el club chico tenga que votar por un dirigente en el futuro, la pregunta es por quién lo hará: ¿por aquel a quien cree el mejor o por aquel con quien se halla comprometido por dinero?

El señor LAGOS.- ¡Por el mejor acreedor...!

El señor ESPINA.- Probablemente, por el acreedor que resulte más conveniente para sus intereses.



Entonces, no formulo imputaciones personales contra nadie, porque no me consta ninguna, mas sí quiero dar cuenta de un solo dato en relación con el tema de las sociedades anónimas deportivas, habiéndome tocado también participar activamente en el estudio del articulado respectivo. El propósito perseguido era permitir la llegada de capitales privados al deporte y la existencia de una regulación -no había recursos para incorporarla-, con la actuación de la Superintendencia de Valores y Seguros, especialmente para sacar adelante la actividad, y que se tomaran todos los resguardos para evitar la distorsión de su sentido.



De repente, considero, muy sinceramente, que es preciso meter mano para regular adecuadamente, porque no sé si prevalece con frecuencia el interés deportivo o, a veces, este último pasa absolutamente a un segundo plano y lo que interesa exclusivamente es la cantidad de plata en juego. Creo que mucho de eso es lo que ha afectado en la última elección en el fútbol. No olvidemos al Canal del Fútbol, cuyas utilidades, según entiendo -no sé bien la cifra exacta-, ascendieron a 23 mil millones de pesos. La Asociación Nacional del Fútbol Profesional maneja, según la información de que dispongo, el 80 por ciento de esos recursos. Entonces, quien dirige a esta entidad ejerce todos los años, de una u otra manera, el control de una cifra cercana a los 17 mil millones de pesos.



En consecuencia, juzgo que cuando se trata de cantidades de esa envergadura tiene que existir una regulación, no para obstaculizar la entrada de los capitales privados -¡qué estupendo que la empresa y los particulares, como pasa en todas partes del mundo, pongan plata!-, sino en tal forma que medie claridad entre lo que significa poner dinero para desarrollar una actividad deportiva y administrarla de una manera trasparente, que represente los intereses y el propósito de fomentar el deporte como corresponde, así como también al club respectivo.



Existen varias normas que regular, por lo tanto. Y me parece que esta es una oportunidad para ello.



Y aunque resulte completamente sorprendente, valoro -lo hago en forma muy sincera, pues nobleza obliga- la iniciativa del Senador señor Escalona, porque creo que es algo que puede dar para mucho y que es necesario revisar esa legislación.



Además, planteo que la materia se vea en la Comisión de Constitución, porque fue donde se analizó el proyecto de ley de sociedades anónimas deportivas profesionales y se halla toda su historia fidedigna.



Aparte felicitar a la Honorable señora Alvear, me parece que su moción ha permitido, por lo menos en el espacio del Senado -probablemente, esto no va a ser una noticia pública en mucho tiempo-, debatir sobre una materia del mayor interés. Creo que todos los ejemplos en el mundo, cuando se estudia el tema del deporte, demuestran que este cumple una tremenda función social. Es mucho más que una actividad meramente recreativa. Todas las sociedades que se han dado cuenta de ello, que lo han analizado, que han visto a un Estado involucrado, que han presenciado la apertura del sector privado, han logrado un desarrollo deportivo que disminuye la delincuencia, que reduce el consumo de droga, que mejora las condiciones de salud y la calidad de vida. En ellas se vive un poco más alegre, con más contento. El deporte logra ese gran cambio, y espero que podamos contribuir al menos a que el desarrollo deportivo en Chile sea mejor que el actual.



Por esas razones, señor Presidente, voto con mucho agrado a favor de la idea de legislar.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, en primer término, deseo darles la bienvenida, como ya lo han hecho otros Honorables colegas, a los flamantes nuevos integrantes de esta Corporación: los Senadores señores Carlos Larraín y Gonzalo Uriarte. Espero que podamos tener la capacidad de entendernos y llegar a acuerdo en materias importantes. Siendo 38 los miembros de esta rama del Congreso, dos de ellos representan casi el 10 por ciento.



Felicito a la Honorable señora Alvear por su moción. Como decía el Senador señor Espina, a muchos nos habría gustado haberla patrocinado también.



¡Una alternativa sería rechazar ahora por unanimidad el proyecto de ley y ponerle todos la firma a continuación, si le parece a la autora, para sentirnos parte de la iniciativa...!

El señor ESPINA.- ¡Y, en ese caso, la invitaríamos...!

La señora RINCÓN.- ¡A una pichanga...!

El señor LAGOS.- ¡Sería una invitada especial...!



Se trata de un gran proyecto, el cual -y voy a repetirlo- persigue cinco objetivos fundamentales:



1.- Consagrar reglas especiales para que las federaciones deportivas puedan avanzar hacia una mayor profesionalización de quienes las representan;



2.- Contar también con la participación activa de los deportistas en la toma de decisiones y la marcha de esas instituciones;


3.- Transparentar la selección de los atletas que representen a las federaciones o asociaciones en el contexto internacional;



4.- Fijar un mecanismo de control financiero a través de auditorías externas, y



5.- Establecer un sistema de arbitraje que se encargue de dirimir cualquier clase de controversia en el seno de cada federación.



Quienquiera que haya participado en asuntos deportivos -en lo personal, fui parte de deportes federados en su oportunidad- habrá visto que la falta de profesionalización genera obstáculos serios al desarrollo de la actividad.



Quienquiera que haya tenido acceso a la forma en que se asignan históricamente los recursos en Chile y se administran a nivel de federaciones habrá encontrado ejemplos de buenas experiencias y de otras tristes y amargas. Estas últimas están relacionadas, básicamente, no con la falta de medios ni de aporte estatal ni de deportistas, sino con la escasez de transparencia y con la forma en que se designan los cargos y se toman las decisiones al interior de las entidades.



En los pasados cuatro a cinco años nos ha tocado ver que un número importante de federaciones no han tenido representantes a nivel internacional a consecuencia de no calificar por haber sido censuradas y casi clausurada su participación al registrar deudas pendientes, cuentas no rendidas o, derechamente, dirigentes procesados.



Entonces, el proyecto de ley apunta a una cuestión medular. No se trata de la calidad del deporte, ni -nuevamente- de los recursos fiscales requeridos, ni solo del aporte privado, sino de quienes van a tomar las decisiones. Y como bien decían los que me antecedieron en el uso de la palabra, como los Honorables señores Escalona y Espina, existen también conflictos de interés de los cuales espero que la iniciativa pueda hacerse cargo.



Una materia de trasfondo me parece interesante: la normativa no solamente es para el deporte de elite. No tengo nada en contra de este, pero, como el nuestro es un país que destina recursos relativamente modestos al deporte, debo optar entre la entrega de más financiamiento a esa primera alternativa o a asociaciones nacionales, a federaciones regionales, a una actividad colectiva en el ámbito de que se trata. Y si logramos contar con organismos fortalecidos desde el punto de vista institucional, estos van a permitir el desarrollo del deporte de masas.



Como dije, no tengo nada en contra del deporte de elite. Este consigue, muchas veces, financiamiento del sector privado, entre otros motivos por existir un interés de por medio. Rinde más, y me parece bien. Pero quiero entidades fuertes y sólidas que le permitan al deporte aficionado contar con una institucionalidad para desarrollarse.



Por cierto, hay distintos mecanismos para esto último.



Y me hago cargo de lo que planteaba el Senador señor Espina respecto de las donaciones. Deseo que ellas se materialicen, pero me gustaría que, de cada 100 pesos que se aportaran a una institución particular, uno o dos fueran a un fondo nacional de apoyo a otras que, al ser más modestas, al encontrarse alejadas de los centros de la Región Metropolitana o de las capitales regionales, no obtendrán recursos por no haber donantes que quieran favorecerlas.



Entonces, estoy por que las donaciones dejen de forma obligatoria un porcentaje, no muy alto, pero que, al sumarse, permita ir en ayuda de los clubes y asociaciones más modestos, los cuales, en caso contrario, no van a contar con fondos.



Ojalá el debate pueda tener lugar durante un tiempo largo. Creo que 60 días para presentar indicaciones, como sugirió el Honorable señor Tuma, son un plazo razonable por la siguiente razón: pretendo recorrer la Región de Valparaíso durante ese tiempo a fin de hablar con dirigentes de clubes deportivos de distintas instancias para compartir con ellos el contenido de la moción, asegurarme de que puedan expresar su parecer y recibirlos en el Congreso cuando la discutamos en particular.



No me gustaría que, por despachar rápido una iniciativa buena, incurriéramos nuevamente en la deficiencia de no escuchar a los deportistas. Al revisar el informe de la Comisión de Constitución, advierto que no fueron muchos los recibidos en ella: el tirador al blanco Mauricio Huerta y el levantador de pesas Cristián Escalante. No asistió un número significativo de asociaciones o de deportistas destacados. En consecuencia, creo que existe espacio para generar un poco más de participación.



Y, al mismo tiempo, por tratarse de un proyecto sobre el cual existe consenso en la Sala, se podría intentar sacarle provecho en orden a que al menos sea uno respecto del cual tengamos la capacidad de ponernos de acuerdo y, tal vez, de aprobarlo por unanimidad, al contrario de la que ha sido la tónica en el último año. 



Entonces, espero que se fije un plazo de 60 días para formular indicaciones a la iniciativa -a la que le tengo fe-, tiempo durante el cual quien habla y el Senador señor Chahuán o los Honorables señores Espina y Quintana quizás podrían recorrer a la par las Regiones que representan, para sacarle partido a la moción.



El deporte es importante no solo porque a la gente le gusta correr; no solo por la salud; no solo por enorgullecer a los países cuando es exitoso afuera; no solo por significar una mejor calidad de vida: hace personas más sanas, más dialogantes, menos estresadas, menos dependientes del alcohol, más honestas al final del día.



Y es necesario ver las cifras de países en desarrollo a los que les va bien y practican el deporte en forma masiva, que exhiben una mejor calidad de vida.



Por estas razones, felicito nuevamente a la Senadora señora Alvear y le anuncio que va a contar con nuestro apoyo.



Apelo a su liderazgo, señor Presidente, a fin de que se fije un plazo de al menos 60 días para presentar indicaciones con el objeto de contar con un texto aún mejor.



Muchas gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, entiendo que es importante, en el momento de votar en general el proyecto, manifestar una opinión positiva respecto de los objetivos que se persiguen, expuestos aquí en forma lata.



El planteamiento de la Honorable señora Alvear buscaba desde sus inicios generar una mejor respuesta a la forma en que está funcionando el deporte a nivel federativo o de representación nacional o el de alta competencia. Es ahí donde han surgido las mayores dificultades en el momento de hacer un buen uso de los recursos que, no solo el Estado, sino también el sector privado destinan a la promoción, el fomento y el desarrollo de la actividad.



Junto con eso, es preciso corregir situaciones anómalas o irregularidades que surgen en la institucionalidad deportiva, que no muchas veces refleja la realidad del deporte donde aquella está instalada.



Con la actual normativa, las federaciones se forman para tener una representación nacional que les permita dos cosas: participar en el deporte olímpico a través del Comité Olímpico de Chile, donde se radica el deporte a nivel federativo, o acceder a recursos del Estado por medio de la institucionalidad pública conocida como “CHILEDEPORTES”.



Y las más de las veces se requiere cumplir con ciertos requisitos mínimos para conseguir la condición de federación deportiva y, por tanto, tener derecho a voz y a voto en esas instancias.



¿En qué se traduce ello? En que se han empezado a crear clubes deportivos o asociaciones deportivas fantasmas, que dicen representar lo que no existe; o sea, se plantean de manera artificial para justificar su formación en determinada Región. Luego esa asociación, junto a dos más de otras Regiones, constituyen una federación nacional. Se obtiene entonces la personería, la que se transforma en un instrumento para recabar recursos, para participar en la toma de decisiones respecto del deporte en el ámbito nacional y -lo más delicado- para lograr la representación de una especialidad a nivel internacional.



A partir de ese escenario, se generan los vicios y problemas que explicitó muy bien la Senadora señora Alvear y que este proyecto busca corregir.



Por consiguiente, todo lo que signifique avanzar en el fortalecimiento de la institucionalidad deportiva va en una buena línea.



Cuando años atrás discutimos la iniciativa de la hoy Ley del Deporte, en el fondo se planteó una apuesta: cómo generar una institucionalidad pública que permitiera el fomento, el fortalecimiento y el desarrollo de la actividad deportiva, a partir del robustecimiento de un ente básico que se transformara en el gran gestor, en el gran promotor y en el gran artífice del deporte.



En opinión de algunos de nosotros -por lo menos, la mía-, esa entidad es el club deportivo. Es ahí donde se genera el deporte de verdad, independiente de si es de alto rendimiento o de recreación, o de si se canaliza socialmente en comunas, barrios, ciudades o localidades de nuestro país.



Dicha apuesta, desde el punto de vista del Estado, de la sociedad, implica definir qué instancia, qué organismo, qué nivel fortalecemos y priorizamos para lograr el fomento y desarrollo del deporte. A mi juicio, no existe otra alternativa, para corregir la serie de anomalías que hay en este ámbito, que robustecer la institución deportiva básica: el club deportivo.



Cuando hablo de club deportivo me refiero tanto al que existe en cualquier barrio de nuestra Capital o en una localidad rural, como a los de nivel nacional conformado por distintas ramas, que actualmente participan en el deporte profesional, en el competitivo y en el amateur. O sea, todos los clubes: desde los más grandes (Universidad Católica, Universidad de Chile, Colo Colo y otros conocidos) hasta los más modestos de los barrios de las comunas que representamos en el Senado.



Es en los clubes donde se genera de verdad la actividad deportiva. Además, ahí se lleva a cabo la labor de dirigencia, que en los dirigentes chilenos combina una rara mezcla de generosidad, corazón, voluntad con una tremenda falta de preparación, capacitación y profesionalismo. Ellos realizan dicha tarea de manera gratuita y voluntaria, las más de las veces con mayor pasión que preparación.



Al apoyar adecuadamente a las organizaciones deportivas (otorgarles posibilidades para tener patrimonio, invertir, hacerse de una sede, una cancha, un espacio deportivo donde desarrollar su disciplina), estamos generando condiciones para que el deporte se multiplique y -si las circunstancias lo permiten- para que se avance de lo recreativo a lo competitivo.



Pero este proyecto busca, en lo fundamental, fortalecer las organizaciones deportivas en el nivel de federaciones, de asociaciones de representación nacional; por lo tanto, la consecuencia natural es la preocupación por el deporte de alta competencia o alto rendimiento.



Me parece, señor Presidente, que la iniciativa en discusión requiere un debate lo más amplio posible, a fin de establecer una institucionalidad que fortalezca la acción de la dirigencia y mejore las posibilidades de los deportistas para cumplir con sus objetivos, los que, obviamente, son personales, aunque muchas veces tienen implicancias de orden social por la representatividad que aquellos asumen a nivel regional o nacional.



Por otro lado, hay una preocupación que manifesté a la Senadora señora Alvear al inicio de la discusión de esta iniciativa. Me refiero a que se puede caer en el extremo de que la participación de los deportistas en la toma de decisiones, en vez de fortalecer y hacer objetiva la actividad deportiva, se transforme en una traba, en una instancia colectiva de resolución que termine perjudicando el rendimiento de los propios deportistas.



Me explico.



Se ha planteado que la definición respecto de quiénes integrarían las representaciones deportivas en las competencias nacionales o internacionales fuera abordada de manera colegiada en la asamblea de la federación respectiva. En el caso del fútbol, por ejemplo, el Consejo de Presidentes debería resolver quiénes representan a Chile en el Mundial. Con ello, obviamente, las opiniones se multiplicarían, se subjetivizarían e, incluso -pensando en buenos términos-, irían contra la labor de quien tiene que tomar esa decisión: la parte técnica.



¿Por qué se propone aquello? Con toda razón la Senadora señora Alvear expuso recién el caso del Presidente de la Federación de Ciclismo, quien no halló nada mejor que llevar a su hijo a una competencia. Ello apareció como un acto de nepotismo y no de elección del mejor calificado. Aun si lo fuera, no tenía por qué ser el Presidente de la Federación el que tomara tal decisión, sino la instancia técnica pertinente.



Hago aquí una salvedad. Existen múltiples casos en que los representantes de nuestro país son nominados por dirigentes o por entrenadores que, a su vez, son sus familiares.



Pero hay un ejemplo digno de destacar en sentido inverso.



En Chile no existiría la enorme cantidad de medallas olímpicas, panamericanas y mundiales en esquí acuático, si no fuera por la acción de un chileno que no halló nada mejor que invertir sus recursos para ayudar a sus hijos a practicar dicho deporte. Él formó la Federación y las asociaciones; él organizó las competencias; él llevó a sus hijos a estas y los preparó a nivel internacional. Estos han representado a Chile durante más de diez años, promoviendo una disciplina que alcanza hoy el mayor éxito competitivo en el mundo. El señor al que me refiero es Waldo Miranda, padre de cuatro jóvenes deportistas. Cada vez que Sus Señorías busquen noticias sobre esquí acuático se encontrarán con ese nombre.



Si se hubiera aplicado el criterio planteado en el proyecto, sin cobijar situaciones como la descrita, lisa y llanamente el esquí náutico nunca se hubiera desarrollado, disciplina que hoy es la que más satisfacciones da al deporte chileno -¡ojo!, la que más satisfacciones da-. Y ya son miles los que la practican.



En la actualidad, ese caballero ya no estará solo, pues contará con un marco jurídico apropiado que estimulará el desarrollo tanto de su actividad como de otras. Pero si durante diez años no hubiera puesto su plata, organizado competencias, dedicado tiempo, construido la pista -la mejor de Latinoamérica- en la laguna Los Morros, en San Bernardo, no se habría producido este desarrollo.



En consecuencia, tenemos dos casos extremos: uno malo y otro bueno. Lo delicado es lograr que el deporte quede al arbitrio de alguien que lo hace bien previniendo la acción de quien lo hace muy mal o por beneficio personal. 



Es eso lo que debemos tratar de mejorar en la propuesta de la Senadora señora Alvear, a la cual me sumo con mucho agrado. En el debate en particular espero tener la posibilidad de aportar, modestamente, con algunas indicaciones.



Voto que sí.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto en general (30 votos).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Coloma, Escalona, Espina, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde fijar plazo para presentar indicaciones.



Honorable señora Alvear, ¿qué fecha estima conveniente?

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, francamente había pensado en un plazo breve, alrededor de 15 días. Sin embargo, he escuchado con mucha atención las propuestas de algunos señores Senadores en orden a solicitar uno mayor, a fin de analizar el proyecto y aprovechar de difundirlo en sus respectivas circunscripciones.



En atención a lo anterior y considerando que 60 días es un plazo demasiado largo, sugeriría establecer uno de 40. Así, despacharíamos rápido la iniciativa, dada la necesidad urgente que se ha manifestado a través de la presión -lo tengo que decir- de que he sido objeto para que aquella se apruebe. Es extraordinaria. Esto no es noticia pública, como alguien dijo aquí. Pero las cantidades de mensajes de apoyo que llegan del mundo del deporte son impresionantes, desde médicos que trabajan en ese ámbito hasta entrenadores, etcétera.



En consecuencia, pido buscar una solución intermedia que resulte satisfactoria para todos. 



Propongo 45 días.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Sugiero a la Sala fijar como plazo el lunes 11 de abril, a las 12.



¿Habría acuerdo?

El señor TUMA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor TUMA.- Señor Presidente, el proyecto en comento solo lo conocieron los cinco Senadores que participaron en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Los demás no lo hemos debatido ni conocido, mucho menos los clubes deportivos de todo el territorio nacional.



Ruego a la señora Senadora autora de la moción que dio origen a la iniciativa que nos permita difundirla en el resto del país. El 11 de abril como plazo para presentar indicaciones resulta una fecha absolutamente insuficiente, pues debemos formalizar reuniones con cada uno de los clubes deportivos en los diversos sectores del territorio. Y los parlamentarios, especialmente los Senadores, queremos participar en ellas. Con tres o cuatro fines de semana útiles de aquí a dicho plazo, no alcanzaremos a efectuar más de cuatro o cinco reuniones.



Además, no creo que ganemos mucho adelantando el plazo en 15 ó 20 días. Sin embargo, en ese lapso podríamos masificar largas reuniones en todo Chile.



Insisto en fijar un plazo de 60 días para las indicaciones: hasta el 2 de mayo, con el fin de recoger las propuestas que los propios clubes nos plantearán.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para establecer el 2 de mayo, a las 12, como plazo para formular indicaciones, como ha propuesto el Honorable señor Tuma?

El señor NAVARRO.- ¿Cuántos días serían?

El señor TUMA.- Son 60.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Hay acuerdo o no?

El señor NAVARRO.- Son solo 15 días más que los sugeridos por la Senadora señora Alvear.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Evitemos los diálogos, por favor.



Si le parece a la Sala, se fijará como plazo para presentar indicaciones el lunes 2 de mayo, a las 12.



--Así se acuerda.
CONCESIÓN DE NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA, A SEÑOR EDUARDO SIMON BERNHEIM

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Horvath, en primer trámite constitucional, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor Eduardo Simon Bernheim, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7346-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción del Senador señor Horvath).


En primer trámite, sesión 73ª, en 7 de diciembre de 2010.


Informe de Comisión:


Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: sesión 89ª, en 19 de enero de 2011.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).-
La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía informa que el señor Eduardo Simon, nacido en Francia, pero vinculado familiarmente con Chile, el año 1948 decidió buscar un lugar alejado de Santiago para construir su vida y se instaló en el fundo Cacique Blanco en Lago Verde, Región de Aysén. Desde esa fecha se cumplen 63 años en que el señor Simon se ha dedicado a cultivar sus tierras y a la crianza de ganado, dándoles empleo a muchas familias de la zona.



Por otro lado, es pionero de la aviación en la zona patagónica, actividad que ha utilizado principalmente para prestar ayuda humanitaria a los pobladores de Lago Verde y Villa La Topera.



En 1997, la Intendenta y el Consejo Regional le rindieron un público homenaje por su aporte espiritual y material a la Región de Aysén.



La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tuvo presente que el señor Eduardo Simon ha hecho patria en nuestro país por más de 63 años, desarrollando una abnegada y solidaria labor junto a los habitantes de la Región de Aysén, motivos que fundamentan la convicción de que es merecedor del otorgamiento de la nacionalidad chilena por especial gracia. Esta resolución se adoptó con el voto conforme de la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señora Lily Pérez y señores Kuschel y Sabag.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, la biografía de don Eduardo Simon se encuentra en el informe de la iniciativa legal y en los antecedentes que conoció la Comisión de Derechos Humanos.



Solo quiero destacar que se trata de una persona -como se señaló- de origen francés que se asentó en Chile hace muchos años, particularmente en la Patagonia, y que ha efectuado una acción valorada por el Consejo Regional y por distintas instituciones de Aysén. Tal reconocimiento ha sido transversal desde el punto de vista político.



Don Eduardo Simon ha propiciado un desarrollo con visión de responsabilidad social; por ello, sus diversos trabajadores gozan de un alto nivel de calidad de vida. 



Ha destacado, además, por un notorio espíritu de servicio hacia las comunidades. Con ese fin realizó viajes en avión -tal como se señaló- en condiciones muy peligrosas. Fue piloto durante la Segunda Guerra Mundial. 



También ha facilitado el acceso a la salud y a la educación de muchas personas de la comunidad.



Cabe recordar que, durante un viaje que hice con el ex Senador Jaime Gazmuri, este me contó que cuando egresó de la Escuela de Agronomía realizó su práctica como ingeniero agrónomo en Cacique Blanco con don Eduardo Simon. Era la época en que se arreaban los animales desde Lago Verde hasta Puerto Montt, lo cual significaba pasar por Portezuelo, por el lado argentino. Ello refleja las condiciones sacrificadas en que se desarrollan zonas que hasta el día de hoy se encuentran muy aisladas.



Por esas razones, en reconocimiento a la trayectoria de un emprendedor de la Patagonia, de una persona de servicio público, quien ha llevado a cabo también una gran labor de integración con el vecino país de Argentina, solicitamos que se le conceda la merecida nacionalidad chilena, por especial gracia, a don Eduardo Simon Bernheim.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, felicito al Senador señor Horvath por haber presentado este proyecto de ley y me sumo a sus palabras en reconocimiento por la labor efectuada por don Eduardo Simon, quien efectivamente ha hecho patria y soberanía en la Región de Aysén, en especial en una comuna alejada y muy hermosa como es Lago Verde.



Quiero destacar algo que ya manifestó mi colega: en Aysén el señor Simon ha recibido el reconocimiento del Consejo Regional y de quienes han trabajado con él, pues siempre ha mostrado un compromiso social muy fuerte.



Adhiero con mucho entusiasmo a la aprobación del proyecto que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, a don Eduardo Simon.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y particular el proyecto (14 votos a favor) y queda despachado en este trámite.  



Votaron las señoras Alvear y Rincón y los señores Coloma, Espina, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Navarro, Prokurica, Quintana, Tuma y Walker (don Patricio). 

CONCESIÓN DE NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA, A SACERDOTE GERARDO ALKEMADE DOLLE

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Chahuán, en primer trámite constitucional, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor Gerardo Alkemade Dolle, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7237-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción del Senador señor Chahuán).


En primer trámite, sesión 56ª, en 29 de septiembre de 2010.


Informe de Comisión:


Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: sesión 89ª, en 19 de enero de 2011.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía deja constancia en su informe de que el sacerdote señor Gerardo Alkemade, nacido en Holanda el año 1931, arribó a Chile en 1958 y comenzó su apostolado en la diócesis de Osorno, para luego ser destinado a Puerto Octay, localidad donde inició la construcción de un nuevo edificio para la escuela parroquial y colaboró en la edificación de escuelas particulares en Piedras Negras y Río Blanco.



Posteriormente, el padre Alkemade fue designado vicario parroquial de la Catedral de Osorno, período en el que propició la construcción de numerosos caminos vecinales rurales. En 1982 fue nombrado párroco de la comuna de Alhué, destacándose, entre otras iniciativas, su labor de reconstrucción de las viviendas de pobladores que habían resultado destruidas con el terremoto del año 1985, como también la creación del Museo de Alhué.



El año 2007 fue nombrado Hijo Ilustre por el Concejo Municipal de Alhué, lugar donde en la actualidad reside y presta asistencia espiritual a los fieles de la parroquia.



La Comisión informante, en atención a la abnegada labor pastoral desarrollada en nuestro país por el sacerdote señor Gerardo Alkemade, estimó que es merecedor del reconocimiento de la nacionalidad chilena por gracia. Esta decisión la adoptó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Lily Pérez y señores Kuschel y Sabag.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, pido suspender la votación o tener una segunda discusión sobre esta iniciativa, con el objeto de aprobarla cuando se encuentre presente el Senador patrocinante.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, quedará pendiente la discusión del proyecto.



--Así se acuerda.
VI. TIEMPO DE VOTACIONES

ESTABLECIMIENTO DE PROCESO NACIONAL ÚNICO SOBRE CONCESIONES PORTUARIAS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Horvath, Navarro, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide y Tuma, cuyo propósito es solicitar al Ejecutivo el establecimiento de un proceso nacional único de concesiones portuarias, que incluya a todos los trabajadores del sector, de manera de garantizar sus derechos de seguridad social.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1316-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 75ª, en 14 de diciembre de 2010.


Informe de Comisión:


Certificado de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones: sesión 86ª, en 12 de enero de 2011.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Rincón y señores Chahuán y Novoa, informar a la Sala que el proyecto de acuerdo no le merece reparos ni observaciones.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (12 votos afirmativos).


Votaron las señoras Alvear y Rincón y los señores Escalona, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Prokurica, Quintana y Walker (don Patricio).

SOLICITUD DE ENVÍO DE INICIATIVA LEGAL SOBRE GOBIERNO CORPORATIVO DE ENAP. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señoras Rincón y Alvear y señores Bianchi, Escalona, Frei (don Eduardo), Gómez, Lagos, Letelier, Quintana, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).
--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1325-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 82ª, en 5 de enero de 2011.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El proyecto de acuerdo tiene como objetivo solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa una iniciativa legal sobre creación de un gobierno corporativo para la Empresa Nacional del Petróleo. Asimismo, se pide que ENAP continúe siendo una empresa estatal y que se avance en su transformación como una gran empresa nacional de energía. 



Por último, se solicita la revisión de los nuevos términos del contrato entre ENAP y Gasco, que harán subir el precio del gas doméstico en Magallanes.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Hago presente a la Sala que se requieren 11 votos para su aprobación.

La señora RINCÓN.- ¿Los hay?

El señor LETELIER.- Están presentes 11 señores Senadores.

La señora RINCÓN.- Pido postergar la votación, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, quedaría aplazada hasta la próxima semana.



--Así se acuerda.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Hacienda, con el objeto de solicitarle el envío de COPIA DE ESTUDIO “CONTRIBUCIÓN DE LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR AL DESARROLLO REGIONAL”. A la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, a fin de que informe sobre NÚMERO Y TIPO DE DENUNCIAS RESPECTO DE OPERACIÓN DE ADMINISTRADORA DE FONDO DE CESANTÍA y FISCALIZACIÓN A EMPRESA UNIVERSITARIOS EVEREST. Al señor Ministro de Salud, para que informe sobre eventual AUTORIZACIÓN A EMPRESA MUELLES DE PENCO PARA DEPOSITAR TONELADAS DE PETCOKE EN PATIOS COLINDANTES CON PLAYA DE PENCO. A los señores Ministros de Minería, de Energía y de Medio Ambiente, para que remitan información relativa a ESTADÍSTICAS DE VOLÚMENES DE INGRESO A CHILE Y USO DE PETCOKE. A la señora Ministra del Medio Ambiente, a fin de que remita COPIA DE ACUERDO DE PRODUCCIÓN LIMPIA (A.P.L.), SUSCRITO POR EMPRESAS DE ASOCIACIÓN DE INDUSTRIALES PESQUEROS DE REGIÓN DE BIOBÍO PARA MEJORAR SU GESTIÓN PRODUCTIVA Y AMBIENTAL. Al señor Comandante en Jefe de la Armada, para que por su intermedio la Gobernación Marítima de Talcahuano informe si ha efectuado AUTORIZACIÓN O FISCALIZACIÓN A EMPRESA PORTUARIA MUELLES DE PENCO (Región del Biobío). Al señor Director de la Policía de Investigaciones, con el objeto de que entregue ESTADÍSTICAS DE DELITOS INFORMÁTICOS PESQUISADOS POR LA BRIGADA DE CIBERCRIMEN DURANTE AÑOS 2008, 2009 Y 2010. Al señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, pidiéndole COPIA DE PROTOCOLO SUSCRITO  JUNTO A MINISTERIOS DE VIVIENDA Y OBRAS PÚBLICAS, INTENDENCIA DE BIOBÍO Y ALCALDES DE LA ZONA PARA RECONSTRUIR LOCALIDADES COSTERAS AFECTADAS POR TSUNAMI DE 27 DE FEBRERO DE 2010 EN OCTAVA REGIÓN. Al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, requiriéndole información sobre CONSEJO NACIONAL DE NOMBRES DE DOMINIO Y NÚMEROS IP. A la señora Intendenta de la Región del Biobío, para que remita COPIA DE PROTOCOLO DE RECONSTRUCCIÓN SUSCRITO POR INTENDENCIA DE BIOBÍO, MINISTERIOS DE VIVIENDA Y OBRAS PÚBLICAS, SUBDERE Y ALCALDES DE COMUNAS AFECTADAS POR SISMO. A la señora Intendenta de la Región del Biobío, solicitándole copia de ESTUDIO INTERNACIONAL DE LA OCDE “CONTRIBUCIÓN DE LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR AL DESARROLLO REGIONAL”. Al señor Alcalde de Penco, recabándole información en cuanto a FISCALIZACIÓN A EMPRESA PORTUARIA MUELLES DE PENCO. Al señor Director de CHILECOMPRA, solicitándole información relativa a CONVENIOS MARCO DE EQUIPOS NUEVOS Y SERVICIOS DE INSPECCIÓN, MANTENCIÓN Y RECARGA DE EXTINTORES. Al señor Director del Servicio Nacional de Pesca, requiriéndole COPIA DE ACUERDO DE PRODUCCIÓN LIMPIA SUSCRITO POR ASIPES DEL BIOBÍO e INFORME DE SERNAPESCA SOBRE MONITOREO DE VIRUS DE ANEMIA INFECCIOSA DEL SALMÓN. Y al señor Director Nacional (S) del Servicio de Registro Civil, pidiéndole explicaciones en cuanto a NO RENOVACIÓN DE PASAPORTE A LONCO MAPUCHE JUANA CALFUNAO. A la señora Superintendente de Servicios Sanitarios, para que remita INFORMACIÓN SOBRE FISCALIZACIÓN DE CORTE DE AGUA EN CHIGUAYANTE EN ENERO y COPIA DE ACUERDO DE PRODUCCIÓN LIMPIA SUSCRITO POR EMPRESAS DE ASIPES DE OCTAVA REGIÓN. Y al señor Superintendente de Electricidad y Combustibles, a fin de que proporcione antecedentes sobre FISCALIZACIÓN DE CORTES DE ELECTRICIDAD EN COMUNA DE FLORIDA, OCTAVA REGIÓN, EN ENERO.



De la señora RINCÓN:



Al señor Ministro de Educación, con el objeto de que se informe acerca de APELACIÓN ANTE NO PAGO RETROACTIVO DE SUBVENCIÓN PARA ESCUELA RURAL DE LENGUAJE “MUNDO INFANTIL”, RUTA SUR DE PAINE.  Al señor Ministro de Obras Públicas, para que se remita antecedentes sobre AUTOPISTA DESDE RETIRO (ACCESO SUR) A PARRAL Y TRAMO ENTRE LINARES Y RÍO PERQUILAUQUÉN. Al señor  Ministro de Obras Públicas, pidiéndole antecedentes sobre PAVIMENTACIÓN O REPARACIÓN DE CAMINO A EMBALSE ANCOA, COMUNA DE LINARES. Al señor Ministro de Salud, solicitándole informar acerca de FECHA DE ENTREGA DE EVALUACIÓN TÉCNICA SOBRE PROYECTO RED DE ALCANTARILLADO DE AGUAS SERVIDAS EN PLANTA DE TRATAMIENTO VILLA NUEVA ESPERANZA, SECTOR LOS CRISTALES, COMUNA DE LONGAVÍ; respecto de DECISIÓN PARA LIMITACIÓN DE HORAS EXTRAS A FUNCIONARIOS EN HOSPITALES PÚBLICOS Y MEDIDAS DE MITIGACIÓN POR DÉFICIT DE PERSONAL A RAÍZ DE TAL DISPOSICIÓN, y sobre SUSPENSIÓN DE ENVÍO DE RECURSOS PARA SUELDOS DE “CUIDADORAS DEL CONSULTORIO PONIENTE”, SECTOR PORONGO, COMUNA DE CAUQUENES.

)---------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Por haber cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:47.








Manuel Ocaña Vergara,








Jefe de la Redacción
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PROYECTO DE LEY INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA RELATIVO AL SISTEMA DE ALTA DIRECCIÓN PÚBLICA

(7485-05)

SANTIAGO, enero 19 de 2010.-

MENSAJE Nº216-358/
Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley, destinado a modificar la ley N° 19.882, que establece y regula el Sistema de Alta Dirección Pública, y la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo.

I.
FUNDAMENTOS DE LA INICIATIVA

1.
El Sistema de Alta Dirección Pública

a.
Orígenes

El 23 de junio de 2003 se dictó la ley Nº 19.882, introduciendo una profunda reforma a la administración civil del Estado a través de la instauración del Sistema de Alta Dirección Pública. Entre sus fines, estuvo el de reforzar el principio de probidad con objeto de evitar la repetición de algunos graves casos de corrupción detectados el año anterior, y avanzar hacia una administración más profesional y eficiente.

El Sistema de Alta Dirección Pública fue concebido con el propósito de proveer a las instituciones del gobierno central de equipos directivos capaces de optimizar la gestión pública y la prestación de servicios a la ciudadanía, en concordancia con las políticas y programas definidos por el Poder Ejecutivo.

b.
Diseño

Para cumplir el propósito indicado, se recurrió a un diseño del sistema que equilibra la selección por mérito con la gobernabilidad democrática. En una primera fase, un Consejo imparcial selecciona por concurso público a los postulantes que mejor se avienen con el perfil de selección definido por la autoridad y aprobado por el Consejo de Alta Dirección Pública. Esta fase concursal aplica el deseado filtro de mérito. En una segunda fase, los seleccionados son  propuestos en nóminas, de tres a cinco integrantes, a la autoridad encargada del nombramiento, la que está facultada para elegir libremente entre los nominados brindando a uno de ellos su confianza. En esta fase, la autoridad también puede desestimar la nómina y solicitar un nuevo concurso.

El Sistema constituye una política de Estado, que profesionaliza el liderazgo de algunos de los principales servicios públicos y trasciende a los gobiernos, como queda de manifiesto en la conformación plural y autónoma del Consejo de Alta Dirección Pública y en el hecho que sus acuerdos respecto de la conformación de nóminas de candidatos han sido alcanzados permanentemente por unanimidad. Al mismo tiempo, el Sistema busca garantizar que la administración del Estado responda a los lineamientos del gobierno elegido por la ciudadanía.

c.
Ámbito de aplicación

Al respecto, cabe destacar que no todos los servicios públicos fueron incluidos en el mismo, ya que éste se estructuró en torno a la distinción entre entidades que ejecutan políticas públicas u otorgan servicios a la ciudadanía y aquellas que definen dichas políticas, incluyendo en el Sistema sólo a las primeras.

Es así como, de 127 servicios públicos, la ley originalmente incluyó 99 en el Sistema y excluyó a 28. A la fecha son 108 los servicios que se rigen por el Sistema. Originalmente 749 cargos fueron adscritos al Sistema de Alta Dirección, considerando al primer y segundo niveles jerárquicos, pero este número se ha incrementado a 892 cargos a la fecha.

d.
Conducción del Sistema de Alta Dirección Pública

Corresponde por una parte, a la Dirección Nacional del Servicio Civil, que es el servicio público encargado de conducir el Sistema e impulsar y coordinar las políticas públicas de promoción de la gestión estratégica de los recursos humanos del Estado.

Por otra parte, se estatuye el Consejo de Alta Dirección Pública, como un ente autónomo, integrado por cinco miembros, cuatro Consejeros, designados por el Presidente de la República, con acuerdo de los 4/7 de los Senadores en ejercicio, por pares y alternadamente cada tres años, y por el Director del Servicio Civil. Su misión es garantizar la vigencia de los principios de mérito e imparcialidad en todos los procesos de selección, aprobar los perfiles de cargo y seleccionar, en el caso de concursos de primer nivel, las nóminas. Además, el Consejo ha designado a más de veinte profesionales expertos, quienes son sus representantes e integran los Comités de Selección de cargos de segundo nivel jerárquico.

El Poder Ejecutivo participa en la determinación del perfil de selección y de la renta asociada al cargo; en el nombramiento de un integrante de la nómina o en su rechazo, y en la renovación y remoción de los Altos Directivos Públicos nombrados a través del Sistema, quienes tienen la calidad de funcionarios de su exclusiva confianza.

Las empresas consultoras expertas en selección de ejecutivos aportan su conocimiento a través de la evaluación  de postulantes y de la búsqueda de talento, recurriendo para ello a estándares y procedimientos modernos, acordes con el estado del arte en la materia. En la actualidad 26 empresas forman parte del Convenio Marco de prestación de servicios de búsqueda y evaluación de Altos Directivos Públicos.

e.
Etapas del proceso de selección

Un proceso de selección se inicia con la vacancia de un cargo directivo adscrito al Sistema. El proceso subsiguiente es más rápido cuando las autoridades que designan directivos se han preocupado de cumplir con anterioridad los prerrequisitos para iniciar el período de postulación comunicado públicamente.

En efecto, si el proceso previo logra determinar ciertas condiciones mínimas, como en primer lugar, un perfil aprobado para el cargo, que también puede ser el mismo que tuvo el cargo antes; en segundo lugar, para el caso del segundo nivel, una designación previa de los miembros del Comité de Selección; y en tercer lugar,  empresas consultoras y de selección de ejecutivos ya seleccionadas y advertidas con tiempo de cuáles son los cargos para los que eventualmente deberán buscar candidatos cuando se les solicite; es posible pasar de inmediato desde la vacancia a la segunda etapa, evitando muchas de las demoras que el proceso actual impone a las autoridades que desean reemplazar directivos.

La segunda etapa consiste en definir el porcentaje de Asignación de Alta Dirección Pública. Esta etapa también puede omitirse si se decide mantener el porcentaje asignado con anterioridad a ese cargo.

Luego se inicia una convocatoria pública y, eventualmente, una búsqueda privada en paralelo. Esta tercera etapa se extiende hasta el término del período de postulación comunicado públicamente mediante avisos, fecha clave para este proyecto de ley.

Posteriormente a dicho cierre, se inicia una cuarta etapa, en la cual la empresa de selección evalúa a los postulantes que cumplen con los requisitos legales, preseleccionando sobre la base de antecedentes curriculares, entrevistas psicológicas y gerenciales, para entregar, al final del proceso, un listado depurado de candidatos, con sus respectivos informes de evaluación. A continuación, el Consejo o el Comité de Selección, según se trate de un cargo de primer o de segundo nivel jerárquico, entrevista a los preseleccionados finalistas y conforma la nómina de candidatos elegibles que se entregan a la autoridad encargada del nombramiento.

En cuanto a las condiciones de desempeño de los Altos Directivos Públicos, cabe señalar que éstas incluyen períodos de nombramiento de tres años renovables  por la autoridad competente hasta por dos nuevos períodos de tres años cada uno; por regla general la obligación de desempeñarse con dedicación exclusiva; una indemnización por petición de renuncia sea que ella ocurra antes de concluir el plazo de nombramiento, o cuando dicho cese se produzca por el término del período de nombramiento sin que éste sea renovado; y la obligatoriedad de firmar un convenio de desempeño con el Ministro del ramo o el Jefe de Servicio, según el nivel jerárquico al que corresponda el cargo.

2.
La cobertura del Sistema en los primeros años de implementación

A siete años de su establecimiento, el Sistema de Alta Dirección Pública se encuentra instalado y en funcionamiento: se creó la institucionalidad que lo sustenta, conformada por la Dirección Nacional del Servicio Civil y el Consejo de Alta Dirección Pública; se definieron procedimientos y estándares, y se puso en marcha un proceso que, a octubre de 2010, ha concursado 718 cargos, un 80,5% del total de 892. De los 105 cargos de primer nivel, se habían provisto o estaban en proceso de concurso 97, y de los 787 cargos de segundo nivel se habían concursado o estaban en proceso de concurso 621.

El flujo de nuevos nombramientos ha sido el siguiente: de enero a octubre de 2010 se han nombrado 115 Altos Directivos Públicos, durante el 2009 se nombró a 195, en 2008 a 163 y en 2007 a 120.

Además, el Sistema ha sido validado por su extensión más allá de sus límites originales, por mandato de cuerpos legales posteriores a 2003. Ellos adscribieron al Sistema cargos correspondientes al Instituto Nacional de Propiedad Industrial; a la Superintendencia de Pensiones; al Instituto de Seguridad Laboral; a los componentes regionales de servicios públicos adscritos al Sistema en las dos nuevas regiones de Arica – Parinacota y de Los Ríos; al Servicio de Salud de Chiloé; a cargos del sector salud incorporados por la ley de examen único de conocimientos de medicina; al Subdirector de Acuicultura de SERNAPESCA; al Servicio Electoral ; a la Comisión Nacional de Energía; cargos del Instituto Nacional del Deporte; del Consejo para la Transparencia; de jueces y secretarios abogados de la nueva justicia tributaria y aduanera; del Panel de Expertos del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones; de Directores de CODELCO, y de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, entre otros.

El legislador también ha hecho partícipe al Sistema de las institucionalidades para la selección de cargos del Consejo Nacional de Educación; de Gendarmería de Chile; del Comité de Auditoría Parlamentaria del Congreso Nacional; del Panel Técnico de Concesiones de Obras Públicas; y del Instituto de Derechos Humanos.

Esta extensión del Sistema da cuenta de que los crecientes grados de madurez y consolidación alcanzados le han granjeado el respeto de un entorno crítico.

El Sistema de Alta Dirección Pública ha facilitado cierta renovación de los cuadros directivos del Estado, pues el 62% de los nombrados no desempeñaban el cargo al momento de ser designados; ha sido compatible con incorporar a profesionales del ámbito privado, ya que un 16% de los nombrados proviene de ese sector; y ha coincidido con un aumento a 32% de la participación de la mujer en la Alta Dirección Pública.

3.
Necesidad de reforma al Sistema y desafíos futuros

A lo largo de estos siete años, junto a los avances que el sistema ha representado, también se aprecian algunas deficiencias o falencias en el diseño original.

Algunas de éstas, de menor entidad, son las que se refieren a la excesiva demora de algunos concursos, a los vacíos en la conformación de nóminas, que obligan a repetir los procedimientos, etc.

También, debemos considerar algunos temas evidenciados a partir de la asunción de una nueva Administración el 11 de marzo de 2010, particularmente por el cambio de coalición gobernante que ello implicó. Entre el 11 de marzo y el 6 de diciembre de 2010, 49 directivos del primer nivel jerárquico y 148 directivos del segundo nivel jerárquico fueron desvinculados, muchos de ellos por iniciativa propia o porque expiraron sus mandatos, de un total de 73 y 422 cargos vigentes al 11 de marzo de 2010.

El impacto del cambio de gobierno, en este contexto, aparece como menor, tomando en cuenta el mandato de la ciudadanía a la nueva administración, en orden de hacer ajustes que vayan en la línea de aplicar su programa. El gobierno que presido mantiene su compromiso de equilibrar la selección meritoria con la gobernabilidad democrática, pilar fundamental sobre el que se basa el sistema.

Pero a estos problemas menores, también se suman definiciones más de fondo sobre el futuro de la Alta Dirección Pública y como consolidar de manera definitiva este sistema que ha traído beneficios.

4.
Modificaciones al Sistema en dos etapas

Dado lo anterior, el Gobierno ha definido su acción en dos etapas. Primero, una legislación a corto plazo, que atienda estas reformas menores y que fortalezca el sistema: se abrevian los plazos, se mejoran las indemnizaciones, y se acota la capacidad de recurrir a directivos provisionales y transitorios en forma prolongada.

Por otra parte, se planea en una segunda etapa, más adelante, proponer otro proyecto de ley con mejoras a los convenios de desempeño y a otros instrumentos para medir los resultados de gestión logrados por los Altos Directivos Públicos y monitorear su gestión.

5.
Ajustes al tercer nivel directivo

La ley N° 19.882 tiene numerosos componentes que no formaron parte del acuerdo de enero de 2003 para reformar el financiamiento de las campañas electorales y crear la Alta Dirección Pública. Uno de esos componentes incorporó a la planta a los cargos de tercer nivel jerárquico de la planta de Directivos, con lo cual sus ocupantes adquirieron el alto grado de protección laboral propio de la planta.

Otro componente endosado al citado acuerdo, esta vez abriendo oportunidades de promoción a ciertos funcionarios consistió en establecer que los cargos directivos de tercer nivel fueran concursables de una manera más amplia que los demás cargos de planta amparados por el Estatuto Administrativo. En efecto, se permitió participar en dichos concursos a funcionarios de planta y a contrata de todos los ministerios y servicios regidos por el Estatuto Administrativo, y no sólo a funcionarios del servicio al que pertenece el cargo concursado.

En junio de 2010 se solicitó, por medio del Servicio Civil, información a 133 serviciosrespecto a los concursos de tercer nivel jerárquico o equivalentes. De este universo, 113 servicios entregaron la información solicitada dando cuenta de 660 concursos.

De ese total, el 46,2% de los postulantes pertenecen al mismo servicio del cargo concursado. Sin embargo, el 64,5% de las personas que integraron las nóminas pertenecen al mismo servicio. Como sugieren estos datos, no se ha producido por completo el efecto deseado de movilidad horizontal.

Este resultado se debe en parte a que la norma estableció una calificación de los candidatos internos en sólo dos categorías, por oposición a una categorización más fina. Por este motivo, este proyecto propone perfeccionar la norma omitiendo esa categorización en dos tipos. En todo caso, la propuesta conserva la preferencia a favor de los candidatos internos del mismo servicio o ministerio que ofrece el cargo que se concursa, para cuando los puntajes de dos candidatos estén igualados.

El otro cambio, que subsana la actual imposibilidad de calificar a algunos ocupantes de cargos del tercer nivel directivos, se explica más adelante. El objetivo de ambos cambios es fomentar la competencia por méritos al interior del tercer nivel jerárquico.

II.
CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY

El proyecto de ley que someto a vuestra consideración modifica diversas disposiciones de la ley N° 19.882, que establece y regula el Sistema de Alta Dirección Pública, y modifica la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo, en los siguientes aspectos:

1. Participación del Subsecretario del ramo en el Consejo

Se establece que el Subsecretario del ramo deberá participar al menos en una oportunidad en los procesos de selección de un Jefe superior de servicio. Con esto se busca agilizar los procesos al permitir que el Consejo sesione sin la obligatoria presencia del Subsecretario del ramo en todas las sesiones relativas a ese concurso.

2. Publicación de convocatorias

La iniciativa también modifica la ley N° 19.882, en el sentido de permitir la publicación mediante medios electrónicos en las secciones de empleo de diarios con mayor lectoría o en el diario oficial y en las páginas web de las instituciones involucradas. También se limita la obligación de entregar información más detallada sobre el cargo a los avisos publicados en medios electrónicos. El objetivo de esta modificación es reducir costos innecesarios derivados de publicaciones demasiado extensas.

3. Información de la vacancia de cargos que deben ser provistos a través del Sistema

Se establece para los cargos de primer nivel, un plazo máximo de 20 días para que el Ministro comunique la vacancia de un cargo y envíe, en el mismo actosi no lo hizo antes, para la aprobación del Consejo, la propuesta de perfil profesional y la propuesta de porcentaje de Asignación de Alta Dirección Pública. En caso de no cumplir dentro de plazo se establece que la Dirección Nacional de Servicio Civil presente supletoriamente ambas propuestas. Se debe tener presente que si el perfil del cargo y la propuesta de cambiar el porcentaje citado (en caso que este  cambio fuere esencial) fueren elaborados con anticipación, estos envíos pueden ser simultáneos a la comunicación de vacancia.

Tratándose de cargos de segundo nivel, se establece un plazo de 15 días para que el Jefe del Servicio respectivo comunique la vacancia y haga las propuestas antes referidas, si no las hizo antes. Además deberá, dentro del mismo plazo, comunicar el nombre de su representante en el Comité de Selección. Igual plazo regirá respecto del nombramiento del representante del Ministerio en el Comité de Selección. Debe tenerse presente que si dicho Comité es designado con anticipación, la demora efectiva de esta etapa puede ser ínfima.

En caso de no cumplir con el plazo para el envío del perfil ni de los nombres de los representantes, la presentación supletoria será responsabilidad de la Dirección Nacional del Servicio Civil respecto del perfil, y de esa entidad y del Consejo de Alta Dirección Pública para el nombramiento de él o los profesionales expertos de reemplazo.

En cuanto a la propuesta de porcentaje de Alta Dirección Pública, el incumplimiento del plazo obligará a la Dirección Nacional del Servicio Civil a enviar al Ministerio de Hacienda la propuesta para su tramitación.

Finalmente, se propone fijar la duración del período de postulación comunicado públicamente mediante avisos, entre apertura y cierre, en un mínimo de 14 días corridos y un máximo de 21 días corridos. Este es el rango máximo de experiencia en el Sistema de duraciones para estos períodos. Se propone poner este rango en la ley para garantizar que no aumente. 

Con estas modificaciones se busca generar mayor celeridad en los procesos de selección, mejorando con ello la capacidad de respuesta frente a aumentos en la demanda por concursos.

4. Inclusión en futuras nóminas de quienes integraron una nómina rechazada

Se propone precisar que una persona que integró una nómina rechazada no queda inhabilitada en forma indefinida para ser incluida en una nueva nómina para proveer el mismo cargo. Al efecto, se propone precisar que dicha limitación se extingue al cambiar el Presidente, en el caso de directivos de primer nivel; o al cambiar el Jefe de Servicio, en el caso de directivos de segundo nivel.Así se respeta el propósito de la norma original, que es evitar que el Consejo o Comité reduzca el ámbito de decisión de la autoridad que efectúa el nombramiento, por la vía de incluir en una nueva nómina a alguien que integró aquella que fue rechazada previamente.

5. Comités de Selección y normas relativas a la autoridad encargada del nombramiento de cargos de segundo nivel jerárquico

La propuesta en esta materia considera los siguientes elementos:

a. Modifica el requisito que establece que el representante del Jefe de Servicio en dicho Comité forme parte de la planta directiva del mismo servicio. El propósito es evitar situaciones en las cuales no es posible contar con representantes del Jefe de Servicio que cumplan este requisito, por que, por ejemplo, no se ha definido aún planta directiva por tratarse de un servicio público nuevo.

b. Encarga al Consejo regular el nombramiento, evaluación y remoción de los profesionales expertos. Con esto se busca formalizar y fortalecer su rol.

c. Establece el derecho a representación de cualquiera de los miembros del Comité de Selección, ante el Consejo, en caso de no haber unanimidad respecto a la conformación de la nómina. El  propósito es avanzar hacia una menor asimetría entre la selección de cargos de primer y de segundo nivel.

d. Establece que el quórum necesario para que los Comités se constituyan, sesionen y adopten acuerdos es el de la mayoría de sus integrantes, y agrega, como requisito esencial para tomar acuerdos, la presencia de un representante del Consejo. Los objetivos son evitar que la ausencia de los representantes de ministros y jefes de servicios impida constituir el Comité y, además, incentivar su participación dado que el Comité podría funcionar pese a su ausencia.

e. Faculta a la autoridad responsable del nombramiento de cargos de segundo nivel jerárquico, el Jefe de Servicio respectivo, para entrevistar personalmente a los candidatos que integren una nómina. Se busca facilitar la buena práctica de efectuar entrevistas a los integrantes de una nómina antes de adoptar una decisión sobre la misma.

f. Impone al Jefe de Servicio un plazo de 15 días, contados desde el envío de la nómina y excepcionalmente prorrogable una vez por un plazo igual, para informar a la Dirección Nacional del Servicio Civil  su decisión sobre la misma.En caso de no informar dentro del plazose considerará nombrado, para todos los efectos legales, el candidato que tenga más puntaje de la respectiva nómina. El objetivo de esta propuesta es superar un vacío en la actual normativa, la que no señala plazo para dicha actuación, obstando  al desarrollo más expedito de los procesos de selección. Con todo, se establece una excepción para los jefes de servicio que ejercen el cargo en calidad transitoria y provisional, indicada más adelante.

g. Fija plazo máximo para la etapa inicial del proceso de pago de las indemnizaciones, en el caso que ella proceda. El objetivo es agilizar estos pagos y permitir a la Dirección Nacional del Servicio Civil mantener un monitoreo sobre estas demoras.

6. Procedimientos especiales para completar nóminas evitando declarar desierto un concurso y para generar nóminas conjuntas para cargos con similar perfil

Se propone autorizar al Consejo para establecer un procedimiento dirigido a completar nóminas en caso que no se reúna un número suficiente de candidatos para conformarlas. En la actualidad, la ley establece un mínimo de tres candidatos idóneos. Además se autoriza al Consejo para generar nóminas ampliadas, es decir con más de cinco integrantes, para cargos con similar perfil, por ejemplo: jefes de división jurídica o directores de hospital en una misma ciudad. El objetivo de esta autorización es por una parte, economizar tiempo y recursos públicos y por otra evitar la pérdida de buenos candidatos.

Esta facultad también podrá ser utilizada por los respectivos Comités de Selección, respecto de los cargos de segundo nivel jerárquico. Estos concursos especiales deberán sujetarse a un Reglamento dictado para este efecto por la Dirección Nacional del Servicio Civil y suscrito por el Ministro de Hacienda.

Por último, se establece la posibilidad de que candidatos que han formado parte de una nómina puedan participar en otros procesos, sin pasar nuevamente por las primeras etapas de selección. De esta manera se facilita que  buenos candidatos estén disponibles para acceder a otros cargos sin pérdida de tiempo, y se reducen los costos de búsqueda.

7. Carácter confidencial del proceso de selección
Se propone modificar el artículo quincuagésimo quinto de la ley N° 19.882 con el propósito de precisar que el carácter reservado o secreto de la nómina, del proceso de selección y de la identidad de los candidatos permanecerá durante 10 años contados desde el término del proceso de selección. El fin de esta norma es precisar que pese a concluir el proceso de selección, subsiste la  reserva respecto a los aspectos antes señalados. Por otra parte, se propone imponer a la Dirección Nacional del Servicio Civil el deber de informar en su sitio web sobre los principales resultados de cada proceso de selección, en términos generales.

8. Procedimiento de reclamación

Se propone modificar el procedimiento de reclamo ante eventuales vicios o irregularidades, que la ley ya franquea a los candidatos a cargos concursados a través del Sistema de Alta Dirección Pública.

Por una parte se propone permitir que las comunicaciones relacionadas con el procedimiento de reclamo se efectúen a través del correo electrónico. El objetivo es evitar la pérdida innecesaria de recursos públicos y tiempo, resultante del deber de notificar por escrito, a través de carta certificada dirigida al domicilio del interesado, que actualmente impone el artículo 46 de la ley N° 19.880, sobre bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.

Por otra, se precisa que la entrega de la nómina constituye el hito de cierre del proceso para los efectos del procedimiento de reclamo. Esto determinará con claridad el momento a partir del cual corren los plazos para ejercer la acción por parte del reclamante.

9. Nombramiento de un candidato en caso de desistimiento y aviso anticipado de la renovación o término del periodo de nombramiento de los Altos Directivos Públicos
En caso de producirse el desistimiento de uno de los integrantes de una nómina con posterioridad a la entrega de ésta a la autoridad, se permite el nombramiento de otro miembro de esa nómina, siempre que al menos haya dos candidatos en ella.

Por otra parte, se propone reducir a 30 días el plazo de que dispone la autoridad para comunicar la renovación o término del primer o segundo período de nombramiento. El objetivo de esta norma es evitar que un alto directivo público desvinculado, deba ejercer el cargo durante un tiempo tan extenso como noventa días posteriores a recibir el aviso.

10. Creación de un monto mínimo para la indemnización por despido y de una indemnización por ciertas renuncias

Se mejora la indemnización por despido a que actualmente tienen derecho los altos directivos, debiendo pagarse aún cuando el directivo se haya desempeñado por un período inferior a un año, sin perjuicio de que una vez superado ese mínimo, la indemnización por despido continúe siendo proporcional al tiempo desempeñado en el cargo y sin perjuicio del tope equivalente a seis meses de remuneración.

Esta propuesta aspira a compensar parte de los costos de cambio que percibe quién ya tiene un buen empleo y analiza si postular o no a un cargo de alta dirección. Estos costos de cambio se originan en que no tiene asegurado un buen entendimiento con el futuro superior.

A continuación se propone crear una indemnización para altos directivos públicos que, con ocasión de un cambio de gobierno, renuncien voluntariamente a sus cargos. El monto de esta indemnización será igual a un mes de remuneración. No es conveniente aumentarla por encima de un mes, pues en ausencia de otras medidas, ello estimularía la salida de personal experimentado.

Para evitar abusos, también se establece que aceptar la indemnización por renuncia voluntaria será incompatible con aceptar otro cargo de alta dirección dentro de 12 meses contados desde la renuncia, y que la no aceptación de la indemnización por renuncia permitirá agregar el tiempo trabajado en el cargo al que se renunció, al tiempo de servicio posterior en otro cargo de alta dirección.

Un efecto lateral positivo de esta indemnización nueva es alentar la postulación en los concursos realizados durante el año previo a un cambio de gobierno, pues los recién designados obtienen esta indemnización en caso de renuncia voluntaria.

11. Nombramientos transitorios y provisionales

Cuando existen cargos de Alta Dirección Pública vacantes, el cargo puede ser llenado por el subrogante legal, o, si así lo estima la autoridad, por una persona designada discrecionalmente, sin que necesariamente reúna los requisitos de mérito, en carácter de “transitorio y provisional”. Durante las últimas dos administraciones anteriores, hubo 17 directivos de primer nivel que llegaron a titular, habiendo sido previamente transitorios y provisionales en el mismo cargo, sin que para dichos cargos transitorios y provisionales, haya sido necesario formular exigencias de mérito.

Con todo, la propuesta parte del principio de que es conveniente que la Administración pueda contar con la facultad de designar directivos en calidad transitoria y provisional. En efecto, durante las vacancias generadas con ocasión de un cambio de Administración, cumplen el valioso rol de agilizar el cambio de orientación del gobierno, y porque muchas autoridades han podido motivar y atraer a mejores postulantes de gran calidad y altos méritos gracias a la oferta de una designación rápida, que hasta ahora sólo ha sido posible bajo la modalidad transitoria y provisional.

Sin perjuicio de lo anterior, la presente iniciativa propone modificar el artículo quincuagésimo noveno de la ley N° 19.882, que regula estos nombramientos transitorios y provisionales. En términos generales, esta parte del proyecto de ley sigue los lineamientos ya en vigor desde la emisión del Instructivo Presidencial N° 007, con fecha 2 de noviembre de 2010.Sin embargo, su formulación en este proyecto de ley tiene mayor cobertura y permite reducir más la duración de aquella fase crítica para los nombramientos transitorios y provisionales.

Al mismo tiempo, consideramos necesario evitar que el favoritismo implícito en la designación como transitorio y provisional pudiera debilitar la exigencia de los concursos y por tanto reducir su calidad como filtros de mérito. También se considera necesario acotar aquellas facultades que podrían usarse en forma abusiva, debilitando al Sistema de Alta Dirección Pública.

La propuesta reorganiza el proceso, facilitando y permitiendo que la autoridad cumpla en forma previa a la vacancia los tres requisitos para iniciar un concurso público (proponer perfil, obtener aprobación del perfil, fijar porcentaje de asignación de Alta Dirección). Se observa que si la autoridad adopta esa conducta previsora, apoyada por la asesoría que provee la Dirección Nacional del Servicio Civil, reducirá a un máximo de 21 días corridos el período que media entre el despido del directivo que ocupaba el cargo y la fecha en que, bajo el sistema propuesto a través del presente proyecto de ley, podrá ser designada una persona en calidad de transitoria y provisional, sin que pierda la opción a integrar la primera nómina que se determine, desde donde podrá ser designada titular.

La propuesta también introduce un plazo máximo, que hoy no existe, para la vigencia de un nombramiento en calidad transitoria y provisional: seis meses, prorrogable por única vez e igual plazo. Al expirar estos plazos la autoridad todavía podrá designar a un segundo ocupante transitorio y provisional, pero no podrá mantener al primero con un mero informe positivo de la Dirección nacional del Servicio Civil, como lo permite la normativa vigente.

Luego, instaura un régimen diferente según si el nombramiento se verifica antes o después del término del período de postulación comunicado públicamente. Un nombramiento transitorio en una fecha previa a ese término puede desalentar significativamente la postulación de buenos candidatos, pues el favoritismo es público. Esto debilitaría el filtro de mérito provisto por el concurso. El proyecto es más exigente con los nombramientos transitorios ocurridos en este período, disponiendo que quien sea designado en el cargo en esa calidad antes del término del período de postulación comunicado públicamente, no pueda participar del respectivo proceso de selección ni integrar la nómina.

Entonces, una autoridad podrá ofrecer una designación transitoria y provisional sin desalentar a los demás postulantes, por medio de postergar esa designación para el momento posterior al cierre de la convocatoria. Como esta postergación se limita a 21 días después de producida la vacancia, si la autoridad fue previsora y adelantó trabajo antes de la vacancia, podrá atraer candidatos con esta oferta.

En caso de que la autoridad nombre un ocupante transitorio y provisional después del cierre de la convocatoria, se impone una limitación distinta y menor sobre ese ocupante transitorio. Esta consiste en que dichos postulantes sólo puedan formar parte de la primera nómina que se elabore para proveer el cargo, y no de las nóminas posteriores que eventualmente la sucedan. El objetivo de esta norma es garantizar que nadie aproveche otra norma que exige que cada nueva nómina excluya a los integrantes de nóminas ya rechazadas para el mismo cargo. Esa otra norma puede usada en perjuicio del Sistema, por medio de declarar desiertas aquellas nóminas que no incluyan al postulante favorito. En efecto, en ese escenario esa otra norma eliminaría a algunos competidores de mayor mérito, y además la publicidad del nombramiento transitorio y provisional desalentaría a otros postulantes de alto mérito al segundo llamado, reduciendo de ambas maneras la exigencia del segundo concurso.

Si bien esa estrategia estuvo abierta en el pasado, este proyecto la bloquea para asegurar que el concurso actúe como efectivo filtro de mérito.

Adicionalmente, esta parte del proyecto incorpora restricciones a ciertas facultades de los ocupantes transitorios y provisionales, cuando ellas podrían ser usadas para debilitar el Sistema de Alta Dirección Pública. Por ejemplo, ello ocurriría si una autoridad designara una persona en forma transitoria con el único fin de que adoptara decisiones de recursos humanos de gran envergadura para luego retirarse de la escena sin asumir las consecuencias de largo plazo.

Por este motivo, se propone que las decisiones de mayor envergadura, como la remoción de directivos de segundo nivel y la designación de directivos transitorios en el segundo nivel, sean conocidas y aprobadas previamente por el Subsecretario del ramo. En caso de presentarse a un directivo transitorio de primer nivel una nómina con candidatos a ocupar en forma permanente un cargo de segundo nivel, se impone al directivo transitorio de primer nivel la obligación de abstenerse de rechazar la nómina y de seleccionar un titular, hasta que aquél no adquiera la calidad de titular. En este caso no regirá el plazo máximo para pronunciarse.

Por último, para aumentar la transparencia se establece que los ocupantes transitorios y provisionales de un cargo de Alta Dirección Pública, deben invocar esta calidad en aquellas actuaciones públicas donde opere su función directiva.

12. Convenios de desempeño

Se propone modificar el artículosexagésimo primero de la ley N° 19.882, que regula los convenios, ampliando de 5 a 30 días el plazo para proponer al alto directivo el convenio de desempeño. Con esto se busca facilitar el futuro mejoramiento de este sistema de control del desempeño, que exigirá una mayor dedicación de las Subsecretarías a la definición de los Convenios.

13. Señala plazo para proponer y determinar el porcentaje de Asignación de Alta Dirección Pública

Se propone fijar un plazo de 20 días hábiles, contados desde la recepción de la proposición de porcentaje efectuada por el Consejo de Alta Dirección Pública o el Ministro del ramo, según se trate de cargos de primer o segundo nivel jerárquico, para que el Ministro de Hacienda o el Director de Presupuestos, respectivamente, informe a la Dirección Nacional del Servicio Civil sobre el porcentaje de Asignación de Alta Dirección Pública que han fijado. Si transcurrido este plazo no se ha fijado el porcentaje, se entenderá por aprobado el propuesto por el Consejo de Alta Dirección Pública o el Ministro del ramo, según el caso.

14. Concursos para cargos directivos de tercer nivel (jefes de Departamento)

Se propone modificar el Estatuto Administrativo, con el fin de aumentar el grado de competencia que en teoría habría en los concursos para cargos directivos de tercer nivel directivo, y para dar más oportunidades de ascenso al personal calificado. Como primer punto, se amplía la base de los concursos, permitiendo participar a todos los funcionarios de planta y a contrata de la Administración del Estado, exceptuando a los de Municipios.

Segundo, se agrega que pueden participar no sólo aquellos calificados en la lista Nº 1, de distinción, sino también aquellos calificados en lista Nº 2, buena; tercero, se establece la posibilidad de contabilizar dentro del periodo de tres años para los funcionarios a contrata, el tiempo desempeñado en calidad de titular de un cargo de planta, si lo hubiere y se otorga la posibilidad de concursar a quienes en la actualidad desempeñan estos cargos.

Cuarto, sustituye la categorización en sólo dos niveles, por una categorización más fina basada en puntajes. En todo caso se mantiene el orden de prelación para la conformación de la nómina, a favor de los postulantes que provengan del servicio donde se ubica el cargo concursado, para cuando haya dos o más candidatos con el mismo puntaje.

Por consistencia, es necesario modificar uno de los requisitos para mantenerse en un cargo directivo de tercer nivel, que es encontrarse calificado en lista Nº1, de distinción, permitiéndose también estar calificado en lista Nº 2, buena.

Por último, se propone terminar con una anomalía que permite que 58 cargos de planta no sean calificados nunca, contraviniendo el espíritu del Estatuto Administrativo. Se trata de funcionarios de tercer nivel directivo que son integrantes de la Junta Calificadora de su institución, donde además el número de sus pares y de las jerarquías superiores a ellos de su propia institución es insuficiente para conformar una Junta. Como las personas donde se dan estas coincidencias no pueden integrar su propia Junta, no puede ser calificado.

La fórmula propuesta es replicar la fórmula que existe en el Estatuto Administrativo para cubrir el mismo caso para los demás funcionarios de alto nivel, que no son del tercer nivel del estamento directivo. Consiste en que el Jefe del Servicio solicite al Ministro del ramo que designe los funcionarios necesarios para estos efectos, quienes por cierto deberán cumplir los requisitos generales como tener una jerarquía superior a la vacante a proveer. Esta solución permite que todos aquellos funcionarios que deben ser calificados, efectivamente lo sean.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcenselas siguientes modificaciones a la ley N° 19.882, que regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica:

1) Modifíquese el artículo cuadragésimo segundo, del siguiente modo:

a) Sustitúyese la letra e), por la siguiente:

“e) Participar en el Comité de Selección de directivos del segundo nivel jerárquico, mediante la designación de uno de sus integrantes o de un profesional experto, quien lo presidirá. Un reglamento, dictado especialmente al efecto, regulará el procedimiento para designar, evaluar y remover a los profesionales expertos, los que en todo caso, deberán tener reconocidas capacidades en las áreas de administración de personal o de gerencia general y durarán 2 años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos indefinidamente.”.

b)Elimínese en la letra h), la coma(,) y letra e, finales.

c) Intercálese la siguiente letra i), nueva, pasando la actual letra i), a ser letra j):

"i) Preparar un informe anual sobre el estado y perspectivas del Sistema de Alta Dirección Pública, a fin de que éste sea presentado al Senado por el Presidente del Consejo de Alta Dirección Pública, y”

2) Reemplácese en el artículo cuadragésimo tercero, su inciso segundo, por el siguiente:

“Para el solo efecto de participar en el proceso de selección correspondiente a un Jefe de Servicio, se integrará, en al menos una oportunidad, el Subsecretario del ramo con derecho a voz en dicho proceso.”

3)Modifíquese el inciso primero del artículo cuadragésimo octavo, del siguiente modo:

a) Sustitúyese la frase que va desde “mediante avisos” hasta “Diario Oficial” por la siguiente: “mediante avisos publicados por medios electrónicosque avisen empleos directivos de mayor audiencia nacional, entre los cuales podrá estar el Diario Oficial y en las páginas web de las instituciones involucradas en el concurso.”

b) Agréguese las palabras “en medios electrónicos”, a continuación de la frase “En los anuncios”.

4) Sustitúyese el artículo cuadragésimo noveno, por el siguiente:

“Artículo cuadragésimo noveno.-Los Subsecretarios respectivos deberán definir los perfiles profesionales y de competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos a los cargos de jefes superiores de servicio. Los Subsecretarios deberán enviar sus propuestas de perfil al Consejo de Alta Dirección Pública, para su aprobación y registro. En caso de que el Subsecretario en ejercicio al momento de la vacancia no haya enviado antes su propuesta de perfil para ese cargo, ni haya informado al Consejo que acepta el perfil registrado y aprobado previamente para ese cargo, tendrá un plazo máximo de 20 días hábiles contados desde la vacancia del cargo para hacerlo. 

En caso de incumplimiento del plazo establecido en el inciso anterior, la Dirección Nacional del Servicio Civil deberá presentar, supletoriamente, la propuesta de perfil profesional al Consejo de Alta Dirección Pública para su aprobación.

En el caso de los altos directivos públicos del segundo nivel jerárquico, el Jefe de Servicio respectivo deberá:

a) Enviar al Comité de Selección para su aprobación y a la Dirección del Servicio Civil, para su registro, la propuesta del perfil profesional y de competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos a esos cargos.

En caso de que el Jefe de Servicio en ejercicio al momento de la vacancia no haya enviado antes su propuesta de perfil para ese cargo, ni haya informado que acepta el perfil registrado y aprobado previamente para ese cargo, tendrá un plazo máximo de 15 días hábiles contados desde la vacancia del cargo para hacerlo.

b) Comunicar por parte del Ministro del ramo como por el jefe superior de servicio respectivo, la designación de su representante ante el Comité de Selección.En caso de que la autoridad en ejercicio al momento de la vacancia no haya comunicado antes el nombre del respectivo representante, tendrá un plazo máximo de 15 días hábiles contados desde la vacancia del cargo para remitirlo a la Dirección del Servicio Civil.

En caso que el Ministro del ramo o el Jefe superior de servicio no envíe dentro de plazo alguno delos antecedentes señalados en las letras a) y b) del inciso precedente, la Dirección Nacional del Servicio Civil deberá presentar, supletoriamente, la propuesta de perfil profesional al Consejo de Alta Dirección Pública para su aprobación y respectivamente, proponer a este mismo organismo los nombres del o los profesionales expertos que suplirán a él o los representantes faltantespara completar el Comité de Selección que conducirá el proceso.

En todos los casos en que la Dirección deba actuar supletoriamente, tendrá un plazo de 10 días hábiles para hacerlo, y deberá comunicar su propuesta supletoria al Ministro o Jefe de Servicio, según corresponda.

Para la aprobación del perfil y la apertura de la convocatoria al concurso, el Consejo y los Comités de Selección tendrán un plazo de 10 días hábiles, contados desde la recepción del perfil de selección en el caso del primer nivel, y en el caso del segundo nivel contados desde la recepción del perfil de selección o la comunicación a la Dirección del Servicio Civil de los nombres de los representantes del Servicio y del Ministerio que participarán en el Comité. El plazo en este caso se contabilizará desde la última recepción. En el caso de concursos para cargos de primer nivel, el plazo de 10 días hábiles para la apertura de la convocatoria al concurso podrá suspenderse por la unanimidad del Consejo.

La duración de la convocatoria, contada entre las fechas de apertura y término del período de postulación comunicado públicamente mediante los avisos indicados por el primer inciso del artículo cuadragésimo octavo, tendrá un máximo de 30 días corridos.”.

5) Agréguese en el artículo quincuagésimo primero, a continuación del punto final que se elimina, la siguiente frase: “para proveer el mismo cargo,salvo que la autoridad que realiza el nombramiento sea diferente de aquella que ejercía el cargo cuando se declaró desierto el concurso.”

6) Modifíquese el artículo quincuagésimo segundo, del siguiente modo:

a) Reemplácese en el inciso primero, las expresiones que van a continuación de las palabras “a contrata del mismo, un representante del”, hasta el punto aparte (.), por las siguientes: “Subsecretario del ramo y un miembro o representante del Consejo de Alta Dirección Pública elegido de una nómina de profesionales expertos aprobada por el propio Consejo, de conformidad a lo establecido en el artículo cuadragésimo segundo.”.

b) Sustituyese el inciso segundo, por los siguientes:

“El comité requerirá de la concurrencia de la mayoría de sus integrantes para constituirse, sesionar y adoptar decisiones, y al menos, para adoptar decisiones, deberá estar presente el miembro o representante del Consejo de Alta Dirección Pública.

El comité de selección propondrá al Jefe superior del servicio respectivo una nómina de entre tres y cinco candidatos por cada cargo a proveer, quien podrá entrevistar a los candidatos incluidos en la nómina para mejor resolver.  El Jefe superior del servicio podrá declarar desierto un concurso, caso en el cuál se realizará un nuevo proceso de selección. Una misma persona no podrá ser incluida en más de una nómina para proveer el mismo cargo, salvo que el Jefe superior del servicio sea diferente de aquél que declaró desierto el concurso.

Cualquiera de los miembros del comité podrá representar, mediante carta formal, la propuesta de nómina ante el Consejo de Alta Dirección Pública, el que deberá,  dentro del plazo de 10 días hábiles, ratificar la nómina propuesta o solicitar al Comité el envío de una nueva nómina diferente a la primera.

El Jefe superior del servicio dispondrá de un plazo máximo de 15 días hábiles, contados desde la recepción de la nómina de candidatos propuesta por el comité de selección, para comunicar a la Dirección Nacional del Servicio Civil el nombramiento respectivo o la declaración de desierto del proceso de selección, en su caso. Excepcionalmente, el Jefe de Servicio podrá solicitar, mediante resolución fundada y por única vez, una prórroga por el mismo plazo, que deberá remitirse al Consejo de Alta Dirección Pública para su aprobación. El Consejo deberá pronunciarse en el plazo de 3 días hábiles, y en su defecto, la prórroga se entenderá aprobada.

Si transcurrido el plazo dispuesto en el inciso anterior, no se verifica un pronunciamiento por parte del Jefe de Servicio, se considerará nombrado, para todos los efectos legales, el candidato que tenga más puntaje de la respectiva nómina. Con todo, el plazo de 15 días establecido en el inciso anterior se suspenderá, en caso que el Jefe superior del servicio haya sido designado en calidad de transitorio y provisional.”.

7) Sustituyese en el artículo quincuagésimo cuarto, el actual inciso segundo, por los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto, y quinto nuevos, pasando el actual inciso tercero, a ser inciso final:
“El Consejo o el comité de selección, en su caso, podrán declarar desierto un proceso de selección si determina que no se reúne el número suficiente de candidatos idóneos para conformar la nómina respectiva.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el Consejo o el comité en su caso, previa autorización del Consejo, también podrán, por razones fundadas, hacer una convocatoria especial, que tendrá por objeto:

a) completar las nóminas que no reúnan un número suficiente de candidatos idóneos.

b) proponer una nómina común con más de cinco integrantes para cargos con perfiles similares, en los casos que sea solicitado al Consejo por uno o más ministros.

Un reglamento, dictado especialmente al efecto, establecerá la forma y las condiciones que deberán observarse en estos concursos especiales, el que deberá adecuarse a los principios establecidos en el título VI de esta ley y ser suscrito por el Ministro de Hacienda.

Asimismo, dicho reglamento establecerá la forma en que candidatos que hayan sido parte de una nómina para cargos de primer o segundo nivel jerárquico, puedan participar en el futuro a otros concursos destinados a proveer cargos de naturaleza equivalente, sin participar de todas las etapas del proceso de selección, previo acuerdo del Consejo de Alta Dirección Pública.”.

8)Modifíquese el artículo quincuagésimo quinto del siguiente modo:

a) Intercálese en el inciso primero después de la palabra candidato y antes del punto seguido (.) la siguiente oración antecedida de una coma:

“el proceso de selección y la conformación de la nómina, fundado en el debido cumplimiento de las funciones de los órganos del sistema de Alta Dirección Pública”

b) Agréguese los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

“El carácter secreto o reservado de la identidad de los candidatos, del proceso de selección y de la conformación de la nómina, dispuesto en la presente ley, se mantendrá por el plazo de 10 años, contados desde el inicio de cada proceso de selección.

Sin perjuicio de lo anterior, la Dirección Nacional del Servicio Civil deberá poner a disposición de los participantes, y de la ciudadanía en general, un resumen ejecutivo de los procesos de selección y de la historia curricular de los candidatos entrevistados por el Consejo o por los Comités respectivos, diseñado de forma que no pueda inferirse de dichos antecedentes la identidad de los postulantes. Dicho resumen ejecutivo deberá publicarse, terminado cada proceso de selección, en el sitio web de la Dirección Nacional del Servicio Civil.La Dirección podrá crear y entregar información estadística diseñada para realizar evaluaciones externas de la calidad y eficiencia de la gestión de esa misma Dirección, diseñada también de forma que no pueda inferirse de dichos antecedentes la identidad de los postulantes.”.

9) Agréguense en el artículo quincuagésimo sexto, los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo, nuevos:
“Todas las comunicaciones para efectos del proceso de reclamación podrán realizarse por medios electrónicos, dirigidas a las direcciones de correo electrónico indicadas por los postulantes, sin perjuicio del envío de las cartas certificadas correspondientes. Copia de estas comunicaciones deberán conservarse en la Dirección Nacional del Servicio Civil por un plazo no inferior a tres años. Para los efectos de lo dispuesto en el inciso primero, se entiende por cierre del proceso de selección para proveer cargos del Sistema de Alta Dirección Pública, la conformación de la respectiva nómina de elegibles por el Consejo o el Comité de Selección, en su caso.

El Consejo y la Dirección podrán crear procedimientos que garanticen la confidencialidad sobre la identidad del o de los reclamantes.”.

10) Modifíquese el artículo quincuagésimo séptimo, de la siguiente manera:

a) Agréguese, en su inciso primero, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente frase final, nueva:

"Si después de entregada una nómina a la autoridad, se produce el desistimiento de algún candidato que la integraba, podrá proveerse el cargo con alguno de los restantes candidatos que la conformaron, siempre que al menos haya dos candidatos en ella.”.

b) Reemplácese, en su inciso tercero, la palabra “noventa”, por “treinta”.

11) Modifíquese el artículo quincuagésimo octavo, de la siguiente manera:
a) Reemplácese en su inciso segundo, las palabras “la indemnización contemplada en el artículo 148 de la ley Nº 18.834.”, por la siguiente oración:

”una indemnización equivalente a treinta días de la última remuneración mensual devengada por cada año de servicio o la cantidad proporcional que corresponda por la fracción inferior a doce meses, que haya desempeñado en ese cargo, en la calidad de Alto Directivo Público. Con todo, esta indemnización tendrá un monto mínimo de treinta días de remuneración y estará sujeta a un límite máximo igual al máximo contemplado en el artículo 148 de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Dicha indemnización no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.”.
b) Agréguese los siguientes incisos tercero, cuarto y final, nuevos:

“Tendrá también derecho a una indemnización igual a un mes de remuneración, que no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, aquel alto directivo público que renuncie voluntariamente a su cargo, siempre que esta renuncia ocurra dentro de los tres primeros meses de iniciado el mandato de un nuevo Presidente de la República. La obtención de esta indemnización por renuncia voluntaria será incompatible con el nombramiento en otro cargo de alta dirección pública, dentro de 12 meses contados desde la renuncia que la originó. El rechazo de esta indemnización permitirá agregar el tiempo trabajado en el cargo al que se renuncia, al tiempo de servicio en calidad de titular en el siguiente cargo de alta dirección que se obtenga.”

El Ministerio o Servicio respectivo tendrán un plazo de 20 días hábiles, para emitir y hacer entrega en la Contraloría General de la República del decreto o resolución de vacancia o aceptación de renuncia, voluntaria o no, lo que permitirá otorgar la respectiva indemnización. Este plazo se computará desde la fecha de la renuncia o declaración de vacancia del directivo. Dentro de los mismos plazos, el Servicio deberá hacer entrega de una copia del decreto o resolución en la Dirección Nacional del Servicio Civil, a la que agregará una estimación del monto de la indemnización que corresponderá pagar una vez que el acto administrativo correspondiente esté totalmente tramitado.”.
12) Sustituyese el artículo quincuagésimo noveno, por el siguiente:

“ARTÍCULO QUINCUAGÉSIMO NOVENO.-De haber cargos de alta dirección vacantes, cualesquiera sea el número de los que se encuentren en esta condición, serán ocupados por el respectivo subrogante legal.

No obstante, de manera excepcional, la autoridad facultada para efectuar el nombramiento podrá proveerlo transitoria y provisionalmente, en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente, con personas que cumplan con los requisitos legales y los perfiles exigidos para desempeñarlos. Dicho nombramiento, no podrá exceder de seis meses, prorrogable por una sola vez. Para prorrogar los nombramientos de directivos de segundo nivel, el directivo de primer nivel en situación transitoria y provisional requerirá la aprobación previa del Subsecretario del ramo.
Las personas que se designen como transitorios y provisionales, en forma previa a la convocatoria de un proceso de selección que proveerá el mismo cargo o durante esta, no podrán participar en éste ni integrar las nóminas que sean presentadas a la autoridad.

Las personas que, una vez terminado el más reciente de los períodos de postulación comunicados públicamente, al respectivo proceso de selección, sean designadas de manera transitoria y provisional en el cargo, y hubieren postulado previamente en dicho período, podrán seguir participando. Sin embargo, sólo podrán formar parte de la primera nómina que se conforme después de su designación y estarán impedidos de formar parte de futuras nóminas que se elaboren en respuesta a la declaración de desierta de alguna de ellas, en el proceso de selección respectivo.

En todo caso, el desempeño provisional y transitorio de un candidato no podrá considerarse como mérito en el proceso de selección respectivo.

Aquellos que hayan sido nombrados en calidad transitoria y provisional en un cargo de alta dirección pública, deberán invocar dicha calidad en sus actuaciones de carácter público. Para estos efectos, el carácter público de una actuación será definido mediante un Instructivo emitido por la Dirección Nacional del Servicio Civil. Asimismo, en la página web de la Dirección Nacional del Servicio Civil deberá identificarse a los directivos cuya calidad transitoria y provisional esté vigente y la fecha de su nombramiento.

Tratándose de cargos de primer nivel jerárquico, un ocupante transitorio y provisional, no podrá ejercer la facultad de seleccionar, dentro de una nómina que le presente el Comité de Selección, al postulante que ocupará el cargo de segundo nivel jerárquico, ni la facultad de declarar desierto el proceso. Del mismo modo, los ocupantes transitorios y provisionales requerirán la aprobación previa del Subsecretario del ramo, para ejercer las facultades señaladas a continuación:

a) Remover a altos directivos públicos del segundo nivel jerárquico, sea que ocupen sus cargos de manera titular o transitoria y provisional.

b) Designar ocupantes transitorios y provisionales en los cargos vacantes de segundo nivel jerárquico. Esta facultad sólo podrá ser ejercida una vez finalizado el período de postulación comunicado públicamenteal concurso para proveer dicho cargo de segundo nivel jerárquico.”.

13)Deróguese el artículo sexagésimo.
14)Reemplácese en el inciso tercero del artículo sexagésimo primero, la palabra “cinco”, por “treinta”.

15) Modifíquese el artículo sexagésimo quinto, del siguiente modo:

a) Agréguense en el inciso cuarto, las siguientes frases adicionales nuevas:

“En caso de que el Ministro del ramo en ejercicio al momento de la vacancia no haya enviado antes una propuesta, ni haya informado que acepta el porcentaje aprobado previamente para ese cargo, tendrá un plazo máximo de 15 días hábiles contados desde la vacancia del cargo para hacerlo. En caso de incumplimiento de este plazo, la Dirección del Servicio Civil deberá, supletoriamente, proponer el porcentaje de asignación de Alta Dirección Pública al Ministerio de Hacienda, para su tramitación.”.

b) Intercálese en el inciso quinto, a continuación de la palabra “correspondientes” y antes del punto aparte el siguiente texto:

“o cuando así lo solicite la autoridad facultada para proponer estos porcentajes, respetando para el segundo nivel en ambos casos la condición de que la proposición sea respecto de todos los directivos del segundo nivel indicados en el inciso cuarto.”.

c) Agréguese, los siguientes incisos sexto y séptimo, nuevos:

“El Ministro de Hacienda para los cargos directivos del primer nivel y el Director de Presupuestos para los cargos directivos pertenecientes al segundo nivel, deberá informar, dentro de 20 días hábiles contados desde la recepción de la proposición por la respectiva autoridad, a la Dirección Nacional del Servicio Civil, respecto del porcentaje de asignación de alta dirección pública fijado, remitiendo copia de dicha información al Consejo de Alta Dirección Pública o al Ministro del ramo, en su caso.

Transcurrido que sea el término de 20 días dispuesto por el inciso anterior, sin que el Ministro de Hacienda o el Director de Presupuestos haya hecho llegar a la Dirección Nacional del Servicio Civil el porcentaje de asignación asociado al cargo respectivo, se entenderá por aprobado el propuesto por el Consejo de Alta Dirección Pública o el Ministro del ramo o la Dirección Nacional del Servicio Civil, en su caso.”.

Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda de 2005:

1) Modifíquese el artículo 8°, de la siguiente manera:
a) Sustituyese la letra a), por la siguiente:

“a) La provisión de estos cargos se hará mediante concursos en los que podrán participar los funcionarios de planta y a contrata de la Administración del Estado, con excepción de aquellos regidos por la ley N° 18.883, que cumplan con los requisitos correspondientes; se encuentren calificados en lista Nº 1, de distinción, o en la lista Nº 2, buena; y que no estén afectos a las inhabilidades establecidas en el artículo 55.

En el caso de los empleos a contrata se requerirá haberse desempeñado en tal calidad, a lo menos, durante los tres años previos al concurso, pudiendo incluirse dentro de dicho período el tiempo desempeñado en calidad de titular en un cargo de planta, si lo hubiere.”.

b) Modifíquese la letra b), del siguiente modo:

i) Suprímase las palabras “pertenecientes a la planta del ministerio o servicio que realice el concurso,”.

ii) Sustituyese la frase que va desde el primer punto seguido (.) y que comienza con “En el evento” hasta la palabra “obtenido”, por la siguiente:

“En el evento que dos postulantes obtengan el mismo puntaje, se preferirá a aquel perteneciente al ministerio o servicio que realice el concurso.”.
c) Agréguese al final de la letra d), a continuación de la palabra “distinción”, la frase “o en lista Nº 2, buena”

2) Agréguese en el inciso quinto del artículo 35, a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido el siguiente párrafo: “Con todo, en los casos en que no se reúna el número de integrantes requerido, el Jefe superior del servicio solicitará al Subsecretario del ramo que designe los funcionarios necesarios para este efecto.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo Primero Transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación del artículo 1° de la presente ley durante el año 2011, se financiará con cargo a reasignaciones de las partidas presupuestarias de la institución que empleaba a cada directivo indemnizado.

Artículo Segundo Transitorio.- Los concursos de promoción establecidos en la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y los procesos de selección de un Alto Directivo Público, establecidos en la ley N° 19.882 en tramitación a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, se ceñirán a las normas vigentes al momento de su inicio.

Artículo Tercero Transitorio.- Las disposiciones establecidas en el N° 11), del artículo 1º de esta ley, serán aplicables a aquellos altos directivos públicos que sean desvinculados con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley o estén en proceso de recibir el pago de su indemnización a la misma fecha.

Artículo Cuarto Transitorio.- Las disposiciones establecidas en la presente ley, entrarán en vigencia luego de 60 días contados desde su publicación.”.
Dios guarde a V.E.


(Fdo.):Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Felipe Larraín Bascuñan, Ministro de Hacienda.
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proyecto de ley iniciado en mensaje de su excelencia el presidente de la república que crea el servicio nacional forestal “conaf”

(7486-01)
SANTIAGO,  26 de enero de 2011.-

MENSAJE Nº 596-358/

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración el siguiente proyecto de ley, que Crea el Servicio Nacional Forestal CONAF, cuyos fundamentos paso a exponer.

I.
ANTECEDENTES. 

Los bosques tienen para el desarrollo humano y la conservación de la naturaleza una gran importancia; son esenciales para regular el clima, para conservar la biodiversidad y los suelos.

El sector forestal en nuestro país presenta  un alto potencial actual y de crecimiento futuro basado en la existencia de  15,9 millones de hectáreas de bosques, área que aproximadamente corresponde a un quinto del total del país, con un  85,4% de bosques nativos (13,6 millones de hectáreas) y 14,6% de plantaciones forestales (2,3 millones de hectáreas). 

En el ámbito de la protección y preservación, el país cuenta además con 3,9 millones de hectáreas de vegetación nativa y ecosistemas incorporados al Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado (SNASPE), al que se debe agregar la incorporación,  en los últimos años de aproximadamente 2 millones de hectáreas de bosques en áreas silvestres privadas.

En Chile la superficie de Bosque Nativo supera la superficie de plantaciones forestales, con una proporción de 6 hectáreas de bosque nativo por cada hectárea plantada con especies exóticas. 

En relación a la industria forestal, ésta constituye uno de los pilares fundamental de nuestra economía. Durante la última década el aporte de este sector al producto interno bruto (PIB) ha superado el 3,3%, ubicándolo como segundo sector exportador y el primero en recursos naturales renovables. En el mismo período esta industria ha exportado productos por montos superiores a los US$ 5.000 millones, anuales representando aproximadamente el 13% del total nacional de retornos anuales por concepto de exportaciones, con una canasta de 500 productos (el 85% alto valor agregado) y una cartera de más de 100 mercados en los cinco continentes, entre los cuales destacan países como  Estados Unidos, China y Japón.

El sector forestal también realiza un  aporte significativo en materia socioeconómica generando cerca de 130 mil empleos directos y casi 300 mil indirectos a partir de actividades relacionadas con la silvicultura, cosechas, industria primaria, secundaria y de servicios, constituyendo la principal fuente de ingresos para muchas familias de zonas rurales. 

No obstante lo anterior, valorar el aporte del sector forestal al desarrollo del país por sus indicadores económicos, no solo constituye un enfoque reduccionista, sino que también un enfoque injusto y parcial, pues no cabe duda que los ecosistemas forestales en general y los bosques en particular, generan externalidades positivas para la sociedad a través de mejoras al medio ambiente  como la conservación de la diversidad biológica,  la fijación de carbono, la regulación del ciclo hidrológico,  la recuperación y estabilización de suelos degradados, biomasa para la generación de energías renovables, paisajismo y belleza escénica. 

Por último, no podemos dejar de destacar la valoración que  la sociedad hace sobre el aporte de los bosques a los usos tradicionales, destacando entre ellos los productos forestales no maderables usados en la medicina natural, la cosmética, la gastronomía  y por cierto, en las costumbres y creencias de  nuestros pueblos originarios y comunidades locales. Todas temáticas que junto a la administración del Sistema Nacional de Áreas Protegidas del Estado (SNASPE), han estado desde su creación directa o indirectamente  vinculadas o a la tutela y resguardo de la Corporación Nacional Forestal. 





II.
LA POLITÍCA FORESTAL. 


En nuestra  historia podemos encontrar una serie de hitos que reflejan la permanente preocupación gubernamental por la protección y conservación de los recursos forestales. Entre ellos se destacan:

a)
La contratación en 1889, de Federico Albert para asesorar al Ministerio de Industrias en la definición de un programa de forestación para el control de dunas;  

b)
La creación en 1907, de la Reserva Forestal de Malleco; 

c)
La promulgación en 1931, de la Ley de Bosques;

d)
 Durante la década del sesenta se destacan, el Programa de Desarrollo de la Industria Forestal de la Corporación de Fomento; la creación del Instituto Forestal; La formulación del Programa Nacional de Reforestación; la creación de la División Forestal del Servicio Agrícola Ganadero; el Departamento Forestal de la Corporación de la Reforma Agraria; el Programa Nacional de Prevención y Combate de los Incendios Forestales; el Plan de Reforestación de Colchagua y la creación de la Administración de Parques Nacionales y Reservas Forestales; 

e)
La creación en 1970 de la Corporación de Reforestación; 

f)
La creación en el año 1972 de la Corporación Nacional Forestal (CONAF); 

g)
La promulgación del D.L. N° 701 de Fomento Forestal en el año 1974; y 

h)
La Ley de Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal promulgada en el año 2008.

Sobre esas bases, Chile no solamente dio un gran impulso al desarrollo sectorial, sino que también avanzó en el establecimiento de una institucionalidad ambiental, culminando ello con la promulgación de la ley N° 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente, y la promulgación de la ley N° 20.417 que creó el  Ministerio del Medio Ambiente, el Servicio de Evaluación Ambiental  y la Superintendencia del Medio Ambiente, institucionalidad que de acuerdo al artículo octavo transitorio de la ley, requiere del envió al Congreso Nacional uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se cree el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, y transforme la Corporación Nacional Forestal en un servicio público descentralizado.

III.
LA CORPORACIÓN NACIONAL FORESTAL.


1. Creación de la Corporación. 

Cada uno de los instrumentos señalados anteriormente ha significado un avance en la preocupación por el manejo y uso de los bosques, pero fue principalmente con la creación de la CONAF, con que se inició la definición e implementación de políticas públicas para el desarrollo forestal en nuestro país. Esta corporación reunió las facultades de control de corta, explotación de bosques, fomento a la forestación y a la fiscalización de la actividad forestal en Chile, la cuales se encontraban dispersas en distintas Secretarías de Estado. 

La CONAF se constituyó en 1970,  con el nombre de Corporación de Reforestación (COREF) por el Servicio Agrícola y Ganadero y el Instituto de Desarrollo Agropecuario, al amparo de las disposiciones del Título XXXIII, del Libro I, del Código Civil. En el año 1972, mediante la reforma de sus estatutos, se incorporaron a la entidad la Corporación de Fomento a la Producción (CORFO) y la ex-Corporación de Reforma Agraria (CORA) pasando a denominarse Corporación Nacional Forestal.  
En el año 1984, por medio de la ley  Nº 18.348, que crea la Corporación Nacional Forestal y de protección de recursos naturales renovables se modificó el estatuto jurídico de ésta estableciéndose que, la Corporación sería una institución autónoma del Estado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, de duración indefinida y que se relacionaría con el Gobierno a través del Ministerio de Agricultura. Sin embargo, dicha ley nunca ha regido puesto que la misma disposición establecía que ésta entraría en vigencia el día en que se publicara en el Diario Oficial el decreto en cuya virtud el Presidente de la República disolviese la Corporación Nacional Forestal, hecho que hasta la fecha no ha sucedido. 





2.
Naturaleza mixta de la CONAF. 

La CONAF actualmente es una corporación de derecho privado y como tal se rige por sus  estatutos y en silencio de ellos, por las disposiciones del título XXXIII del Libro I del Código Civil. 

Los estatutos de esta corporación establecen como órganos ejecutivos al Consejo Directivo y al Director Ejecutivo, quien es nombrado por el Presidente de la República, de conformidad lo establecido en el artículo 3° del D.L. N° 1.608, de 1976, que dicta normas para implantar la segunda etapa de la carrera funcionaria y otras disposiciones. 

Con el objeto de cautelar el cumplimiento de sus fines y la regularidad de sus operaciones esta Corporación se encuentra sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República, de conformidad a lo establecido en el inciso segundo del artículo 16° de la ley N° 10.336, que establece la organización y atribuciones de la Contraloría General de la República.  
Por su parte, el Decreto Ley Nº 701, que fija el  régimen legal de los terrenos forestales o preferentemente aptos para la forestación, y establece normas de fomento sobre la materia y sus posteriores modificaciones le han  entregado a CONAF específicas atribuciones de carácter público, en todo lo relativo al control de la corta o explotación de bosques, al fomento de la forestación y a la fiscalización de la actividad forestal en Chile. 

También se han hecho aplicables a esta Corporación las normas del Decreto Ley Nº 1.263, de 1975, Ley Orgánica de la Administración Financiera del Estado, asignándole para los efectos de aplicar sus disposiciones la calidad de organismo del sector público; como asimismo las disposiciones del Decreto Ley Nº 249, de 1973, que fija la Escala Única de Sueldos, y las del Decreto Ley Nº 799, de 1974, que establece normas que regulan el uso y circulación de vehículos estatales. 

En el mismo sentido diversos cuerpos normativos le han asignado otras atribuciones propias de los órganos públicos tales como administración de las Áreas Silvestres Protegidas del Estado; la prevención y combate de incendios forestales y el desarrollo, protección, control y fiscalización de la forestación, manejo, explotación y reforestación de la masa forestal del país. 

3.
Problemas que presenta la naturaleza mixta de la CONAF. 

Producto de lo anterior es que hoy nos encontramos frente a una entidad privada que ejerce funciones públicas. Anomalía que ha sido observada por la Contraloría General de la República, el Tribunal de la Libre Competencia y el Tribunal Constitucional.





4.
El futuro de la CONAF. 

Bajo el mandato del artículo octavo transitorio de la ley N° 20.417, que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente presentamos este proyecto, considerando además que la eficacia de esta institucionalidad depende en gran medida, del equilibrio entre  el sector público y privado en el ámbito de la política económica. Reconocemos al sector privado como el agente que posee casi la total exclusividad de la función productiva del recurso forestal. Este sector, sin embargo,  requiere de apoyo y estímulo estatal para la administración y desarrollo de ciertas áreas protegidas, para la realización de  actividades de reforestación con objetos no explotables, como la protección de suelos y para el manejo de algunos tipos forestales de menor rentabilidad.

Por medio de este proyecto se busca no sólo crear un nuevo órgano público, sino también la modernización de la actual CONAF, transformándola en un servicio que contribuya al desarrollo sustentable del país, impulsando la preservación, conservación, protección, incremento, manejo y aprovechamiento de los recursos y ecosistemas forestales, formaciones xerofíticas, bosques urbanos y los recursos naturales renovables, sin perjuicio de la competencia  y facultades que le correspondan al Ministerio del Medio Ambiente y otros organismos sectoriales.

IV.
CONTENIDO DEL PROYECTO.

1.
Creación del Servicio Forestal. 

El proyecto crea el Servicio Nacional Forestal, como un servicio descentralizado dependiente del Ministerio de Agricultura.

Este servicio se encuentra afecto al sistema de alta dirección pública. 

El Servicio será, para todos los efectos legales, el sucesor y continuador legal de la Corporación Nacional Forestal, debiendo cumplir todas las funciones y ejercer todas las atribuciones que las leyes y reglamentos en actual vigencia le hubieren conferido a la CONAF. 

2.
Objeto del Servicio Forestal.

El Servicio tiene por objeto impulsar la preservación, conservación, protección, rehabilitación y aprovechamiento de los recursos forestales y demás recursos naturales renovables que tengan relación directa, complementaria o incidental con el recurso forestal.

3.
Atribuciones del Servicio. 

El Servicio, tendrá entre otras atribuciones, la de aplicar y fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre bosques y plantaciones forestales y el uso del fuego en zonas rurales, prevención y combate de incendios forestales y control de plagas forestales.

Le corresponderá también al Servicio elaborar y participar en la ejecución de planes de desarrollo forestal y  promover las políticas públicas de manejo de bosques nativos y plantaciones establecidas por propietarios forestales.
4.
Administración y patrimonio.

La dirección superior del Servicio esta entregada al  Director Nacional, quien será el jefe superior del servicio y tendrá la autoridad, atribuciones y deberes inherentes a esa calidad
El patrimonio del Servicio esta constituido, entre otros bienes, por los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales transferidos de la Corporación Nacional Forestal a esta entidad.

5.
Personal del Servicio. 


Las personas que presten servicios en el Servicio Forestal se regirán por las normas del Código del Trabajo, sus normas complementarias y las especiales contenidas en la presente Ley.


Los trabajadores que a la fecha de publicación de esta Ley se encontraren prestando labores permanentes en la Corporación Nacional Forestal continuarán como dependientes del Servicio

6.
Disposiciones Transitorias. 

El proyecto contempla las normas necesarias para el adecuado traspaso de los bienes y obligaciones de la CONAF al Servicio Forestal.

También le entrega al Presidente  de la República facultad para que mediante un decreto con fuerza de ley, fije las plantas del personal del Servicio Forestal y el régimen de remuneraciones aplicable a su personal.





Se establece además, que la administración de las Áreas Silvestres Protegidas del Estado se hará de conformidad a la normativa vigente y estará a cargo de este Servicio mientras no entre en vigencia el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.   

En mérito a lo expuesto, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente:

PROYECTO DE LEY

SERVICIO NACIONAL FORESTAL CONAF

TÍTULO I 

DEL SERVICIO NACIONAL FORESTAL 

Párrafo 1°

 De la Naturaleza, Objeto y Facultades del Servicio 

Artículo 1°.- 
Créase el Servicio Nacional Forestal como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Agricultura. 


Su domicilio será la ciudad de Santiago y se desconcentrará territorialmente a través de Direcciones Regionales. 


El Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el Título VI de la ley Nº 19.882.


El Servicio será, para todos los efectos legales, el sucesor y continuador legal de la Corporación Nacional Forestal, pudiendo utilizar como denominación abreviada la expresión "CONAF”. El Servicio deberá cumplir con todas las funciones y ejercer todas las atribuciones que las leyes y reglamentos en actual vigencia le hubieren conferido a la Corporación Nacional Forestal. Se entenderá que todas las menciones a la Corporación Nacional Forestal que se contengan en leyes, reglamentos, decretos, resoluciones, oficios, circulares, actos o contratos se refieren a este Servicio.  

Artículo 2°.- 
El Servicio tendrá por objeto contribuir al desarrollo sustentable del país, impulsando la preservación, conservación, protección, rehabilitación y aprovechamiento de los recursos y ecosistemas forestales, formaciones xerofíticas, bosques urbanos y los recursos naturales renovables que tengan relación directa, complementaria o incidental con el recurso forestal. 

Artículo 3°.-
Para el cumplimiento de su objeto, corresponderá al Servicio el ejercicio de las siguientes funciones y atribuciones:

a) Proponer al Ministerio de Agricultura las políticas, planes, programas y normas necesarias para el manejo del recurso forestal; 

b) Promover y ejecutar políticas públicas para el adecuado manejo y aprovechamiento de los bosques nativos y plantaciones establecidas por propietarios forestales; 

c) Promover el manejo del recurso forestal en cuencas hidrográficas para asegurar la producción y calidad de las aguas; 

d) Proponer o ejecutar las medidas y/o acciones silvícolas para evitar la erosión de los suelos y mejorar su fertilidad y drenaje; 

e) Elaborar y/o participar en la ejecución de los planes nacionales o regionales de desarrollo forestal y mejoramiento genético de los bosques y en los estudios y programas de investigación, protección y conservación de los bosques y recursos naturales renovables asociados a ellos; 

f) Administrar los bosques fiscales, formaciones xerofíticas en terrenos fiscales y las reservas forestales nacionales cuya finalidad principal sea el manejo productivo sustentable;




g) Proporcionar asistencia técnica, en forma directa o a través de terceros, a los pequeños y medianos propietarios forestales del país en materias relativas a la conservación, establecimiento, recuperación o manejo sustentable de los bosques y su comercialización; 

h) Producir plantas forestales y ornamentales, para sus propios fines o para entrega a terceros, bajo un rol subsidiario, a título gratuito u oneroso;

i) Aplicar y fiscalizar el cumplimiento de las normas referidas al bosque nativo, formaciones xerofíticas y plantaciones forestales de especies nativas o introducidas, así como las referidas al uso del fuego en zonas rurales, a la prevención y combate de incendios forestales y a la prevención y control de plagas forestales no sometidas a control oficial;

j) Participar en el proceso de evaluación ambiental estratégica contemplado en el artículo 7 bis de la ley N°  19.300, y emitir pronunciamientos sobre las materias de su competencia en el marco del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.

k) Colaborar con programas internacionales, firmar convenios con organismos de otros países y, en general, participar de la cooperación internacional en materias de su competencia, dar seguimiento al desarrollo y la aplicación de convenciones internacionales sobre la materia cuando se lo encomiende el Ministerio de Agricultura;

l) Efectuar estudios, catastros e  investigaciones para  conocer la magnitud y estado de los recursos naturales renovables forestales y formaciones xerofíticas y sus ecosistemas. Asimismo, podrá, realizar programas de educación,  divulgación y  capacitación, en cumplimiento de su objeto;
m) Administrar los fondos de concursos destinados por ley a la conservación, recuperación o manejo del bosque nativo, como también de aquellos destinados a la creación y manejo de plantaciones forestales;
n) Participar en la creación de personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro, de las reguladas en el Título XXXIII del Libro I del Código Civil; y
ñ)
Las demás funciones que le encomienden las leyes.
Artículo 4°.- 
La dirección superior, la organización y la administración del Servicio corresponderán al Director quien será el jefe superior del servicio y tendrá la autoridad, atribuciones y deberes inherentes a esa calidad. 


En conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley N° 18.575, el director, con sujeción a la planta y la dotación máxima, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.


Le corresponderá también al Director establecer las tarifas que deban cobrarse por las prestaciones y servicios que se  efectúen; así como asignar al personal del Servicio el carácter de fiscalizador para realizar determinadas labores. 

Párrafo 2° Del Patrimonio

Artículo 5º.- 
El patrimonio del Servicio estará formado por:


a) 
Los recursos que se le asignen anualmente en el Presupuesto de la Nación o en otras leyes generales o especiales;

b)
Los bienes  muebles e inmuebles, corporales e incorporales transferidos de la Corporación Nacional Forestal a esta entidad;

c)
Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título;


d) 
Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten;

e) 
Los aportes de cooperación internacional que reciba para el desarrollo de sus actividades; 

f)
Los frutos naturales o civiles que produzcan los bienes propios o que administre el Servicio, comprendiéndose entre ellos los derechos que se convengan con terceros por el uso y explotación de los mismos;

g)
El producto de la venta de las publicaciones que realice, cuyo valor será determinado por resolución de su Director Nacional; y 

h) 
Otros ingresos previstos en la ley. 

Párrafo 3° Del Personal

Artículo 6°.- 
Las personas que presten servicios en el Servicio Nacional Forestal se regirán por las normas del Código del Trabajo, sus normas complementarias y las especiales contenidas en la presente Ley.

Artículo 7°.- El personal del Servicio Nacional Forestal estará sujeto a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en el Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga. Asimismo, estará sujeto a responsabilidad administrativa, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pudiere afectarle por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones.


Le serán también aplicables las normas contenidas en los artículos 61 y 90 A del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.

Artículo 8°.- 
El personal del Servicio Nacional Forestal salvo, aquél afecto al sistema a que se refiere el Título VI de la ley N° 19.882, será seleccionado para desempeñarse con contrato indefinido, mediante concurso público.


Excepcionalmente, por resolución fundada del Jefe de Servicio, se podrán utilizar otros sistemas de selección, tales como concursos internos, los que, en todo caso, deberán garantizar la debida transparencia y objetividad, basándose en la evaluación de los méritos e idoneidad del postulante.


Al Director Nacional le corresponderá suscribir los contratos de trabajo del personal seleccionado conforme a los incisos anteriores, los que deberán ser aprobados por resolución.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

Artículo 9°.- Deróguese la ley N° 18.348,
crea la Corporación Nacional Forestal y de protección de recursos naturales renovables.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Se entenderán traspasados, por el solo ministerio de la ley, al Servicio Nacional Forestal, todos los bienes, derechos y obligaciones que correspondan a la Corporación Nacional Forestal, entidad de derecho privado cuyos estatutos fueron aprobados y modificados por decretos supremos del Ministerio de Justicia N°s.728, de 5 de mayo de 1970, 455, de 19 de abril de 1973,  733, de 27 de julio de 1983, 3153, de 17 de octubre de 2007 y 1546, de 21 de abril de 2009, respectivamente. 

Artículo segundo.- A solicitud del Director del Servicio, los Conservadores de Bienes Raíces practicarán, respecto de los inmuebles inscritos a nombre de la Corporación Nacional Forestal, en cada caso, una subinscripción al margen de la respectiva inscripción de dominio, en la que se dejará constancia de que el inmueble de que se trate ha pasado a dominio del Servicio.  

En todo caso, los Conservadores, de oficio, efectuarán dicha anotación cuando deban practicar cualquier inscripción relativa a los inmuebles del Servicio.


Tanto las inscripciones, subinscripciones y certificaciones que se efectuaren serán a título gratuito. 

Artículo tercero.- Mientras el Director Nacional del Servicio, no disponga la modificación de los registros, inscripciones declaraciones contables y tributarias; cuentas corrientes bancarias y en instituciones financieras, de depósito, de ahorro y cuentas especiales; registros de firma; registros de importación y exportación y cualquier otra inscripción, declaración o registro, se entenderá que éstas se mantienen a nombre del Servicio Nacional Forestal. 

Artículo cuarto.- Los trabajadores que a la fecha de publicación de esta Ley se encontraren prestando labores en la Corporación Nacional Forestal continuarán como dependientes del Servicio en los mismos términos y condiciones de sus actuales contratos.  Para estos efectos, el Director Nacional del Servicio dentro del plazo de noventa  días, contado desde la publicación de la presente Ley, procederá a suscribir los contratos de trabajo e incorporarlos en la unidad respectiva. Esta incorporación no podrá significar disminución de remuneraciones ni modificación alguna de los derechos laborales y previsionales del personal traspasado.
Artículo quinto.- El pago de los beneficios indemnizatorios al personal traspasado se entenderá postergado, por causa que otorgue derecho a percibirlo, hasta el cese de servicios en el Servicio Nacional Forestal. En tal caso, la indemnización respectiva se determinará computando tanto el tiempo servido a la Corporación Nacional Forestal como en el Servicio que crea la presente ley, según la remuneración que estuviere percibiendo a la fecha del término del contrato.

Artículo sexto.- El reglamento interno de Orden, Higiene y Seguridad que se estuviese aplicando al momento de publicarse esta Ley se mantendrá vigente mientras el Servicio Forestal no dicté aquel que lo reemplazará. 

Artículo séptimo.- Facúltase al Presidente de la República para que mediante uno o más  decretos con fuerza de ley, fije las plantas del personal del Servicio Forestal y el régimen de remuneraciones aplicable a su personal.



En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije. De igual forma fijará la fecha de vigencia de las plantas, así como la dotación máxima de personal. 



Del mismo modo, el Presidente de la República determinará la fecha de iniciación de actividades del  Servicio. 


El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado; y 


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

Artículo octavo.- Al momento de incorporarse el Servicio Forestal al Sistema de Alta Dirección Pública, los funcionarios que se encuentren desempeñando los cargos a que se refiere el artículo 4° de la ley N° 20.300, que refuerza los estímulos al desempeño del personal de la Corporación Nacional Forestal mantendrán sus nombramientos y seguirán afectos a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso conforme a las disposiciones de la ley N° 19.882, cuando cesen en ellos por cualquier causa.
Artículo noveno.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Servicio Nacional Forestal y transferirá a ellos los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes, necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo décimo.- Las Áreas Silvestres Protegidas del Estado, que a la fecha de publicación de esta Ley se encontraren bajo la administración de la Corporación Nacional Forestal, continuaran siendo administradas por el Servicio Nacional Forestal de conformidad a la normativa vigente y mientras no entre en vigencia el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.   

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- José Antonio Galilea Vidaurre, Ministro de Agricultura.- María Ignacia Benítez Pereira, Ministra del Medio Ambiente.- Felipe Larraín Bascuñán, Ministro de Hacienda
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PROYECTO DE LEY INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA QUE CREA EL SERVICIO DE BIODIVERSIDAD Y ÁREAS SILVESTRES PROTEGIDAS Y EL SISTEMA NACIONAL DE ÁREAS SILVESTRES PROTEGIDAS

(7487-12)
Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas. 

I. 
ANTECEDENTES GENERALES. 

En enero del año 2010, tras un amplio acuerdo en el Congreso Nacional, fue publicada la ley N° 20.417, la cual rediseñó nuestra institucionalidad ambiental, separando la evaluación ambiental de proyectos y su fiscalización de la generación de políticas y normas ambientales. Dicha ley estableció también la necesidad de legislar con el objeto de crear el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas. 

La creación de este Servicio, que antes ya estaba contemplada en nuestro programa de gobierno, pone en marcha una nueva institucionalidad para la protección de los recursos naturales y la biodiversidad. Este proyecto concreta este aspecto del programa de gobierno y, sumado al Proyecto de Ley que crea los Tribunales Ambientales y a la puesta en marcha del resto de la institucionalidad, completa el rediseño de nuestra institucionalidad ambiental haciendo realidad una de las siete grandes reformas de este año que comienza. 

A modo de contexto, cabe recordar que en septiembre de 1992, ingresó al Congreso el proyecto de ley de  Bases Generales del Medio Ambiente. En su mensaje, se formulaba la siguiente pregunta y su correspondiente respuesta: “¿Cómo se ve la Tierra desde el espacio? Se aprecia una esfera envuelta en nubes, en donde sólo resalta la inmensidad del océano, la extensión de los desiertos y el verdor profundo de las zonas selváticas. Se ve, en definitiva, un planeta frágil y finito, casi insignificante en el escenario universal”. 

Continuaba más adelante el mensaje: “Cuando se manifiesta una preocupación por el medio ambiente, por el deterioro de nuestros recursos naturales, por los fenómenos de contaminación, por la calidad del hábitat urbano de nuestra población, se está expresando, en el fondo, preocupación por la vida, por la de quienes comparten nuestro tiempo y la de quienes vendrán después de nosotros. Se está expresando, también, un compromiso con nuestra Patria, que demanda preocupación por sus problemas y esfuerzos para solucionarlos.” 

De esta forma, el cuidado del medio ambiente se ha manifestado transversalmente como una preocupación por la persona humana con un claro enfoque antropocéntrico, materializándose en la promoción y establecimiento de políticas medioambientales tendientes a coordinar el desarrollo sustentable del país y el deber del Estado y sus organismos de tutelar la preservación de la naturaleza. Este proyecto viene a confirmar aquello. 

Más tarde la Ley de Bases Generales del Medio Ambiente de 1994, reguló la elaboración de normas de emisión, de calidad y planes de prevención y descontaminación. También puso en marcha el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, que permite realizar una evaluación ambiental ex-ante de los proyectos de inversión, concretando de esta forma el principio preventivo. 

Sin embargo, la gestión de los recursos naturales y de la biodiversidad, tema crucial en un país que basa su riqueza en la explotación de dichos recursos, fue abordado sólo marginalmente en la señalada ley.

El presente proyecto no solo aborda la temática institucional de un Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, sino que también regula los distintos instrumentos de gestión ambiental en biodiversidad, entre ellos, la creación de un Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas.

II.
LAS ÁREAS SILVESTRES PROTEGIDAS EN 
CHILE.  

El primer antecedente que existe en nuestro país de un área protegida es la Reserva Forestal Malleco, creada en 1907. Posteriormente, fueron creadas las Reservas Forestales Villarrica, Alto Biobío y Llanquihue, en 1912. Pero no es hasta 1925, cuando se crea el primer Parque Nacional con el nombre de Benjamín Vicuña Mackenna, el cual fue desafectado cuatro años más tarde. En 1926, se crea el Parque Nacional Vicente Pérez Rosales que perdura hasta nuestros días. 
A partir de esa fecha y hasta 1935, imperaron criterios de protección de bosques andinos. Entre 1935 y 1945 se crearon doce unidades de conservación, incorporándose las islas oceánicas. Durante el periodo comprendido entre 1958 y 1974 se crearon 61 unidades entre parques y reservas. Con posterioridad a 1974, se realizó la fusión de varios grupos de unidades entre sí y se desafectaron otras, total o parcialmente. La declaración de nuevas áreas al comienzo de este período se concentró en la afectación de grandes superficies en el extremo sur del país, habiéndose sumado desde entonces y hasta la fecha 69 nuevos parques nacionales, reservas nacionales y monumentos naturales. Ello se ha completado además con la creación de 41 santuarios de la naturaleza a partir de 1970, así como de 2 parques marinos, 5 reservas marinas y 6 áreas marinas y costeras protegidas, a partir de los años 90.

III. REGULACIÓN. 

En lo concerniente a la regulación institucional ésta no obedeció a un criterio integral de regulación sino mas bien a la entrega de competencias sectoriales a medida que se creaban nuevas leyes. Así, en 1912, se creó la Inspección General de Bosques, Pesca y Caza, que en el año 1925 quedó radicada en el Ministerio de Agricultura, Industria y Colonización. Ese mismo año se crearon las Reservas Forestales en Villarica, Alto Biobío y Llanquihue. 

En el año 1931, se dictó la nueva Ley de Bosques por parte del Ministerio de Tierras, Bienes Nacionales y Colonización, que fue parcialmente derogada el año 2008 con la promulgación de la Ley de Bosque Nativo. En el año 1964 se creó, dentro del Ministerio de Agricultura, la Administración de Parques Nacionales y Reservas Forestales (APARFO), que ya contaba con cerca de 3 millones de hectáreas terrestres. En 1967, se creó el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG), al cual se le asignaron, entre otras tareas, las de la APARFO. 

En 1970, se promulgó la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales, que estableció las regulaciones para la creación de Santuarios de la Naturaleza, recomendados por el Consejo de Monumentos Nacionales y sancionados por el Ministerio de Educación. Esta norma se modificó el año 2010, por la ley N°  20.417, que establece que la declaratoria de Santuarios de la Naturaleza la realiza el Ministerio del Medio Ambiente, una vez que la recomendación del Consejo de Monumentos se refrende por el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad.

En 1970, se creó la Corporación Nacional Forestal, CONAF, con el nombre de Corporación de Reforestación, COREF, por el Servicio Agrícola y Ganadero y el Instituto de Desarrollo Agropecuario, al amparo de las disposiciones del Título XXXIII, del Libro I, del Código Civil. En 1972, mediante la reforma de sus estatutos, se incorporaron a la entidad la Corporación de Fomento de la Producción, CORFO, y la ex-Corporación de Reforma Agraria, CORA, pasando a denominarse Corporación Nacional FORESTAL. A esa fecha, ya existían cerca de 10 millones de hectáreas en áreas protegidas terrestres para ser administradas por esta Corporación.
En 1977 el D.L. Nº 1939, establece la facultad del Ministerio de Bienes Nacionales de destinar inmuebles fiscales para conservación ambiental, protección del patrimonio y/o planificación, gestión y manejo sustentable de sus recursos.

A principios de la década de los 90, con las modificaciones a la Ley de Pesca, se desarrollan regulaciones asociadas a la conservación en espacios marinos, bajo la responsabilidad regulatoria de la Subsecretaría de Pesca y de fiscalización por parte del Servicio Nacional de Pesca. Entre las más importantes están las relativas a la creación de Parques y Reservas Marinas; y las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos (AMERB). Esta ley también se modificó el año 2010, a través de la ley N° 20.417, otorgándole  al Ministerio de Medio Ambiente facultades sobre los Parques, Reservas Marinas y las Áreas Marinas Costeras Protegidas de Múltiples Usos.

Actualmente, la CONAF, administra el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado (SNASPE), que corresponde a una porción significativa de los ambientes silvestres, terrestres o acuáticos que el Estado protege y maneja para lograr su conservación. Este sistema está formado por 3 categorías de manejo: Parques Nacionales, Reservas Nacionales y Monumentos Naturales. 

El SNASPE abarca una superficie levemente superior a 14 millones de hectáreas, lo que corresponde aproximadamente a un 18% de Chile continental. Sin embargo, la distribución territorial del sistema no es homogénea, pues más de un 84% de la superficie protegida por el SNASPE se encuentra entre las regiones australes de Aysén y Magallanes, mientras que en Chile Central las regiones de Coquimbo, del Maule y Metropolitana de Santiago, tienen menos del 1% de su territorio incluido en el SNASPE.

La institucionalidad del SNASPE se estableció mediante la ley N° 18.362 de 1984, del Ministerio de Agricultura. No obstante, dicho cuerpo legal no ha entrado en vigencia debido a que se encuentra supeditado a la promulgación del marco legal de la institucionalidad forestal. Por ello, las áreas protegidas que componen este Sistema siguen sustentándose legalmente en la Ley de Bosques de 1931, en la Convención de Washington de 1967 (D.S. N° 531 de MINREL de 1967) y en el D.L. N° 1.939 de 1977 sobre adquisición y administración de bienes del Estado.

Esta institucionalidad no contempla las áreas protegidas marinas, que hoy en  día cuentan con 2 parques marinos, 5 reservas marinas y 6 Áreas Marinas y Costeras Protegidas, que son administradas por la Subsecretaría de Pesca y la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, sin coordinación programática ni presupuestaria con el SNASPE. 
Finalmente, la protección de la biodiversidad fuera de las áreas silvestres protegidas se encuentra dispersa en nuestro ordenamiento jurídico. Dicha regulación refleja la preeminencia de criterios de fomento y productividad frente a criterios de conservación. En concreto, en Chile  existen alrededor de cuatrocientas especies en peligro de extinción o vulnerables; además existen antecedentes de algunas especies extintas en tiempos recientes, como el sándalo de Juan Fernández o el toromiro de Isla de Pascua. 





IV.
PROBLEMAS QUE PRESENTA LA ACTUAL 





REGULACIÓN.

La complejidad del sustento normativo e institucional sobre el que descansa nuestro sistema de áreas silvestres protegidas, no contribuye a la eficacia de las medidas que se puedan adoptar con el objeto de proteger la diversidad biológica nacional, ya que las potestades de administración, control y fiscalización se dispersan, perdiendo efectividad. 

Igual situación ocurre en materia de regulación de la protección de la biodiversidad y conservación de nuestros recursos naturales. En efecto, estas competencias están distribuidas entre servicios en distintos ministerios, generando una tensión tanto en la administración y gestión de la biodiversidad como en la evaluación ambiental de proyectos de inversión. Por otro lado, Chile carece de un sistema integrado de regulación, clasificación y administración de áreas sujetas a protección oficial. 

También debemos agregar que nuestro país ha suscrito importantes instrumentos internacionales relacionados con la protección al medio ambiente, entre ellos, la Convención para la protección de la Flora, Fauna y de las Bellezas escénicas Naturales de los países de América, promulgada en 1967; la Convención sobre el comercio Internacional de especies amenazadas de Fauna y Flora silvestres (CITES), promulgada en 1975; la Convención Internacional para la regulación de la caza de ballenas, promulgada en 1979; la Convención sobre la protección del patrimonio mundial, cultural y natural; promulgada en 1980; la Convención relativa a las zonas húmedas de importancia internacional, especialmente como hábitat de aves acuáticas (RAMSAR), promulgada en 1981; el Convenio sobre la conservación de especies migratorias de la fauna silvestre, promulgado en 1981 y  el Convenio sobre la Diversidad Biológica, promulgado en 1994 cuya implementación debe verse reflejada en una adecuada protección de la biodiversidad. 
Producto de lo anterior y con el fin de dar cumplimiento a lo señalado en el artículo octavo transitorio de la ley N° 20.417, se presenta este proyecto que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres  Protegida y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas. 

V. 
CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY.

1.
Antecedentes generales. 

La creación de un Servicio Público especializado en biodiversidad y áreas silvestres protegidas da continuidad a la institucionalidad ambiental aprobada por la ley Nº 20.417. 

Este proyecto recoge las recomendaciones de la Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza (UICN) para jerarquizar los niveles de conservación que se practican en las diferentes áreas silvestres protegidas de Chile, respetando a la vez nuestra tradición histórica y las disposiciones de la Convención de Washington, de 1940.

2. 
Objeto. 


Este proyecto tiene por objeto proteger la diversidad biológica, preservar la naturaleza y conservar el patrimonio ambiental del país.


En este contexto, el proyecto se concentra en regular las atribuciones propias de conservación que deben corresponder a este Servicio, armonizando las funciones de fomento productivo que se mantienen en manos de los demás servicios con competencias sectoriales sobre los recursos naturales renovables. 

3.
Definiciones. 



El proyecto consagra diversas definiciones que se han considerado relevantes para la aplicación práctica que se deberá dar al presente proyecto en el contexto de la gestión pública sobre la biodiversidad, con un criterio operativo y sin perjuicio de otras definiciones de la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente que resulten aplicables. Así por ejemplo se define biodiversidad y áreas silvestres protegidas, entre otras. 

4. 
El Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.
El proyecto crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas como un servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, sujeto a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio del Medio Ambiente. Este Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública. 

5.
Funciones y atribuciones del 
Servicio. 

El proyecto establece las funciones y atribuciones del Servicio, dentro de las cuales se consagran por ejemplo, administrar el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas y proponer al Ministerio del Medio Ambiente planes de recuperación, conservación y gestión de especies clasificadas conforme a lo dispuesto en el artículo 37 de la ley Nº 19.300, entre otras. 

Las funciones y atribuciones de este Servicio han sido diseñadas bajo el criterio de explicitar los ámbitos en que se desenvolverá el nuevo órgano, tanto dentro de las áreas silvestres protegidas como fuera de ellas, como órgano técnico operativo y ejecutor de las políticas y normas que establezca el Ministerio del Medio Ambiente en materia de biodiversidad. 

6.
Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas. 

El Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas tendrá como objetivos de protección, entre otros,  el de asegurar, en forma efectiva y permanente, la conservación de una muestra representativa de la biodiversidad y del patrimonio ambiental del país en las áreas que formen parte de este Sistema. 

El proyecto define como categorías de protección
las Reservas de Región Virgen; los Parques Marinos o Acuáticos Continentales; los Parques Nacionales; los Monumentos Naturales; las Reservas Marinas o Acuáticas Continentales;  las Reservas Nacionales; los Santuarios de la Naturaleza; y  las Áreas Marinas y Costeras Protegidas de Múltiples Usos.

Estas categorías han sido definidas de acuerdo a sus características propias y al tipo de biodiversidad que protegen. Además, se describen sus objetivos principales, como indicación para orientar los usos de conservación y de actividades sustentables que se podrá dar a la respectiva área silvestre protegida.
7.
Creación y modificación de las áreas silvestres protegidas del Estado. 

Este proyecto entrega al Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, la atribución de pronunciarse sobre la creación de las áreas silvestres protegidas del Estado, sujeto a las propuestas técnicas que haga el Servicio, como órgano técnico, y el Ministerio del Medio Ambiente, como órgano político, respecto de los objetivos de conservación de tales áreas. 

El Consejo deberá además,  pronunciarse concretamente sobre la delimitación y superficie, categoría de protección, zonificación general y objeto de protección específico del área. 

8.
Administración de las áreas silvestres protegidas del Estado y planes de manejo.
La administración de las áreas silvestres protegidas del Estado corresponderá al Servicio, sin perjuicio de las concesiones y permisos de uso que se establecen en esta Ley y de las demás  competencias de los órganos sectoriales. 

Le corresponderá al Servicio elaborar el plan de manejo para cada área silvestre protegida del Estado en concordancia con las definiciones y objetivos señalados para la categoría de protección respectiva. 

El proyecto contempla la facultad del Servicio para delegar la administración de las áreas silvestre protegidas del Estado en terceros, cuando existan razones de eficiencia de gestión en la conservación de ellas y  previo acuerdo del Comité Técnico que esta Ley crea. 

9.
Concesiones y permisos de uso en las áreas silvestres protegidas del Estado.
El proyecto crea un Comité Técnico integrado por el Director Nacional del Servicio, un representante del Ministerio del Medio Ambiente; un representante del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo; un representante del Ministerio de Bienes Nacionales; y un representante del Ministerio de Agricultura. Dicho Comité establecerá los criterios de entrega de las concesiones en las áreas silvestres protegidas del Estado.

Con esto se busca optimizar y homologar el otorgamiento de concesiones al interior de áreas silvestres protegidas del Estado bajo un solo procedimiento y reemplazar la multiplicidad de mecanismos y criterios existentes en otras normas sectoriales. 

10.
Áreas silvestres protegidas de propiedad privada que se adhieren al Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas. 

El proyecto contempla la posibilidad para que los privados afecten sus áreas silvestres al Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas.

El Consejo de Ministros para la Sustentabilidad deberá pronunciarse sobre la pertinencia de la afectación, como parte del Sistema Nacional. 

El proyecto establece la regulación de los planes de manejo respectivos. 

11.
Otros instrumentos de conservación de la biodiversidad a cargo del Servicio.

El proyecto establece que será el Servicio el encargado de llevar un inventario de especies y de ecosistemas y de establecer los planes de recuperación, conservación o gestión de las especies clasificadas en categoría de amenaza.

Tratándose de especies exóticas el proyecto contempla, entre otras medidas, la coordinación con los órganos sectoriales competentes la adopción de medidas o planes de prevención, control, contención y erradicación de especies exóticas, en los ámbitos de su competencia.

12.
Fiscalización, infracción y sanciones. 

El proyecto instaura dos regímenes de infracciones y sanciones. Dentro de las áreas silvestres protegidas, la fiscalización corresponderá al personal del Servicio y la sanción será aplicada por el Juzgado de Policía Local. Fuera de las áreas silvestres protegidas, la fiscalización del cumplimiento de los planes de conservación de especies amenazadas o de planes de control de especies exóticas, la realizará el Servicio en coordinación con los órganos sectoriales que tengan competencias en las materias reguladas por el respectivo plan, por medio de convenios de encomendación de acciones, a fin de evitar la duplicidad de funciones. La sanción, en este caso, será aplicada por el órgano sectorial competente.   

13.
Disposiciones complementarias.

El proyecto deroga la ley N° 18.362, que crea un Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado e introduce modificaciones a diversos cuerpos legales con el objeto de adecuarlos al nuevo Servicio que se crea.

 Las leyes que se modifican son: ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente; el Decreto Ley Nº 1.939, de 1977, que establece normas sobre adquisición, administración y disposición de bienes del Estado; la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue establecido por el Decreto Supremo Nº 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción; la ley Nº 20.256, sobre Pesca Recreativa; la ley N° 4.601, sobre Caza, cuyo texto fue sustituido por el Artículo Primero de la ley Nº 19.473; la  ley Nº 20.283, sobre Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal; el Decreto Supremo Nº 4.363, de 1931, del Ministerio de Tierras y Colonización, que aprueba texto definitivo de la Ley de Bosques; la ley Nº 17.288, sobre Monumentos Nacionales, que modifica las leyes N° 16.617 y 16.719, y deroga el Decreto Ley 651, de 17 de octubre de 1925; el  Decreto Ley Nº 2.442, de 1978, que establece Funciones y Atribuciones del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, en materia de Pesca; organiza la Subsecretaría de Pesca; crea el Consejo Nacional de Pesca y el Servicio Nacional de Pesca; la ley Nº 18.378, que deroga la ley Nº 15.020 y el Decreto con Fuerza de Ley Nº R.R.A. 26, de 1963, y establece Sanciones que señala; la ley Nº 18.755, que establece Normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero; la ley Nº 19.253, que establece Normas sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena; el Decreto con Fuerza de Ley Nº 5, de 1967, del Ministerio de Agricultura, que modifica, complementa y fija el Texto Refundido del D.F.L. R.R.A. Nº 19, “Comunidades Agrícolas” y la ley Nº 20.423, del Sistema Institucional para el Desarrollo del Turismo.

14.
Disposiciones Transitorias.
El proyecto contempla las normas necesarias para la determinación de la planta y traspasos de funcionarios de los órganos sectoriales correspondientes al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, con el debido respeto a sus derechos laborales.

También se contempla la adecuación del manejo de las actuales áreas silvestres protegidas, sitios prioritarios y concesiones, al Sistema Nacional regulado en el anteproyecto.

En mérito a lo expuesto, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente:
PROYECTO DE LEY

CREA EL SERVICIO DE BIODIVERSIDAD Y AREAS SILVESTRES PROTEGIDAS Y EL SISTEMA NACIONAL DE

AREAS SILVESTRES PROTEGIDAS

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1º.- 
Objeto de la Ley. La presente Ley tiene por objeto proteger la diversidad biológica, preservar la naturaleza y conservar el patrimonio ambiental del país.

Artículo 2º.- 
Definiciones. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 

a) Área silvestre protegida: un espacio geográfico específico y delimitado, reconocido mediante decreto supremo del Ministerio del Medio Ambiente, cuyo objeto es la conservación a largo plazo, por medio de instrumentos jurídicos y de gestión eficaces, de la biodiversidad del país, así como del patrimonio natural, cultural y del valor paisajístico contenidos en dicho espacio. 


Se excluyen de esta definición todas aquellas áreas que no tengan por objeto la conservación de la biodiversidad, sino la protección o conservación de otros valores o bienes en conformidad a otras leyes, tales como los monumentos nacionales, las áreas de conservación de recursos productivos, las áreas de desarrollo indígena o las áreas de fomento de ciertas actividades económicas, sin perjuicio de las disposiciones de esta Ley que les sean aplicables.


b)
Área silvestre protegida del Estado: aquella área silvestre protegida creada en espacios de propiedad fiscal, en aguas interiores, en el mar territorial o en la zona económica exclusiva, cuya administración corresponde al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, en adelante el Servicio, o a la persona natural o jurídica que éste designe, en su caso.


c)
Área silvestre protegida de propiedad privada: aquella área silvestre protegida creada en espacios de propiedad privada, reconocida por el Estado conforme a las disposiciones de la presente Ley.


d)
Biodiversidad o diversidad biológica: la variabilidad de los organismos vivos, que forman parte de todos los ecosistemas terrestres y acuáticos. Incluye la diversidad dentro de una misma especie, entre especies y entre ecosistemas.


e)
Ecosistema degradado: todo o parte del conjunto de elementos físicos, químicos y biológicos que conforman un ecosistema terrestre o acuático que ha sido alterado por acción antrópica o natural, produciendo una disminución significativa de la distribución o abundancia de especies de importancia para la biodiversidad del país.


f)
Especie clasificada en categoría de amenaza: cualquier especie nativa clasificada según su estado de conservación en las categorías de peligro crítico, peligro o vulnerable, de acuerdo con el procedimiento a que se refiere el artículo 37 de la ley Nº 19.300.


g)
Especie exótica: una especie, subespecie o taxón inferior, introducida fuera de su distribución natural, incluyendo cualquier parte, gametos, semillas, huevos o propágulos de tales especies, que pueden sobrevivir y reproducirse. 


h)
Especie exótica invasora: aquella especie cuyo establecimiento y expansión amenaza ecosistemas, hábitats o especies, capaz de producir daño significativo a uno o más componentes del ecosistema.


i)
Especie nativa: cualquier especie biológica ya sean plantas, algas, bacterias, hongos o animales, originaria del país.


j)
Especie silvestre: cualquier especie que vive en su estado natural en forma libre e independiente del hombre, en un medio terrestre o acuático, sin importar cuál sea su origen, nativo o exótico, ni su fase de desarrollo.


k) Guardaparque: aquel que se desempeña en un área silvestre protegida del Estado, en labores de gestión y fiscalización del área, conforme al plan de manejo respectivo.


l)
Servicios ecosistémicos: aquellos procesos y propiedades ecológicos que caracterizan la estructura y funcionamiento de los ecosistemas y que generan beneficios materiales e inmateriales para los seres humanos.


m)
Sitio prioritario: espacio geográfico de propiedad fiscal que, en condiciones naturales, es relevante para la biodiversidad del país, ya que provee de servicios ecosistémicos importantes o cuyos ecosistemas, hábitats, especies, paisajes o formaciones naturales presentan características particulares de unicidad, escasez o representatividad, y en el cual se pueden aplicar una o más medidas de gestión para la conservación. Este espacio debe incluir los distanciamientos señalados en el inciso octavo del artículo 8° transitorio de  la ley N° 20.283 sobre recuperación de bosque nativo y fomento forestal;  


n) Zona húmeda o humedal: toda extensión de marismas, pantanos, turberas o superficies cubiertas de aguas en régimen natural, permanentes o temporales, estancadas o corrientes, dulces, salobres o saladas, incluidas las extensiones de agua marina cuya profundidad en marea baja no exceda de seis metros; sea que dicha extensión se encuentre en zona urbana o rural. Desde el punto de vista de su administración y manejo, pueden incorporarse a un humedal sus zonas ribereñas o costeras adyacentes, así como las islas o extensiones de agua marina de una profundidad superior a los seis metros en marea baja, cuando la autoridad competente lo disponga expresamente, estableciendo los límites específicos del humedal en estos casos.

TÍTULO II

DEL SERVICIO DE BIODIVERSIDAD Y ÁREAS SILVESTRES PROTEGIDAS

Párrafo 1°

Normas Generales

Artículo 3º.- 
Creación del Servicio. Créase el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas como un servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, sujeto a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio del Medio Ambiente.


Su domicilio será la ciudad de Santiago y se desconcentrará territorialmente a través de Direcciones Regionales. El Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el Título VI de la ley Nº 19.882.

Artículo 4º.- 
Objeto del Servicio. El Servicio tendrá por objeto proteger la diversidad biológica, preservar la naturaleza y conservar el patrimonio ambiental del país. 

Artículo 5º.- 
Funciones y atribuciones.
Para el cumplimiento de su objeto, corresponderá al Servicio el ejercicio de las siguientes funciones y atribuciones: 


a) Administrar el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas, así como las áreas silvestres protegidas del Estado; 


b) Otorgar concesiones y permisos de uso al interior de las áreas silvestres protegidas del Estado en conformidad al párrafo 4° del Título III de esta Ley; 


c) Fomentar e incentivar la creación de áreas silvestres protegidas de propiedad privada;


d) Resolver las solicitudes de afectación voluntaria de áreas silvestres protegidas de propiedad privada y su desafectación, y fiscalizar el cumplimiento de las condiciones bajo las cuales se les haya afectado;


e) Proponer al Ministerio del Medio Ambiente planes de recuperación, conservación y gestión de especies clasificadas conforme a lo dispuesto en el artículo 37 de la ley Nº 19.300;


f) Informar al Ministerio de Agricultura sobre las especies  de fauna silvestre cuya caza y captura deba prohibirse conforme al Título II de la ley N° 4.601, sobre Caza;


g) Informar, de oficio o a solicitud del órgano sectorial competente, según corresponda, sobre el riesgo de la internación de especies exóticas, en base a criterios ambientales y de protección de la biodiversidad, para efectos de su autorización o prohibición;


h) Proponer al Ministerio del Medio Ambiente las medidas o planes de prevención, control, contención y erradicación de especies exóticas invasoras presentes en el país;


i) Fijar los criterios de conservación de la biodiversidad del país que se deberán considerar en el cuidado y rehabilitación de especies silvestres y nativas, así como en la administración del material genético por parte de los centros de rescate, rehabilitación y reinserción de especies de fauna nativa silvestre y centros de exhibición y reproducción de especies nativas, que regula la ley Nº 4.601, sobre Caza, y de especies hidrobiológicas reguladas por la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura;


j) Emitir pronunciamiento sobre las materias de su competencia en el marco del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental;


k) Fiscalizar el cumplimiento de los instrumentos, planes de manejo y obligaciones establecidas en los contratos de concesión otorgados en las áreas silvestres protegidas del Estado; 


l) Fiscalizar los planes de recuperación, conservación o gestión de especies clasificadas en categoría de amenazadas y los planes y medidas de prevención, control, contención y erradicación de especies exóticas en conformidad al Título IV;


m) Colaborar con programas internacionales, firmar convenios con organismos de otros países y, en general, participar de la cooperación internacional en materia de conservación de la naturaleza y de la diversidad biológica; dar seguimiento al desarrollo y la aplicación de convenciones internacionales sobre la materia cuando se lo encomiende el Ministerio del Medio Ambiente;


n) Promover y desarrollar la investigación aplicada en el ámbito de sus funciones, así como actividades de educación y capacitación;


ñ) Administrar y mantener un inventario de la biodiversidad del país;


o) Celebrar convenios con otros organismos del Estado, para el cumplimiento de sus fines. Dichos convenios podrán referirse tanto al cumplimiento de tareas en común como al empleo de recursos humanos y materiales;


p) Administrar el Fondo Nacional de la Biodiversidad y las Áreas Silvestres Protegidas; y


q) Las demás funciones que le encomienden las leyes.

Párrafo 2°

De la estructura del Servicio

Artículo 6º.- 
Dirección superior. La dirección superior, la organización y la administración del Servicio corresponderá al Director Nacional, quien será el jefe superior del servicio y tendrá la autoridad, atribuciones y deberes inherentes a esa calidad. 


En conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley N° 18.575, el director, con sujeción a la planta y la dotación máxima, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.


Le corresponderá también al director establecer las tarifas que deban cobrarse por las prestaciones y servicios que se  efectúen; así como asignar al personal del Servicio el carácter de fiscalizador para realizar determinadas labores. 

Párrafo 3°

Del Régimen del Personal

Artículo 7°.- Régimen Funcionario. Las personas que se desempeñan en el Servicio se regirán por las normas del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, sus normas complementarias y las especiales contenidas en la presente ley.

Párrafo 4°

Del Patrimonio

Artículo 8º.- 
Patrimonio. El patrimonio del Servicio estará formado por:


a) Los recursos que se le asignen anualmente en el Presupuesto de la Nación o en otras leyes generales o especiales;


b) Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título;


c) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten;


d) Los aportes de cooperación internacional que reciba para el desarrollo de sus actividades;


e) Los ingresos que obtenga por las tarifas que cobre por el acceso a las áreas silvestres protegidas del Estado y por las concesiones o permisos que en ellas se concedan; y

f) Otros ingresos previstos en la ley. 

Párrafo 5°

Del Fondo Nacional de la Biodiversidad y las Áreas Silvestres Protegidas

Artículo 9º.- Creación del Fondo. Créase el Fondo Nacional de la Biodiversidad y las Áreas Silvestres Protegidas, en adelante el Fondo, que será administrado por el Servicio con el objeto de financiar, total o parcialmente, proyectos, programas, actividades y medidas de fomento, investigación, difusión, educación, ejecución y conservación de la biodiversidad y las áreas silvestres protegidas.   


Los recursos del Fondo se asignarán a proyectos seleccionados mediante concurso público.

Artículo 10°.-
Composición del Fondo. El Fondo estará constituido, en especial, por:


1) Los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos de la Nación; 


2) Los aportes que reciba de la cooperación internacional para el cumplimiento de sus objetivos; y 


3) Los recursos que reciba el Fondo por cualquier otro concepto.     

Artículo 11°.- 
Reglamento del Fondo. Un reglamento, aprobado por decreto supremo del Ministerio del Medio Ambiente, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda, regulará el Fondo. Dicho reglamento deberá incluir, entre otras normas, lo relativo a la asignación de recursos; evaluación, elegibilidad, selección, rangos de financiamiento, viabilidad técnica y financiera, la forma de selección y designación de los Comités de Especialistas para la evaluación de los proyectos presentados al Fondo, y los compromisos y garantías de resguardo para el Fisco.


El reglamento determinará, además, las fechas y plazos de convocatoria a concursos, información pública y demás disposiciones que aseguren un amplio conocimiento de la ciudadanía sobre su realización y resultados. Asimismo,  deberá determinar la forma en que se informará acerca de los resultados a todos los postulantes.   

TÍTULO III 

DEL SISTEMA NACIONAL DE ÁREAS SILVESTRES PROTEGIDAS

Párrafo 1º

Del establecimiento del Sistema Nacional de Áreas Silvestres   Protegidas y sus categorías de protección

Artículo 12°.-
Creación y objetivos del Sistema. Créase un Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas, el que tendrá los siguientes objetivos de protección: 


a) Asegurar, en forma efectiva y permanente, la conservación de una muestra representativa de la biodiversidad y del patrimonio ambiental del país en las áreas que formen parte del Sistema;


b) Crear las condiciones y liderar estrategias para incrementar la representatividad ecosistémica, de especies y de variedades; la efectividad de manejo, y la de los ambientes terrestres, dulceacuícolas, marinos y costeros protegidos, en el corto, mediano y largo plazo; y


c) Fomentar la integración de los servicios ecosistémicos de las áreas silvestres protegidas en las estrategias de desarrollo nacional, regional y local.

Artículo 13°.- 
Categorías de protección. El Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas comprenderá las siguientes categorías de protección:


a)
Reservas de Región Virgen;


b)
Parques Marinos o Acuáticos Continentales; 


c)
Parques Nacionales; 


d)
Monumentos Naturales;


e)
Reservas Marinas o Acuáticas Continentales; 


f)
Reservas Nacionales; 


g)
Santuarios de la Naturaleza; y  


h)
Áreas Marinas y Costeras Protegidas de Múltiples Usos.

Artículo 14°.-
Reservas de Región Virgen. Denomínanse Reservas de Región Virgen las áreas donde existen condiciones primitivas naturales de la diversidad biológica, no perturbadas por actividades humanas significativas, con ausencia de caminos para el tráfico de vehículos motorizados o vías de navegación, y vedadas a toda explotación comercial o industrial. 


El objetivo de esta categoría es proteger la integridad ecológica a largo plazo de áreas naturales, libres de infraestructuras relevantes y en las que predominan las fuerzas y procesos naturales, de forma que las generaciones presentes y futuras tengan la oportunidad de conocer dichas áreas, manteniéndolas libres o con escasa intervención humana, excepto para la investigación científica debidamente autorizada o para otros fines que sean compatibles con los propósitos para los cuales dicha reserva ha sido creada. 

Artículo 15°.-
Parques Marinos o Acuáticos Continentales. Denomínanse Parques Marinos o Acuáticos Continentales las áreas establecidas para conservar de manera estricta ecosistemas, especies, hábitats, unidades ecológicas o formaciones naturales únicas, importantes o representativas a nivel local, nacional o global, su diversidad biológica y los procesos evolutivos asociados. 


Son objetivos de esta categoría conservar la biodiversidad de ambientes marinos, costeros o acuáticos continentales en el estado natural y permitir la investigación científica, el monitoreo y la educación ambiental.

Artículo 16°.-

Parques Nacionales. Denomínanse Parques Nacionales las áreas, generalmente extensas, donde existen diversos ambientes únicos o representativos de la diversidad biológica natural del país, no alterados significativamente por la acción humana, capaces de autoperpetuarse, y en que la biodiversidad o las formaciones naturales son de especial interés educativo, científico, recreativo o turístico. 


Los objetivos de esta categoría son la protección de la biodiversidad, su sustrato ecológico y geológico y los servicios ecosistémicos que proveen, así como promover la educación y el uso recreativo o turístico, a través de la preservación o conservación de muestras del patrimonio natural y escénico asociado. 

Artículo 17°.- 
Monumentos Naturales. Denomínanse Monumentos Naturales las áreas, generalmente reducidas en extensión, caracterizadas por la presencia de componentes relevantes de la biodiversidad que puedan contener además sitios o elementos naturales relevantes desde el punto de vista escénico, educativo o científico, que por su naturaleza son espacialmente acotados. 


El objetivo de esta categoría es proteger las características naturales específicas sobresalientes del área, su biodiversidad y hábitats, a través de la preservación o conservación de la unidad territorial y natural de que se trate y, en la medida que sea compatible con esto, la realización de actividades de educación, investigación, recreación o turismo. 

Artículo 18°.- 
Reservas Marinas o Acuáticas Continentales. Denomínanse Reservas Marinas o Acuáticas Continentales las áreas, establecidas para conservar o reparar la biodiversidad y sus hábitats, de importancia local, regional o nacional, amenazados o degradados por causas naturales o humanas, en el medio marino o en el medio lacustre, fluvial o de zonas húmedas en general, incluyendo sus costas o riberas.


Son objetivos de esta categoría, la conservación o recuperación del ambiente, ecosistemas, procesos ecológicos, especies y sus hábitats, a través de medidas de gestión que mitiguen el impacto de actividades, usos o fenómenos naturales, que permitan el uso sustentable de los recursos naturales susceptibles de aprovechamiento y el desarrollo de actividades de educación. 

Artículo 19°.-
Reservas Nacionales. Denomínanse Reservas Nacionales las áreas, destinadas a conservar, utilizar con especial cuidado o reparar el ambiente, las especies nativas, los hábitats o los ecosistemas naturales, de importancia local, regional o nacional, por la susceptibilidad de éstos a sufrir degradación o por su importancia para el resguardo del bienestar de la comunidad. 


Son objetivos de esta categoría la mantención, conservación, recuperación y restauración del ambiente, ecosistemas, procesos ecológicos, especies nativas y sus hábitats, así como la conservación y protección del recurso suelo y del recurso hídrico, y la provisión de servicios ecosistémicos a las comunidades aledañas. 

Artículo 20°.-
Santuarios de la Naturaleza. Denomínanse Santuarios de la Naturaleza todos aquellos sitios terrestres o acuáticos, cuya conservación sea de especial interés científico por sus características naturales y compatible con el desarrollo de actividades tradicionales y el uso sustentable de los recursos naturales.


Son objetivos de esta categoría la mantención de especies y hábitats, terrestres o acuáticos, de especial interés científico, así como la realización de actividades productivas sustentables o de provisión de servicios ecosistémicos, siempre que dichas actividades no produzcan una alteración significativa al área y permitan mantener su objetivo de conservación.

Artículo 21°.-
Áreas Marinas y Costeras Protegidas de Múltiples Usos. Denomínanse Áreas Marinas y Costeras Protegidas de Múltiples Usos las áreas establecidas en el medio marino o costero que presenten especies, hábitats, ecosistemas, condiciones naturales y paisajísticas destinadas a su conservación, contribuyendo con ello al desarrollo sustentable de las comunidades locales.


Son objetivos de esta categoría la conservación y uso sustentable del patrimonio ambiental, mediante la mitigación de amenazas naturales, como el cambio climático, o humanas, como la sobreexplotación de los recursos hidrobiológicos; el apoyo a la generación de beneficios para las comunidades locales que viven dentro o en las proximidades del área silvestre protegida; el desarrollo de usos recreativos y el turismo coherentes con los objetivos de conservación; y la facilitación de la investigación científica y el monitoreo ambiental.

Párrafo 2º

De la creación y modificación de las áreas silvestres protegidas del Estado 

Artículo 22°.-
Sitio prioritario. Las áreas silvestres protegidas del Estado sólo podrán ser creadas en aquellos espacios geográficos que hubieren sido declarados sitios prioritarios.


El Director Nacional del Servicio podrá declarar sitios prioritarios, previa aprobación del Comité Técnico establecido en el artículo 34°, y proponerlos al Ministerio del Medio Ambiente, para que a su respecto se cree un área silvestre protegida. 


Transcurridos dos años desde la declaración de un sitio prioritario sin que se haya constituido a su respecto un área silvestre protegida o definido un plan de recuperación, conservación o gestión de especies en ese sitio, la afectación como sitio prioritario quedará sin efecto. Por razones fundadas y previo acuerdo del Comité Técnico, podrá prorrogarse dicho plazo por una sola vez, no excediendo de un año. 


El Servicio mantendrá en su página web un listado de los sitios prioritarios declarados.

Artículo 23°.-
Creación del área. Las áreas silvestres protegidas del Estado se crearán mediante decreto supremo del Ministerio del Medio Ambiente, a propuesta del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad. Este decreto deberá contar con la firma del Ministro de Bienes Nacionales, cuando se trate de inmuebles fiscales. 


Dentro del plazo de un año contado desde que se hubiere declarado un sitio prioritario conforme al artículo anterior, el Servicio elaborará un informe técnico que incorporará las consideraciones científicas que justifican, en términos de representatividad o fragilidad ecosistémica, tanto la creación del área silvestre protegida como la categoría propuesta o la implementación de otras medidas o planes para dicha área, y un informe económico que incluya un análisis de los costos y beneficios de la creación de ésta.  


Si el Ministerio estima procedente la declaración de un área silvestre protegida del Estado, dentro de los sesenta días siguientes a la presentación del Servicio de los informes técnicos señalados en este artículo, se deberá dar inicio a un proceso de consulta sobre la creación del área a las comunidades locales, los organismos públicos y privados competentes y demás interesados, por noventa días.


Dentro de este plazo, cualquiera de las personas señaladas anteriormente podrá formular al Servicio, por escrito, observaciones a la propuesta. Estas observaciones deberán contener sus fundamentos y serán consideradas por el Servicio como parte del proceso de creación del área.


Transcurrido el plazo del proceso de consulta, el Ministerio deberá elaborar en un máximo de sesenta días la propuesta definitiva de área silvestre protegida del Estado y someterla al conocimiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad. 


El Ministerio de Bienes Nacionales, por su parte, deberá remitir un informe al Consejo de Ministros sobre la situación de dominio, tenencia, uso y ocupación, así como del contexto territorial del área. 


El decreto que crea el área silvestre protegida deberá dar cuenta de la decisión del Consejo de Ministros sobre la superficie aproximada, los deslindes, la zonificación y el o los objetos de protección del área respectiva. 

Artículo 24°.- 
Modificación del área. La superficie de un área silvestre protegida, su categoría de protección, deslindes, zonificación u objeto de protección, podrá modificarse en conformidad al procedimiento señalado en el artículo anterior. 


Las áreas silvestres protegidas que se creen sólo perderán su calidad de tal en virtud de un decreto supremo dictado conforme a lo dispuesto en este Párrafo.


Artículo 25°.- 
Afectación de bienes fiscales. El Ministerio de Bienes Nacionales podrá proponer al Ministerio del Medio Ambiente, aquellos bienes fiscales que considere necesario destinar a la conservación de la biodiversidad para su afectación como área silvestre protegida del Estado.

Artículo 26°.-
Categorías internacionales de protección. Tratándose de las zonas húmedas de importancia internacional reconocidas conforme a la Convención de Ramsar, de 1971, las áreas reconocidas como patrimonio mundial conforme a la Convención de París sobre Patrimonio Mundial, de 1972, o las reservas de biosfera reconocidas conforme al Programa del Hombre y la Biosfera, de la Organización de Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, el Ministerio del Medio Ambiente podrá someter al Consejo de Ministros una propuesta de crear una o más áreas silvestres protegidas en ellas, conforme al procedimiento establecido en este Párrafo,  sin perjuicio de la facultad de dicho Consejo de proponer otros instrumentos para proteger la biodiversidad, preservar la naturaleza o conservar el patrimonio ambiental en ellas.

Párrafo 3º

De la administración y planes de manejo de las áreas silvestres protegidas del Estado

Artículo 27°.- 
Administración del área. La administración de las áreas silvestres protegidas del Estado corresponderá al Servicio, sin perjuicio de las concesiones y permisos de uso que se establecen en esta Ley y de las competencias de los órganos sectoriales. 


No obstante lo anterior, el Servicio podrá delegar la administración del área silvestre protegida del Estado cuando lo considere necesario para alcanzar de manera eficiente los objetivos de protección de dicha área, en razón de la facilidad de acceso del tercero al área, su capacidad técnica o el costo que signifique la administración directa por el Servicio, entre otras. Esta delegación se efectuará mediante resolución del Director, la que autorizará el convenio o contrato según corresponda, previa aprobación del Comité Técnico. 


Esta delegación no obsta a las concesiones o permisos que se hubieren otorgado con anterioridad ni al otorgamiento de nuevas concesiones o permisos en el área, conforme a lo dispuesto en este Párrafo 4º de este Título.        


El Servicio tendrá la facultad de verificar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el contrato o convenio respectivo. 

Artículo 28°.- 
Facultad de celebrar actos y contratos. Para la administración de las áreas silvestres protegidas del Estado, el Servicio podrá celebrar toda clase de actos y contratos que tengan por objeto la realización de labores de investigación, la ejecución de obras, la prestación de servicios para la recreación o la educación y, en general, los que sean necesarios para el eficiente manejo de cada una de las áreas, manteniendo el objetivo original de creación y de acuerdo al plan de manejo aprobado para la misma, según lo dispuesto en el artículo 30°.  


El Servicio estará facultado para fijar las tarifas por el ingreso a las áreas silvestres protegidas que administre y por los servicios que se presten en ellas a particulares, pudiendo eximir de dicho pago cuando el ingreso se realice con fines educacionales o para investigaciones científicas. 

Artículo 29°.-
Restricciones a la celebración de contratos. Los actos y contratos a que se refiere el artículo anterior, no podrán en caso alguno contravenir la definición ni los objetivos de la categoría de protección respectiva ni los objetivos específicos y regulaciones establecidas en el decreto de creación y el plan de manejo del área correspondiente. 

Artículo 30°.- 
Plan de manejo. Toda área silvestre protegida, deberá contar con un plan de manejo actualizado conforme a las condiciones existentes en el área. 


El Servicio elaborará un plan de manejo para cada área silvestre protegida del Estado, que deberá ser aprobado por resolución del Director Nacional, previo acuerdo del Comité Técnico establecido en el artículo 34°, en concordancia con las definiciones y objetivos señalados para la categoría de protección respectiva y en conformidad a lo establecido en el respectivo decreto de creación del área. 


Le corresponderá al reglamento de esta Ley fijar las normas generales para cada categoría y establecer las materias que deberá contemplar dicho plan. 


Si el Servicio delegare la administración de un área silvestre protegida del Estado conforme al artículo 27°, el respectivo plan de manejo podrá ser elaborado por quien tenga a cargo su administración, debiendo ser aprobado mediante resolución del Director Nacional.


En los planes de manejo para la administración de las áreas silvestres protegidas se considerará la participación de las comunidades aledañas o en ellas existentes.

Artículo 31°.- 
Guardaparques. Al interior de las áreas silvestres protegidas del Estado, el Servicio contará con un cuerpo de guardaparques, encargado de la administración de dichas áreas, cuando ésta no haya sido delegada, así como  de la aplicación y supervisión de los respectivos planes de manejo y de la inspección y control de las actividades de terceros en ellas.

Párrafo 4º 

De las concesiones y permisos de uso en áreas silvestres protegidas del Estado

Artículo 32°.- 
Concesiones y permisos. Las áreas silvestres protegidas del Estado podrán ser objeto de concesión a título gratuito u oneroso o permiso, dependiendo de la naturaleza de la actividad a desarrollar y de su duración.


La concesión se otorgará mediante decreto supremo del Ministerio del Medio Ambiente, el que deberá contar además con la firma del Ministro de Bienes Nacionales,  o resolución del Director Nacional dependiendo de la naturaleza de los derechos conferidos y el monto de la prestación. 


Por su parte, los permisos siempre se otorgaran por resolución del Servicio.

Artículo 33°.- 
Selección. Las concesiones podrán adjudicarse a través de licitación pública, nacional o internacional, privada o directamente. Con todo siempre procederá la licitación pública salvo casos debidamente calificados por el Comité Técnico, previsto en los artículos siguientes. 

Las propuestas deberán indicar, a lo menos, la actividad específica que se propone desarrollar en el área silvestre protegida, el plazo, las obras que se ejecutarán en ella y el derecho o renta que ofrecen.


Con todo, el postulante que ha dado origen a la licitación tendrá derecho a un premio en la evaluación de la oferta que formule con ocasión de la licitación de la concesión, cuya consideración será especificada en el reglamento de esta Ley y en las bases de la licitación respectiva. 


La adjudicación será resuelta por el Comité Técnico en el plazo máximo de seis meses, contado desde la fecha de la respectiva presentación. 
Artículo 34°.- Comité Técnico. El Comité Técnico estará integrado por: 

a) El Director Nacional del Servicio, quien lo presidirá;


b) Un representante del Ministerio del Medio Ambiente; 


c) Un representante del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo; 


d) Un representante del Ministerio de Bienes Nacionales; y 


e) Un representante del Ministerio de Agricultura. 

Artículo 35°.-
Funciones y atribuciones del Comité. Le corresponderá al Comité Técnico:


a) Aprobar los planes de manejo para cada área silvestre protegida del Estado; 


b) Aprobar o rechazar la propuesta que el Servicio le formule sobre declarar una determinada área como sitio prioritario;


c) Autorizar o rechazar la prórroga de la declaración de un sitio como prioritario; 


d)
Autorizar la delegación de la administración de un área silvestre protegida del Estado; 


e) 
Determinar el tipo de concesión o permiso susceptible de ser otorgada dentro del área silvestre protegida y su plazo; 


f)
Determinar si la selección del concesionario se efectuará a través de una licitación pública o privada, nacional o internacional o asignación directa;


g)
Pronunciarse sobre las bases de licitación que el órgano sectorial competente someta a su aprobación; 


h) Evaluar el informe ejecutivo elaborado por el Servicio respecto de las ofertas presentadas por cada uno de los solicitantes en la respectiva licitación; 


i)
Adjudicar la concesión o declarar desierta la licitación;


j)
Autorizar la transferencia de la concesión;  


k)
Declarar la caducidad de la concesión de conformidad a las bases de la licitación; y 


l) Resolver todo lo que se suscite con motivo del procedimiento de otorgamiento de la concesión

Artículo 36°.- 
Funcionamiento del Comité. El Comité Técnico celebrará sesiones cuando lo convoque su Presidente, lo que deberá ser al menos dos veces al año. El quórum para sesionar será de tres integrantes y los acuerdos se adoptarán por la mayoría de los asistentes. En caso de empate, decidirá el voto de quien lo preside o quien lo reemplace.


Le corresponderá al reglamento establecer el funcionamiento y las demás materias de competencia de este Comité. Este reglamento deberá ser suscrito por los Ministerios representados en el Comité.  
Artículo 37°.-
Competencia del órgano sectorial en la elaboración de las bases de la licitación. Determinada por el Comité la procedencia de otorgar una concesión en una determinada área silvestre protegida del Estado, el Servicio remitirá los antecedentes al órgano sectorial competente, quien elaborará los términos de referencia que fundarán el llamado a licitación respectiva, debiendo establecer, específicamente, las exigencias y restricciones aplicables según el plan de manejo, las actividades permitidas en ella, las condiciones y requisitos para su desarrollo, y proponer la renta mínima concesional. 


Las bases de licitación propuestas deberán ser remitidas por el órgano sectorial competente para la  aprobación del Comité. 

Artículo 38°.- 
Llamado a licitación. Aprobadas las bases por el Comité, el órgano sectorial competente efectuará el llamado a licitación y elaborará un resumen ejecutivo con las propuestas que cumplan con los requisitos establecidos en las bases, remitiéndolo al Comité para que éste resuelva. 

Artículo 39°.- 
Formalización de la concesión. La concesión se otorgará mediante decreto supremo del Ministerio del Medio Ambiente en aquellos casos en que el monto de la concesión exceda de mil quinientas unidades tributarias mensuales. Este decreto deberá contar además con la firma del Ministro de Bienes Nacionales. Un extracto de dicho decreto deberá publicarse en un diario de circulación nacional. 


El resto de las concesiones se adjudicarán por resolución del Servicio.



El extracto del decreto o la resolución, en su caso, deberá establecer, a lo menos:


a)
La individualización del concesionario;


b)
La naturaleza y objeto de la concesión;


c)
Los derechos y obligaciones mínimos del concesionario;


d)
El plazo de la concesión;


e)
Las causales de término de la concesión;


f) El precio o renta concesional, en su caso; y


g)
El plazo para la suscripción del respectivo contrato de concesión.


El listado de las concesiones deberá publicarse en la página web del Servicio.  

Artículo 40°.-
Contrato de concesión. Para que la adjudicación de la concesión se entienda perfeccionada, el adjudicatario, dentro del plazo que señale el decreto o resolución en su caso, a que se refiere el artículo anterior, deberá suscribir con el Servicio el correspondiente contrato de concesión.  

Los derechos y obligaciones de los concesionarios se regirán de acuerdo con las bases aprobadas por el Comité y el respectivo contrato de concesión. 

Artículo 41°.- 
Plazo de la concesión.
La concesión durará el plazo convenido o aquel que se establezca en las bases de licitación.

Artículo 42°.
Transferencia de la concesión. El concesionario podrá transferir la concesión. La transferencia voluntaria o forzada de la concesión deberá ser total, comprendiendo todos los derechos y obligaciones que emanen del contrato de concesión. 


El adquirente de la concesión deberá cumplir todos los requisitos y condiciones exigidos al primer concesionario. El Comité Técnico deberá autorizar la transferencia, para lo cual se limitará a certificar el cumplimiento de todos los requisitos anteriores por parte del adquirente. 
Artículo 43°.- 
Mejoras de la concesión.
Al término de la concesión todas las mejoras quedarán a beneficio fiscal, salvo estipulación expresa en contrario.

El contrato de concesión determinará el régimen de propiedad que tendrán los bienes muebles ubicados físicamente en el área de la concesión cuando concluya el período de vigencia de ésta.

Artículo 44°.- 
Extinción de la concesión. La concesión se extingue por la concurrencia de alguna de las siguientes causales: 

a)
Vencimiento del plazo;


b)
Mutuo acuerdo entre las partes;


c)
Incumplimiento de las obligaciones del concesionario;


d)
Ocurrencia de algún hecho o circunstancia que haga imposible el objeto de la concesión;


e)
Cancelación o extinción de la personalidad jurídica del concesionario, en su caso;


f)
Muerte del concesionario; y 


g)
Renuncia de la concesión. 

Artículo 45°.- 
Fiscalización de la concesión. El Servicio tendrá la facultad de verificar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el contrato de concesión, sin perjuicio de las demás atribuciones que le correspondan de conformidad a la ley. 

Párrafo 5º

De la afectación, desafectación y planes de manejo en las áreas silvestres protegidas de propiedad privada

Artículo 46°.- 
Creación de áreas silvestres protegidas de propiedad privada.
Con el mismo propósito señalado en el artículo 12°, el Estado fomentará e incentivará la creación de áreas silvestres protegidas de propiedad privada, las que podrán adherir al Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas.

Artículo 47°.- 
Afectación del área. La afectación de las áreas silvestres protegidas de propiedad privada será voluntaria. 


Presentada una solicitud para la afectación de un predio particular como área silvestre protegida de propiedad privada, el Servicio deberá revisar las características ambientales y biológicas del área, su emplazamiento, situación jurídica, el régimen tarifario propuesto para el acceso y las actividades de conservación que se planteen, junto con los demás antecedentes que le permitan verificar la relevancia de conservar la biodiversidad y el patrimonio natural presente, con el objeto de preparar un informe técnico. El Servicio deberá también revisar los costos y beneficios que signifiquen la afectación de dicha área.  


Dichos informes serán presentados al Consejo de Ministros, el que decidirá sobre la pertinencia de la afectación. Aprobada por el Consejo de Ministros la afectación del área como parte del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas, el Director del Servicio deberá dentro de los sesenta días siguientes al pronunciamiento del Consejo de Ministros, dictar la resolución que así lo establece. 


Dicha resolución, deberá identificar el área que se afecte, señalar las obligaciones del dueño o administrador del área, establecer la categoría de protección a la cual se asimilará el área y declarar su calidad de protegida bajo el presente artículo. 


El propietario o las personas o instituciones a cargo de la administración deberán reducir la resolución a escritura pública e inscribirla, para efectos de publicidad, en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del o de los Conservadores de Bienes Raíces en cuyos registros se encuentre inscrito el inmueble.

Artículo 48°.- 
Desafectación del área. El área silvestre protegida de propiedad privada podrá desafectarse por renuncia del propietario. También podrá desafectarse por resolución del Servicio en caso de incumplimiento de las obligaciones establecidas en la resolución que la afecta o en caso que las razones de representatividad ecosistémica o la fragilidad de especies consideradas ya no sean relevantes. 

Artículo 49°.- 
Planes de manejo. Los planes de manejo de las áreas silvestres protegidas de propiedad privada serán presentados por sus propietarios o las instituciones o personas a cargo de su administración, en la forma que fije el reglamento, debiendo en todo caso resguardar la biodiversidad presente.


El Servicio pondrá a disposición de los propietarios o administradores de terrenos que se pretenda afectar como áreas silvestres protegidas de propiedad privada un formato tipo de plan de manejo, sin perjuicio de otros formatos que dichos propietarios o administradores prefieran utilizar. 

Artículo 50°.- 
Facultades del Servicio en las áreas privadas. El Servicio podrá requerir de los propietarios o administradores de las áreas silvestres protegidas de propiedad privada, los antecedentes o documentos que estime necesarios para supervisar que las actividades de conservación que se desarrollen en su interior cumplan con los objetivos del área y comprobar el adecuado cumplimiento de las obligaciones establecidas en la resolución que la afectó y en el respectivo plan de manejo.


Con el mismo objeto, los fiscalizadores designados por el Servicio podrán ingresar a las áreas silvestres protegidas de propiedad privada y realizar en ellas las labores de inspección. 


Párrafo 6º

Disposiciones comunes a las áreas silvestres protegidas 

Artículo 51°.-
Integración de las áreas silvestres protegidas. Formarán parte de las áreas silvestres protegidas, las porciones de mar, terrenos de playa, playas de mar, lagos, lagunas, glaciares, embalses, cursos de agua, pantanos y otros humedales, situados dentro de su perímetro. 


Sobre estas áreas silvestres protegidas mantendrán sus respectivas facultades legales los demás órganos de la administración del Estado que sean competentes, las que deberán ejercerse resguardando la biodiversidad presente en ellas.

Artículo 52°.-
Limitación de las actividades de pesca extractiva y de acuicultura en las áreas. En las zonas marítimas que formen parte de Reservas Nacionales, Reservas Marinas, Santuarios de la Naturaleza, Áreas Marinas y Costeras Protegidas de Múltiples Usos o áreas silvestres protegidas de propiedad privada sólo podrán realizarse actividades de pesca extractiva y de acuicultura, en conformidad al plan de manejo de la respectiva área.


El uso de porciones terrestres que formen parte de dichas categorías de protección y sean necesarias para complementar las actividades marítimas de acuicultura, podrá permitirse de acuerdo al objetivo de protección del área y previa autorización de los organismos competentes. Sin perjuicio de lo anterior, en las zonas marítimas y humedales que formen parte de áreas silvestres protegidas del Estado correspondientes a las restantes categorías de protección, no se podrán realizar actividades de pesca extractiva y de acuicultura.

Artículo 53°.- 
Limitación de la caza y captura en las áreas. Se prohíbe la caza o captura en las áreas silvestres protegidas, salvo que el respectivo plan de manejo lo autorice. 


No obstante, el Servicio Agrícola y Ganadero podrá autorizar la caza o captura de determinados especímenes en los lugares señalados en el inciso precedente, pero sólo para fines científicos, para controlar la acción de animales que causen graves perjuicios en el ecosistema, para establecer centros de reproducción o criaderos, o para permitir una utilización sustentable del recurso. En estos casos deberá contarse, además, con el permiso del Servicio.

TÍTULO IV 

DE LA PROTECCIÓN Y CONSERVACIÓN DE ESPECIES CON EL OBJETO DE RESGUARDAR LA BIODIVERSIDAD 

Párrafo 1º

De la clasificación de especies según estado de conservación y de los planes de recuperación, conservación y gestión de especies

Artículo 54°.- 
Inventario de la biodiversidad. El Servicio mantendrá un inventario de la biodiversidad, a nivel de especies nativas y de ecosistemas, de carácter permanente y público. 

Artículo 55°.-
Competencia sectorial sobre especies hidrobiológicas. Las especies hidrobiológicas sujetas a regímenes establecidos en los títulos III y IV de la ley N° 18.892, no podrán ser objeto de la clasificación de especies dispuesta en el artículo 37° de la ley N° 19.300. No obstante lo anterior, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo podrá presentar al Ministerio del Medio Ambiente los antecedentes técnicos sobre especies hidrobiológicas no sujetas actualmente a régimen de extracción pesquero alguno o que se encontraren sobreexplotadas, o sujetas al régimen de pesquerías en recuperación, de acuerdo con el Párrafo 3º del Título III de la ley Nº 18.892, cuando dicha condición o régimen se hubiere mantenido por al menos 3 años, para los efectos de proceder a su clasificación conforme al artículo 37 de la ley Nº 19.300.

Artículo 56°.- 
Planes de recuperación, conservación o gestión de especies. Clasificada una especie nativa, de conformidad con el artículo 37° de la ley Nº 19.300 y su reglamento, en peligro crítico, en peligro o vulnerable, el Servicio deberá elaborar un plan de recuperación, conservación o gestión de la especie. Este plan deberá ser aprobado por resolución del Servicio previo acuerdo del Consejo de Ministros. 


El plan deberá contener, a lo menos:


a) La distribución ecológica y la abundancia de la especie en el país;


b) La descripción de su hábitat y su nivel de fragilidad;


c) Las amenazas a las que se encuentra sometida;


d) Las medidas de recuperación, conservación o gestión de especies tendientes a lograr los niveles poblacionales, patrones, flujos, procesos ecosistémicos y distribución natural que permitan la conservación de la especie. Dichas medidas se expresarán en limitaciones específicas a que estarán sometidas las actividades o acciones que provocan la condición de amenaza y que corresponderán al ejercicio de atribuciones de los servicios competentes, de acuerdo con el objeto de protección del respectivo plan;


e) Una estimación del costo de las medidas a implementar; y 


f) Las metas a alcanzar en materia de distribución y abundancia de la especie sometida a dicho plan.


Los planes de recuperación, conservación o gestión de especies podrán contemplar acciones de otros órganos sectoriales con competencia para el fomento productivo relacionado con recursos naturales, en cuyo caso el Servicio será el encargado de coordinar las labores de todos los organismo relacionados con el plan.

Artículo 57°. 
Competencia sectorial sobre especies amenazadas protegidas por ley N° 20.283.- El plan de recuperación, conservación o gestión de una especie nativa de aquellas a que se refiere el artículo 19° de la ley N° 20.283, clasificada en una de las categorías de amenaza a que refiere el inciso primero del artículo anterior, podrá permitir la corta, eliminación, destrucción o descepado de individuos de dichas especies y la intervención o alteración de su hábitat, haciendo inaplicables las prohibiciones establecidas en dicho artículo, en la medida que se dé cumplimiento a las obligaciones que el mismo plan disponga. 


No obstante lo anterior, el interesado podrá solicitar la autorización de las actividades mencionadas en el inciso precedente conforme a los requisitos y el procedimiento contemplados en dicho artículo 19° de la ley N° 20.283. 


La opción por una cualquiera de tales alternativas hará inaplicable la otra, desde el momento de la solicitud respectiva.

Párrafo 2º

De las especies exóticas y las especies exóticas invasoras

Artículo 58°.- 
Introducción de especies exóticas. Se podrán introducir al territorio nacional ejemplares vivos de especies exóticas, de acuerdo con la normativa vigente y la autorización del organismo competente, sujeto a los criterios y condiciones que establezca el Consejo de Ministros en un reglamento que será dictado por el Ministerio del Medio Ambiente. 

Artículo 59°.- 
Facultades del Servicio sobre las especies exóticas. Tratándose de especies exóticas y especies exóticas invasoras, cuando no se trate de poblaciones o especímenes actualmente en cultivo o crianza, el Servicio podrá:

a)
Informar al Ministerio de Agricultura o al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, según corresponda, sobre el riesgo que represente la internación de determinadas especies exóticas o nativas al territorio nacional o en áreas, zonas o ecosistemas determinados, sobre la base de criterios ambientales y de protección de la biodiversidad, para efectos que el órgano sectorial competente prohíba o autorice su internación; 


b) Emitir informe sobre la pertinencia de la internación de especies exóticas cuando el órgano sectorial competente lo requiera con motivo de una solicitud de internación de especies; 


c) Proponer al Ministerio del Medio Ambiente las medidas o planes de prevención, control, contención y erradicación de especies exóticas invasoras. Dichos planes o medidas deberán ser aprobados por el Consejo de Ministros mediante resolución del Director del Servicio;


d)
Coordinar con los órganos sectoriales competentes la adopción de medidas o planes de prevención, control, contención y erradicación de especies exóticas, en los ámbitos de su competencia; y


e)
Desarrollar e implementar programas o acciones de educación, sensibilización, capacitación e investigación respecto de especies exóticas invasoras.


Los planes y medidas a que se refieren las letras c) y d) del presente artículo deberán indicar, a lo menos:


i) La descripción de la especie exótica cuya invasión se trata de prevenir, controlar, contener o erradicar;


ii) La descripción de las especies, hábitats o ecosistemas que puedan verse afectados, y su nivel de fragilidad;


iii) Las amenazas que dicha especie represente;


iv) Las medidas de prevención, control, contención y erradicación de especies exóticas, las cuales corresponderán al ejercicio de atribuciones de los servicios competentes, de acuerdo con el objeto de protección del respectivo plan; 


v) Una estimación del costo de las medidas a implementar; y 


vi) Las metas a alcanzar en materia de prevención, control, contención o erradicación de la especie exótica sometida al plan.


Los planes de prevención, control, contención y erradicación de especies exóticas podrán contemplar acciones de otros servicios públicos con competencia para el fomento productivo relacionado con recursos naturales, en cuyo caso el Servicio será el encargado de coordinar las labores de estos relacionadas con el plan.

TÍTULO V

DE LA FISCALIZACIÓN, INFRACCIONES Y SANCIONES 

Párrafo 1° 

De la fiscalización en las áreas silvestres protegidas del Estado 

Artículo 60°.-
Fiscalización en las áreas silvestres protegidas del Estado. Corresponderá al Servicio fiscalizar el cumplimiento de los instrumentos y planes de manejo de las áreas silvestres protegidas del Estado, así como las infracciones cometidas en dichas áreas.  


Las funciones de fiscalización estarán a cargo de las personas que tienen a su cuidado las áreas silvestres protegidas. 

Párrafo 2°

 De las infracciones en las áreas silvestres protegidas del Estado

Artículo 61°.-
Infracciones. Sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudieren originar, constituirán infracciones a esta Ley las siguientes acciones realizadas dentro de áreas silvestres protegidas del Estado: 


a)
Remover o extraer suelo, hojarasca, humus, turba, arena, ripio, rocas o tierra; 


b)
Intimidar, capturar, extraer, maltratar, herir o dar muerte a ejemplares de la fauna; 


c)
Cortar, arrancar, extraer o mutilar ejemplares de plantas, algas, hongos o líquenes; 


d)
Destruir nidos, lugares de aposentamiento, reproducción o crianza o ejecutar acciones que interfieran o impidan el cumplimiento del ciclo de reproducción de las especies; 


e)
Recolectar huevos; 


f)
Recolectar semillas o frutos sin autorización; 


g)
Introducir ejemplares de especies exóticas o ajenas al plan de manejo correspondiente; 


h) Introducir ganado al área silvestre protegida sin la debida autorización; 


i)
Provocar contaminación acústica, lumínica, atmosférica o visual; 


j)
Ejecutar acciones contrarias a los objetivos del área silvestre protegida respectiva o al correspondiente plan de manejo; 


k)
Causar deterioro en las instalaciones existentes;


l)
Liberar, vaciar o depositar basuras, chatarra, productos químicos, sustancias biológicas peligrosas, desperdicios o desechos de cualquier naturaleza o volumen, en los sistemas hídricos o en lugares no habilitados para el efecto; 


m)
Ingresar a las áreas silvestres protegidas sin haber pagado el derecho a ingreso o sin contar con la debida autorización. Se exceptúa de lo anterior, el ingreso a áreas silvestres protegidas marinas o acuáticas continentales cuyo plan de manejo permita el libre acceso o la navegación por ellas, y en la forma que dicho plan autorice; 


n)
Pernoctar, merendar, encender fuego, instalar campamentos o transitar en lugares o sitios que no se encuentren habilitados o autorizados para ello;


o) Alterar las condiciones de un área silvestre protegida o de los productos o elementos propios de ésta mediante ocupación, arado, corta, arranque u otras acciones semejantes;


p) Interrumpir, bloquear, alterar o depositar elementos extraños en cuerpos o cursos de agua, sin la debida autorización;


q) Instalar carteles de publicidad no autorizados;


r) Incumplir las órdenes impartidas por quienes administran las áreas; y  


s) Impedir u obstaculizar las labores de fiscalización de los funcionarios del Servicio. 


En las Reservas Nacionales, Reservas Marinas o Acuáticas Continentales, Santuarios de la Naturaleza y Áreas Marinas y Costeras Protegidas de Múltiples Usos, no se considerarán como infracciones las acciones señaladas en las letras a) a la g) de este artículo cuando el plan de manejo las contemple para el cumplimiento de los fines propios del área.

Artículo 62°.- 
Gradualidad de la sanción. Las infracciones se considerarán leves, graves o gravísimas atendidas las siguientes circunstancias:


a) La importancia del daño causado o del peligro a que se expuso el área silvestre protegida de que se trate o a las especies afectadas;


b) La irreversibilidad del daño o deterioro producido en la calidad del recurso o del bien protegido;


c) La intencionalidad para cometer la infracción y el grado de participación en la acción u omisión constitutiva de la misma; 


d) El estado de amenaza de la o las especies afectadas; 


e) El número de especies afectadas, el tamaño de la población afectada y en qué medida se ha afectado la población más allá del tamaño mínimo viable, así como la escasez de las especies o los grupos taxonómicos afectados;  


f) El tamaño y estado del hábitat afectado, el carácter relicto o localización de la población afectada, y el hecho de tratarse de una especie endémica;


g) El nivel de persistencia y la extensión del área afectada por las sustancias contaminantes introducidas; 


h) El tipo de zona del área silvestre protegida que sea afectada conforme a la zonificación y al plan de manejo respectivos; 


i) La estacionalidad en que se ha producido el daño y procesos biológicos afectados; 


j) El grado de invasividad de la especie exótica liberada; 


k) El grado en que se han afectado especies denominadas indicadoras o claves para el estado de conservación de un ecosistema, cuando haya trabajos de investigación y monitoreo asociados a ellas, o si se han producidos daños en los equipos, instrumentos, documentos, muestras, objetos o resultados de tales trabajos de investigación; 


l) El costo estimado de las medidas de reparación o recuperación que se deban adoptar; 


m) Realizar acciones que impidan u obstaculicen las labores de inspección de los funcionarios del Servicio; y  


n) La conducta anterior del infractor.

Párrafo 3° 

De las sanciones en las áreas silvestres protegidas del Estado

Artículo 63°.-
Determinación de la sanción. Las sanciones, se determinaran según su gravedad y en conformidad a los criterios señalados en el artículo anterior, conforme de los siguientes rangos: 


a) Las infracciones leves serán objeto de multa de una hasta 50 unidades tributarias mensuales.


b) Las infracciones graves serán objeto de multa de hasta 250 unidades tributarias mensuales.


c) Las infracciones gravísimas serán objeto de multa de hasta 500 unidades tributarias mensuales.

Artículo 64°.- 
Competencia. Será competente para conocer de las infracciones señaladas en el artículo 61°, el Juez de Policía Local que fuere abogado, con competencia en la comuna en que se haya cometido la infracción y las sancionará de conformidad con el procedimiento establecido en el Título I de la ley N° 18.287.

Artículo 65°.- 
Prescripción. Las infracciones previstas en esta Ley prescribirán a los tres años de cometidas, plazo que se interrumpirá con la notificación de la formulación de cargos por los hechos constitutivos de las mismas.

Párrafo 4° 

De la fiscalización fuera de las áreas silvestres protegidas del Estado con el objeto de resguardar la biodiversidad  

Artículo 66°.-
Fiscalización de los planes. Corresponderá al Servicio fiscalizar el cumplimiento de:


a) Los planes de recuperación, conservación o gestión de especies, a que se refiere el Párrafo 1º del Título IV de esta Ley; y,  


b) Los planes y medidas de prevención, control, contención y erradicación de especies exóticas, señalados en el Párrafo 2º del Título IV de esta Ley.


Con el objeto de llevar a cabo esta fiscalización, el Servicio deberá celebrar convenios de encomendación de acciones con los órganos sectoriales correspondientes, sujeto a los recursos que la Ley de Presupuesto de la Nación prevea para esos fines, de manera de evitar la duplicidad de funciones. 


Los jefes de servicio de cada uno de los órganos sectoriales, deberán supervisar el cumplimiento de las acciones de fiscalización de estos Convenios, debiendo reportar al Servicio a lo menos una vez al año  el grado de cumplimiento de los procedimientos de fiscalización en materia de biodiversidad. 


Los convenios de desempeño a los cuales se refiere la ley Nº 19.882, aplicable a los jefes de los organismos y servicios sectoriales que ejerzan funciones de fiscalización en materia de biodiversidad, así como sus equipos de trabajo, deberán contener las obligaciones específicas de cumplimiento sujetas a indicadores verificables, relativos a los procedimientos de fiscalización regulados en la presente Ley.


Asimismo, le corresponderá al Servicio ejecutar aquellas labores de fiscalización que la Superintendencia del Medio Ambiente le asigne para evaluar la aplicación de instrumentos de gestión ambiental sobre los cuales esta última sea competente. Lo anterior, de acuerdo con los programas y subprogramas de fiscalización elaborados en conformidad a lo señalado en los artículos 16 y siguientes del Artículo Segundo de la ley Nº 20.417.

Párrafo 5° 

De las infracciones fuera de las áreas silvestres protegidas del Estado con el objeto de resguardar la biodiversidad.

Artículo 67°.-
Infracciones. Sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudieren originar, constituyen infracciones a la presente Ley:


a) El incumplimiento de los planes de recuperación, conservación y gestión de especies clasificadas de conformidad a lo señalado en el artículo 37 de la ley Nº 19.300;


b) La destrucción, muerte, deterioro, recolección, comercio, captura y exposición para el comercio o la naturalización, no autorizadas, de especies catalogadas en categorías de amenaza o sujetas a un plan de recuperación, conservación y gestión;


c) El daño a los lugares de reproducción, hibernación, reposo, campo o alimentación de especies de fauna catalogadas en categorías de amenaza;


d) La introducción, liberación o internación en el territorio nacional o en las áreas o zonas del país en que estuvieren restringidas o prohibidas, sin autorización de la autoridad competente, de especies exóticas o ajenas a dichas zonas, que dañaren o pudieren dañar la biodiversidad;


e) El incumplimiento de los planes y medidas de prevención, control, contención y erradicación de especies exóticas, señalados en el Párrafo 2º del Título IV de esta Ley; y


f) Impedir u obstaculizar las labores de inspección de los funcionarios correspondientes.

Artículo 68°.- 
Gradualidad de la sanción. Las infracciones se considerarán leves, graves o gravísimas en conformidad a lo establecido en el artículo 62°. 
Artículo 69°.- 
Determinación de la sanción. Las sanciones, se determinaran según su gravedad y en conformidad a los  criterios señalados en el artículo 63°. 
Artículo 70°.- 
Competencia. Será competente para conocer de las infracciones señaladas en el artículo 67°, el órgano sectorial correspondiente conforme al procedimiento sancionatorio dispuestos en sus respectivas leyes orgánicas.

TÍTULO VI

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

Artículo 71°.- 
Para todos los efectos, se entenderá que las normas contenidas en la presente Ley dan aplicación y ejecutan la Convención para la Protección de la Flora, la Fauna y las Bellezas Escénicas Naturales de América, de 1940, el Convenio sobre Diversidad Biológica, de 1992, la Convención sobre Zonas Húmedas de Importancia Internacional especialmente como Hábitat de las Aves Acuáticas, de 1971, y cualquier otro tratado internacional relativo a la conservación de la biodiversidad o al establecimiento de áreas silvestres protegidas ratificado por Chile. 


En relación a las especies declaradas como Monumento Natural, ellas se sujetarán al artículo 37° de la Ley N° 19.300 y a los planes de recuperación, conservación o gestión respectivos, una vez que  estos fueren dictados para la especie correspondiente.  

Artículo 72°.- 
Derógase la ley Nº 18.362, que crea un Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.
Artículo 73°.- 
Modifícase la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, de la siguiente manera:


1) 
Reemplázase la letra p) del artículo 10°, por la siguiente:


“p)
Ejecución de obras, programas o actividades en Reservas de Región Virgen, Parques Marinos o Acuáticos Continentales, Parques Nacionales, Monumentos Naturales, Reservas Marinas o Acuáticas Continentales, Reservas Nacionales, Santuarios de la Naturaleza, Áreas Marinas y Costeras Protegidas de Múltiples Usos, áreas silvestres protegidas de propiedad privada o en cualesquiera otras áreas colocadas bajo protección oficial, en los casos en que la legislación respectiva lo permita.


No obstante, se excluye del sistema de evaluación de impacto ambiental la ejecución de aquellos proyectos destinados a la consecución de los objetivos de conservación propios de dichas áreas, la cual deberá autorizarse en conformidad con las normas que regulan las actividades de conservación al interior de áreas silvestres protegidas;”


2) Modifícase el artículo 35° en el siguiente sentido:


a) 
Agrégase, en su inciso primero entre la expresión “las que” y “estarán” la siguiente frase: “podrán adherir al Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas y”. 


b) 
Reemplázase los incisos tercero y cuarto por el siguiente inciso tercero nuevo: 


“La afectación de estas áreas se realizará de conformidad con lo dispuesto en el Párrafo 5º del Título III de la Ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas.”
Artículo 74°.- 
Introdúcense las siguientes modificaciones en el Decreto Ley Nº 1.939, de 1977, que establece normas sobre adquisición, administración y disposición de bienes del Estado:


1)
Derógase el artículo 15°.


2) Reemplázase el inciso primero del artículo 21°, por el siguiente:



“Artículo 21°.- El Ministerio, con consulta o a requerimiento del Servicio que tenga a su cargo el cuidado y protección de bosques, podrá declarar Reservas Forestales a aquellos terrenos fiscales que sean necesarios para estos fines. Estos terrenos quedarán bajo el cuidado y tuición del organismo competente.”


Artículo 75°.- 
Modifícase la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue establecido por el Decreto Supremo Nº 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, en la siguiente forma:


1)
Reemplázase, en el numeral 42 del artículo 2°, la palabra “marina” por la expresión “de interés pesquero”.





2)
Derógase la letra d) del artículo 3º.





3) Agrégase, en el artículo 11°, el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso quinto: 





“En todo caso, la Subsecretaría deberá solicitar al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas que informe sobre el riesgo que represente para la biodiversidad la introducción al territorio nacional, o a la región o área de que se trate, de los ejemplares o el material biológico respectivos. Dicho informe se tendrá por evacuado si no fuere emitido dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que hubiere sido solicitado.”





4) 
Reemplázase, en la letra b) del artículo 48°, la palabra “marina” por la expresión “de interés pesquero”.





5) Agrégase en el inciso primero del artículo 87°, entre la palabra “acuática” y la conjunción “y” que le sigue la expresión “, la diversidad biológica”.





6) Agrégase en el inciso primero del artículo 94°, entre la palabra “Subsecretario,”  la segunda vez que aparece, y la conjunción “y”, la expresión “por un representante del Ministerio del Medio Ambiente”.





7) 
Agrégase en el artículo 99°, el siguiente inciso segundo, nuevo:





“La aprobación de los proyectos de pesca de investigación considerará en todo caso su impacto probable en la especie objetivo, especies acompañantes y el hábitat, y deberá considerar, si corresponde, medidas de mitigación para la ejecución del proyecto, de acuerdo con los criterios que fije el reglamento.”





8) 
Agrégase en el número 1) del artículo 125°, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, el siguiente párrafo: “Los funcionarios del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas estarán asimismo facultados para denunciar las infracciones a la presente ley de que tomen conocimiento en el ejercicio de sus atribuciones.”





9) 
Reemplázase el artículo 158°, por el siguiente:


“Artículo 158°.- Las zonas húmedas y marítimas que formen parte del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas o de áreas silvestres protegidas de propiedad privada, quedarán excluidas de toda actividad pesquera extractiva y de acuicultura.





No obstante, en las zonas marítimas que formen parte de Reservas Nacionales, Reservas Marinas o Acuáticas Continentales, Santuarios de la Naturaleza, Áreas Marinas y Costeras Protegidas de Múltiples Usos, o de áreas silvestres protegidas de propiedad privada equivalentes, podrán realizarse dichas actividades en conformidad con la normativa pertinente, si el plan de manejo de la respectiva unidad, elaborado con consulta la Subsecretaría de Pesca, así lo establece. La misma disposición se aplicará a las Reservas de Interés Pesquero, de acuerdo con los planes de manejo respectivos, aprobados por la Subsecretaría de Pesca.





Previa autorización de los organismos competentes, podrá permitirse el uso de porciones terrestres que formen parte de dichas categorías de protección, para complementar las actividades marítimas de acuicultura.”





10) 
Derógase el artículo 159°.

Artículo 76°.- Modifícase la ley Nº 20.256, sobre Pesca Recreativa, de la siguiente manera:


1) 
Agrégase en el artículo 7º, el siguiente inciso final, nuevo:


“Las especies que hayan sido clasificadas como especies en peligro crítico, en peligro o vulnerables, de acuerdo con el artículo 37 de la ley Nº 19.300, no serán susceptibles de pesca recreativa sino en la forma que establezca el respectivo plan de recuperación, conservación o gestión.”


2)
Reemplázase en el inciso primero del artículo 11°, la expresión “del Ministerio” por “dictado por los Ministerios de Economía, Fomento y Turismo y del Medio Ambiente”.


3) 
Reemplázase en el inciso primero del artículo 13°, la expresión “a las autoridades” por “al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y las demás autoridades”.


4) 
Agrégase en el inciso quinto del artículo 25°, entre la palabra “Servicio” y la conjunción “y”, la expresión “y del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas,”.


5) 
Reemplázase en el artículo 32°, la expresión “Secretaría General de la Presidencia” por “de Economía, Fomento y Turismo”.





6) 
Reemplázase en el artículo 37°, la palabra “marina”, las dos veces que aparece, por la expresión “de interés pesquero”.


7) 
Sustitúyase el artículo 38° por el siguiente:


“Artículo 38°.- Áreas silvestres protegidas. Prohíbese la pesca recreativa, en cualquier forma, en reservas de región virgen.


En las demás categorías de protección sólo podrá realizarse pesca con devolución u otras formas de pesca recreativa, en los lugares habilitados para ello conforme al plan de manejo respectivo, en la forma que el mismo establezca, previo informe de la Subsecretaría de Pesca. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, se podrá decretar áreas preferenciales para la pesca recreativa en las áreas silvestres protegidas del Estado cuando el objeto de protección del área y el plan de manejo lo permitan. En este caso, el área preferencial para la pesca recreativa quedará bajo la administración del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, el que podrá licitarla en conformidad con las disposiciones de los artículos 19 y siguientes de esta ley, debiendo cumplir asimismo con los requisitos y formalidades propias de las concesiones de uso en áreas silvestres protegidas del Estado, establecidas en la ley orgánica de dicho servicio.”


8) 
Modifícase el artículo 39°, en el siguiente sentido:


a) 
Reemplázase su inciso primero por el siguiente: 


“Artículo 39.- Planes de manejo que autoricen la pesca recreativa en áreas silvestres protegidas. Los planes de manejo de las áreas silvestres protegidas deberán consultarse a la Subsecretaría o al Director Zonal, según corresponda, en lo que se refiere a las actividades de pesca recreativa autorizadas en el área.”


b) 
Reemplázase su inciso final por el siguiente:


“Las actividades de pesca recreativa autorizadas en el plan de manejo deberán privilegiar el mantenimiento de los equilibrios ecológicos y la preservación o conservación de las especies o los ecosistemas naturales, de acuerdo con la categoría y el objeto de protección de cada área.” 


9) 
Agrégase en el inciso primero del artículo 46°, entre la palabra “Servicio” y la conjunción “y”, la expresión “y del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas,”.


10)
Agrégase en el artículo 52°, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser final:


“Las infracciones a la presente ley que se cometan al interior de las áreas silvestres protegidas, o vulnerando las disposiciones de un plan de recuperación, conservación o gestión de especies nativas o de un plan de prevención, control, contención y erradicación de especies exóticas, se sancionarán de acuerdo con lo señalado en el Título V de la ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.”


12)
Agrégase en el artículo 54°, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:


“El Servicio comunicará al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, en el mes de septiembre de cada año, los registros vigentes y cancelados contenidos en el Registro de cotos de pesca.”

Artículo 77°.- 
Modifícase la ley N° 4.601, sobre Caza, cuyo texto fue sustituido por el Artículo Primero de la ley Nº 19.473, de la siguiente manera:


1) 
Agrégase en el inciso primero del artículo 1º, a continuación del punto a parte, que pasa a ser coma (,) la expresión “ y por la ley Nº 20.256, sobre Pesca Recreativa”.


2) Modifícase el artículo 2º, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en la letra b) la frase “tendientes al apoderamiento de especímenes de la fauna silvestre, por la vía de darles muerte” por la siguiente “tendientes a dar muerte a los especímenes de la fauna silvestre”. 


b) 
Reemplázase en la letra g) la frase “en peligro de extinción, vulnerables, raras o escasamente conocidas” por la siguiente “en peligro crítico, en peligro o vulnerables, conforme al reglamento de la ley Nº 19.300,”.


c) 
Derógase las letras k), l), m) y n), pasando la actual letra ñ) a ser letra k).


3) Modifícase el artículo 3º, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “en peligro de extinción, vulnerables, raras y escasamente conocidas” por la siguiente “especies en peligro crítico, en peligro o vulnerables”.


b) Agrégase en el inciso segundo, a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido, el siguiente párrafo: “Para estos efectos, el Ministerio de Agricultura deberá solicitar informe al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, el cual deberá ser evacuado dentro de un plazo de 30 días contados desde la solicitud. Dicho informe será debidamente ponderado en el respectivo decreto.” 


4) 
Agrégase en el artículo 4°, entre la palabra “Agricultura” y la coma (,) que le sigue, la expresión “y previo informe del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, el cual deberá ser evacuado dentro de un plazo de treinta días”.  


5) 
Modifícase el artículo 7º, en el siguiente sentido:


a) 
Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 7º.- Se prohíbe la caza o la captura en Reservas de Región Virgen, Parques Nacionales, Reservas Nacionales, Monumentos Naturales, Parques y Reservas Marinos o Acuáticos Continentales, Santuarios de la Naturaleza, Áreas Marinas y Costeras Protegidas de Múltiples Usos, zonas húmedas de importancia internacional reconocidas en conformidad con la Convención de Ramsar, las áreas silvestres protegidas de propiedad privada reconocidas por el mismo Servicio, la áreas prohibidas de caza, zonas urbanas, líneas de ferrocarriles, aeropuertos, en y desde caminos públicos, y en lugares de interés científico y de aposentamiento de aves guaníferas o aves migratorias protegidas bajo el Convenio sobre la Conservación de Especies Migratorias de la Fauna Salvaje.”


b) 
Reemplázase en el inciso segundo, la expresión “de la autoridad” por “del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, o de la persona natural o jurídica”, y agrégase entre la palabra “protegida” y el punto final la expresión “, cuando sea distinta del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas”.


6) 
Reemplázase en el inciso primero del artículo 9° la palabra “protegidas” por “catalogadas como en peligro de extinción, en peligro o vulnerables, respecto de las cuales se haya aprobado un plan de recuperación, conservación o gestión”, y  la expresión “al ecosistema” por “a la biodiversidad, a los hábitats de las especies o a las actividades humanas”.


7) 
Agrégase en el artículo 19°, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El Servicio Agrícola y Ganadero comunicará al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, en el mes de septiembre de cada año, los registros vigentes y cancelados de centros de reproducción o exhibición, criaderos y cotos de caza a que se refiere este artículo.”


8) 
Reemplázase en el inciso primero del artículo 22°, la frase “peligro de extinción, vulnerables, raras o escasamente conocidas y protegidas” por “peligro crítico, en peligro o vulnerables”.


9)
Modifícase el artículo 24º, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “la ley Nº 18.892” por “las leyes Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura, y Nº 20.256, sobre Pesca Recreativa”; y  agrégase entre  la palabra “Ganadero” y la conjunción “y” que le sigue, la expresión “, del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas”.


b)
Agrégase en el inciso segundo, entre la palabra  “Ganadero” y la conjunción “y” que le sigue, la expresión “, del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas”.

10)
Modifícase el artículo 25º, en el siguiente sentido:


a) 
Agrégase en el inciso tercero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Previo a resolver, el Servicio Agrícola y Ganadero podrá solicitar informe al Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas sobre el riesgo que represente para la biodiversidad la introducción al territorio nacional, o a la región o área de que se trate, de los ejemplares o material biológico respectivos. Dicho informe se tendrá por evacuado si no fuere emitido dentro de treinta días.”


b) 
Reemplázase en el inciso final, la expresión “la ley Nº 18.892” por “las leyes Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura, y Nº 20.256, sobre Pesca Recreativa”.


11)
Modifícase el artículo 39º, en el siguiente sentido:


a) 
Reemplázase en el inciso primero la expresión “la entidad que el Estado designe como administradora del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas” por “el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas”.


b) 
Sustitúyase el inciso segundo por el siguiente:


“Las infracciones a la presente ley que se cometan al interior de las áreas silvestres protegidas, o vulnerando las disposiciones de un plan de recuperación, conservación o gestión de especies nativas o de un plan de prevención, control, contención y erradicación de especies exóticas, se sancionarán de acuerdo con lo señalado en el Título V de la ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.”

Artículo 78°.-
Modifícase la ley Nº 20.283, sobre Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal, de la siguiente manera:


1) 
Reemplázase en el artículo 17°, la expresión “la Comisión Nacional” por “el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas”.


2) 
Sustitúyase la letra h) del artículo 33° por la siguiente:


“h) El Director Nacional del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas;”


3) 
Agrégase en el artículo 45°, el siguiente inciso final, nuevo:

“Las infracciones administrativas a la presente ley que se cometan al interior de las áreas silvestres protegidas, o vulnerando las disposiciones de un plan de recuperación, conservación o gestión de especies nativas o de un plan de prevención, control, contención y erradicación de especies exóticas, se sancionarán de acuerdo con lo señalado en el Título V de la ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas. Las infracciones administrativas a los planes de manejo de preservación a que se refiere el artículo 19, que se cometan respecto de bosques nativos de preservación ubicados fuera de las áreas silvestres protegidas y respecto de los cuales no rija un plan de recuperación, conservación o gestión, se sancionarán en la forma señalada en el presente artículo.” 

4) 
Agrégase en el artículo 46°, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“Los funcionarios del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas estarán asimismo facultados para denunciar las infracciones a la presente ley de que tomen conocimiento en el ejercicio de sus atribuciones.”

5) 
Agrégase en el inciso octavo del artículo octavo  transitorio entre la palabra “Ambiente,” y “medidas”, la expresión “el Ministerio del Medio Ambiente o el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas,”.

Artículo 79°.- 
Modifícase el Decreto Supremo Nº 4.363, de 1931, del Ministerio de Tierras y Colonización, que aprueba texto definitivo de la Ley de Bosques, de la siguiente manera:


1) 
Modifícase el artículo 10º, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el inciso primero, la coma que sigue a la palabra “maderas” por la conjunción “y”; y elimínase la siguiente frase “y conservar la belleza del paisaje” e “y parques nacionales de turismo”.


b) 
Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“Con el objeto de obtener un mejor aprovechamiento de las Reservas Forestales, la Corporación Nacional Forestal podrá celebrar toda clase de contratos que afecten a dichos bienes y ejecutar los actos que sean necesarios para lograr esa finalidad. Asimismo, podrá establecer y cobrar derechos y tarifas por el acceso de público a las Reservas Forestales que ella determine, y por la pesca y caza en los lugares ubicados dentro de esas Reservas. Los dineros y productos que se obtengan ingresarán al patrimonio de dicho servicio.”


2) 
Derógase el artículo 11°.

Artículo 80°.- 
Modifícase la ley Nº 17.288, que legisla sobre Monumentos Nacionales; modifica las leyes N° 16.617 y 16.719; y deroga el Decreto Ley 651, de 17 de octubre de 1925, de la siguiente manera:


1) 
Reemplázase en el artículo 1°, la coma entre “antropológico-arqueológicos” y “paleontológicos” por la conjunción “o”, y elimínanse las expresiones “o de formación natural” y “los santuarios de la naturaleza;”.


2) 
En el encabezado del Título VII, reemplázase “los Santuarios de la Naturaleza e” por la palabra “las”.


3) 
Derógase el artículo 31°.

Artículo 81°.- 
Agrégase en el inciso segundo del artículo 1º del Decreto Ley Nº 2.442, de 1978, que establece Funciones y Atribuciones del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, en materia de Pesca; organiza la Subsecretaría de Pesca; crea el Consejo Nacional de Pesca y el Servicio Nacional de Pesca, entre la palabra “país” y el punto final la siguiente expresión: “, sin perjuicio de las atribuciones del Ministerio del Medio Ambiente”.

Artículo 82°.- 
Agrégase en el inciso primero del artículo 4º de la ley Nº 18.378, que deroga la ley Nº 15.020 y el Decreto con Fuerza de Ley Nº R.R.A. 26, de 1963, y establece Sanciones que señala, entre la palabra “Turismo” y la coma que le sigue la expresión “o del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, según corresponda”; y entre la palabra “turística” y el punto aparte, la expresión “o de la biodiversidad”.
Artículo 83°.- 
Modifícase la ley Nº 18.755, que establece Normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero, deroga la ley Nº 16.640 y Otras Disposiciones, de la siguiente manera:


1) 
Agrégase en el inciso final del artículo 12°, entre la palabra “conocimiento” y “de” la expresión “del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas o”, y reemplázase “el Jefe de la respectiva unidad” por “el respectivo inspector, administrador del área silvestre protegida o Jefe de unidad”.


2) 
Agrégase en el inciso primero del artículo 14°, entre  la palabra “personal” y “de” la expresión “del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas o”.

Artículo 84°.- 
Reemplázase en el artículo 35°, de la ley Nº 19.253, que establece Normas sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, la expresión “La Corporación Nacional Forestal o el Servicio Agrícola y Ganadero y la Corporación, de común acuerdo, determinarán” por la expresión  “El Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas determinará”.
Artículo 85°.- 
Agrégase En el artículo 1º bis c) del Decreto con Fuerza de Ley Nº 5, de 1967, del Ministerio de Agricultura, que modifica, complementa y fija el Texto Refundido del D.F.L. R.R.A. Nº 19, “Comunidades Agrícolas”, el siguiente inciso final, nuevo:


“No procederá el otorgamiento de goces singulares ni de lluvias en los predios de comunidades agrícolas que estuvieren comprendidos en las áreas silvestres protegidas del Estado o de propiedad privada, declaradas o afectadas conforme a la ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas.”

Artículo 86°.- Modifícase la ley Nº 20.423, del Sistema Institucional para el Desarrollo del Turismo: 


1) 
Modifícase el artículo 18°, en el siguiente sentido:

  
a)
Elimínase en el en el inciso primero del la expresión “de propiedad”.


b)
En el inciso segundo, reemplázase la expresión “la institución encargada de la administración de las Áreas Silvestres Protegidas del Estado” por “el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y aprobado por el Comité Técnico a que se refiere el artículo 36° de la ley que crea dicho Servicio”.


2) 
Sustitúyase el artículo 19° por el siguiente:

“Artículo 19.- El otorgamiento de concesiones para usos turísticos o para la instalación de la infraestructura correspondiente en las áreas silvestres protegidas del Estado se realizará conforme a las disposiciones de la ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas.”


3)
Derógase el artículo 20°.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo Primero.- Facúltase al Presidente de la República para que establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio del Medio Ambiente y suscritos además por los Ministros de Agricultura, de Economía, Fomento y Turismo y de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la planta de personal del Servicio, así como la dotación de personal adicional que sea necesario para el año en que comience a funcionar el Servicio;


2) Ordenar el traspaso al Servicio, sin solución de continuidad, disponiendo la calidad jurídica y el grado que les corresponderá, del personal sujeto a contrato de trabajo para la conservación y protección de la biodiversidad así como a la administración y gestión de las áreas silvestres protegidas, que a la fecha de publicación de la presente ley se encontrare prestando servicios en la Corporación Nacional Forestal, y de los correspondientes funcionarios de planta y personal a contrata del Servicio Nacional de Pesca;


El pago de los beneficios indemnizatorios al personal traspasado se entenderá postergado, por causa que otorgue derecho a percibirlo, hasta el cese de servicios en el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas creado por la presente Ley. En tal caso, la indemnización respectiva se determinará computando tanto el tiempo servido de acuerdo al Código del Trabajo en la Corporación Nacional Forestal como en el Servicio que crea la presente Ley, cuando se trataré de empleos a contrata, según la remuneración que estuviere percibiendo a la fecha del término del contrato.


En él o los decretos con fuerza de ley que fijan las plantas se determinará el número de funcionarios que se traspasarán al Servicio desde la Corporación Nacional Forestal y el Servicio Nacional de Pesca, por estamento y calidad jurídica, estableciéndose además el plazo en que se llevará a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se llevará a cabo por decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” del Ministerio del Medio Ambiente.


3) En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije, y en especial podrá determinar el número de cargos para cada planta, los requisitos para el desempeño de los mismos y sus denominaciones; 


4) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado; 


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones o modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento; y 


c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. 


5) Determinar la fecha de iniciación de actividades del Servicio.


6) Traspasar los recursos que correspondan de la Corporación Nacional Forestal y del Servicio Nacional de Pesca al Servicio;


7) Traspasar los bienes que determine desde la Corporación Nacional Forestal y del Servicio Nacional de Pesca al Servicio; 


8) Establecer los montos del presupuesto con que podrá operar el Servicio entre la fecha en que comience sus funciones y el término del año presupuestario correspondiente; y


9) Autorizar al Servicio y establecer la forma, plazos y condiciones en que éste podrá convenir con servicios públicos relacionados con sus funciones la administración mancomunada de sus respectivos bienes e infraestructura, durante la instalación del Servicio.

Artículo segundo: El Presidente de la República, por decreto expedido por el Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas, y transferirá a éste los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes, necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las partidas, capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo tercero: El gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año de su vigencia, se financiará con cargo a  reasignaciones efectuadas desde la partida presupuestaria del Ministerio del Medio Ambiente, del programa presupuestario de la Corporación Nacional Forestal (CONAF) y otras entidades y, en lo  que faltare, con recursos provenientes  de  la partida presupuestaria del Tesoro Público.  Para los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que consulten anualmente los respectivos presupuestos.

Artículo cuarto.- Dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley, el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad deberá iniciar el proceso para determinar la categoría de protección en que los actuales Parques Marinos, Parques Nacionales, Parques Nacionales de Turismo, Monumentos Naturales y Santuarios de la Naturaleza pasarán a integrar, para todos los efectos legales, el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas. Asimismo,  el Consejo deberá iniciar el proceso para actualizar o dictar los planes de manejo de las áreas silvestres protegidas del Estado existentes a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley. Lo anterior se realizará de acuerdo con la priorización de las áreas silvestre protegidas del Estado que le señale el Servicio.


Respecto de las actuales Reservas Nacionales y Reservas Marinas, el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, en el plazo de seis meses contados desde la publicación de esta ley, iniciará el proceso para determinar cuáles de ellas permanecerán como Reservas Nacionales o Marinas, pasando a integrar el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas. Las restantes pasarán a constituir Reservas Forestales o de Interés Pesquero, según corresponda.


En tanto no se realice la recategorización o definición señalada en los incisos precedentes, se aplicará a las áreas silvestres protegidas del Estado las disposiciones de esta ley que correspondan a su categoría actual. Al efecto, se entenderá que los Parques Nacionales de Turismo corresponden a Parques Nacionales, y que las Áreas Marinas y Costeras Protegidas corresponden a Áreas Marinas y Costeras Protegidas de Múltiples Usos, sin perjuicio de lo señalado en el artículo séptimo transitorio de esta ley.

Artículo quinto.- 
Se entenderá que los Santuarios de la Naturaleza existentes a la fecha de publicación de la presente ley, que se hubieren establecido sobre terrenos de propiedad privada, constituyen áreas silvestres protegidas de propiedad privada, por el solo ministerio de la ley. 

Dentro del plazo de un año a contar desde la publicación de la presente ley, los interesados podrán solicitar al Ministerio del Medio Ambiente la declaración de la categoría a la cual corresponderá la respectiva área silvestre protegida de propiedad privada, la cual deberá ser analizada y propuesta por el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad al Servicio, sobre la base de los antecedentes acompañados, en conformidad con el procedimiento establecido en la presente ley para la afectación de las áreas silvestres protegidas de propiedad privada. 


En tanto no se presentare la solicitud indicada, o si transcurriere el plazo señalado en el inciso anterior sin que se haya presentado tal solicitud, o si no existiere pronunciamiento por parte del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad dentro del plazo correspondiente, se entenderá que las áreas silvestres protegidas de propiedad privada a que se refiere este artículo que corresponden a la categoría Santuario de la Naturaleza, a que se refiere el artículo 15°.

Artículo sexto.- La declaración de los sitios prioritarios que hubieren sido establecidos por la Comisión Nacional del Medio Ambiente o el Ministerio del Medio Ambiente con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, para los efectos del artículo 11°, letra d, de la ley Nº 19.300 y del artículo 17° de la ley Nº 20.283, quedará sin efecto si, en el plazo de dos años a contar de la entrada en vigencia señalada, no se hubiere declarado en ellos un área silvestre protegida. Ello se entiende sin perjuicio de la prórroga del plazo, que pueda declararse en conformidad con el artículo 24° de esta Ley.

Artículo séptimo.- Las concesiones o contratos que se hubieren otorgado o adjudicado antes de la creación de un área silvestre protegida en espacios comprendidos en las mismas, continuarán vigentes y se extinguirán en conformidad con la normativa y los contratos que les sean aplicables. 


La misma regla se aplicará a los contratos que hubiere celebrado la Corporación Nacional Forestal sobre terrenos comprendidos en áreas silvestres protegidas bajo su administración, en conformidad con el inciso segundo del artículo 10° del Decreto Supremo Nº 4.363, de 1931, del Ministerio de Tierras y Colonización, que aprueba Texto Definitivo de la Ley de Bosques, que se encuentren en vigor a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley. 

Dios guarde a V.E.,

(FDO.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Felipe Larraín Bascuñán, Ministro de Hacienda.- María Ignacia Benitez Pereira, Ministra del Medio Ambiente.- Cristián Larroulet Vignau.- Ministro Secretario General de la Presidencia.- José Antonio Galilea Vidaurre, Ministro de Agricultura.-Juan Andrés Fontaine Talavera, Ministro de Economía, Fomento y Turismo.- Laurence Golborne Riveros, Ministro de Minería y Energía.- Catalina Parot Donoso, Ministra de Bienes Nacionales.
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY N° 19.496, SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, PARA DOTAR DE ATRIBUCIONES EN MATERIAS FINANCIERAS, ENTRE OTRAS, AL SERVICIO NACIONAL DEL CONSUMIDOR

 (7094-03)


Con motivo del Mensaje, Informes y antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


"ARTÍCULO 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores:



1. Agréganse a continuación del artículo 16, los siguientes artículos 16 bis, 16 ter, 16 quáter, 16 quinquies, 16 sexies y 16 septies:


"
Artículo 16 bis.- Los contratos de adhesión de servicios crediticios, de seguros, y en general de cualquier producto financiero, elaborados por bancos e instituciones financieras o con sociedades de apoyo a su giro, establecimientos comerciales, compañías de seguros, cajas de compensación, cooperativas de ahorro y crédito, y toda persona natural o jurídica u otros proveedores de dichos productos, deberán especificar como mínimo, con el objeto de promover su simplicidad y transparencia, lo siguiente:   


a) Un desglose pormenorizado de todos los cargos, comisiones, costos o tarifas que expliquen el valor efectivo de los servicios prestados, incluso aquellos cargos, comisiones, costos y tarifas asociados que no forman parte directamente del precio o que corresponden a otros productos contratados simultáneamente y, en su caso, las exenciones de cobro que correspondan a promociones o incentivos por uso.


b) Las causales que darán lugar al término anticipado del contrato por parte del prestador, el plazo razonable en que se hará efectivo dicho término y el medio por el cual se comunicará al consumidor.


c) La duración del contrato o su carácter de indefinido o renovable automáticamente, las causales, si las hubiere, que pudieren dar lugar a su término anticipado por la sola voluntad del consumidor, con sus respectivos plazos de aviso previo y cualquier costo por término o pago anticipado total o parcial que ello le represente.


d) En el caso que se contraten varios productos o servicios simultáneamente, o que el producto o servicio principal conlleve a la contratación de otros productos o servicios conexos, deberá insertarse un anexo en que se identifiquen cada uno de los productos o servicios, estipulándose claramente cuáles son obligatorios y cuáles voluntarios, y una aprobación expresa del consumidor mediante su firma.


e) Indicar si la institución cuenta con un sistema de atención de reclamos y con los servicios de un defensor del cliente en el evento de que se susciten controversias no resueltas por las partes. En ambos casos, señalar en un anexo los requisitos y procedimientos para acceder a dichos servicios.


f) Indicar si el contrato cuenta o no con Sello SERNAC vigente conforme a lo establecido en el artículo 55 de esta ley.


Los contratos que consideren cargos, comisiones, costos o tarifas por uso, mantención u otros fines, deberán especificar claramente sus montos, periodicidad y mecanismos de ajuste. Estos últimos deberán basarse siempre en condiciones objetivas que no dependan del solo criterio del proveedor y que sean directamente verificables por el consumidor. De cualquier forma, los valores aplicables deberán ser comunicados al consumidor, por lo menos, con 30 días hábiles de anticipación respecto de su entrada en vigencia. El silencio del consumidor no obstará a su derecho a reclamo respecto de los cambios que no se ajustan al contrato.

   
Artículo 16 ter.- Los proveedores de aquellos servicios financieros pactados por contratos de adhesión que determine el reglamento deberán comunicar periódicamente y cuando lo solicite el consumidor, la información referente al servicio prestado que le permita conocer: el precio total ya cobrado por los servicios contratados, el costo total que implica poner término al contrato antes de la fecha de expiración originalmente pactada, el valor total del servicio, la carga anual equivalente, si corresponde, y demás información relevante que determine el reglamento sobre las condiciones del servicio contratado. El contenido y la presentación de dicha información se determinarán en los reglamentos que se dicten de acuerdo al artículo 62.


Los consumidores tendrán derecho a poner término anticipado a uno o más servicios financieros por su sola voluntad, en la medida que se trate de contratos de duración indefinida y siempre que extingan totalmente las obligaciones con el proveedor asociadas al o los servicios específicos que el consumidor decide terminar, incluido cualquier costo por término o pago anticipado determinado en el contrato de adhesión.


Los proveedores de créditos no podrán retrasar injustificadamente el término de contratos de créditos, su pago anticipado o cualquier otra gestión solicitada por el consumidor que tenga por objeto poner fin a la relación contractual entre éste y la entidad que provee dichos créditos. Se considerará retraso injustificado cualquier demora superior a 10 días una vez extintos totalmente las obligaciones con el proveedor asociadas al o los servicios específicos que el consumidor decide terminar, incluido cualquier costo por término o pago anticipado determinado en el contrato de adhesión. Asimismo, los proveedores estarán obligados a entregar, sin retraso injustificado y dentro del plazo de 10 días, a los consumidores que así lo soliciten, los certificados y antecedentes que sean necesarios para renegociar los créditos que tuvieran contratados con dicha entidad.


En el caso de los créditos hipotecarios, en cualquiera de sus modalidades, no podrá incluirse en el mutuo otras hipotecas que no sea la que cauciona el crédito que se contrata, salvo expresa solicitud del deudor. Extinguidas totalmente las obligaciones caucionadas con hipotecas, el proveedor del crédito procederá a escriturar el alzamiento de la hipoteca dentro del plazo de 30 días.


Artículo 16 quáter.- El incumplimiento del artículo 16 bis y de los reglamentos dictados para su ejecución, por parte de un proveedor en un contrato de adhesión, que afecte a uno o más consumidores, será sancionado como una sola infracción con multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales.


El consumidor afectado podrá solicitar la nulidad de una o varias cláusulas o estipulaciones que infrinjan el artículo 16 bis. Esta nulidad podrá declararse por el juez en caso que el contrato pueda subsistir con las restantes cláusulas o, en su defecto, el juez podrá ordenar la adecuación de las cláusulas correspondientes, además de la indemnización que determine a favor del consumidor.


Esta nulidad sólo podrá invocarse por el consumidor afectado, de manera que el proveedor no podrá invocarla para eximirse o retardar el cumplimiento parcial o total de las obligaciones que le imponen los respectivos contratos a favor del consumidor.


Artículo 16 quinquies.- En la promoción de productos financieros o seguros al público en general, los proveedores no podrán utilizar prácticas comerciales que impliquen restringir, de cualquier forma, el derecho a la libre elección del consumidor. Se entenderán como conductas atentatorias contra la libre elección del consumidor, entre otras, las siguientes:


a) La emisión y,o envío de productos o contratos representativos de ellos, no solicitados al domicilio o lugar de trabajo del titular.


b) La venta directa de productos financieros en la vía pública y en espacios o recintos educacionales y,o de concurrencia habitual de adultos mayores. Esta limitación no puede significar una restricción a la publicidad masiva e indirecta.


Articulo 16 sexies.- Los proveedores de productos o servicios financieros no podrán ofrecer o vender productos o servicios de manera atada. Se entiende que un producto o servicio financiero es vendido en forma atada, si el proveedor:

  
a) impone la contratación al consumidor de otros productos o servicios adicionales, especiales o conexos, y

  
b) no lo tiene disponible para ser contratado en forma separada cuando se puede contratar da esa manera con otros proveedores; o teniéndolos disponibles de esta forma, esto signifique adquirirlo en condiciones arbitrariamente discriminatorias.

  
Los proveedores deberán informar en toda cotización y publicidad todos los precios, tasas, cargos, comisiones, costos o tarifas de los productos ofrecidos conjuntamente y las condiciones que rigen a cada uno de ellos. Asimismo, deberán informar las comparaciones con esos mismos valores y condiciones en el caso que se contraten separadamente.

   
Los proveedores no podrán efectuar cambios en los precios, tasas, cargos, comisiones, costos o tarifas de un producto o servicio financiero que dependa de la mantención de otro, ante el cierre o resciliación de este último por parte del consumidor, cuando ello no obedece a causas imputables al consumidor.


Los proveedores tampoco podrá cambiar los precios, tasas, cargos, comisiones, costos o tarifas de los productos contratados en forma conjunta o accesoria a un crédito hipotecario o de consumo, mientras se encuentre pendiente el plazo de vencimiento final de éstos.

   
Tratándose de aquellos contratos con el sello al que se refiere el artículo 55 de esta ley, sí el defensor del cliente resuelve en forma favorable un reclamo interpuesto por el consumidor por incumplimiento del inciso anterior, el proveedor deberá revertir el cambio y devolver al consumidor los cargos en exceso cobrados por el proveedor.


El pronunciamiento del defensor del cliente deberá efectuarse dentro de los 30 días corridos contados desde su interposición. Transcurrido que sea el plazo reseñado y el defensor no hubiere evacuado su respuesta, el reclamo se entenderá resuelto en favor del consumidor.


Tratándose de aquellos contratos de adhesión sin el sello al que se refiere el artículo 55 de esta ley o de un proveedor que no cuenta con el servicio de defensor de cliente, el reclamo interpuesto por el consumidor por incumplimiento de lo señalado en este artículo, suspenderá cualquier cambio en los precios, tasas, cargos, comisiones, costos o tarifas del producto o servicio financiero que dependa de la mantención de otro, hasta que dicho reclamo sea totalmente resuelto.


El incumplimiento de este artículo será sancionado con multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales.


Artículo 16 septies.- Cuando el consumidor haya otorgado un mandato, una autorización o cualquier otro acto jurídico para que se pague automáticamente el todo o parte del saldo de su cuenta, su crédito o su tarjeta de crédito, éste podrá dejar sin efecto dicho mandato, autorización o acto jurídico en cualquier tiempo, sin más formalidades que aquellas que haya debido cumplir para otorgar el acto jurídico que está revocando. 


En todo caso, la revocación sólo surtirá efecto a contar del período subsiguiente de pago o abono que corresponda en la obligación concernida.


La inejecución de la revocación informada al proveedor del bien o servicio dará lugar a indemnización de todos los perjuicios y hará presumir la infracción a este artículo.


En ningún caso será eximente de la responsabilidad del proveedor, la circunstancia que la revocación deba ser puesta en práctica por un tercero.


2. Agrégase, a continuación de su artículo 17, el siguiente artículo 17 A:


"Artículo 17 A.- Los proveedores de bienes y servicios cuyas condiciones estén expresadas en contratos de adhesión, deberán informar el cobro de bienes y servicios ya prestados en términos simples, entendiendo por ello que la presentación de esta información debe permitir al consumidor verificar si el cobro efectuado se ajusta a las condiciones y a los precios, cargos, costos, tarifas y comisiones descritos en el contrato.".


3. Agréganse en el artículo 26, a continuación del punto final (.), que pasa a ser seguido (.), las siguientes oraciones:


"El plazo contemplado en este inciso primero se suspenderá cuando, dentro de éste, el consumidor interponga un reclamo ante el Servicio Nacional del Consumidor, conforme lo establecido en la letra f) del artículo 58 de esta ley. Dicho plazo seguirá corriendo una vez concluido este trámite ante ese servicio.".


4. Agrégase en el inciso cuarto del artículo 30, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: "La misma información, además de las características y prestaciones esenciales de los productos o servicios, deberá ser indicada en los sitios de Internet en que los proveedores exhiban los bienes o servicios que ofrezcan y que cumplan con las condiciones que determine el reglamento.".


5. Añádese, a continuación del artículo 54 G, el siguiente  Título: "Título V Del sello SERNAC y de los defensores de los clientes", pasando a ser VI el actual Título V, y agrégase bajo su epígrafe, el siguiente artículo 55: 


"Artículo 55.- El Servicio Nacional del Consumidor podrá otorgar un "sello SERNAC" a los contratos de adhesión de servicios y productos financieros.


Para acceder a este sello, los bancos e instituciones financieras, establecimientos comerciales, compañías de seguros, cajas de compensación, cooperativas de ahorro y crédito, y otros proveedores de servicios crediticios, de seguros, y en general de cualquier producto financiero, deberán cumplir con las siguientes condiciones:


1.- Que el Servicio Nacional del Consumidor constate que los contratos sometidos voluntariamente a su conocimiento se ajustan a esta ley y a las disposiciones reglamentarias expedidas conforme a ella. 


2.- Que permitan al consumidor recurrir voluntariamente a un sistema imparcial de defensor del cliente que resuelva las controversias, quejas o reclamaciones por cualquier producto o servicio financiero, organizado por las entidades indicadas en este artículo, en forma exclusiva o conjunta, y gratuito para el consumidor. Las decisiones del defensor serán siempre voluntarias para el consumidor, pero obligatorias para la entidad que corresponda si el consumidor la acepta expresamente y renuncia a las demás acciones y derechos que le confiere la ley.


El sello mantendrá su validez mientras permanezcan vigentes las normas legales o reglamentarias que se constataron para su otorgamiento y tendrá una validez máxima de dos años.


Se tendrá especial consideración para la renovación de este sello la existencia de multas establecidas en esta ley, en referencia con dicho contrato y el número de reclamos de los usuarios contra la aplicación del citado instrumento. La eliminación del "sello SERNAC" en un contrato determinado obligará al proveedor del servicio o producto financiero a informarlo a sus clientes, según lo dispuesto en el reglamento.".


6. En el artículo 58:


i) Agrégase, en la letra a), a continuación de la expresión "consumidor", el siguiente texto: "en materias propias del consumo, en especial, las que digan relación con los derechos y obligaciones de los consumidores en materias tales como servicios financieros, garantía y derecho a retracto, entre otras".


ii) Reemplázase el inciso final, por los siguientes incisos:


"Los proveedores estarán obligados a proporcionar al Servicio Nacional del Consumidor la documentación que se les solicite por escrito, que digan relación con la información básica comercial, definida en el artículo 1º de esta ley, de los bienes y servicios que ofrezcan al público, dentro del plazo que se determine en el respectivo requerimiento, que no podrá ser inferior a 10 días hábiles.


Los proveedores también estarán obligados a proporcionar al Servicio Nacional del Consumidor la documentación adicional que se les solicite por escrito y que sea estrictamente indispensable o proporcional para cumplir con las atribuciones que le corresponden al referido servicio, dentro del plazo que se determine en el respectivo requerimiento, que no podrá ser inferior a 10 días hábiles. Para estos efectos el Servicio Nacional del Consumidor publicará en su sitio web un manual de requerimiento de información, el cual deberá señalar pormenorizadamente los antecedentes que podrán requerirse.


El requerimiento de documentación que se ejerza de acuerdo al inciso anterior, sólo podrá referirse a información relevante para el consumidor o que consideraría para sus decisiones de consumo. El requerimiento de documentación no podrá incluir la entrega de antecedentes que tengan más de un año de antigüedad a la fecha del respectivo requerimiento, o que la ley califique como secretos, o que constituyan información confidencial que se refiera a la estrategia de negocios del proveedor, o que no se ajusten a lo dispuesto en el manual referido en el inciso segundo de este artículo.


El proveedor requerido podrá interponer los recursos administrativos que le franquea la ley, en cuyo caso los plazos para la entrega de información se suspenderán por todo el tiempo que dure la tramitación de dichos recursos.


Lo anterior no obstará a que el Servicio Nacional del Consumidor ejerza el derecho a requerir en juicio la exhibición o entrega de documentos, de acuerdo a las disposiciones generales y especiales sobre medidas precautorias y medios de prueba, aplicables según el procedimiento de que se trate.


La negativa o demora injustificada en la remisión de los antecedentes requeridos conforme a este artículo será sancionada con multa de hasta 200 unidades tributarias mensuales por el juez de policía local competente o, en su caso, por los organismos fiscalizadores especiales que tienen competencias respecto de la actividad que desarrolla el proveedor. En ambos casos, el Servicio Nacional del Consumidor podrá actuar como parte en el procedimiento respectivo.


Para la determinación de las multas se considerarán, entre otras, las siguientes circunstancias: el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción investigada, la gravedad de la conducta investigada, la calidad de reincidente del infractor y, para los efectos de disminuir la multa, la colaboración que éste haya prestado al Servicio Nacional del Consumidor antes o durante la investigación.".


7. Añádese en el  artículo 58 bis, el siguiente inciso segundo:


"Asimismo, los organismos fiscalizadores que tengan facultades sancionatorias respecto de sectores regulados por leyes especiales, según lo dispuesto en el artículo 2° bis de esta ley, deberán remitir al Servicio Nacional del Consumidor copia de las resoluciones que dicten y que tengan origen en denuncias realizadas por dicho Servicio en aplicación del inciso tercero del artículo anterior.".


8. Agrégase en el artículo 59, el siguiente inciso segundo: 


"En conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley Nº 18.575, el Director Nacional, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna y determinará las denominaciones y funciones que corresponda a cada una de las unidades del Servicio.".


9.  Añádese el siguiente artículo 59 bis:


"Artículo 59 bis.- El Director del Servicio Nacional del Consumidor determinará, mediante resolución, los cargos y empleos que investirán del carácter de ministro de fe. Sólo podrá otorgarse esta calidad a los directivos y a los profesionales que cuenten con requisitos equivalentes a los establecidos para el nivel directivo del Servicio, y no podrán tener un grado inferior al 6° de la Escala Única de Sueldos. 


En las regiones en que el grado 6° o inferior sólo corresponda al director regional, podrá investirse como ministro de fe a un funcionario que detente un grado 8° o superior en su defecto.


Los funcionarios del Servicio Nacional del Consumidor que tengan carácter de ministro de fe, sólo podrán certificar los hechos relativos al cumplimiento de la normativa contenida en esta ley que consignen en el desempeño de sus funciones, siempre que consten en el acta que confeccionen en la inspección respectiva.


Los hechos establecidos por dicho ministro de fe tendrán el valor probatorio que establece el artículo 427 del Código de Procedimiento Civil, en cualquiera de los procedimientos contemplados en el Título IV de esta ley.


En caso que cualquier funcionario dotado del carácter de ministro de fe deje constancia de hechos que resultaren ser falsos o inexactos, el afectado podrá denunciar el hecho a su superior jerárquico, el que iniciará la investigación que corresponda de acuerdo al Estatuto Administrativo y, en caso de comprobarse la conducta descrita, se considerará que contraviene el principio de probidad administrativa a efectos de su sanción en conformidad a la ley.".


10. Agrégase el siguiente artículo 62:


"Artículo 62.- A través de uno o más reglamentos expedidos por decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, se desarrollará, complementará y facilitará la ejecución de esta ley y en aquellas materias que contengan derechos para los consumidores y deberes para los proveedores, incluso si se trata de materias que correspondan a bienes o servicios regulados por leyes especiales, en cuyo caso deberá consultarse previamente al o los organismos que tengan atribuciones en el respectivo sector, y firmarse además por el Ministerio a través del cual se relaciona el organismo correspondiente. De la misma forma se establecerá la información que deben entregar las páginas web de los proveedores señaladas en el inciso tercero del artículo 30, la que deberá incluir, al menos, la información básica comercial.


Los reglamentos que se dicten sobre servicios y productos financieros expedidos por decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, previa consulta a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y a la Superintendencia de Valores y Seguros, según corresponda, y firmado además por el Ministerio de Hacienda en ejecución de lo dispuesto en esta ley, no podrán afectar la sana administración de riesgos por parte de las entidades que los prestan ni regular materias que corresponden a funciones y atribuciones del Banco Central. En el ejercicio de esta facultad, se dictarán, a lo menos, los siguientes reglamentos:


1. Sobre información al consumidor de tarjetas de crédito bancarias y no bancarias.


2. Sobre información al consumidor de créditos hipotecarios.


3. Sobre información al consumidor de créditos de consumo.


4. Sobre sobre la forma y los medios para constatar las condiciones de otorgamiento y renovación del sello SERNAC.


En caso que las nuevas normas requieran ajustes contractuales, los reglamentos deberán contemplar un plazo razonable de adecuación de los contratos que se hubiesen suscrito con antelación y que se encuentren vigentes, respetando las siguientes reglas: 


1.- Los contratos de adhesión con cláusulas de renovación automática, deberán modificarse y ajustarse a las nuevas normas dentro de los doce meses siguientes a la fecha de entrada en vigencia del reglamento respectivo o, en caso que la renovación se deba producir en un plazo inferior a los doce meses indicados, dentro del mes en que termina el período renovable de que se trate, y


2.- Los contratos de adhesión de duración indefinida deberán modificarse y ajustarse a las nuevas normas en el plazo que determine el reglamento, que no podrá ser inferior a 12 meses.".


ARTÍCULO 2º.- Créanse en la Planta de Directivos del Servicio Nacional del Consumidor, un cargo de jefe de división grado 4°, Escala Única de Sueldos, afecto al segundo nivel jerárquico del Título VI de la ley N° 19.882 y dos cargos de jefes de departamento, grado  5°, Escala Única de Sueldos, afectos al artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Uno de estos departamentos se denominará "Departamento de Protección al Consumidor Financiero".

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.-  Increméntase la dotación máxima del Servicio Nacional del Consumidor, para el año 2010, en 23 cupos.


Artículo segundo.- El cargo de jefe de División creado en el artículo 2°, podrá ser provisto transitoria y provisionalmente, en tanto se efectué el proceso de selección pertinente de acuerdo con la ley N° 19.882, asumiendo de inmediato sus funciones.


Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante un decreto con fuerza de ley expedido a través del Ministerio del Economía, Fomento  y Turismo, suscrito además por el Ministro de Hacienda, fije los requisitos para el desempeño de los cargos de la planta de personal vigente del Servicio Nacional del Consumidor y de los cargos que se crean por el artículo 2°, los que no serán exigibles al personal en servicio para el desempeño de los cargos y empleos que actualmente sirven.


Artículo cuarto.- Los contratos de adhesión de los oferentes de productos financieros que se encuentran actualmente vigentes, deberán adecuarse en su próxima renovación a lo dispuesto en el artículo 16 bis que se incorpora en la ley N° 19.496 en virtud de esta ley.


Artículo quinto.- El costo anual que se origine por la aplicación de esta ley y de los incrementos de cargos en la planta de personal y de dotación máxima que disponen los artículos segundo permanente y primero transitorio, se financiará con cargo al Presupuesto vigente del Servicio Nacional del Consumidor y en lo que no fuere posible, con cargo al  ítem 50-01-03-24-03-104 de la partida Tesoro Público del Presupuesto del Sector Público.


Artículo sexto Los reglamentos especificados al final del inciso segundo del artículo 62 deberán dictarse en el plazo de seis meses contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Artículo Séptimo Las normas de esta ley entrarán en vigencia 90 días después de su publicación en el Diario Oficial.".


Hago presente a V.E. que el número 9 del ARTICULO 1°, fue aprobado en general y en particular con el voto a favor de 89  Diputados, de 116  en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes,

Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE REGULA LA VENTA Y ARRIENDO DE VIDEOJUEGOS EXCESIVAMENTE VIOLENTOS A MENORES DE 18 AÑOS Y EXIGE CONTROL PARENTAL A CONSOLAS
(5579-03)


Con motivo de la Moción, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Incorpórase en la ley N° 19.496, que Establece Normas sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, el siguiente artículo 49 bis, nuevo:

"Artículo 49 bis.- Los fabricantes y,o importadores de videojuegos deberán colocar en los envases en que comercialicen dichos productos leyendas que señalen claramente el nivel de violencia contenida en el videojuego respectivo, según las instrucciones contenidas en el presente artículo.


Asimismo, fabricantes, importadores, proveedores y,o comerciantes no podrán vender ni arrendar videojuegos que fueren calificados "sólo para adultos" a personas menores de dieciocho años, debiendo exigir en cada venta o arriendo la cédula de identidad respectiva.


Todo envase o envoltura que contenga un videojuego, sea nacional o importado, destinado a su distribución dentro del territorio nacional, y toda acción publicitaria de los mismos, cualquiera sea la forma o el medio a través del cual se realice, deberá contener en forma clara y precisa la advertencia sobre los grados de violencia y valor educativo presentes en dicho videojuego y, de acuerdo a tales parámetros, clasificarlos como aptos para "mayores de 3 años", "mayores de 7 años", "mayores de 12 años", "mayores de 16 años" y "mayores de 18 años". Esta clasificación será realizada por el Consejo de Calificación Cinematográfica, dependiente del Ministerio de Educación.


Esta advertencia deberá ocupar, a lo menos, el 25% del espacio de ambas caras del envase o envoltorio del videojuego respectivo.


La calificación señalada en el inciso tercero del presente artículo no será necesaria, si los fabricantes o distribuidores de videojuegos homologan la norma establecida en el país de origen del videojuego indicada en su carátula o envoltorio original, lo cual se entenderá cumplido, traduciendo al castellano la calificación correspondiente del país de origen y siempre que ella cumpla con el requisito del inciso cuarto del presente artículo.


La infracción a las disposiciones del presente artículo será sancionada, por el juez de policía local correspondiente a la comuna del infractor, con una multa de 1 a 50 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies materia de la infracción.


Se entenderá que existe reincidencia cuando el infractor incurra en una misma contravención, en dos oportunidades dentro del mismo año calendario, caso en el cual se podrá aplicar el doble de la multa establecida para la infracción respectiva.".

****


Me permito hacer presente a V.E. que el inciso sexto del artículo 49 bis, incorporado en segundo trámite reglamentario, del artículo único del proyecto, fue aprobado con el voto favorable de 91 señores Diputados, de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes,

Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez,

Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE TIPIFICA LOS DELITOS DE TRÁFICO ILÍCITO DE MIGRANTES Y TRATA DE PERSONAS Y ESTABLECE NORMAS PARA SU PREVENCIÓN Y MÁS EFECTIVA PERSECUCIÓN CRIMINAL

(3778-18)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros sobre el proyecto de la suma, en segundo trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Diputados señoras Adriana Muñoz D'Albora y María Antonieta Saa Díaz, señores Jorge Burgos Varela, Guillermo Ceroni Fuentes, Osvaldo Palma Flores, los ex Diputados y actuales Honorables Senadores señores Alejandro Navarro Brain y Jaime Quintana Leal, y los ex Diputados señora María Eugenia Mella Gajardo, y señores Juan Bustos Ramírez y José Antonio Galilea Vidaurre.


Su Excelencia el señor Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, en carácter de “simple”, para el despacho de este proyecto, a contar del 27 de octubre de 2010.


A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, por el Ministerio de Justicia, el Ministro, señor Felipe Bulnes; la Jefa de la División Jurídica, señora Paulina González; la Jefa del Departamento de Asesoría y Estudios, señora María Ester Torres, y el abogado asesor de ese Departamento, señor Sebastián Cabezas; por el Ministerio del Interior, el abogado de la División Jurídica, señor Manuel Pérez.


Asistieron, por el Servicio Nacional de la Mujer, la Ministra Directora (S), señora Carmen Andrade; el Jefe del Departamento de Reformas Legales, señor Marco Rendón, y la abogado asesora, señora Rosa Muñoz.


Concurrieron, por el Ministerio Público, la Gerente de la División de Atención a Víctimas y Testigos, señora Marcela Neira; la abogada de esa oficina, señora Ángela Chávez; el Director de la Unidad Especial de Cooperación Internacional y Extradiciones, señor Jorge Chocair; el abogado de la Unidad, señor Eduardo Bolados; el Jefe de la Unidad de Delitos Sexuales y Violentos, señor Félix Inostroza, y el abogado de esa Unidad, señor Francisco Soto Donoso.


Concurrieron, por la Organización Internacional para las Migraciones, los abogados señores Jaime Esponda y Francisco Eurlani.


Concurrió también, especialmente invitado, el abogado señor Juan Domingo Acosta.

- - -


El proyecto fue informado en general por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, siendo aprobada la idea de legislar por el Senado en sesión de 4 de junio de 2008, por veintisiete votos a favor, ninguna abstención y ningún voto en contra. En esa oportunidad se acordó que en su discusión en particular fuera informado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, posteriormente, por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: tercero, cuarto, quinto y sexto.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Nos 2; 5, inciso primero; 11, 17 y 21.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Nos 1; 4; 9; 10, y 22.


4.- Indicaciones rechazadas: Nos 3; 5, inciso segundo; 6; 7; 8; 12; 13; 14;  15; 16; 18; 19 y 20.


5.- Indicaciones retiradas: ninguna.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.

- - -


Antes de entrar a la discusión pormenorizada de las indicaciones, la Comisión escuchó la opinión del Jefe del Departamento de Reformas Legales del Servicio Nacional de la Mujer, (SERNAM), señor Marco Rendón, y de la abogado asesora de ese Servicio, señora Rosa Muñoz. En ella, expresaron que el objetivo del proyecto en informe es adecuar la legislación nacional a los Convenios Internacionales suscritos por Chile en esta materia, en especial a la Convención contra la Delincuencia Organizada Transnacional, al Protocolo de Palermo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, y a la Convención Belem do Para, sobre Violencia contra la Mujer. 


Agregaron que un informe sobre trata de personas elaborado por el Departamento de Estado Norteamericano, sección Chile, muestra 83 nuevos casos de trata de personas entre mayo de 2005 y marzo de 2006. Señalaron que, por su parte, entre los años 2004 y 2006 el Ministerio Público ha iniciado 16 investigaciones sobre este ilícito. Finalmente, expresaron que la Organización Internacional para la Migración ha identificado 99 víctimas de delitos de trata que tuvieron como origen o destino nuestro país, siendo todas ellas mujeres.  


Manifestaron que el proyecto tipifica el delito de ingreso ilegal de migrantes, conducta que consiste en la facilitación o promoción, con ánimo de lucro, de la entrada ilegal al país de una persona que no sea nacional o residente, haciendo presente que si el sujeto activo es un funcionario público, aunque actúe sin ánimo de lucro, quedará inhabilitado para ejercer funciones públicas. 


Añadieron que la indicación presentada por el Ejecutivo agrega la salud como bien jurídico a proteger en los casos de trata de personas, y precisa que se sancionará más gravemente al funcionario público que intervenga en el delito, cuando lo haga abusando de sus funciones.


Indicaron que también se tipifica la trata de personas como toda explotación laboral o sexual, sometimiento a esclavitud o extracción de órganos. Al respecto, observaron que la indicación presentada por el Ejecutivo especifica en mejor forma las situaciones de vulnerabilidad y el concepto de explotación, para precaver que el tipo penal nacional se encuentra acorde con las recomendaciones del Protocolo de Palermo.


Señalaron que el proyecto también incorpora nuevas facultades de investigación y protección en este tipo de delitos, entre las que destacan la atribución para que el Ministerio Público decrete todas las medidas necesarias para asegurar la plena vigencia de los derechos de las víctimas y, en caso que sean menores, pueda disponer que se efectúen todas las acciones tendientes a posibilitar su revinculación familiar, todo ello asegurando la reserva de la identidad de las víctimas. 


En este punto, indicaron, el proyecto también autoriza la figura del agente encubierto en la investigación de estos ilícitos penales como método especial de investigación.


Concluyeron explicando que la indicación del Ejecutivo soluciona algunos problemas que surgirían por el reenvío contenido en diversas disposiciones al artículo 367 bis del Código Penal, cuyo tipo es redescrito en un nuevo artículo 411 quinquies. Además, ella busca establecer que la rebaja de pena para el cooperador eficaz será de un grado menos de la pena y no hasta de un grado, a criterio del juez, como señala el proyecto aprobado en general, y determinar que para aplicar la agravante de reincidencia también se estará a las condenas previas dictadas en el extranjero.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, de las normas en que recaen, en su caso, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión.

ARTÍCULO 1º


Mediante tres numerales modifica el Código Penal.

Nº 1


Incorpora en el párrafo 5º, del Título III del Libro I del Código Penal, denominado “De la ejecución de las penas y su cumplimiento”, un artículo 89 bis, nuevo.


La disposición incorporada establece que el Ministro de Justicia tendrá la facultad de ordenar que los extranjeros condenados a penas corporales en Chile por los delitos contemplados en los artículo 411 bis y 411 quáter sirvan su pena en sus países de origen, en cumplimiento de lo dispuesto en los tratados internacionales sobre la materia. Esas disposiciones, que introduce el proyecto, sancionan al que con ánimo de lucro facilite o promueva la entrada ilegal al país de una persona que no sea nacional o residente, y al que, mediante violencia, intimidación, coacción, engaño o abuso de poder, capte, traslade, acoja o reciba a personas para que sean objeto de alguna forma de explotación laboral o sexual, incluyendo la pornografía o extracción de órganos; respectivamente.


La indicación Nº 1, de la entonces Presidente de la República, agrega, en el nuevo artículo 89 bis propuesto, el delito contemplado en el artículo 411 quinquies dentro de la lista de los ilícitos cometidos por extranjeros que dan lugar a la nueva facultad del Ministerio de Justicia, e incorpora las penas privativas de libertad en el tipo de penas que pueden cumplirse en el país del extranjero condenado. El artículo 411 quinquies, a que hace referencia, está contenido en el artículo 1º del texto aprobado en general, y la indicación Nº 9 lo reemplaza, por otro que pena al que promueva o facilite la entrada o salida de personas para que ejerzan la prostitución en Chile o en el extranjero.


Los miembros presentes de vuestra Comisión consideraron apropiada la modificación propuesta. Sin perjuicio de ello, coincidieron en incorporar una referencia, en el listado de los delitos señalados, al contenido en el artículo 411 ter que la Comisión acordó incorporar al Código Penal.


- Sometida a votación la indicación Nº 1, modificada en la forma antes descrita, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker, don Patricio.

- - -

Nº 2


Mediante este numeral se deroga el artículo 367 bis del Código Penal. Dicho artículo sanciona a quién promueva o facilite la entrada o salida de personas del país para ejercer la prostitución.


Este numeral no fue objeto de indicaciones.


Vuestra Comisión os hace presente que a proposición del Ministerio Público y del abogado señor Juan Domingo Acosta, la Comisión aprobó un artículo 411 ter, nuevo, como parte del párrafo 5° bis que se agrega al Título VIII del Libro II, con un contenido similar a la figura base contenida en el artículo 367 bis, que se propone derogar. La discusión y votación de esta nueva disposición consta en la parte correspondiente del informe.

- - -


La indicación Nº 2, de la señora ex Presidente de la República, modifica, en dos literales, el artículo 369 ter del Código Penal. Este artículo autoriza, en caso de que existan sospechas fundadas de que una persona u organización delictiva cometa o prepare la comisión de alguno de los delitos que indica, los siguientes medios especiales de investigación criminal: interceptación o grabación de comunicaciones, agentes encubiertos y entregas vigiladas. Para estos dos últimos medios investigativos se aplicará la regulación contenida en la ley Nº 19.366
.

Letra a)


Esta modificación consiste en eliminar el delito previsto en el artículo 367 bis del listado de delitos que dan derecho a ocupar los medios especiales de investigación que señala el artículo 369 ter, toda vez que ese artículo fue suprimido en el Nº 2) del primer artículo del proyecto

Letra b)


Reemplaza la referencia a la ley 
Nº 19.366 por la ley Nº 20.000
.


El Honorable Senador señor Prokuriça consideró que ambos literales son cambios de referencia, por lo que procedería aprobarlos.


- Sometida a votación la indicación Nº 2 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, Muñoz Aburto y Prokuriça.

- - -

Nº 3


Introduce un párrafo 5 bis, titulado “De los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas”, en el Título VIII del Libro II del Código Penal. Este nuevo párrafo contiene cinco artículos nuevos: 411 bis, 411 ter, 411 quáter, 411 quinquies y 411 sexies.

Artículo 411 bis


Dispone que los que faciliten o promuevan, con ánimo de lucro, la entrada ilegal al país de extranjeros no residentes en Chile, sufrirán la pena de reclusión menor en su grado medio a máximo y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.


Este nuevo artículo no fue objeto de indicaciones.


Los miembros de la Comisión solicitaron a los representantes del Ministerio Público que asistieron a las sesiones, al profesor señor Juan Domingo Acosta y a los representantes del Servicio Nacional de la Mujer, una proposición consensuada sobre los tipos penales que el proyecto busca introducir. En cumplimiento de ese encargo, los dos primeros hicieron llegar una proposición que reemplaza el artículo 411 bis, por el siguiente:


“Artículo 411 bis.- Tráfico de migrantes. El que con ánimo de lucre facilite o promueva la entrada ilegal al país de una persona que no sea nacional o residente, será castigado con reclusión menor en su grado medio a máximo y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.


La pena señalada en el inciso anterior se aplicará en su grado máximo si se pusiere en peligro la integridad física o salud del afectado.


Si se pusiere en peligro la vida del afectado o si éste fuere menor de edad, la pena señalada en el inciso anterior se aumentará en un grado.


Las mismas penas de los incisos anteriores, además de la inhabilitación absoluta en su grado máximo, se impondrá si el hecho fuere ejecutado, aun sin ánimo  de lucro, por un funcionario público abusando de sus funciones. Para estos efectos se estará a lo dispuesto en el artículo 260.”.


El profesor señor Juan Domingo Acosta señaló que la disposición propuesta contiene el tipo base del tráfico ilícito de migrantes, que sanciona la promoción o facilitación de ingreso ilegal de personas a Chile, en cumplimiento de lo requerido a nuestro país por el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, también llamada Protocolo de Palermo. Esta misma figura contiene los casos agravados y la penalización especial para el funcionario público que participa en estos ilícitos.


El abogado asesor de la Unidad de Cooperación Internacional y Extradiciones del Ministerio Público, señor Eduardo Bolados, explicó que en la redacción propuesta hay una pena extra para el funcionario público que comete el delito, pero siempre que lo haga dentro del ámbito de sus funciones y abusando de ellas, lo que implica que el fiscal deberá probar en el juicio ambos elementos para lograr una condena. Agregó que el tipo basal requiere que el que promueva o facilite el tráfico ilícito de migrantes lo haga con ánimo de lucro, pero esta exigencia no es requerida para el funcionario público involucrado, el que será sancionado siempre que actué dentro del ámbito de sus funciones.



El Honorable Senador señor Muñoz Aburto consideró que se puede dar el caso de funcionarios públicos de alto nivel, que aunque no tengan atribuciones específicas en asuntos relativos a la autorización de ingreso de extranjeros al territorio nacional, presionen a funcionarios públicos de menor jerarquía, que si tienen esas atribuciones, para lograr inmigraciones ilegales. A juicio de Su Señoría, ese caso no quedaría cubierto por la norma propuesta.


El Honorable Senador señor Gómez señaló que debe considerarse la posibilidad de establecer una diferenciación en la penalidad aplicable al funcionario público involucrado en una operación internacional de tráfico de migrantes que participa por interés económico, de aquél que lo hace por hacer un favor a un conocido o a un pariente a cambio de nada.


El Honorable Senador señor Chadwick observó que el tipo penal propuesto sanciona el hecho de facilitar o promover ciertas conductas, y no, necesariamente, una conducta concreta de tráfico ilícito de personas, lo que podría chocar contra la garantía constitucional de libertad de expresión. Anotó, además, que la interpretación de los verbos rectores antes señalados es difícil en la práctica.


El profesor señor Juan Domingo Acosta explicó que en el caso consultado por el Honorable Senador señor Muñoz Aburto, el delito lo comete el funcionario de menor jerarquía, pero el funcionario de alto nivel que intercede en ese caso podría asimilarse a la figura del instigador o el cómplice.


En relación con la inquietud del Honorable Senador señor Gómez, explicó que el artículo 411 quinquies que se propone contiene una norma especial que hace aplicable las normas de la asociación ilícita criminal al delito de trata de personas cuando es efectuado por medio de una organización delictiva; para ese caso se prevé una pena extra para los que participan en la asociación, sean o no funcionarios públicos.


Agregó que la consulta del Honorable Senador señor Chadwick se absuelve considerando, por una parte, que la penalización planteada siempre está asociada a la configuración de a lo menos un caso efectivo en que una persona entró ilegalmente al país, por lo que los meros actos de promoción en abstracto del ilícito, sin que en la práctica se configure un hecho típico respecto de una persona determinada, es una conducta no sancionada. Por otra parte, señaló que esta forma de penalización no es nueva, ya que también se ocupa en el delito de auxilio al suicidio, en el que se requiere que a lo menos el suicida intente atentar contra si mismo para que quién lo auxilia sea penado.


Indicó que la facilitación es una actividad cercana al concepto de complicidad, que el artículo 16 del Código Penal define como las actividades tendientes a cooperar con la ejecución de un ilícito por medio de actos anteriores o simultáneos al él; por su parte, la promoción es una actividad que se engloba dentro del concepto de incitación. Expresó que ambos son actos de participación y no de autoría, pero en mérito de la disposición propuesta se elevan a la calidad de actos de autoría, y como tales son sancionados, de la misma forma que el que auxilia al suicida comete un ilícito independiente.


El abogado de la Unidad de Delitos Sexuales y Violentos de la Fiscalía Nacional del Ministerio Público, señor Francisco Soto Donoso, refiriéndose a la consulta del Honorable Senador señor Gómez, indicó que cuando el funcionario público ejecuta este ilícito para ayudar a un familiar, pueden concurrir las causales de atenuación generales de responsabilidad criminal, que en la práctica implicarán reducir la pena del infractor.


La Honorable Senadora señora Alvear consideró que los tres primeros incisos de la disposición propuesta cumplen, fehacientemente, con la obligación suscrita por Chile en el Protocolo de Palermo, instrumento internacional que obliga a nuestro país a penalizar las prácticas de promoción y facilitación de la entrada ilegal de inmigrantes, y ese contenido no ha sido puesto acá en duda, por lo que propuso considerar separadamente esos tres incisos y dejar el último, que se refiere a la penalización especial de los funcionarios públicos que participen en el ilícito, para una nueva propuesta y discusión.


- En virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, fueron sometidos a votación los tres primeros incisos de la proposición que reemplaza el artículo 411 bis aprobado en general. Esos incisos propuestos fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez, Chadwick y Muñoz Aburto.


- Los miembros presentes de la Comisión tuvieron en consideración que las disposiciones de los incisos segundo y tercero de la proposición recién aprobadas coinciden con lo señalado en el artículo 411 ter aprobado en general, que indica las formas agravadas del tipo base señalado en el artículo 411 bis, pero teniendo en consideración una mejor técnica legislativa, decidieron que todas las figuras relativas al tipo de ingreso ilegal de extranjeros al país estuvieren en el mismo artículo. Esta decisión se adoptó con el mismo quórum señalado anteriormente.


A continuación, la Comisión se abocó al estudio de la situación del funcionario público que participa en este tipo de ilícito.


El primer asunto puesto en discusión es que forma específica de comisión se va a requerir para que proceda una norma especial para el funcionario público.


Los miembros de la Comisión coincidieron que el mero hecho de que el delito sea cometido por un funcionario público no da pábulo para establecer un tratamiento punitivo especial distinto al del resto de los posibles autores, sino que es menester que el funcionario público actúe en este caso en el ámbito de sus funciones para que proceda una norma especial.


Al respecto, el señor abogado asesor de la Unidad de Cooperación Internacional y Extradiciones del Ministerio Público, propuso ocupar la fórmula “en el desempeño de su cargo o abusando de el”, porque ello denota, claramente, que el tratamiento especial, que consiste agregar una pena de inhabilitación absoluta para ocupar cargos u oficios públicos, sólo se aplica a funcionarios que tengan atribuciones relativas al ingreso a personas al país, y que cometan el delito en el desempeño o abusando de esas funciones.


Los miembros de la Comisión mostraron su acuerdo con la proposición y, en seguida, se ocuparon de la situación del funcionario público en relación con la exigencia de que el delito sea cometido con ánimo de lucro.


Sobre el punto, el asesor de la División Jurídica del Ministerio del Interior, señor Manuel Pérez, explicó que el funcionario público, con atribuciones en materia de extranjería, que permite o facilita la entrada ilegal al país de personas sin ánimo de lucro, comete un delito funcionario, que según la forma particular de comisión puede quedar tipificado como falsificación de instrumento público, exacciones ilegales, expedición ilegal de pasaportes, usurpación de atribuciones, u otros.


El Honorable Senador señor Gómez consultó en que situación queda con la norma propuesta el funcionario público que ingresa ilegalmente a una o más personas al país, a cambio de una contraprestación, pero no sabe que esas personas, finalmente, van a ser destinadas a un abuso sexual, a la esclavitud o se le extraerán sus órganos.


La asesora del Departamento de Reformas Legales del SERNAM, señora Rosa Muñoz, explicó que una cosa es el ingreso ilegal de personas al país por un afán de lucro, que corresponde al tipo que acá se discute, y otra cosa es el delito de trata de personas propiamente tal, que el proyecto en discusión pretende incorporar en el artículo 411 quáter. 


Explicó que el delito de trata de personas sanciona, esencialmente, al que, mediante violencia, intimidación, coacción, engaño, abuso de poder o de la situación de vulnerabilidad de la víctima; capte, traslade, acoja o reciba personas para que sean objeto de trabajos o servicios forzados, o alguna forma de explotación sexual, incluyendo la pornografía o extracción de órganos, servidumbre, esclavitud o prácticas análogas a ésta. Este delito es conceptualmente independiente y distinto del de facilitación o promoción de la entrada ilegal al país de personas con ánimo de lucro, y puede ser sancionado de forma autónoma.


Con todo, señaló, es posible que el que comete el delito de facilitación o promoción de la entrada ilegal al país de personas con ánimo de lucro, esté al tanto que estas personas, ingresadas por él al país, posteriormente serán sometidas a servicios forzados, a alguna forma de explotación sexual, o la extracción de sus órganos. En este caso, el autor del delito de ingreso ilegal al país será sancionado, además, por su participación en una asociación ilícita para efectuar el delito de trata, pero la funcionaria recalcó que ambos delitos son, conceptualmente, ilícitos independientes.


El Honorable Senador señor Espina consideró suficiente la explicación dada y puso en votación el cuarto inciso de la proposición para un nuevo artículo 411 bis.


- En virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, fue sometido a votación el inciso cuarto de la proposición que reemplaza el artículo 411 bis aprobado en general. Este inciso fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez y Muñoz Aburto.

- - -

Artículo 411 ter


Establece tres circunstancias calificantes para el delito contemplado en la versión del artículo anterior aprobado en general. La primera indica que se aplicará el máximo de la pena cuando en la ejecución del delito se ponga en peligro la integridad física de la persona ingresada ilegalmente al país (presidio menor en su grado máximo, esto es, tres años y un día a cinco años).


La segunda previene que si se pone en peligro la vida de la persona ingresada ilegalmente al país o si ella fuese menor de edad, la pena aumentará en un grado (presidio mayor en su grado mínimo, esto es, cinco años y un día a diez años).


La tercera agrega la pena de inhabilitación absoluta en su grado máximo (siete años y un día a diez años) cuando el delito fuese cometido por un funcionario público, aunque no exista ánimo de lucro.


Este artículo fue objeto de dos indicaciones.


La indicación Nº 3, del ex Senador señor Naranjo, reemplaza el artículo 411 ter propuesto por otro. El nuevo artículo propuesto señala que se aplicará la pena indicada en el artículo 411 bis en su grado máximo (presidio menor en su grado máximo, esto es tres años y un día a cinco años) si el hecho pone en peligro la integridad física de la persona ingresada ilegalmente al país. Establece que si se pone en peligro la vida de la víctima, se trata de un menor de edad o de alguien que sufra alguna anomalía o perturbación mental, la pena subirá en un grado (presidio mayor en su grado mínimo, esto es, cinco años y un día a diez años). Finalmente, agrega que si el delito fuese cometido por un funcionario público, se aplicará la pena de inhabilitación absoluta en su grado máximo (siete años y un día a diez años), pena que será aplicable aunque no haya ánimo de lucro por parte del funcionario involucrado.


El Honorable Senador señor Prokuriça explicó que tal como está redactada la norma el autor podría ver agravada su responsabilidad penal por el solo hecho de que la víctima tenga una perturbación mental o anomalía, aunque el sujeto activo del ilícito nunca la haya conocido.


La Honorable Senadora señora Alvear agregó que el concepto anomalía o perturbación mental, que la indicación plantea como supuesto de hecho para la agravación, es de difícil precisión.


Agregó que el inciso segundo planteado en la indicación, contiene normas similares a las que afectan al funcionario público en el inciso tercero del artículo aprobado en general, por tanto si no se considera plausible la agregación relativa a la anomalía o perturbación mental, toda la indicación debería ser rechazada.


El Honorable Senador señor Prokuriça señaló que la agravación propuesta sería más plausible si se limitara al abuso de enfermos mentales, asunto de hecho de más fácil configuración en el juicio criminal.


El Honorable Senador señor Larraín observó que la precisión hecha por Su Señoría puede quedar subsumida en la idea basal del inciso primero del artículo 411 ter, porque el enfermo mental que es objeto de trata de personas ve puesta en riesgo su integridad física o salud, elemento que ya está considerado. En consecuencia la indicación no agrega nada nuevo y debe ser rechazada


- Puesta en votación la indicación Nº 3, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez, Larraín, Muñoz Aburto y Prokuriça.

- - -


La indicación Nº 4, de la señora ex Presidente de la República, modifica, en dos numerales, el artículo 411 ter aprobado en general.

Uno)


Agrega, en la primera circunstancia calificante, que agrava la responsabilidad en caso de que el hecho ponga en peligro la integridad física del afectado, la afectación a la salud de la persona ingresada ilegalmente al país.


El Honorable Senador señor Larraín explicó que este es un requisito de las Convenciones Internacionales.


La señora asesora del Departamento de Reformas Legales del SERNAM explicó que poner en riesgo la integridad física o la vida de las víctimas del tráfico ilícito de migrantes es lo que se propone en el texto original, y lo que la indicación incorpora es la afectación de la salud de las víctimas como causal de agravación, entendiendo que las condiciones en que las personas son traficadas de un país a otro pueden poner no solo en riesgo la integridad física, en el sentido del daño físico notorio, sino también la salud, por la extenuantes jornadas y los demás abusos a que se ven sometidos las víctimas en los lugares de destino.


El señor Jefe del Departamento de Reformas Legales del SERNAM señaló que el concepto de integridad física no está firmemente asentado en el léxico del Código Penal, por lo que podría considerarse que alguna afectación a la salud importante, pero sin consecuencias ulteriores para la integridad física, quedarían exceptuadas del castigo, lo que la indicación intenta salvar incorporando como elemento típico la afectación de la salud de las personas objeto de tráfico.


El Honorable Senador señor Prokuriça consideró razonable la agregación planteada y llamó a aprobar el primer  numeral de la indicación.


- Sometida a votación el número Uno de la indicación Nº 4), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez, Larraín, Muñoz Aburto y Prokuriça.

Dos)


Modifica la tercera circunstancia calificante, referida al funcionario público, especificando que será penado en su calidad de funcionario si actúa abusando de sus funciones, y estableciendo que para estos efectos se tendrá por funcionario público a los que indica el artículo 260 del Código Penal
.


El Honorable Senador señor Prokuriça planteó que en este caso pueden haber dos hipótesis, una cuando el delito lo efectúa una persona particular y otra cuando lo ejecuta un funcionario público, aunque no actúe en ejercicio de su cargo. Este segundo caso podría considerarse  agravado, porque un funcionario público es una persona que tiene una condición especial, aunque no abuse de sus atribuciones. Con todo, agregó, esta proposición debe ser sometida a más análisis.


La Honorable Senador señora Alvear coincidió con lo señalado por Su Señoría, porque lo contrario plantea un problema de prueba, ya que es difícil acreditar el concepto del funcionario actuando en el ejercicio de sus atribuciones.


El Honorable Senador señor Larraín indicó que acá cabe distinguir, porque hay funcionarios que ejercen en ámbitos que tiene relación directa con estos casos, como los que laboran en Aduanas o en Extranjería, que pueden usar su cargo para facilitar la trata de personas. Esa es una situación posible. Pero además, ejemplificó, un empleado del Ministerio de Hacienda, que también es funcionario público, no tiene ninguna facilidad especial para que le permita ejecutar, de manera distinta al resto de los particulares, este tipo de delitos, por lo que puede que no corresponda asimilar ambos casos.


Indicó que también debe tenerse a la vista que el tipo base de esta disposición es el señalado en el artículo 411 bis nuevo, que especifica que la trata es delito cuando se ejecuta con ánimo de lucro y,  a continuación, el nuevo artículo 411 ter agrava la responsabilidad del funcionario que actúa en este caso aún cuando no lo  anime la expectativa de ganancia, por tanto, acá ya hay un nivel de exigencia más alto con los empleados del Estado que el que se establece para el resto de las personas.


El señor Jefe del Departamento de Reformas Legales del SERNAM explicó que considerar la penalización de un funcionario que participa en estos delitos por el mero hecho de ser funcionario, fuera de sus funciones y sin que medie ánimo de lucro, es incurrir en responsabilidad penal objetiva, que es excesiva para nuestro sistema jurídico. Observó que en otros tipos penales se habla de funcionarios que actúan “en ocasión del desempeño de su funciones”, que es un concepto más amplio que el abuso de funciones, pero no cae en los excesos de la responsabilidad penal objetiva.


El Honorable Senador señor Gómez estimó que es razonable la indicación del Ejecutivo, porque no corresponde agravar la conducta cuando el sujeto activo es un funcionario público por el solo hecho de ser funcionario, aunque actúe fuera del ámbito de sus funciones.


El Honorable Senador señor Prokuriça indicó que el concepto de abuso de funciones es muy vago y puede dar lugar a exclusiones de responsabilidad, por lo que es mejor ocupar la fórmula del funcionario en ejercicio de sus atribuciones legales, para identificar al que debe sufrir una agravación de responsabilidad. Esto excluye la posibilidad de una agravante por el solo hecho de ser funcionario público, y especifica que sólo se agravará la responsabilidad del funcionario involucrado si el tiene un cargo apto para cometer este delito, y siempre que haga uso de sus funciones para ejecutarlo.


El señor Jefe del Departamento de Reformas Legales del SERNAM indicó que es un poco rebuscado hablar de abuso de la función, porque se puede leer, desde una perspectiva garantista, que el funcionario que abuso de su función actuó fuera de ella, ya que no se puede concebir un actuar jurídico válido que suponga abusar de una función pública.


En vista de la discusión anterior, la Comisión consideró aprobar con modificaciones el numeral, de forma tal de especificar la circunstancia que da lugar la agravación de responsabilidad del funcionario público que participa en este tipo penal cuando ocupa atribuciones propias relacionadas con la internación de personas al país.


- El número Dos de la indicación Nº 4 fue aprobada con las modificaciones reseñadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez, Larraín, Muñoz Aburto y Prokuriça.

- - -


En una sesión posterior, los miembros de la Comisión reabrieron debate sobre el Nº 3) del artículo primero del proyecto, que incorporan un artículo 411 ter, nuevo, al Código Penal, y las indicaciones Nos 3 y 4, que inciden sobre esa disposición.


Como antes se explicó, sus Señorías fueron de la opinión de establecer todas las agravantes del tipo penal basal de tráfico ilegal de migrantes en el mismo artículo.


Por esta razón, y tal como se señaló en el acuerdo que consta en la página 10 de este informe, las agravaciones de la conducta descrita en el artículo 411 bis, señaladas en el artículo 411 ter aprobado en general y modificadas por la indicación Nº 4 de la señora ex Presidente de la República, fueron agregadas como incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 411 bis.


Por su parte, y en cumplimiento del encargo hecho por los miembros de la Comisión, los representantes del Ministerio Público, conjuntamente con el profesor señor Juan Domingo Acosta, propusieron el siguiente nuevo artículo 411 ter:


“Artículo 411 ter.- El que promoviere o facilitare la entrada o salida de personas del país para que estas ejerzan la prostitución en el territorio nacional o en el extranjero, será castigado con la pena de reclusión menor en su grado máximo y multa de veinte unidades tributarias mensuales.”.


El profesor señor Juan Domingo Acosta explicó que esta norma repite lo dispuesto en el actual inciso primero del artículo 367 bis del Código Penal, tradicionalmente identificado como la disposición que tipifica el tráfico de blancas, que el proyecto deroga en el Nº 2) del artículo primero, pero no vuelve a reponer con claridad en las nuevas disposiciones penales que se proponen, aunque por la entidad del delito y la importancia que tiene su tipificación para la persecución del tráfico de personas, es importante que esta conducta esté precisamente sancionada.


Los miembros de la Comisión participaron de la idea, considerando que las causales de agravación del tipo penal basal de tráfico ilícito de migrantes ya quedaron claramente establecidas en la disposición aprobada anteriormente, y que el nuevo artículo 411 ter acá propuesto, da una señal clara de repudio a una de las formas tradicionales de tráfico ilícito de migrantes, que es el delito de trata de blancas.


- En virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, fue sometido a votación la proposición que reemplaza el artículo 411 ter aprobado en general, y fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez, Chadwick y Muñoz Aburto. 

- - -

Artículo 411 quáter


Tipifica la captación, traslado y acogida de personas para destinarlas a la explotación laboral o sexual, o para extraerles órganos, cuando se ejecute con violencia, intimidación, coacción, engaño o abuso de poder, sancionado con presidio mayor en sus grados mínimo a medio (cinco años y un día a quince años de cárcel) y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales. Agrega, en un inciso segundo, una figura calificada en la que no se requiere una forma de ejecución especial si con los mismos objetivos el captado, trasladado o acogido es un menor de edad. Este artículo fue objeto de cuatro indicaciones.


La indicación Nº 5, del ex Senador señor Naranjo, reemplaza el artículo 411 quáter propuesto por otro, que agrega a las formas de ejecución planteadas (uso de violencia, intimidación, coacción, engaño o abuso de poder), el abuso de una condición de dependencia o vulnerabilidad; añade en los propósitos sancionados (explotación laboral o sexual, o para extraerles órganos), el sometimiento de la víctima a trabajos o servicios forzados, servidumbre y mendicidad; e incluye, en la figura calificada en favor de los menores de edad establecida en el inciso segundo, el delito cometido contra quién sufra una anomalía o perturbación mental grave, caso en el cual  la pena será reclusión mayor en su grado medio (diez años y un día a quince años).


El Honorable Senador señor Larraín explicó que la descripción típica de los abusos que hace la indicación es muy precisa, por lo que es procedente aprobarla. 


La Honorable Senadora señora Alvear replicó puntualizando que la agravación propuesta en caso que las víctimas sufran anomalías o perturbaciones mentales está comprendida en la noción de abuso de condición de dependencia o vulnerabilidad, por lo que solicitó votar separadamente cada uno de los dos incisos propuestos en la indicación.


- Sometido a votación el inciso primero contenido en la indicación N° 5, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez, Larraín y Muñoz Aburto.


- Sometido a votación el inciso segundo propuesto en la indicación N° 5, fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez, Larraín y Muñoz Aburto.

- - -


La indicación Nº 6, del Honorable Senador señor Ominami,  reemplaza el artículo 411 quáter propuesto por otro, que agrega a las formas de ejecución planteadas (uso de violencia, intimidación, coacción, engaño o abuso de poder), el fraude, rapto y el aprovechamiento de una situación de vulnerabilidad, o la concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, y establece como pena la de presidio mayor en su grado medio a máximo y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales, permitiendo aumentarla en un grado cuando la v´citima sea menor de edad.


La Honorable Senadora señora Alvear indicó que más que una elevación general de las penas para estos ilícitos, lo que corresponde al legislador es realizar una distinción entre la responsabilidad que le cabe al que organiza una operación de tráfico de personas y la de quienes cometen distintas actuaciones criminales como parte de tales operaciones.


El señor Jefe del Departamento de Reformas Legales del SERNAM indicó que la penalidad en la asociación ilícita depende de la gravedad de los delitos que son el objeto de la asociación. Por lo demás, estimó, una elevación general de las penas significaría que el delito de trata tendría una pena más alta que, por ejemplo, el delito de homicidio simple, lo que no correspondería a una adecuada política criminal y podría resultar incluso contraproducente para sus víctimas.


- Sometida a votación la indicación N° 6, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez, Larraín y Muñoz Aburto.

- - -


La indicación Nº 7, del ex Senador señor Ominami,  reemplaza el artículo 411 quáter propuesto por otro, que agrega a las formas de ejecución planteadas el fraude, el secuestro o sustracción de menores, el aprovechamiento de una situación de vulnerabilidad y la concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, y añade en los propósitos sancionados (explotación laboral o sexual, incluyendo la pornografía, o extracción de órganos) la reducción de la víctima a la esclavitud, servidumbre o mendicidad.


El Honorable Senador señor Larraín manifestó que el secuestro y sustracción de menores tiene una sanción propia y grave en nuestra legislación, y que el incluirla dentro de este tipo sería inconveniente y generaría, además, los problemas propios del concurso de delitos.


Por su parte, la señora asesora del Departamento de Reformas Legales del SERNAM indicó que el tipo de trata propuesto en el texto aprobado en general contiene una sanción especial cuando las víctimas involucradas son menores de edad, sin que se requiera acreditar la existencia de coacción o engaño elementos que si resulta necesario acreditar en el caso del secuestro, todo lo cual, señaló, haría más compleja la aplicación práctica de la disposición propuesta en la indicación.


- Sometida a votación la indicación N° 7, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez, Larraín y Muñoz Aburto.

- - -


La indicación Nº 8, de la señora ex Presidente de la República, reemplaza el inciso primero del artículo 411 quáter aprobado en general, que regula la forma de ejecución del delito de trata de personas (uso de violencia, intimidación, coacción, engaño o abuso de poder) y los propósitos penados (explotación laboral o sexual, incluyendo la pornografía, o extracción de órganos). La nueva disposición agrega, en la forma de ejecución penada, el abuso de la situación de vulnerabilidad de la víctima y la concesión o recepción de pagos u otros beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre ella; y en los propósitos penados, la destinación de la víctima a la esclavitud o prácticas análogas.


La señora asesora del Departamento de Reformas Legales del SERNAM, explicó que el artículo 411 quáter tipifica y sanciona la trata de personas, entendida como cualquier forma de explotación laboral o sexual, y que la indicación amplia estos supuestos a las especificaciones que sobre el punto hace el Protocolo de Palermo, agregando, además, el concepto de abuso de poder o de la situación de vulnerabilidad de la víctima.


El señor Jefe del Departamento de Reformas Legales del SERNAM resaltó que los elementos básicos del tipo son el traslado de personas, la voluntad viciada de la víctima o engaño y, en tercer lugar, un ánimo de explotación o aprovechamiento indebido de la víctima por parte de quién ejecuta el tipo.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Gómez consultó cuál es el sentido que ha de darse al concepto de explotación laboral que contiene la indicación, haciendo presente el Honorable Senador señor Prokuriça que dicho concepto resulta muy vago y general, lo que podría determinar que se entiendan incorporados al mismo diversos incumplimientos laborales que, aunque jurídica o éticamente son reprochables, no constituyen, por sí mismos, ilícitos que deban ser perseguidos criminalmente.


El abogado de la Organización Internacional para la Migraciones, señor Francisco Furlani, explicó que la explotación más común en Chile es de índole laboral. Indicó que en el país se han detectado casos de ciudadanos chinos, por ejemplo, que han sido ingresados legalmente y, con posterioridad, han sido en la práctica recluidos e incomunicados en dependencias fabriles administradas por chilenos.


Ante la consulta, realizada por el Honorable Senador señor Larraín, respecto de qué entiende la Organización Internacional para las Migraciones por explotación laboral, indicó que ella emplea estándares internacionales que consideran que hay explotación laboral cuando existen tratos abusivos o trabajos forzados, entendiendo por tales las labores por cuales el trabajador no recibe una contraprestación remuneracional justa. Indicó que el abuso laboral, en este caso, se da en el contexto de la trata de personas, que requiere, previamente, el traslado y la coerción de las víctimas.


La Gerente de la División de Atención a Víctimas y Testigos del Ministerio Público, señora Marcela Neira, explicó que en estos casos el engaño es la pieza fundamental, y que el abuso laboral posterior se expresa cuando la víctima llega al lugar de trabajo sin entender el idioma, privado de sus documentos de identidad, sin poder comunicarse con el exterior, resultando aislado o recluido, contexto que ubica la víctima en una situación absolutamente más desventajosa que la del común de los trabajadores.


La Honorable Senadora señora Alvear estimó necesario buscar una fórmula que permita distinguir entre las situaciones extremas de abuso laboral propias de una verdadera explotación, de las propias derivadas de infracciones laborales propiamente tales, que deben juzgarse por la justicia laboral.


El Honorable Senador señor Gómez expresó que tal como está planteado el tipo en esta indicación ella podría resultar aplicable a los casos de traslado, dentro de Chile, de ciudadanos chilenos por motivos laborales, haciendo presente que resultará una tarea muy difícil el deslindar entre las conductas que se encuentran incorporadas en este tipo penal y los abusos de índole exclusivamente laboral, lo que se hace evidente, por ejemplo, si se considera lo que ocurriría cuando una empresa que trasladó a trabajadores entra en cesación de pagos o desaparece definitivamente por motivos de índole comercial, caso en el cual alguien incluso podría sostener que su traslado fue, en definitiva, un delito, todo lo cual excede el propósito de el proyecto en estudio.


Sobre la materia, el Honorable Senador señor Prokuriça estimó que hay casos extremos en los que debe recurrirse a la penalización, como ocurriría si se traslada al país a un extranjero para que trabaje sin que hable nuestro idioma y se le encierra, se le quitan los documentos de identidad apenas arriba al país en forma ilegal, se le niega la posibilidad de comunicarse, se le obliga a trabajar sin pausa y no se le paga. En ese contexto, agregó, se está cometiendo un delito, pero que cuando sólo se da una de estas circunstancias, en forma aislada o por motivos equívocos, el problema debería quedar circunscrito al conocimiento de la judicatura laboral por infracciones de esa índole.


El Honorable Senador señor Larraín observó que el tipo propuesto es bastante preciso, porque se refiere a las personas que son transportadas para ser objeto de abuso laboral, o sea, se requiere de una intencionalidad previa, y no un mero incumplimiento de obligaciones labores. El dolo requerido en el tipo es la intención positiva de abusar de la persona, y si no hay tal intención no hay delito, por mucho que haya incumplimiento de obligaciones laborales por problemas financieros del empleador.


El señor Jefe del Departamento de Reformas Legales del SERNAM explicó que no es la intención del Gobierno el penalizar meros incumplimientos laborales, subrayando que el Protocolo de Palermo se refiere a trabajos o servicios forzados y que el Ejecutivo está de acuerdo con sustituir la noción de explotación laboral que emplea la indicación, por los conceptos utilizados por el Protocolo antes señalados.


El Honorable Senador señor Larraín concordó con tal propósito, haciendo presente que de esa forma se precisaran los conceptos y permitirá aclarar el sentido de la disposición en atención a que, de otra forma, el concepto de “explotación laboral” podría generar problemas interpretativos que involucren en investigaciones criminales a empleadores inocentes y, además, que las organizaciones criminales dedicadas a la trata de personas busquen subterfugios legales para evadir u ocultar sus responsabilidades. Una buena solución, agregó, es eliminar el concepto de explotación laboral y, a continuación, incluir los términos utilizados por el referido Protocolo para aclarar que el propósito del delincuente es someter a sus víctimas a trabajos forzados.


La señora Gerente de la División de Atención a Víctimas y Testigos del Ministerio Público, explicó que en un oficio enviado al Presidente de la Comisión, el Ministerio Público observó que la descripción de los verbos rectores de este tipo deja sin penalización efectiva a los que financian o lideran la organización superior de estas actividades delictivas, sobre todo teniendo en consideración que en la mayoría de estos casos se está en presencia de organizaciones criminales bien montadas. Por ello, la funcionaria sugirió agregar los verbos rectores “promover”, “favorecer”, “facilitar” y “financiar” a las actividades criminales descritas en la indicación. 


Además, propuso hacer alguna distinción entre la asociación ilícita para cometer delitos de trata, que debería tener una penalidad especial, con el delito de trata propiamente tal, y diferenciar también entre el transporte de personas para ser objeto de los abusos sexuales o laborales que describe el tipo, de los abusos sexuales o laborales propiamente tales, para evitar que las reglas de concurso dejen sin penalización a los destinatarios que abusarán de las personas ingresadas ilegalmente.


El señor Jefe del Departamento de Reformas Legales del SERNAM observó que la inclusión del verbo facilitar, que propone la funcionaria del Ministerio Público, puede llevar a la penalización conductas de cooperación, que en el sistema penal general se encasillan dentro de la penalidad de los cómplices o los encubridores, pero no de los autores.


La Honorable Senadora señora Alvear indicó que es importante esclarecer si los tipos penales actuales que sancionan la asociación ilícita son suficientes para la persecución de las organizaciones criminales que se dedican a la trata de personas, o si es necesario algún tipo de penalización especial.



El Honorable Senador señor Larraín explicó que el ánimo de la Comisión es agregar los verbos rectores que correspondan para facilitar la persecución de las organizaciones criminales que se dedican a la trata de personas.


En una sesión posterior, la Comisión continuó el estudio del artículo 411 quáter aprobado en general y de la indicación Nº 8 formulada a su respecto. En esa oportunidad conoció de dos proposiciones para reemplazar íntegramente en artículo 411 quáter; una elaborada por el Servicio Nacional de Menores y, la otra, preparada por el Ministerio Público y el profesor señor Juan Domingo Acosta.


La proposición del Servicio Nacional de Menores es la siguiente:


“Artículo 411 quáter.- El que mediante violencia, intimidación, coacción, engaño, abuso de poder o de la situación de vulnerabilidad de la víctima, o la concesión o recepción de pagos u otros beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, capte, traslade, acoja o reciba personas para que sean objeto de trabajos o servicios forzados o alguna forma de explotación sexual, incluyendo la pornografía o extracción de órganos, servidumbre, esclavitud o prácticas análogas a ésta, será castigado con la pena de reclusión mayor en sus grados mínimo a medio y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.


Si la víctima fuere menor de edad se impondrá la misma pena del inciso anterior, aún cuando no concurriere ninguna de las circunstancias allí señaladas.


El que promueva, facilite o financie la ejecución del delito descrito en este artículo, será sancionado con las penas correspondientes a los autores.”.


La proposición del Ministerio Público y del profesor señor Juan Domingo Acosta es la siguiente:


“Artículo 411 quáter.- El que mediante violencia, intimidación, coacción, engaño, abuso de poder o aprovechamiento de una situación de vulnerabilidad o dependencia de la víctima, o el ofrecimiento de pagos u otros beneficios, capte, traslade, acoja o reciba personas para que sean objeto de alguna forma de explotación laboral o sexual, incluyendo la pornografía o extracción de órganos, será castigado con la pena de reclusión mayor en sus grados mínimo a medio y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.


Iguales penas se aplicarán al que realice las mismas conductas descritas en el inciso anterior, con la finalidad de someter a otro a trabajos o servicios forzados, esclavitud o prácticas análogas a la esclavitud, servidumbre o mendicidad.


Si la víctima fuere menor de edad, aún cuando no concurriere violencia, intimidación, coacción, engaño, abuso de poder o aprovechamiento de una situación de vulnerabilidad o dependencia de la víctima, ni el ofrecimiento de pagos u otros beneficios, se impondrán las penas de reclusión mayor en su grado medio y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.


El que promueva, facilite o financie la ejecución de las conductas descritas en los incisos anteriores, será castigado con las penas que respectivamente corresponda al autor del delito.”.


La Comisión discutió conjuntamente ambas proposiciones.


El señor Jefe del Departamento de Reformas Legales del SERNAM observó que la proposición del Ministerio Público, en la parte relativa al ofrecimiento de pagos u otros beneficios, no le resulta clara porque en ella no se identifica, con precisión, a quién se destinan esos pagos o beneficios. Señaló que esta precisión es importante, porque no está en el espíritu de la iniciativa sancionar en este proyecto la entrega de pagos o beneficios directamente a la víctima mayor de edad que acepte ser objeto de abusos laborales o sexuales, ya que estas conductas deberían estar reguladas por las normas laborales y sanitarias, respectivamente. Manifestó que en este tema la proposición de su repartición tiene una mayor sintonía con lo señalado por el Protocolo de Palermo, porque ella propone sancionar la concesión o recepción de pagos u otros beneficios para obtener el consentimiento de una persona sobre la cual otra tiene autoridad, como ocurriría en caso de pagos hechos a un padre de familia para que entregue a una hija menor de edad para ser destinada a la prostitución.


Añadió que, en todo caso, ambas propuestas consideran un inciso final que sanciona al que promueve, facilita o financia la ejecución del delito, de forma tal que los integrantes de la asociación ilícita que se limitan a financiar la operación, pero no tienen parte activa en ella, siempre serán castigados.


En lo relativo a la extracción de órganos a que alude la indicación, el Honorable Senador señor Chadwick indicó que ella se encuentra sancionada en otros cuerpos legales y que es objeto de atención legislativa en otro proyecto de ley,
 relativo a la donación de órganos, por lo que podrían presentarse problemas de colisión de cuerpos legales distintos que regulan la misma  materia de incluirse tal referencia en este proyecto.


El profesor señor Juan Domingo Acosta explicó que los verbos rectores del tipo propuesto en ambas proposiciones sancionan al que mediante violencia, intimidación, coacción u otras modalidades similares, capte, traslade, acoja o reciba a personas para que sean objeto de extracción de órganos. El traslado y recepción de sujetos es la actividad principal penada, y cosa distinta es la extracción de órganos en sí, que implica, necesariamente, lesionar o matar a la víctima, que son hechos ilícitos que configuran delitos independientes de la trata de personas.


En relación con el proyecto de ley sobre donación de órganos, indicó que las conductas que se propone sancionar son la entrega a otro de un órgano propio con ánimo de lucro y la extracción de órganos de cadáveres sin cumplir con las disposiciones legales, por tanto no hay un posible conflicto de leyes porque en el primer caso se trata de una dación de un órgano propio y, en el segundo, la extracción del órgano desde un cadáver.


El señor abogado asesor de la Unidad de Cooperación Internacional y Extradiciones del Ministerio Público, señaló que la formulación propuesta, que considera la penalización del ofrecimiento de pagos u otros beneficios en términos amplios, en atención a que la fiscalía ha observado casos en que resulta difícil la persecución en cuanto es muy complejo el establecer el beneficio financiero de las organizaciones criminales dedicadas a la trata ilícita de extranjeros. Explicó que ese componente es básico en este tipo de actividades ilícitas, pero que generalmente se encubre de forma tal que es muy difícil lograr una sanción, a menos que el tipo penal expresamente considere, dentro de los actos castigados, el ofrecimiento de pagos u otros beneficios, que es el rol que ocupa usualmente el gestor financiero en estas asociaciones. 


Por su parte, agregó, debe tenerse en consideración que con la proposición del Ministerio Público no se sanciona, en ningún caso, a la víctima que recibe el pago, sino a la persona que lo hace u ofrece, porque ese sujeto es quien se está aprovechando de la condición de vulnerabilidad de la víctima para involucrarla en el tráfico de migrantes. Además, continuó, la circunstancia de que la víctima reciba el pago no desvirtúa el hecho de que aquí hay un ilícito que debe ser investigado y castigado, tal como el propio Protocolo de Palermo lo señala
. En la práctica, concluyó, todo lo anterior tiene en consideración que el tipo penal en discusión está construido sobre la base de penalizar el abuso de una situación de vulnerabilidad de la víctima para integrarla a una cadena de trata de personas; esta situación de vulnerabilidad debe analizarse en cada caso, y lo que hace la norma propuesta por el Ministerio Público es señalarle al juez que hay una condición objetiva de vulnerabilidad cuando la víctima recibió un pago por parte del que autor del delito.


La Abogado de la División de Atención a Víctimas y Testigos del Ministerio Público, señora Ángela Chávez, agregó que en la proposición de su repartición se tiene en consideración que el pago a la víctima será sancionado siempre y cuando quién lo reciba termine siendo objeto de alguna forma de explotación sexual, trabajos o servicios forzados, o extracción de órganos.


El Honorable Senador señor Gómez propuso que para evitar problemas de la tipificación con los pagos hechos por el que ejecuta el delito, es mejor dejar una mención al respecto únicamente en el inciso final de la disposición, que en ambas proposiciones sancionan al que promueva, facilite o financie la ejecución del delito. Indicó que esa redacción, a la que debería agregarse la conducta de ofrecimiento o promesa de pagos, es suficientemente comprehensiva de todas las situaciones que se puedan dar con los financistas de las organizaciones dedicadas a estos ilícitos, y evita los problemas antes observados.


Señaló también que si se opta por la fórmula que penaliza los pagos hechos directamente a la víctima, debería distinguirse entre el pago hecho a una víctima mayor de edad y el caso del pago recibido por una víctima menor de edad o en un estado notorio de vulnerabilidad. Indicó que el segundo caso se requiere, sin lugar a dudas, todo el repudio de la ley, pero el primero requeriría un poco más de estudio.


Acogiendo las observaciones planteadas, en una sesión siguiente los representantes del Ministerio Público y del Ministerio de Justicia, presentaron a consideración de la Comisión una nueva proposición sustitutiva del artículo 411 quáter, cuyo tenor es el siguiente:


“Artículo 411 quáter.- El que mediante violencia, intimidación, coacción, engaño, abuso de poder, aprovechamiento de una situación de vulnerabilidad o de dependencia de la víctima, o la concesión o recepción de pagos u otros beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, capte, traslade, acoja o reciba personas para que sean objeto de alguna forma de explotación sexual, incluyendo la pornografía, trabajos o servicios forzados, servidumbre o esclavitud o prácticas análogas a ésta, o extracción de órganos, será castigado con la pena de reclusión mayor en sus grados mínimo a medio y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.


Si la víctima fuere menor de edad, aún cuando no concurriere violencia, intimidación, coacción, engaño, abuso de poder, aprovechamiento de una situación de vulnerabilidad o de dependencia de la víctima, o la concesión o recepción de pagos u otros beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, se impondrán las penas de reclusión mayor en su grado medio y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.


El que promueva, facilite o financie la ejecución de las conductas descritas en este artículo, será sancionado con las penas correspondientes al autor.”.


La Jefa del Departamento de Asesoría y Estudios del Ministerio de Justicia, señora María Ester Torres, explicó que su cartera coincide con lo planteado por el Ministerio Público respecto de los dos primeros incisos, ya que considera necesario establecer, tal como lo hace la disposición, una norma que mencione expresamente la circunstancia de la situación de vulnerabilidad o dependencia de la víctima, pero considera inadecuado el inciso tercero propuesto porque plantea una disposición redundante con lo señalado en el artículo 15 del Código Penal
, que establece una noción muy amplia de autor, que abarca lo señalado en el inciso final de la proposición.


El abogado de la Unidad de Delitos Sexuales y Violentos del Ministerio Público, señor Francisco Soto, señaló que su repartición considera necesario establecer en la ley una disposición como la que se propone en el inciso tercero, porque una lectura cuidadosa de lo indicado en el inciso primero muestra que el delito de trata de personas sanciona actividades definidas en términos amplios, pero que se remiten a acciones directas y materiales sobre las víctimas por parte de los autores, como es captar, trasladar, acoger o recibir. 


Puntualizó que los que mandan, organizan o financian estas acciones no tienen participación en esas actividades, ni ejecutan actos materiales directos sobre la víctima, por tanto podrían quedar fuera del concepto amplio de autoría que señala el Nº 3) del artículo 15 del Código Penal antes citado. Indicó que el artículo 15 establece, en su numerales 2) y 3), figuras de participación distintas a la autoría que, en virtud de la ley, se asimilan a ese máximo grado de participación, pero lo que la proposición en debate señala es que se aplicarán las penas del autor a las personas que cometan el ilícito allí descrito, de forma independiente al tipo base que señalan los primeros incisos.


Agregó que la legislación comparada adopta figuras similares a la propuesta en el inciso tercero en debate.


El Honorable Senador señor Larraín expresó que la disposición del artículo 15 del Código Penal es muy amplia, pero que en algún caso específico de trata de personas podría controvertirse su aplicación, lo que da pie a aprobar la posición del Ministerio Público porque con la disposición específica del inciso tercero siempre se penaría a las personas que cometan las conductas de promoción, facilitación o financiamiento. 


Con todo, Su Señoría observó que resulta necesario tener en consideración también que la incorporación de una disposición como la propuesta en el inciso tercero podría dar lugar a interpretar, a contrario sensu, que en los demás tipos penales donde no hay una figura similar, el promotor, facilitador o financista de esos otros ilícitos no cae dentro de la definición general del artículo 15, por lo que quedaría impune, circunstancia que no es aceptable, y debe ser salvada.


La Honorable Senador señor Alvear consultó si en otras disposiciones se ha empleado una disposición similar.


El señor abogado de la Unidad de Delitos Sexuales y Violentos del Ministerio Público explicó que el delito de tráfico de blancas, contenido en el artículo 367 bis del Código Penal vigente, que en virtud de este proyecto pasa a ser 411 ter, sanciona al que promoviere o facilitare la entrada o salida de personas del país para que ejerzan la prostitución en el territorio nacional o en el extranjero. Señaló que los verbos rectores de esta norma no se refieren a actividades materiales que se deban ejecutar de forma directa y personal sobre las víctimas, sino a la promoción o facilitación, que son acciones que permiten formas más inmateriales de ejecución, por lo que basta con la norma del artículo 15 para sancionar también a los que las organizan o financian.  


En cambio, puntualizó que la proposición consensuada con el Ejecutivo considera una definición de trata de personas que tipifica acciones materiales que se ejecutan directamente sobre las víctimas, consistentes en captarlas, trasladarlas, acogerlas o recibirlas, por lo que la persona que promueve, facilita o financia tales conductas necesariamente queda en un plano externo a la trata propiamente tal que, como antes se señaló, es una actividad material y directa que se realiza sobre las víctimas. 


Manifestó que la configuración de la autoría en los términos que indica el numeral 3) del artículo 15 del Código Penal es más difícil en el caso de la trata de personas, porque requiere que se pruebe fehacientemente un acuerdo expreso o concertación entre el que promueva, facilita o financia la trata y el que materialmente la lleva a cabo, lo que en definitiva redunda en dificultades para perseguir a los financistas u organizadores de redes de trata de personas.


La señora Jefa del Departamento de Asesoría y Estudios del Ministerio de Justicia, replicó señalando que acá hay un punto de técnica legislativa importante. Explicó que no es una buena práctica introducir en la parte especial del Código Penal artículos que expliquen el ámbito de aplicación de otros artículos de la misma parte especial, como es el caso del inciso tercero propuesto, que ampliaría el ámbito de acción a los autores del delito de trata, definido en los dos primeros incisos de la misma disposición.


Añadió que el Código Penal tiene una parte inicial que establece conceptos generales aplicables a todos los delitos, y una parte especial, que contiene un catálogo pormenorizado de los tipos penales, en que no sen repiten aquellos aspectos generales como los grados de participación, el iter criminis, la agravación, la limitación o exención de responsabilidad, o la forma de determinar la pena específica que se aplique en cada caso. Explicó que ambas partes del Código criminal deben aplicarse de consuno, por lo que no corresponde introducir normas sobre definición de autoría en la parte especial, tal como hace la proposición del inciso tercero, ya que esto además genera problemas anexos en la interpretación de otros tipos donde no hay normas específicas que repitan la parte general del Código, tal como anteriormente lo planteó el Honorable Senador señor Larraín.


El Director de la Unidad Especializada en Cooperación Internacional y Extradiciones del Ministerio Público, señor Jorge Chocair, señaló que el delito de trata de personas tiene características particulares ya que es una práctica eminentemente trasnacional en que los afectados son captados y trasladados de un país a otro, mediante una organización que tiene su cúpula y financiamiento en un tercer lugar.


Explicó que con esta disposición el Ministerio Público busca sancionar a las personas que participan de estas organizaciones criminales internacionales, que cuentan con redes de protección, sobre todo a los que actúan en los niveles cupulares o en el aspecto financiero.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que comprende la necesidad de armonía sistemática dentro de la legislación penal que plantea el Ministerio de Justicia, pero recordó que el Código Penal sanciona, de forma muy similar a la que plantea el inciso tercero propuesto, el proxenetismo infantil
, disposición donde hay una preocupación especial por perseguir a los integrantes de las redes delictuales que participan de forma indirecta en este ilícito.


Agregó que el promotor, facilitador o financista de la trata de personas puede quedar sancionado, sin necesidad de disposición expresa, por el número 3) del artículo 15, pero que, como esta situación es tan grave y es producto de una acción orquestada, es mejor dejarle claro al juez que en ese caso debe aplicar una pena, aunque ello implique saltarse la sistematicidad del Código Penal.


El Honorable Senador señor Espina observó que aunque comparte la visión del Ministerio Público en este tema, el concepto de autoría que establece el artículo 15 es muy amplio, pudiendo llegar a interpretarse que la incorporación del inciso tercero propuesto es una regla especial de extensión de la autoría aplicable solo al delito de trata de personas, que de esa forma  queda excluido de la aplicación de la regla general del artículo 15, lo que en la práctica podría dejar inadvertidamente alguna situación fuera de su ámbito de aplicación.


El abogado de la Unidad de Delitos Sexuales y Violentos del Ministerio Público explicó que este asunto va más allá de la precisión dogmática y que tiene consecuencias prácticas. En tal sentido, señaló, el promotor, facilitador o financista de la trata de personas sería penado, según el tercer numeral del artículo 15, sólo si el delito de trata se concreta respecto de una víctima determinada; en cambio, con la proposición del Ministerio Público, esto se transforma en una conducta autónoma, que se pena cada vez que se configura, aunque no se concrete una trata de personas respecto de una víctima determinada.


Añadió que ese tercer numeral exige también que haya concertación entre el que facilita los medios para cometer el ilícito y el que materialmente lo hace, por lo que el Ministerio Público sólo podría perseguir al financista si logra probar que hubo un acuerdo expreso entre el financista y el ejecutor de la trata de personas, lo que agrega dificultades a la persecución penal.


El abogado de la Unidad Especializada en Cooperación Internacional y Extradiciones del Ministerio Público, señor Eduardo Bolados, agregó que el segundo numeral del artículo 15 del Código Penal sanciona como autor a los que inducen directamente a otro a cometer un delito, y en este caso no es meridianamente claro que quien financia, promueve u organiza una operación de trata de personas induce directamente al que ejecuta los actos materiales de ese ilícito, porque esos sujetos podrían incluso no conocerse entre sí.


El Honorable Senador señor Espina consultó qué ventajas concretas observa el Ministerio Público en la proposición del inciso tercero más allá de las facilidades probatorias o de interpretación antes expuestas.


El señor abogado de la Unidad Especializada en Cooperación Internacional y Extradiciones del Ministerio Público explicó que lo que a la fiscalía le interesa es que el financista, organizador o promotor de la trata de personas, se le considere y se le castigue siempre como autor y no como cómplice o encubridor, que son las figuras residuales de los artículos 16 y 17 del Código Penal, cuando no se logren acreditar en el juicio las circunstancias que establece el artículo 15.


El Honorable Senador señor Espina indicó que esa postura es más clara, y declaró compartirla. Agregó que si lo que se quiere es que los financistas, organizadores o promotores de la trata de personas sean considerados, para todos los efectos, como autores del delito, es mejor dejarlo claramente establecido de esa forma en la norma.


La Honorable Senadora señora Alvear se mostró de acuerdo con lo antes indicado, y recordó que esta redacción contó con la intervención del abogado especialista señor Juan Domingo Acosta y su participación avala la postura del Ministerio Público, por lo que expresó que acogería el inciso tercero con la precisión propuesta por el Honorable Senador señor Espina.


- En virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, fueron sometidos a votación los incisos primero y segundo de la proposición sustituida del artículo 411 quáter, siendo aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio.


- A continuación, y según la misma disposición reglamentaria antes citada, fue sometido a votación el inciso tercero de la proposición sustituida del artículo 411 quáter con la modificación antes indicada, siendo aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio.


- En concordancia con lo acordado respecto de la propuesta sustitutiva del artículo 411 quáter, antes reseñada, la indicación Nº 8 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Larraín.

- - -


La indicación Nº 9, de la señora ex Presidente de la República, agregar, antes del artículo 411 quinquies propuesto por el Nº 3) del artículo 1º del proyecto en informe, un nuevo artículo 411 quinquies, modificándose, correlativamente, la numeración de los demás.


La disposición tipifica el delito de promover o facilitar la entrada o salida de personas del país para ejercer la prostitución, sancionándolo con reclusión menor en su grado máximo y multa de veinte a treinta unidades tributarias.


- En concordancia con lo acordado respecto de la propuesta sustitutiva del artículo 411 ter, antes reseñada, la indicación Nº 9 fue aprobada, subsumida en esa propuesta, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Larraín.

- - -

Artículo 411 quinquies, nuevo


Las proposiciones presentadas por el Ministerio Público y el Profesor Juan Domingo Acosta, y por el Servicio Nacional de la Mujer, propugnan la inclusión de un artículo 411 quinquies, nuevo, de idéntico tenor, y rezan lo siguiente:


“Artículo 411 quinquies.- Los que se asociaren u organizaren con el objeto de cometer alguno de los delitos de éste párrafo, serán sancionados, por éste sólo hecho, conforme a lo dispuesto en los artículo 292 y siguientes de este Código.”.


El señor abogado de la Unidad de Delitos Sexuales y Violentos del Ministerio Público explicó que esta disposición es una especie de llamado de atención para que el juez no desestime de plano, en estos casos, las acusaciones sobre asociación ilícita que se le planteen.


La señora Jefa del Departamento de Asesoría y Estudios del Ministerio de Justicia, señaló que la formulación actual del tipo de asociación ilícita, contenido en el artículo 292 del Código Penal
, genera problemas de aplicación que han sido observados por la doctrina y por la jurisprudencia, y la mera referencia a ese artículo que hace la proposición no soluciona ninguno de estos problemas.


El Honorable Senador señor Larraín señaló que comparte el propósito del Ministerio Público en orden subrayar la necesidad de perseguir a las asociaciones ilícitas que se dedican a la trata de personas, pero solicitó que quedara constancia en la historia de la ley que la forma de proceder que acá se plantea supone repetir en ciertas disposiciones del Código Penal conceptos o disposiciones que están en otras partes del mismo Código, sin agregar nada nuevo.


El Honorable Senador señor Espina también se mostró partidario de la redacción propuesta, pero dejando constancia que el propósito de su aprobación es que se investiguen las asociaciones ilícitas formadas para cometer delitos de trata de personas.


El señor abogado de la Unidad de Delitos Sexuales y Violentos del Ministerio Público señaló que esta disposición también es un llamado de atención hacia el propio Ministerio Público, porque las estadísticas muestran que a la fecha se han intentado trece causas judiciales por delitos de trata de personas, en las cuales se han obtenido doce sentencias condenatorias pero ninguna por asociación ilícita. 


- En virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, la proposición del nuevo artículo 411 quinquies fue sometido a votación con las constancias antes indicadas, siendo aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Larraín.

- - -

Artículo 411 quinquies, que pasa a ser artículo 411 sexies


Esta norma establece la cooperación eficaz como circunstancia atenuante de la responsabilidad penal de quien participó en la comisión de alguno de los delitos indicados por los artículos anteriores, propuestos por el Nº 3) del artículo 1º del proyecto. Para estos efectos, se entiende por cooperación eficaz el suministro de datos que permitan esclarecer los hechos investigados, la identificación de los responsables o impida la consumación de delitos futuros. El cooperador eficaz podrá ser favorecido con la reducción hasta en un grado de la pena que le corresponde por su participación en el delito.


Los incisos segundo, tercero y cuarto establecen, además, una regla que permite a los fiscales que conocen investigaciones criminales por hechos distintos, tener acceso a la información del cooperador eficaz.


La indicación Nº 10, de la señora ex Presidente de la República, reemplaza el inciso primero de la proposición por otro que le quita el carácter de circunstancia atenuante a la cooperación eficaz, estableciendo, en cambio, que el juez podrá reducir hasta en un grado la pena del participante que coopere eficazmente.


La presentación del Ministerio Público y del profesor señor Juan Domingo Acosta recoge el tenor de la indicación Nº 10 y propone incorporar un artículo 411 sexies nuevo al Código Penal, que comprende como inciso primero el propuesto en esa indicación y como incisos segundo, tercero y cuarto los de la disposición aprobada en general.


El Honorable Senador señor Espina se mostró de acuerdo con la idea planteada en la proposición pero observó que la rebaja de un grado de la pena es insuficiente si se tiene en consideración que el imputado que está en condiciones de prestar esta cooperación participó en una organización ilícita criminal que muy probablemente intentará atentar contra su vida, por lo que hay que rebajar la pena de forma tal que el cooperador eficaz no termine en la cárcel, donde probablemente será ajusticiado por sus ex camaradas.


 La abogado de la División de Atención a Víctimas y Testigos del Ministerio Público, señora Ángela Chávez, señaló que la proposición está construida de forma tal que la rebaja de un grado opera luego de que se determina la pena, según sean las circunstancias atenuantes o agravantes que operen, por lo que muy posiblemente el imputado que coopera terminará con una pena de presidio menor, lo que lo deja de forma casi automática como candidato a alguno de los beneficios que establece la ley Nº 18.216, que señala formas alternativas al cumplimiento de las sanciones privativas de libertad.


Agregó que una persona sometida a estos regímenes alternativos que haya sido cooperador eficaz accede de forma inmediata al sistema de protección de testigos del Ministerio Público, lo que permite impedir que le suceda una desgracia.


Los Honorables Senadores señores Larraín y Walker, don Patricio, recordaron que la institución del cooperador eficaz fue establecida en el artículo 22 de la ley Nº 20.000
, que establece que la rebaja de pena en estos casos será de dos grados, como regla general, y hasta de tres cuando se trata del delito de asociación ilícita para cometer un ilícito de la ley de drogas, lo que torna en automático el efecto de que el imputado que preste esta cooperación quede en libertad y no, como se desprende de la proposición del artículo 411 sexies, una posibilidad siempre y cuando se den otras condiciones.


Su Señorías indicaron que si no se establece en la ley que el cooperador eficaz no cumplirá nunca una pena de cárcel efectiva, la institución no tendrá ningún efecto práctico. Por ello, postularon que la rebaja de pena en el artículo 411 sexies propuesto sea de dos grados.


En consecuencia, acordaron reemplazar en la indicación la expresión “en un grado al responsable” por “en dos grados al imputado o acusado”.


- Sometida a votación la indicación Nº 10, modificada en la forma antes indicada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio.

- - -

Artículo 411 sexies, que pasa a ser artículo 411 septies


Señala que para establecer la reincidencia específica, el juez también deberá considerar las sentencias firmes dictadas en otras jurisdicciones, aunque la pena no haya sido efectivamente cumplida.


La indicación Nº 11, de la señora ex Presidente de la República, reemplaza el artículo propuesto por otro, encabezado con el correlativo 411 septies, con el mismo contenido que el reemplazado pero con precisiones formales.


La presentación del Ministerio Público y del profesor señor Juan Domingo Acosta repite como nuevo artículo 411 septies el señalado en la indicación.


El Honorable Senador señor Espina observó que esta disposición podría ser objetada porque extralimita la aplicación de sentencias condenatorias previas como circunstancia agravante, sin que haya claridad que para la confección de esos fallos, dictados en otros países, se hayan cumplido los requisitos mínimos del debido proceso.


Su Señoría recordó que la reincidencia específica como causal de agravación de la responsabilidad penal fue modificada en la ley Nº 20.253, llamada “agenda corta”, que tuvo por objeto que esta causal se aplicara aunque la condena previa no hubiese sido efectivamente cumplida en la cárcel. Explicó que ello hizo que esta circunstancia modificatoria de la responsabilidad fuera mucho más fácil de configurar, lo que ha generado una alza en nivel general de condenas, y la proposición que aquí se estudia aumentará aún más el ámbito de aplicación de esta causal agravatoria, lo que puede ser excesivo.


El Honorable Senador señor Larraín sostuvo que los delitos de trata de personas tienen una naturaleza eminentemente trasnacional, situación que le lleva a temer que si una norma como la discutida no se incluye en el fondo se podría estar instaurando una señal equívoca a las mafias internacionales que operan en este ámbito, que más temprano que tarde notarán que operar en el país les resulta penalmente menos costoso que el hacerlo en aquellas naciones que consideran las sentencias previas dictadas en el extranjero .


La Honorable Senadora señora Alvear indicó que las asociaciones ilícitas que se constituyen para manejar operaciones de trata de personas se organizan en algunos países, se financian con fondos provenientes de otros países, y se ejecutan en terceros lugares, por lo que la cooperación internacional para enfrentarlas es absolutamente necesaria para llegar a erradicar tal fenómeno criminal. 


Añadió que debido a los diversos tratados internacionales que se han suscrito en esta materia la tipificación de los delitos de trata de personas se ha ido unificando en el mundo, por lo que se puede esperar que las diversas justicias criminales tengan en consideración elementos similares para condenar a una persona por estos delitos, lo que justifica atribuir efectos a dichas sentencias para la configuración de la causal de agravación por reiteración de delitos, tal como acá se pretende.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que las mafias internacionales que se dedican la trata de personas siempre buscarán operar en las jurisdicciones donde sea previsible una sanción menor en caso de ser descubiertas, por lo que no aprobar una norma con la acá propuesta puede terminar en que indirecta e incluso imperceptiblemente se favorezca la comisión de estos delitos en Chile.


La señora Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia señaló que una norma como la propuesta ya existe en la legislación vigente, porque el artículo 21 de la ley Nº 20.000
 expresamente señala que para la configuración de la reincidencia por delitos de tráfico de estupefacientes se tendrá en consideración las sentencias previas dictadas en el extranjero.


- Sometida a votación, la indicación Nº 11 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio.

- - -

Artículo 411 octies, nuevo.


La presentación del Ministerio Público y del profesor señor Juan Domingo Acosta, y la proposición del Servicio Nacional de la Mujer de 31 de agosto de 2009, incorporan un artículo 411 octies, nuevo, al Código Penal, del siguiente tenor:


“Artículo 411 octies.- El fiscal podrá autorizar, en las investigaciones por los delitos previstos en el presente párrafo, que funcionarios policiales se desempeñen como agentes encubiertos 
o agentes reveladores y, a propuesta de dichos funcionarios, que determinados informantes de esos servicios actúen en alguna de las dos calidades anteriores.


Cuando existieren sospechas fundadas de que una persona o una organización delictiva hubiere cometido o preparado la comisión de alguno de los delitos indicados en este párrafo, y la investigación lo hiciere imprescindible, el tribunal, a petición del Ministerio público, podrá autorizar la interceptación o grabación de las telecomunicaciones de esa persona o de quienes integraren dicha organización, la fotografía, filmación u otros medios de reproducción de imágenes conducentes al esclarecimiento de los hechos y la grabación de comunicaciones. En lo demás, se estará íntegramente a lo dispuesto en los artículos 222 a 225 del Código Procesal Penal.


Estas técnicas podrán ser utilizadas por el fiscal sea que se trate de una persona, un grupo de personas o una organización delictiva que hubiere cometido o preparado la comisión de los delitos señalados en este artículo.


En todo aquello no regulado por este artículo, los agentes encubiertos, agentes reveladores e informantes se regirán por las disposiciones respectivas de la ley Nº 20.000.”.


La señora Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia señaló que su repartición tiene dos reparos con la proposición. 


En primer lugar, considera que debería requerirse una autorización judicial previa para poder ocupar la técnica de agentes encubiertos y no, como sugiere la proposición, que ella proceda a solo requerimiento del fiscal. Indicó que la normativa actual permite que estas autorizaciones judiciales incluso puedan ser dadas por teléfono, y que su requerimiento por medio del juez de garantía redunda en mayor control de la actividad investigativa cuando ella pueda infringir garantías constitucionales de los imputados
.


En segundo lugar, la cartera de Justicia objeta que en los procesos sobre trata de personas pueda ocuparse la técnica especial de investigación consistente en el agente revelador. La funcionaria explicó que esta técnica fue creada en la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes, y consiste en el empleo de un funcionario judicial que actúa como agente encubierto simulando “…ser comprador o adquirente, para sí o terceros, de sustancias estupefacientes o psicotrópicas, con el propósito de lograr la manifestación o incautación de la droga.” (inciso cuarto, artículo 25, ley Nº 20.000).


Señaló que en el caso de la ley de drogas esta técnica está justificada, porque por medio de ella se logra que un tercero efectúe una conducta propia y externa, como es la venta o manifestación de la existencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, pero en el caso de la trata de personas lo que en la práctica ocurrirá es que este tercero será inducido, en los términos que señala el numeral 2) del artículo 15 del Código Penal
, por el agente encubierto a cometer o intentar cometer un delito contra una víctima inocente, lo que presenta problemas éticos evidentes no comparables con el narcotraficante que es inducido, según la norma de la ley de drogas, a vender o exhibir la droga ilícita que trafica.


La Jefa del Departamento de Asesoría y Estudios del Ministerio de Justicia, señora María Ester Torres, explicó que el artículo 369 ter del Código Penal permite la intervención de agentes encubiertos para investigar los atentados sexuales contra menores, pero siempre que medie una autorización previa del juez de garantía. Puntualizó que la regla de la ley de drogas, que no requiere la participación del juez de garantía para estos efectos es una excepción calificada que no es aplicable a los nuevos tipos penales que establece el proyecto de ley en discusión.


El Director de la Unidad Especializada en Cooperación Internacional y Extradiciones del Ministerio, señor Jorge Chocair, indicó que la inclusión de ambas técnicas de investigación en la ley Nº 20.000 fue un verdadero éxito para la persecución criminal, porque permitió aumentar las condenas en un 59%, con cantidades marginales de declaraciones de detención ilegal y de sentencias absolutorias.


Indicó que la técnica del agente encubierto permite infiltrar los niveles altos en las organizaciones dedicadas al narcotráfico, que presentan un nivel de complejidad y diferenciación interna importante, similar al que se observa en las redes internacionales de trata de personas.


Expresó que discrepa de la opinión del Ministerio de Justicia, porque el agente revelador no es un inductor, porque no crea en el otro la voluntad delictiva sino que sólo facilita que esa voluntad preexistente se materialice.


Notó que esta discusión ya se zanjó durante la tramitación parlamentaria de la ley Nº 20.000, y desde su entrada en vigencia no se han presentado problemas jurisprudenciales con esta figura. Sostuvo que en la ley Nº 20.000 están en juego bienes jurídicos de similar importancia a los que acá se intentan proteger con los nuevos tipos que introduce este proyecto.


La Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señora Paulina González, indicó que el Derecho Penal chileno no castiga intenciones sino la materialización efectuada a través de actos típicos que están descritos y castigados en la ley con anterioridad a su comisión.


Señaló que teniendo presente lo anterior, la voluntad delictiva del tratante de personas cuando todavía no se ha materializado en actos concretos no es sancionable, y la participación del agente encubierto, al inducir a una materialización de la voluntad del imputado en un hecho externo ilícito, lo que en la práctica hace es inducir la comisión de esa conducta punible, con el agravante que se trata de un agente del Estado, lo que afecta el principio del debido proceso, el derecho a guardar silencio y la presunción de inocencia.


Añadió que la figura planteada también tiene el problema de que parte de la base que la operación del agente policial que actúa como agente revelador será exitosa, o sea, que la operación de trata podrá ser interrumpida antes de que se ejecute; pero también hay que considerar la posibilidad que dicha operación policial no sea tan exitosa como lo que se había planeado, y en la práctica una persona inocente alcance a ser captada, trasladada, acogida o recibida para ser objeto de alguna forma de explotación sexual, trabajos o servicios forzados, servidumbre, esclavitud o extracción de órganos.


El Honorable Senador señor Espina señaló que al menos debería establecerse que el agente revelador sólo podrá actuar si existe una autorización previa del juez de garantía, que en este caso actúa como un ente ajeno a la investigación, lo que le permite aquilatar el riesgo involucrado en la operación y, en consecuencia, autorizar o denegar la solicitud. 


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que el agente revelador está definido en la ley de drogas específicamente para investigaciones relativas a tráfico y narcóticos, por lo que si se trae esa figura a la nueva penalización de trata de personas será necesario establecer una definición específica para este caso.


En segundo lugar, precisó que estaría de acuerdo con la incorporación del agente encubierto a estas investigaciones, siempre y cuando exista una autorización previa concedida por un juez de garantía.


Por último, Su Señoría consultó cuál es la diferencia precisa entre el agente encubierto y el agente revelador, y como operaría en la práctica esa última figura si es aprobada por el Parlamento.


El Director de la Unidad Especializada en delitos sexuales y violentos del Ministerio Público, señor Félix Inostroza, explicó que el agente encubierto permanece por largo tiempo dentro de una organización criminal, haciéndose pasar por un delincuente. Para ello obtiene de un División especializada de la Dirección Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación una identidad e historial falso, y recopila antecedentes probatorios para la indagación criminal que busca desarticular la operación. El agente revelador, en cambio, tiene una participación puntual, que el caso de la ley de drogas supone aparecer como comprador de la misma para lograr que el investigado exhiba y/o comercialice los estupefacientes ilegales que tiene en su poder.


Indicó que en el caso de aprobarse la figura del agente revelador para los delitos de trata de personas, una vez que hayan datos o indicaciones que en un lugar determinado hay personas recluidas para ser objeto de alguno de los abusos que sancionan los tipos antes indicados, el funcionario policial encargado para ese efecto se hará pasar por cliente y solicitará al imputado investigado una prestación sexual, la extracción de un órgano o la producción de material pornográfico con alguna de las cautivas, lo que permitirá desbaratar la operación.


La Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señora Paulina González, indicó que el estándar de sospechas o datos de que una persona, presumiblemente, podría estar por cometer un delito de trata, es un requisito demasiado feble para asegurar a todo evento que no se pasarán a llevar las garantías procesales penales.


Agregó que el caso de la ley de drogas es distinto, porque ahí lo que el imputado investigado manifiesta, exhibe o vende es una cosa: la droga que porta; en cambio acá la conducta a la que es incitado por el agente policial es en contra una persona inocente. Explicó que aunque el funcionario policial involucrado en este caso queda exento de responsabilidad penal, la víctima, o sus familiares, de un operativo policial mal realizado, por ejemplo,  tendrá siempre el derecho de recurrir contra el Estado chileno por los daños y perjuicios que le generó el hecho de verse involucrada como sujeto pasivo de este ilícito.


El abogado de la Unidad Especial de Cooperación Internacional y Extradiciones del Ministerio Público, señor Eduardo Bolados, expresó que en los casos de trata de personas la víctima ya existe aún antes de que entre en escena el agente revelador. Indicó que las investigaciones que se dedican a esta operación ilícita son detectadas cuando ya han iniciado sus operaciones, o sea, cuando ya tiene en su poder personas coartadas de libertad o que se les ha arrebatado el dominio de su libertad sexual. Agregó que el propio Protocolo de Palermo previene la existencia de estas técnicas especiales de investigación.


El Director de la Unidad Especializada en delitos sexuales y violentos del Ministerio Público, señor Félix Inostroza, explicó que el agente policial que actúa como agente revelador no está autorizado para cometer ningún delito contra terceros inocentes. Expresó que la labor del agente revelador es que el imputado investigado externalice su voluntad de suministrar a una víctima que ya tiene en su poder para la realización de un acto vejatorio contra ella.


El funcionario puntualizó que, en todo caso, siempre es mejor que una figura como esta sea autorizada por un juez de garantía y que actúe bajo el control directo y responsabilidad del fiscal a cargo de la investigación, evitando prácticas policiales no reguladas en las que funcionarios bien intencionados, pero sin control alguno, falseen su identidad y se hagan pasar por clientes de tratantes, realizando por si mismos la diligencia para allegar más datos a una investigación general que se les ha encargado.


La Honorable Senadora señora Alvear expresó que ya están expuestas todas las posiciones posibles en este tema, y lo que procede es votar la proposición. Señaló que los miembros de la Comisión han mostrado su acuerdo en que estas técnicas especiales de investigación requieran siempre la autorización previa del juez de garantía. Además, somete a votación la posibilidad de mantener el agente revelador.


- En virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado sometió a votación la primera proposición, en cuanto a exigir la autorización previa del juez de garantía, siendo aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio.


- Puesta en votación la incorporación del agente revelador, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker, don Patricio.


Como consecuencia de los acuerdos expresados precedentemente, el texto del artículo queda como sigue:


“Artículo 411 octies.- Previa autorización del juez de garantía competente, el fiscal podrá autorizar, en las investigaciones previstas en el presente párrafo, que funcionarios policiales se desempeñen como agentes encubiertos y, a propuesta de dichos funcionarios, que determinados informantes de esos servicios actúen en alguna de las dos calidades anteriores.


Cuando existieren sospechas fundadas de que una persona o una organización delictiva hubiere cometido o preparado la comisión de alguno de los delitos indicados en este párrafo, y la investigación lo hiciere imprescindible, el tribunal, a petición del Ministerio público, podrá autorizar la interceptación o grabación de las telecomunicaciones de esa persona o de quienes integraren dicha organización, la fotografía, filmación u otros medios de reproducción de imágenes conducentes al esclarecimiento de los hechos y la grabación de comunicaciones. En lo demás, se estará íntegramente a lo dispuesto en los artículos 222 a 225 del Código Procesal Penal.


Estas técnicas podrán ser utilizadas por el fiscal sea que se trate de una persona, un grupo de personas o una organización delictiva que hubiere cometido o preparado la comisión de los delitos señalados en este artículo.


En todo aquello no regulado por este artículo, los agentes encubiertos, agentes reveladores e informantes se regirán por las disposiciones respectivas de la ley Nº 20.000.”.


Sin perjuicio de lo previamente acordado, Vuestra Comisión solicitó la opinión del profesor señor Juan Domingo Acosta respecto de la norma antes transcrita. En la sesión siguiente, se dio cuenta del informe emitido sobre el particular.


En lo sustancial, señala que la figura del agente revelador está regulada en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, cuyo artículo 25 dispone: 


“Artículo 25.- El Ministerio Público podrá autorizar a funcionarios policiales para que se desempeñen como agentes encubiertos o agentes reveladores y, a propuesta de dichos funcionarios, para que determinados informantes de esos Servicios actúen en alguna de las dos calidades anteriores.


Agente encubierto es el funcionario policial que oculta su identidad oficial y se involucra o introduce en las organizaciones delictuales o en meras asociaciones o agrupaciones con propósitos delictivos, con el objetivo de identificar a los participantes, reunir información y recoger antecedentes necesarios para la investigación.


El agente encubierto podrá tener una historia ficticia. La Dirección Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación deberá otorgar los medios necesarios para la oportuna y debida materialización de ésta.


Agente revelador es el funcionario policial que simula ser comprador o adquirente, para sí o para terceros, de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, con el propósito de lograr la manifestación o incautación de la droga.


Informante es quien suministra antecedentes a los organismos policiales acerca de la preparación o comisión de un delito o de quienes han participado en él, o que, sin tener la intención de cometerlo y con conocimiento de dichos organismos, participa en los términos señalados en alguno de los incisos anteriores.


El agente encubierto, el agente revelador y el informante en sus actuaciones como agente encubierto o agente revelador, estarán exentos de responsabilidad criminal por aquellos delitos en que deban incurrir o que no hayan podido impedir, siempre que sean consecuencia necesaria del desarrollo de la investigación y guarden la debida proporcionalidad con la finalidad de la misma.”.

Indica que el artículo 411 octies no define de manera particular al agente revelador, de tal manera que necesariamente hay que referirse al artículo 25 de la ley N° 20.000, único cuerpo legal que contiene normas específicas sobre esta técnica especial de investigación. Agrega que confirma lo anterior el hecho de que el inciso final del artículo 411 octies hace dicha remisión de modo expreso.


Manifiesta que el primer cuestionamiento dice relación con un problema de técnica legislativa, pues la figura de agente revelador de la ley de drogas es inaprovechable tratándose del delito de trata de personas y tráfico ilegal de migrantes, porque en estos delitos no tiene sentido alguno el emplear a un funcionario policial que “simula ser comprador o adquirente para sí o para terceros, de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, con el propósito de lograr la manifestación o incautación de la droga”.


Expresa que un segundo cuestionamiento, a la introducción del agente revelador, para la investigación de tales delitos, deriva de la clase de funciones que cumpliría en las investigaciones penales, pues, como el concepto de agente revelador de la ley N° 20.000 no es aplicable en términos estrictos a los delitos materia de este informe, nos encontraremos con una técnica de investigación especial cuyos alcances y limitaciones no estarán definidos en la ley. Expresa que ello resulta inconveniente, pues una técnica de investigación especial debe estar claramente delimitada en cuanto a los presupuestos de procedencia y atribuciones concretas por el ordenamiento jurídico. De lo contrario, se abre paso a la arbitrariedad.


Expone que, al no ser aplicable el concepto del inciso cuarto del artículo 25 de la ley N° 20.000, ni estar delimitadas las atribuciones del agente revelador en las normas sobre tráfico ilícito de migrantes y trata de personas, surge un tercer cuestionamiento, cual es el riesgo de que dicho funcionario proceda como agente revelador.  


Hace presente que, citando al profesor Enrique Cury Urzúa, que los agentes reveladores son “individuos que, generalmente, coludidos con la policía -e, incluso, pertenecientes a veces a ella- inducen al delincuente a perpetrar un hecho punible con la finalidad de sorprenderlo in fraganti para posibilitar su persecución penal”.  


Señala que la institución del agente provocador, por una parte, esta sujeta a reproches éticos y, por la otra, ofrece serios problemas para delimitar su falta de punibilidad. Así, se ha sostenido que no tendrían responsabilidad si el sujeto (inducido) ya ha resuelto cometer el delito y, en cambio, si les cabría, si hay inducción propiamente tal (citando a Mario Garrido Montt). Agrega que incluso se afirma que el agente provocador sólo actúa atípicamente si manifiesta una clara voluntad de evitación y, en caso contrario, tendría responsabilidad.  


Indica que la justificación del agente revelador en el caso de la ley N° 20.000 radica en el hecho que la mera posesión, guarda y porte de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas, es considerada una forma de tráfico constitutivo de delito en grado de consumado, al igual que la posesión, transporte, guarda o porte de pequeñas cantidades de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas, es constitutiva de delito en grado de consumado (salvo que la persona cuente con la competente autorización, en ambos casos, o que estén destinadas a tratamiento médico o uso o consumo personal y exclusivo y próximo en el tiempo (artículo 4°, ley N° 20.000).


Por lo tanto, señala, en la ley N° 20.000 el agente revelador interviene cuando ya se ha consumado el delito (por la tenencia de la droga), simulando ser comprador o adquirente “con el propósito de lograr la manifestación o incautación de la droga”, lo cual no da lugar a un delito adicional, pues se trata sólo de un acto de pesquisa ejecutado frente a un delito ya consumado. No hay técnicamente una inducción o provocación para cometerlo.    


Expresa que no ocurre lo mismo en el artículo 411 octies, pues en el tráfico ilícito de migrantes y trata de personas la intervención del agente revelador lo sería siempre en el caso de un delito ya consumado; ni siquiera estaría en grado de tentativa, pues el inciso tercero de a norma propuesta señala que la intervención del agente provocador se utilizará incluso cuando “se trate de una persona, un grupo de personas o una organización delictiva que hubiere cometido o preparado la comisión de los delitos señalados en este artículo”.


Finalmente manifiesta que la posibilidad de que el agente revelador intervenga frente a actos meramente preparatorios (no punibles por regla general), lo transforma en un agente provocador e inductor de un delito, lo que no nos parece éticamente aceptable al tiempo que no explica la razón de por qué no se le ha de castigar como inductor.  


En sus conclusiones, señala el profesor señor Acosta que i) El concepto de agente revelador del artículo 25 de la ley N° 20.000 no es aplicable; ii) No hay en el proyecto de ley una definición particular del agente revelador, de tal manera que sus atribuciones y funciones no tienen limitaciones; e iii) A diferencia del artículo 25 de la ley N° 20.000, en el caso del tráfico ilícito de migrantes y de trata de personas, el agente revelador intervendría incluso cuando sólo hay actos preparatorios, lo que lo transforma en un agente provocador e inductor, lo cual es censurable éticamente.


En vuestra Comisión se concordó en las razones expuestas, que resultan además coincidentes con la eliminación previa del agente revelador ya aprobada. Sin perjuicio de ello, se acordó redactar el encabezado del inciso primero, del siguiente modo: “El fiscal, en las investigaciones por los delitos previstos en el presente párrafo, podrá disponer, previa autorización del juez de garantía competente, que funcionarios”.  Asimismo, se acordó reemplazar la referencia a “el tribunal” de su inciso segundo, por otra “al juez de garantía”, a fin de unificar el lenguaje.


El representante del Ministerio Público señaló su opinión en el sentido que, sin cambiar el sentido de la norma, estimaba conveniente la supresión de la expresión competente que sigue a juez de garantía, haciendo presente que eventualmente ello podría entrabar el otorgamiento de la autorización, particularmente cuando se trate de investigar delitos de carácter transnacional o que se estén cometiendo en diversas Regiones del país, en que se podría cuestionar cuál es el juez de garantía competente.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Espina solicitó dejar constancia de su opinión en el sentido que la autorización para interceptar y grabar las comunicaciones la estableció el legislador en forma muy restringida, y que lamentablemente se ha transformado en una práctica generalizada que excede el propósito y el espíritu del legislador, que era autorizar una medida intrusiva de carácter excepcional respecto de ciertos delitos muy graves y acotados, y que incluso en ciertos juicios orales se han dado a conocer grabaciones de conversaciones que no dicen relación con el proceso y que afectan a terceras personas, lo que puede transformar una herramienta destinada a esclarecer la existencia de un delito y la participación que en él corresponde a los responsables del mismo, en un abuso contra los particulares.


Esta situación, agregó, le ha formado la convicción en cuanto a la necesidad de ser muy restrictivo respecto de este instrumento, pues incluso en algunos casos existen grabaciones de conversaciones entre el abogado y sus clientes, que reflejan toda su estrategia de defensa, de las cuales se deja constancia en los respectivos antecedentes de la investigación.


En cuanto a que se exige que la autorización la conceda el juez de garantía competente, expresó que en su opinión no es posible que un juez de garantía de otro lugar la otorgue, pues carece del conocimiento del contexto del proceso. Finalmente, señaló que el artículo 70 del Código de Procesal Penal soluciona el problema planteado por el Ministerio Público.


Enseguida, el Honorable Senador señor Patricio Walker consultó respecto del informante a que se refiere el inciso final del texto del artículo 411 octies.


Sobre el punto, el Honorable Senador señor Espina manifestó sus reparos a la parte final del inciso primero, en cuanto permite que determinados informantes puedan transformarse en agente encubierto a propuesta del funcionario policial que actúa como agente encubierto. En tal sentido, indicó, el agente encubierto, precisamente por ser funcionario policial, se encuentra sujeto a control, lo que no ocurre con el mero informante.


El Honorable Senador señor Larraín señaló que ser agente importa estar revestido de una cierta autoridad y calidad, lo que no corresponde a la persona del informante, a quien no es posible extender tales condiciones. En consecuencia, propuso eliminar las expresiones finales del inciso primero  “y, a propuesta de dichos funcionarios, que determinados informantes de esos servicios actúen en alguna de las dos calidades anteriores”, y “e informante”, del inciso final.


Sometido a votación el artículo 411 octies, modificado en la forma antes descrita, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio.

- - -

ARTÍCULO 2º


Modifica, en tres numerales, el Código Procesal Penal.

Nº 1)


Agrega, a continuación del artículo 78 del Código Procesal Penal, dos artículos nuevos; el 78 bis y el 78 ter.

Artículo 78 bis


Establece la obligación del Ministerio Público de proteger la integridad física y psicológica de las personas víctimas de los delitos señalados en los artículos 411 a 411 sexies que este proyecto propone agregar al Código Penal, en especial cuando las víctimas sean menores de edad, caso en que la fiscalía deberá cerciorarse de que reciban un  trato acorde a su condición de víctimas de los servicios públicos a cargo de la infancia y la adolescencia, y adoptará las medidas necesarias para la revinculación familiar cuando sea aconsejable, teniendo en cuenta el interés superior del menor.


Agrega que en los casos indicados en los artículos 411 bis y 411 quáter, si la víctima es menor de edad y carezcan de apoderado, el juez designará un curador ad litem si considera que quién está llamado por ley a representar al menor tiene intereses disímiles con él.


Este artículo no fue objeto de indicaciones.


Sin embargo, los miembros de la Comisión consideraron que aunque es necesario establecer de forma clara que, cumpliendo su función constitucional, el Ministerio Público debería dar especial protección a las víctimas de los delitos que combate este proyecto, la disposición aprobada en general, tal como está redactada, presenta problemas de técnica legislativa.


Para así estimarlo, se tuvo en consideración que su redacción da pie a interpretar que el Ministerio Público adquiría por esta vía atribuciones de protección a los menores vulnerados en sus derechos, que son propias de la justicia de familia y del Servicio Nacional de Menores y, en consecuencia, tendría facultades para supervigilar a aquellos órganos, lo que queda fuera de su ámbito natural de competencia y pugna con normas legales y constitucionales. En razón de lo anterior, se solicitó que los personeros de la Fiscalía Nacional y del Ministerio de Justicia elaboraran una propuesta alternativa para salvar el problema detectado.


La propuesta sustitutiva sometida a consideración de la Comisión fue la siguiente:


“Artículo 78 bis.- Protección de la integridad física y psicológica de las personas objeto del tráfico ilícito de migrantes y víctimas de trata de personas. El Ministerio Público adoptará las medidas necesarias, o las solicitará, en su caso, tendientes a asegurar la protección de las víctimas de estos delitos durante el proceso penal, teniendo presente la especial condición de vulnerabilidad que las afecta.


Cuando se trate de niños, niñas y/o adolescentes, los servicios públicos a cargo de la protección de la infancia y la adolescencia deberán facilitar su acceso a las prestaciones especializadas que requieran, especialmente, aquellas tendientes a su recuperación integral y a la revinculación familiar, si fuere procedente de acuerdo al interés superior del niño, niña o adolescente. 


En los casos en que las víctimas de los delitos establecidos en los artículos 411 bis y 411 quáter del Código Penal, carezcan de representante legal o cuando, por motivos fundados, el juez estime que los intereses de las personas menores de edad son independientes o contradictorios  con los de aquel a quien corresponda representarlo, el juez le designará un curador ad lítem de cualquier institución que se dedique a la defensa, promoción o protección de los derechos de la infancia.”.


La abogada de la División de Atención a Víctimas y Testigos del Ministerio Público, señora Ángela Chávez, manifestó que su repartición tenía una propuesta inicial más completa, pero que a la luz del análisis hecho por la Comisión mostraba cierto exceso respecto a las competencias específicas de los fiscales en lo tocante a la protección a las víctimas.


Indicó que aunque hay planes y programas de prestaciones inmediatas de protección directa a las víctimas, las actuaciones posteriores que importaban acciones de reparación deben quedar en manos de la oferta especializada que provee el Servicio Nacional de Menores y la Justicia de Familia.


La Honorable Senadora señora Alvear recordó que en este tipo de ilícitos importa, sobre todo, la protección a los niños, niñas y adolescentes. Su Señoría indicó que la Unidad de Atención a Víctimas y Testigos del Ministerio Público presupuestariamente está poco dotada, y que aunque las prestaciones de rehabilitación exceden su competencia, si debería asegurarse, a todo evento, que estén disponibles las acciones de protección inmediata a las víctimas y los canales de comunicación con las instituciones que pueden dar ayuda a más largo plazo, como el Servicio Nacional de Menores.


La abogada de la División de Atención a Víctimas y Testigos del Ministerio Público, señora Ángela Chávez, relató que su división tiene proyectos en desarrollo a distintos niveles según el tipo de víctimas, que van desde prestaciones generales de información y orientación, a líneas especializadas  en menores y en víctimas y testigos que requieren medidas de mayor complejidad, que pasan incluso por la relocalización de personas. 


Indicó que en materia de trata de personas la repartición ha trabajado con la Organización Internacional de las Migraciones y ha establecido una red de convenios con el Servicio Nacional de Menores y el Servicio Nacional de la Mujer. Señaló que su repartición no tiene facultades para supervigilar lo que hacen esos organismos, pero si puede coordinarse con ellos.


Los Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín y Walker, don Patricio, acogieron la propuesta, pero observaron que ella utiliza la expresión niño, niña o adolescente, que en la legislación chilena sólo está definida para efectos de la ley de familia
 y no de las legislaciones penales. Para evitar problemas de interpretación y hacer que la legislación chilena en este aspecto guarde concordancia con los instrumentos internacionales, sus Señorías propusieron utilizar la nomenclatura de la Convención de los Derechos del Niño
, cuyo artículo primero señala que “para los efectos de la presente Convención, se entiende por niño todo ser humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad.”.


- Sometida a votación la proposición sustitutiva, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, fue aprobada, con la modificación antes señalada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker, don Patricio.

- - -

Artículo 78 ter


Establece que las audiencias en las que se desarrolle el procedimiento por los delitos señalados en los artículo 411 bis y 411 quáter del Código Penal serán privadas si es que la víctima es menor de edad y que, en todo caso, la identidad de las víctimas deberá permanecer en reserva. Este artículo fue objeto de tres indicaciones.


La indicación Nº 12, de la señora ex Presidente de la República, reemplazar la oración “la identidad de las víctimas deberá” por “la identidad de las víctimas o los antecedentes que condujeren a ella deberán”.


La indicación Nº 13, del ex Senador señor Naranjo, intercala en el artículo propuesto un inciso segundo que establece la pena de presidio menor en su grado mínimo y suspensión del cargo u oficio público durante la condena al que infrinja la obligación de mantener la reserva de la víctima.


La indicación Nº 14, del Honorable Senador señor Horvath, agrega un inciso final, nuevo, que establece la pena de presidio menor en su grado mínimo y suspensión del cargo u oficio público en su grado mínimo al que infrinja la obligación de mantener la reserva de la víctima.


El Oficio UCIEX Nº 539/2009, remitido a la Comisión el 31 de agosto de 2009 por el Ministerio Público, propuso reemplazar la disposición aprobada en general por la siguiente:


“Artículo 78 ter.- En los procesos a que de lugar la comisión de los delitos previstos en los artículos previstos en el párrafo 6º del Título VIII del Libro Segundo del Código Penal, las víctimas podrán solicitar al Ministerio Público o al Tribunal respectivo, según corresponda, que se disponga u ordene mantener en reserva su identidad, así como los antecedentes que condujeren a su identificación, pudiendo sólo ser conocida por los intervinientes. Si se trata de víctimas menores de edad, el Ministerio Público y el Tribunal respectivo, según corresponda, deberán ordenar de oficio la reserva antes indicada.


En las audiencias a que den lugar los procesos originados por los delitos del párrafo indicado en el inciso anterior, cometidos contra menores de edad en que se hubiere dispuesto o decretado la reserva de su identidad, el tribunal deberá adoptar las medidas procesales necesarias para la debida reserva, según lo prescrito en el artículo 289 de este Código.


Dispuesta que sea la medida de reserva de identidad, el tribunal, sin audiencia de los intervinientes, deberá decretar la prohibición de revelar, en cualquier forma, la identidad de las víctimas y/o testigos cuya identidad se mantiene reservada, o de los antecedentes que conduzcan a su identificación. La infracción de esta prohibición será sancionada con la pena de reclusión menor en su grado mínimo, salvo que la conducta sea constitutiva del delito establecido en el inciso segundo del artículo 240 del CPC, caso en el cual se aplicará éste.


La misma infracción cometida por un funcionario público se sancionará de acuerdo a lo previsto en los artículo 246 y siguientes del Código Penal.”.


La Comisión decidió estudiar conjuntamente las indicaciones y la proposición sustitutiva del Ministerio Público.


El Honorable Senador señor Espina recordó que hay normas generales sobre este punto, establecidas en el artículo 289 del Código Procesal Penal
, otorgan facultades al tribunal oral en lo penal para proteger a las víctimas y a los testigos que no irrogan perjuicios a los principios del debido proceso, como si lo podría hacer la proposición del Ministerio Público.


El Director de la Unidad Especializada en delitos Sexuales y Violentos del Ministerio Público, indicó que en estos casos hay organizaciones criminales decididas a cumplir sus propósitos, por lo que el nivel de intimidación a los posibles testigos puede ser muy importante, razón por la cual es necesario medidas especiales de protección durante y después del juicio.


El abogado asesor de la Unidad de Cooperación Internacional y Extradiciones del Ministerio Público, señor Eduardo Bolados, señaló que la proposición no limita el acceso a los testigos por parte de la víctima y de los imputados, quienes en todo caso pueden conocer sus declaraciones en juicio y contrainterrogarlos.  Explicó que la limitación que se plantea tiene por única finalidad impedir que terceros ajenos al proceso, como la prensa, conozcan la identidad y declaraciones de los testigos o víctimas.


La Honorable Senadora señora Alvear consultó cuál es el sentido de la frase inicial del inciso tercero de la proposición, que prescribe que las medidas de protecciones se determinarán sin audiencia a los intervinientes.


El señor Ministro de Justicia indicó que el Gobierno comparte la idea contenida en la proposición porque la norma permite dar la protección necesaria a las víctimas y testigos de estos delitos, pero sin pasar a llevar los principios del debido proceso, al quedar a salvo la posibilidad de la defensa del imputado de conocer directamente las declaraciones de las personas protegidas y poder contrainterrogarlas en las audiencias respectivas. En respuesta a lo consultado por la Honorable Senadora señora Alvear, explicó que la idea es que en una audiencia con todas las partes del juicio se determine que tal o cual interviniente requiere medidas especiales de protección, y en un acto posterior se especifique, mediante una resolución de tramitación sin audiencia, cuales serán las medidas concretas que se adopten.


El Honorable Senador señor Espina señaló que ha sido muy discutida la inclusión de la modalidad de testigos protegidos como regla para la prestar declaraciones en los juicios criminales, advirtiendo que esa figura sólo puede tener justificación en casos extremos, como la ley que penaliza las conductas terroristas o la que sanciona el tráfico ilícito de drogas, pero que en los demás es inconducente y puede afectar, de manera importante, el derecho constitucional al debido proceso de la defensa, manifestando su desacuerdo con la proposición y con el artículo 78 ter aprobado en general,  al respecto.


- Sometida a votación la norma propuesta por el Ministerio Público, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Walker, don Patricio. 


- Sometidas a votación las indicaciones Nos 12, 13 y 14, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Walker, don Patricio.


- Sometido a votación el artículo 78 ter incorporado por el numeral 1) del artículo 2º del texto aprobado en general, fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Walker, don Patricio.

- - -

Nº 2)


Agrega un artículo 157 bis, nuevo, al Código Procesal Penal. Esta disposición faculta al Ministerio Público para solicitar que el juez de garantía imponga las medidas cautelares reales contra el imputado que fueren necesarias para evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino de los bienes, valores o dineros provenientes de la perpetración de los tipos penales contenidos en los artículo 411 bis y 411 quáter del Código Penal, sin comunicación previa al afectado y aunque no haya procedido, previamente, la formalización de la investigación (¿en qué se diferencia del 157? ¿ese es el objeto posible de una medida cautelar o sólo procede para resguardar la responsabilidad civil del imputado?). Este artículo fue objeto de dos indicaciones.


La indicación Nº 15, de la señora ex Presidente de la República, agrega un inciso segundo, nuevo, que establece que el juez de garantía que de lugar a una medida cautelar real deberá ordenar que se notifique al afectado dentro del plazo que fije prudencialmente, el que podrá se ampliado fundadamente de oficio o a petición de parte. (ver el sistema para fijar las notificaciones de las precautorias en el CPC, porque esto limita el derecho de propiedad del imputado).


La indicación Nº 16, del Honorable Senador señor Horvath, agrega un inciso segundo, que establece que el juez de garantía que de lugar a una medida cautelar real deberá ordenar que se notifique al afectado dentro del plazo que fije prudencialmente.


La Comisión decidió estudiar ambas indicaciones de forma conjunta.


El Honorable Senador señor Espina consideró que la disposición mejora las condiciones para el imputado, porque sin atender los intereses generales que justifican las medidas cautelares reales en procesos de este tipo, establece un plazo para que el acusado pueda tomar conocimiento de la medida.


Los Honorables Senadores señores Larraín y Chadwick compartieron la opinión del Honorable Senador señor Espina, pero observaron que no es adecuado que los plazos de notificación sean establecidos por el juez sino que es mejor que ellos estén predefinidos en la ley. Al respecto, recomendaron utilizar la regla general que establece el artículo 302 del Código de Procedimiento Civil
 sobre las medidas precautorias, que previenen que aunque ellas pueden decretarse sin conocimiento de la contraparte, ellas deberán ser notificadas, en todo caso, dentro de los cinco días siguientes a que se decreten, bajo sanción de que queden sin efecto.


Su Señorías además observaron que la disposición aprobada en general hace mención sólo a los delitos que contemplan los nuevos artículo 411 bis y 411 quáter que este proyecto propone, pero además también hay que incluir en esa enumeración a los nuevos tipos penales aprobados como 441 ter y 411 quinquies, referidos a la trata de blancas y a la asociación ilícita.


- Sometidas a votación las indicaciones Nos 15 y 16, fueron aprobadas conjuntamente con las modificaciones antes señaladas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker, don Patricio.

Posteriormente, el Honorable Senador señor Espina manifestó que no es conveniente que las normas generales del Código Procesal Penal sean alteradas para cada tipo de delitos, y consultó sobre la necesidad de hacer esta modificación. Señaló que el artículo 157 de tal cuerpo legal ya regula la materia, remitiéndose al Título IV del Código de Procedimiento Civil.


El Honorable Senador señor Larraín expresó que este artículo autoriza que el Ministerio Público pueda incautar bienes, y que las dudas han surgido respecto de el momento en que tales medidas cautelares especiales deban ser notificados al afectado.


 Sobre la materia, la Honorable Senadora señora Alvear manifestó que coincide en la necesidad de establecer medidas extraordinarias ajenas a las propias del Código Procesal Penal sólo en casos extraordinarios. Agregó que incluso el señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema ha hecho presente en la Comisión las dificultades que genera, tanto para los tribunales como para las partes, la profusión de legislaciones especiales, que lleva a dificultar el conocer la legislación vigente para cada caso particular. Agregó que la materia se encuentra regulada en el Código de Procedimiento Civil 


La Abogada Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia señaló que las normas generales del Código de Procedimiento Civil regulan la materia, y que la diferencia radica en que la norma aprobada en general establece una presunción de existencia de razones graves, que son aquellas que permiten establecerlas sin notificación pevia, y que es necesario resolver si se fijará un plazo.


La abogado de del Ministerio Público señora Chavez, señaló que las diferencias de la norma aprobada en el primer informe con las normas generales sobre la materia son, en primer lugar, que no requiere notificación previa, y que sólo las puede solicitar el Ministerio Público y no la víctima, que normalmente lo hará para la eficacia de una posterior demanda civil. Agregó que evitar la notificación previa puede ser necesario para evitar la ocultación o traspaso de bienes por parte de organizaciones criminales, de gran patrimonio y cuantiosos bienes, lo que sin duda sería útil para el Ministerio Público, sin perjuicio que comprende que el otorgarla para este u otros delitos es parte de una decisión de política criminal, pues no es el único delito en que concurren estas circunstancias.


El Honorable Senador señor Larraín manifestó que según los acuerdos previamente adoptados, en el inciso segundo se ha determinado que el juez de garantía deberá disponer su notificación al afectado dentro del plazo de cinco días, plazo que el tribunal podrá ampliar por motivos fundados, lo que parece una solución adecuada al problema.


El Honorable Senador señor Espina indicó que la interpretación que justificaría esta norma consiste en que antes de la formalización tales medidas cautelares no podrían adoptarse. Sin embargo, señaló, la regla general es que durante la investigación pueden establecerse, y que la discusión, en este caso, es si resulta necesario indicar expresamente que para este tipo de delitos pueden concederse medidas cautelares reales antes de la formalización.  Agregó que no estima necesaria la norma, en atención a que el Código Procesal Penal contiene tal posibilidad, con independencia de cómo la estén interpretando los tribunales, y que la materia fue muy debatida al momento del establecimiento de las actuales normas, pues estima necesario mantener las normas de protección de los derechos de los particulares, como un criterio general. 


El Honorable Senador señor Patricio Walker expresó que la materia se encuentra claramente regulada en nuestro ordenamiento, y que coincide, además, en lo perjudicial que resulta el establecer normas especiales para cada delito en particular.


Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Alvear manifestó su opinión contraria a la reiteración de normas del Código de Procedimiento Civil en el Código Procesal Penal, y al establecimiento de procedimientos especiales respecto de los más diversos delitos, fenómeno que ha sido observado incluso por el señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema. 


Finalmente, la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión acordó dejar constancia, para la historia fidedigna del establecimiento de la ley, que la supresión del artículo 157 bis aprobado en general en nada altera las disposiciones vigentes, que permiten, en casos excepcionales, decretar medidas cautelares reales antes de la formalización y sin comunicación previa al afectado. 


- Reabierto el debate fueron sometidas nuevamente a votación las indicaciones Nos 15 y 16, siendo rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio.


- Sometida a votación la supresión del artículo 157 bis, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio.

- - -


La indicación Nº 17, de la señora ex Presidente de la República, agregar un Nº 3), nuevo, que modifica el artículo 198 del Código Procesal Penal. Este artículo establece que para los delitos que indica los hospitales, clínicas y similares, públicos o privados, deberán practicar los reconocimientos, exámenes médicos y pruebas biológicas necesarias para acreditar la comisión del hecho punible y la identidad de los participantes, debiendo guardar los antecedentes y muestras correspondientes.


La indicación reemplaza en esta obligación la referencia a los artículos 361 a 367 bis por otra los artículo 361 a 367, todos  del Código Penal
.


Los miembros de la Comisión consideraron que esta modificación es concordante con la derogación hecha en el Nº 2) del artículo 1º del proyecto.


- Sometida a votación la indicación Nº 17, fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker, don Patricio.

- - -

Nº 3


Agrega un artículo 226 bis, nuevo, al Código Procesal Penal. Esta disposición agrega, como medio especial de investigación, los agentes encubiertos. Esta técnica investigativa consiste en la introducción de funcionarios policiales con identidad oculta en organizaciones o asociaciones destinadas a cometer los delitos que señalan los artículo 411 bis y 411 quáter del Código Penal, que procede a requerimiento del fiscal y con autorización judicial previa. El inciso cuarto de la disposición propuesta sanciona con presidio menor en su grado medio a máximo y suspensión en el cargo, oficio público o profesión titular, en los mismos grados, al funcionario o profesional que revela la identidad del agente encubierto. Esta artículo fue objeto de dos indicaciones.


La indicación Nº 18, de la señora ex Presidente de la República, agrega, entre los tipos penales respecto a los cuales procede la técnica investigativa del agente encubierto, el establecido en el artículo 411 quinquies
.


La indicación Nº 19, del Honorable Senador señor Horvath, reemplaza la frase “El fiscal que dirija la investigación podrá solicitar al juez de garantía autorización” por “el Ministerio Público podrá autorizar”.


La indicación Nº 20, del Honorable Senador señor Horvath, reemplaza, en el inciso cuarto, la expresión “o el profesional” por “, el interviniente  quien haya asumido su representación,”.


Los miembros de la Comisión decidieron estudiar conjuntamente las indicaciones Nos 18, 19 y 20.


Sus Señoría tuvieron en consideración que durante la discusión del artículo 1º del proyecto se incorporó al Código Penal un artículo 411 octies que establece, en el Código punitivo, la técnica especial de investigación consistente en la participación de un agente encubierto, con la regulación que ahí se indica.


Al respecto, se prefirió establecer en el mismo Código criminal las disposiciones procesales especiales para los nuevos delitos relativos a la trata de personas, de la misma forma como se hizo en la ley Nº 19.617, que incorporó un párrafo 7º al Título VII del Libro segundo, que señala en el propio Código Penal las normas procesales especiales para la investigación de ciertos delitos sexuales.


En razón de lo anterior y de que el artículo 411 octies, nuevo, que se incorporó al Código Penal fue fruto de una larga discusión, Sus Señoría fueron de la opinión de rechazar las indicaciones Nos 18, 19 y 20, y eliminar el Nº 3) del artículo 2º aprobado en general.


- Sometidas a votación las indicaciones Nos 18, 19 y 20 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker, don Patricio.


- Sometido a votación el número 3. del artículo segundo aprobado en general, fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker, don Patricio.

- - -


La indicación Nº 21, de la señora ex Presidente de la República, modifica el artículo 237 del Código Procesal Penal. Esta disposición faculta al juez de garantía para ordenar la suspensión condicional del procedimiento  cuando así lo solicite el fiscal, con acuerdo del imputado. En caso de tratarse de delitos de homicidio, secuestro, robo con violencia o intimidación en las personas o fuerza en las cosas, sustracción de menores, aborto, los indicados en los artículo 361 bis, 367 y 367 bis del Código Penal, y conducción en estado de ebriedad causando la muerte o lesiones graves gravísimas, el acuerdo del fiscal deberá ser ratificado por el fiscal regional correspondiente.


La indicación suprime, del listado de delitos que requieren la autorización previa del fiscal regional para proceder a la suspensión condicional, el contenido en el artículo 367 bis
.


Los miembros de la Comisión consideraron que esta modificación es concordante con la derogación hecha en el Nº 2) del artículo 1º del proyecto.


- Sometida a votación, la indicación Nº 21 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker, don Patricio.

- - -

ARTÍCULO 3º


Modifica, en dos numerales, el decreto ley Nº 1.094, de 1975, que establece normas para extranjeros en Chile.

Nº 1)


Modifica el Nº 2 del artículo 3º del decreto ley Nº 1.094, de 1975. Este artículo establece qué extranjeros tienen prohibición de ingresar a Chile. El Nº 2 proscribe a los extranjeros que se dediquen al tráfico de armas, drogas, a la trata de blancas y otros actos contrarios a la moral. La modificación consiste en sustituir la expresión “trata de blancas” por “”tráfico ilegal de migrantes y trata de personas”. 


El Nº 1) del artículo 3º del proyecto no fue objeto de indicaciones.

Nº 2)


Agrega, en el decreto ley Nº 1.094, de 1975, un artículo 33 bis, nuevo, que faculta a los extranjeros no residentes en Chile que hayan sido víctimas de los delitos señalados en el artículo 411 quáter del Código Penal, que este proyecto agrega, para solicitar la residencia temporal en Chile con el fin de ejercer las acciones civiles y penales que corresponda y para evitar ser repatriados a sus países de origen cuando se tema por su integridad física o psíquica. 


Este numeral no fue objeto de indicaciones.

Artículo 4º


Modifica el artículo 5º del decreto ley Nº 2.460, de 1979, que establece la ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile. Esta disposición establece, en lo pertinente, que a esa institución le corresponderá controlar el ingreso y la salida de personas del territorio nacional. La modificación consiste agregar, como obligación de la policía, cerciorarse de la correcta identificación de las personas que entren o salgan del territorio nacional, de la autenticidad de sus documentos de viaje y de si su tránsito es voluntario. 


Este artículo no fue objeto de indicaciones.

Artículo 5º


Modifica el inciso tercero del artículo 3º del decreto ley Nº 321, de 1925, que establece la libertad condicional para los penados. Esta disposición permite postular a este beneficio sólo después de haber cumplido dos terceras partes de la pena a los condenados por los delitos de parricidio, homicidio calificado, violación con homicidio, violación de menor de 14 años, infanticidio, elaboración o tráfico de estupefacciones y el contemplado en el Nº 1 del artículo 367 bis del Código Penal
. La modificación consiste en reemplazar la referencia al Nº 1 del artículo 367 bis del Código Penal por el delito contemplado en el artículo 411 quáter del Código Penal, que este proyecto agrega. 


Este artículo no fue objeto de indicaciones.

- - -


La indicación Nº 22, de la señora ex Presidente de la República, introduce un artículo final nuevo, que enmienda el artículo 27 de la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero y modificó disposiciones en materia de lavado y blanqueo de activos. 


Esa disposición pena con presidio mayor en sus grados mínimo a medio y multa de doscientas a mil unidades tributarias mensuales al que oculte o disimule el origen ilícito de determinados bienes a sabiendas de que provienen de alguno de los hechos constitutivos de los delitos que señala. La modificación consiste en eliminar de la lista de delitos el indicado en el artículo 367 bis del Código Penal
, que este proyecto elimina, y agregar los señalados en los artículo 411 bis y 411 quáter, que este proyecto agrega.


Los miembros de la Comisión consideraron que esta modificación es concordante con la derogación hecha en el Nº 2) del artículo 1º del proyecto.


Sus Señorías coincidieron en estimar que es necesario agregar, dentro del listado de los delitos señalados, a los del 411 ter y 411 quinquies, que la Comisión acordó incorporar al Código Penal


- Sometida a votación la indicación Nº 22, fue aprobada, con las modificaciones antes señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Larraín y Walker, don Patricio.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo primero

Nº 1)


- Reemplazar, en el artículo 89 bis que incorpora el numeral, la frase 411 y 411 quáter” por “411 bis, 411 ter, 411 quáter y 411 quinquies” y “corporales” por “privativas de libertad” . (Indicación Nº 1, aprobada con modificaciones, unanimidad 4x0).

Nº 3), nuevo


- Incorporar un numeral 3), nuevo, en el artículo primero, del siguiente tenor:


“3. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 369 ter:


a) Elimínase, en su inciso primero, la expresión “367 bis,”.


b) Reemplázase, en su inciso final, la expresión “ley Nº 19.366” por “ley Nº 20.000”.”. (Indicación Nº 2, aprobada por unanimidad 4x0).
Nº 3), que pasa a ser 4)


- Reemplazar los artículos 411 bis, 411 ter, 411 quáter y 411 quinquies, por los siguientes:
 


“Artículo 411 bis.- Tráfico de migrantes. El que con ánimo de lucro facilite o promueva la entrada ilegal al país de una persona que no sea nacional o residente, será castigado con reclusión menor en su grado medio a máximo y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.


La pena señalada en el inciso anterior se aplicará en su grado máximo si se pusiere en peligro la integridad física o salud del afectado.


Si se pusiere en peligro la vida del afectado o si éste fuere menor de edad, la pena señalada en el inciso anterior se aumentará en un grado.


Las mismas penas de los incisos anteriores, junto con la de inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en su grado máximo, se impondrá si el hecho fuere ejecutado, aun sin ánimo de lucro, por un funcionario público en el desempeño de su cargo o abusando de el. Para estos efectos se estará a lo dispuesto en el artículo 260. (Indicación Nº 4 y artículo 121 Reglamento del Senado, aprobada con modificaciones por unanimidad 4x0). 


Artículo 411 ter.- El que promoviere o facilitare la entrada o salida del país de personas para que ejerzan la prostitución en el territorio nacional o en el extranjero, será castigado con la pena de reclusión menor en su grado máximo y multa de veinte unidades tributarias mensuales. (Indicación Nº 9, aprobada con modificaciones 3x0. Artículo 121 Reglamento del Senado, aprobado 4x0)


Artículo 411 quáter.- El que mediante violencia, intimidación, coacción, engaño, abuso de poder, aprovechamiento de una situación de vulnerabilidad o de dependencia de la víctima, o la concesión o recepción de pagos u otros beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, capte, traslade, acoja o reciba personas para que sean objeto de alguna forma de explotación sexual, incluyendo la pornografía, trabajos o servicios forzados, servidumbre o esclavitud o prácticas análogas a ésta, o extracción de órganos, será castigado con la pena de reclusión mayor en sus grados mínimo a medio y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.


Si la víctima fuere menor de edad, aún cuando no concurriere violencia, intimidación, coacción, engaño, abuso de poder, aprovechamiento de una situación de vulnerabilidad o de dependencia de la víctima, o la concesión o recepción de pagos u otros beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, se impondrán las penas de reclusión mayor en su grado medio y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.


El que promueva, facilite o financie la ejecución de las conductas descritas en este artículo, será sancionado como autor del delito. (Inciso primero de la indicación Nº 5, aprobada con modificaciones 4x0. Incisos segundo y tercero, artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobada 4x0)


Artículo 411 quinquies.- Los que se asociaren u organizaren con el objeto de cometer alguno de los delitos de éste párrafo, serán sancionados, por éste sólo hecho, conforme a lo dispuesto en los artículo 292 y siguientes de este Código.”. (Artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobada 3x0).


- En el artículo 411 quinquies que introduce el literal, que pasa a ser 411 sexies, reemplazar el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 411 sexies.- El tribunal podrá reducir la pena en dos grados al imputado o acusado que prestare cooperación eficaz que conduzca al esclarecimiento de los hechos investigados o permita la identificación de sus responsables, o que sirva para prevenir o impedir la perpetración o consumación de igual o mayor gravedad.”. (Indicación Nº 10, aprobada con modificaciones, unanimidad 4x0).

- Reemplazar el artículo 411 sexies, que pasa a ser 411 septies, por el siguiente:


“Artículo 411 septies.- Para los efectos de determinar la reincidencia del artículo 12, circunstancia 16ª, en los delitos sancionados en este párrafo, se considerarán también las sentencias firmes dictadas en un Estado extranjero, aun cuando la pena impuesta no haya sido cumplida.”. (Indicación Nº 11, aprobada con modificaciones, unanimidad 4x0).

- Agregar como artículo 411 octies, nuevo, el siguiente:


“Artículo 411 octies.- Previa autorización del juez de garantía competente, el fiscal podrá autorizar, en las investigaciones por los delitos previstos en el presente párrafo, que funcionarios policiales se desempeñen como agentes encubiertos y, a propuesta de dichos funcionarios, que determinados informantes de esos servicios actúen en esa calidad.


Cuando existieren sospechas fundadas de que una persona o una organización delictiva hubiere cometido o preparado la comisión de alguno de los delitos indicados en este párrafo, y la investigación lo hiciere imprescindible, el tribunal, a petición del Ministerio Público, podrá autorizar la interceptación o grabación de las telecomunicaciones de esa persona o de quienes integraren dicha organización, la fotografía, filmación u otros medios de reproducción de imágenes conducentes al esclarecimiento de los hechos y la grabación de comunicaciones. En lo demás, se estará íntegramente a lo dispuesto en los artículos 222 a 225 del Código Procesal Penal.


Estas técnicas podrán ser utilizadas por el fiscal sea que se trate de una persona, un grupo de personas o una organización delictiva que hubiere cometido o preparado la comisión de los delitos señalados en este artículo.


En todo aquello no regulado por este artículo, los agentes encubiertos e informantes se regirán por las disposiciones respectivas de la ley Nº 20.000.” (Artículo 121 Reglamento del Senado, unanimidad 4x0).
Artículo segundo

Nº 1)


- Reemplazar, en el encabezado del literal, la expresión “los siguientes artículos, nuevos, del siguiente tenor:”, por “el siguiente artículo, nuevo:”. (Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0).

- Sustituir el artículo 78 bis, que incorpora el literal al Código Procesal Penal, por el siguiente:


“Artículo 78 bis.- Protección de la integridad física y psicológica de las personas objeto del tráfico ilícito de migrantes y víctimas de trata de personas. El Ministerio Público adoptará las medidas necesarias, o las solicitará, en su caso, tendientes a asegurar la protección de las víctimas de estos delitos durante el proceso penal, teniendo presente la especial condición de vulnerabilidad que las afecta.


Cuando se trate de menores de dieciocho años, los servicios públicos a cargo de la protección de la infancia y la adolescencia deberán facilitar su acceso a las prestaciones especializadas que requieran, especialmente, aquellas tendientes a su recuperación integral y a la revinculación familiar, si fuere procedente de acuerdo al interés superior del menor de edad. 


En los casos en que las víctimas de los delitos establecidos en los artículos 411 bis y 411 quáter del Código Penal, carezcan de representante legal o cuando, por motivos fundados, el juez estime que los intereses de las personas menores de edad son independientes o contradictorios  con los de aquel a quien corresponda representarlo, el juez le designará un curador ad lítem de cualquier institución que se dedique a la defensa, promoción o protección de los derechos de la infancia.”. (Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0)

- Eliminar el artículo 78 ter que incorpora el texto aprobado en general. (Artículo 121 del Reglamento del Senado)
Nº 2)


- Suprimirlo. (Artículo 121 Reglamento del Senado, unanimidad 4x0)

Nº 2), nuevo


- Incorporar el siguiente numeral 2), nuevo, al artículo segundo:


“2.- Reemplázase, en el inciso primero del artículo 198, la frase "artículos 361 a 367 bis", las dos veces que aparece, por "artículos 361 a 367".”.(Indicación Nº 17, aprobada por unanimidad 4x0)

N° 3)


- Suprimirlo. (Unanimidad 4x0)
Nº 3), nuevo


- Incorporar como numeral 3), nuevo, el siguiente:


“3.- Sustitúyese, en el inciso sexto del artículo 237, la frase "361 a 366 bis, 367 y 367 bis del Código Penal" por “361 a 366 bis y 367 del Código Penal".”.(Indicación Nº 21, aprobada por unanimidad 4x0)

Artículo séptimo, nuevo


- Incorporar como artículo séptimo, nuevo, el siguiente:


“Artículo séptimo.- Reemplázase, en el inciso primero letra a) del artículo 27 de la ley Nº 19.913, la frase "artículos 141, 142, 366 quáter, 367 y 367 bis del Código Penal" por "artículos 141, 142, 366 quáter, 367, 411 bis, 411 ter, 411 quáter y 411 quinquies del Código Penal.". (Indicación Nº 22, aprobada con modificaciones, unanimidad 4x0).

- - -


De aprobarse las modificaciones propuestas, el proyecto queda como sigue:

“PROYECTO DE LEY


Artículo primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


1. Incorpórase, en el párrafo 5°, del Título III del Libro I, un artículo 89 bis, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 89 bis.- El Ministro de Justicia podrá disponer, de acuerdo con los tratados internacionales vigentes sobre la materia y ratificados por Chile, o sobre la base del principio de reciprocidad, que los extranjeros condenados por alguno de los delitos contemplados en los artículos 411 bis, 411 ter, 411 quáter y 411 quinquies, cumplan en el país de su nacionalidad las penas privativas de libertad que les hubieren sido impuestas.”.


2. Derógase el artículo 367 bis.


3. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 369 ter:


a) Elimínase, en su inciso primero, la expresión “367 bis,”.


b) Reemplázase, en su inciso final, la expresión “ley Nº 19.366” por “ley Nº 20.000”.


4. Intercálase, en el Título VIII del Libro II, el siguiente párrafo, con los artículos que se indican:


“5 bis. De los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas


Artículo 411 bis.- Tráfico de migrantes. El que con ánimo de lucro facilite o promueva la entrada ilegal al país de una persona que no sea nacional o residente, será castigado con reclusión menor en su grado medio a máximo y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.


La pena señalada en el inciso anterior se aplicará en su grado máximo si se pusiere en peligro la integridad física o salud del afectado.


Si se pusiere en peligro la vida del afectado o si éste fuere menor de edad, la pena señalada en el inciso anterior se aumentará en un grado.


Las mismas penas de los incisos anteriores, junto con la de inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en su grado máximo, se impondrá si el hecho fuere ejecutado, aun sin ánimo de lucro, por un funcionario público en el desempeño de su cargo o abusando de el. Para estos efectos se estará a lo dispuesto en el artículo 260.


Artículo 411 ter.- El que promoviere o facilitare la entrada o salida del país de personas para que ejerzan la prostitución en el territorio nacional o en el extranjero, será castigado con la pena de reclusión menor en su grado máximo y multa de veinte unidades tributarias mensuales.


Artículo 411 quáter.- El que mediante violencia, intimidación, coacción, engaño, abuso de poder, aprovechamiento de una situación de vulnerabilidad o de dependencia de la víctima, o la concesión o recepción de pagos u otros beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, capte, traslade, acoja o reciba personas para que sean objeto de alguna forma de explotación sexual, incluyendo la pornografía, trabajos o servicios forzados, servidumbre o esclavitud o prácticas análogas a ésta, o extracción de órganos, será castigado con la pena de reclusión mayor en sus grados mínimo a medio y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.


Si la víctima fuere menor de edad, aún cuando no concurriere violencia, intimidación, coacción, engaño, abuso de poder, aprovechamiento de una situación de vulnerabilidad o de dependencia de la víctima, o la concesión o recepción de pagos u otros beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, se impondrán las penas de reclusión mayor en su grado medio y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.


El que promueva, facilite o financie la ejecución de las conductas descritas en este artículo, será sancionado como autor del delito. 


Artículo 411 quinquies.- Los que se asociaren u organizaren con el objeto de cometer alguno de los delitos de éste párrafo, serán sancionados, por éste sólo hecho, conforme a lo dispuesto en los artículo 292 y siguientes de este Código.


Artículo 411 sexies.- El tribunal podrá reducir la pena en dos grados al imputado o acusado que prestare cooperación eficaz que conduzca al esclarecimiento de los hechos investigados o permita la identificación de sus responsables, o que sirva para prevenir o impedir la perpetración o consumación de igual o mayor gravedad.


Se entiende por cooperación eficaz el suministro de datos o informaciones precisas, verídicas y comprobables, que contribuyan necesariamente a los fines señalados en el inciso primero.


Si con ocasión de la investigación de otro hecho constitutiva de delito, el fiscal correspondiente necesita tomar conocimiento de los antecedentes proporcionados por el cooperador eficaz, deberá solicitarlos fundadamente. El fiscal requirente, para los efectos de efectuar la diligencia, deberá realizarla en presencia del fiscal ante quien se prestó la cooperación, debiendo este último previamente calificar su conveniencia. El superior jerárquico común dirimirá cualquier dificultad que surja con ocasión de dicha petición y de su cumplimiento.


La reducción de pena se determinará con posterioridad a la individualización de la sanción penal según las circunstancias atenuantes o agravantes comunes que concurran, o de su compensación, de acuerdo con las regla generales.


Artículo 411 septies.- Para los efectos de determinar la reincidencia del artículo 12, circunstancia 16ª, en los delitos sancionados en este párrafo, se considerarán también las sentencias firmes dictadas en un Estado extranjero, aun cuando la pena impuesta no haya sido cumplida.


Artículo 411 octies.- Previa autorización del juez de garantía competente, el fiscal podrá autorizar, en las investigaciones por los delitos previstos en el presente párrafo, que funcionarios policiales se desempeñen como agentes encubiertos y, a propuesta de dichos funcionarios, que determinados informantes de esos servicios actúen en esa calidad.


Cuando existieren sospechas fundadas de que una persona o una organización delictiva hubiere cometido o preparado la comisión de alguno de los delitos indicados en este párrafo, y la investigación lo hiciere imprescindible, el tribunal, a petición del Ministerio Público, podrá autorizar la interceptación o grabación de las telecomunicaciones de esa persona o de quienes integraren dicha organización, la fotografía, filmación u otros medios de reproducción de imágenes conducentes al esclarecimiento de los hechos y la grabación de comunicaciones. En lo demás, se estará íntegramente a lo dispuesto en los artículos 222 a 225 del Código Procesal Penal.


Estas técnicas podrán ser utilizadas por el fiscal sea que se trate de una persona, un grupo de personas o una organización delictiva que hubiere cometido o preparado la comisión de los delitos señalados en este artículo.


En todo aquello no regulado por este artículo, los agentes encubiertos e informantes se regirán por las disposiciones respectivas de la ley Nº 20.000.


Artículo segundo.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:


1. Incorpóranse, en el párrafo 2° del Título IV del Libro I, el siguiente artículo, nuevo:


Artículo 78 bis.- Protección de la integridad física y psicológica de las personas objeto del tráfico ilícito de migrantes y víctimas de trata de personas. El Ministerio Público adoptará las medidas necesarias, o las solicitará, en su caso, tendientes a asegurar la protección de las víctimas de estos delitos durante el proceso penal, teniendo presente la especial condición de vulnerabilidad que las afecta.


Cuando se trate de menores de dieciocho años, los servicios públicos a cargo de la protección de la infancia y la adolescencia deberán facilitar su acceso a las prestaciones especializadas que requieran, especialmente, aquellas tendientes a su recuperación integral y a la revinculación familiar, si fuere procedente de acuerdo al interés superior del menor de edad. 


En los casos en que las víctimas de los delitos establecidos en los artículos 411 bis y 411 quáter del Código Penal, carezcan de representante legal o cuando, por motivos fundados, el juez estime que los intereses de las personas menores de edad son independientes o contradictorios  con los de aquel a quien corresponda representarlo, el juez le designará un curador ad lítem de cualquier institución que se dedique a la defensa, promoción o protección de los derechos de la infancia.


2.- Reemplázase, en el inciso primero del artículo 198, la frase "artículos 361 a 367 bis", las dos veces que aparece, por "artículos 361 a 367".


3.- Sustitúyese, en el inciso sexto del artículo 237, la frase "361 a 366 bis, 367 y 367 bis del Código Penal" por “361 a 366 bis y 367 del Código Penal".


Artículo tercero.- Introdúcense, en el decreto ley N° 1.094, de 1975, que establece normas para extranjeros en Chile, las siguientes modificaciones:


1. Sustitúyese en el N° 2 del artículo 15, la expresión “a la trata de blancas” por la siguiente: “el tráfico ilegal de migrantes y trata de personas”.


2. Incorpórase, en el párrafo IV del Título I, en el orden que corresponda, un artículo 33 bis, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 33 bis.- Las víctimas del delito previsto en el artículo 411 quáter del Código Penal, que no sean nacionales o residentes permanentes en el país, tendrán derecho a presentar una solicitud de autorización de una residencia temporal por un período mínimo de seis meses, durante los cuales podrán decidir el ejercicio de acciones penales y civiles en los respectivos procedimientos judiciales o iniciar los trámites para regularizar su situación legal de residencia.


En ningún caso podrá decretarse la repatriación de las víctimas que soliciten autorización de residencia por existir grave peligro para su integridad física y psíquica resultante de las circunstancias en que se ha cometido el delito en sus países de origen.”.


Artículo cuarto.- Intercálase, en el artículo 5° del decreto ley N° 2.460, de 1979,  ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, a continuación de la oración “controlar el ingreso y la salida de personas del territorio nacional;”, el siguiente párrafo: 


“adoptar todas las medidas conducentes para asegurar la correcta identificación de las personas que salen e ingresan al país, la validez y autenticidad de sus documentos de viaje y la libre voluntad de las personas de ingresar o salir de él;”.


Artículo quinto.- Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 3° del decreto ley N° 321, de 1925, que establece la libertad condicional para los penados, los vocablos “número 1 del artículo 367 bis” por  “artículo 411 quáter”.


Artículo sexto.- Sustitúyese, en el artículo 4°, letra e), de la ley N° 18.050, que fija normas generales para conceder indultos particulares, la expresión “número 1 del artículo 367 bis” por “artículo 411 quater”.


Artículo séptimo.- Reemplázase, en el inciso primero letra a) del artículo 27 de la ley Nº 19.913, la frase "artículos 141, 142, 366 quáter, 367 y 367 bis del Código Penal" por "artículos 141, 142, 366 quáter, 367, 411 bis, 411 ter, 411 quáter y 411 quinquies del Código Penal.".".

- - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 17 de junio, 1 y 7 de julio, 1 de diciembre de 2009, y 7, 28, 29 de septiembre y 12 de octubre de 2010, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidente), y señores Alberto Espina Otero (Presidente) (Baldo Prokuriça Prokuriça), Andrés Chadwick Piñera, José Antonio Gómez Urrutia, Hernán Larraín Fernández, Pedro Muñoz Aburto y Patricio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 8 de noviembre de 2010.

(Fdo.): Juan Pablo Durán González,

Secretario
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE TIPIFICA LOS DELITOS DE TRÁFICO ILÍCITO DE MIGRANTES Y TRATA DE PERSONAS Y ESTABLECE NORMAS PARA SU PREVENCIÓN Y MÁS EFECTIVA PERSECUCIÓN CRIMINAL

(3778-18)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de presentaros su segundo informe acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en una Moción de la Honorable Diputada señora María Antonieta Saa, con urgencia calificada de simple.


A la primera sesión en que la Comisión trató el proyecto asistió la Honorable Diputada señora María Antonieta Saa. 


Asimismo, concurrieron, especialmente invitados, por el Ministerio de Justicia, el Ministro don Felipe Bulnes; la Jefa de la División Jurídica, doña Paulina González y el abogado don Rodrigo Moreno. Por el Ministerio del Interior, los asesores señor Juan Francisco Galli y señora Bárbara Sanhueza.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe señalar que los artículos 411octies y 78 bis propuestos en los artículos primero  Nº 4) y segundo Nº 1, respectivamente, requieren, para su aprobación, el quórum de una ley orgánica constitucional, de acuerdo con lo señalado en el artículo 66 inciso segundo de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 84, inciso primero, de la misma.


La Excelentísima Corte Suprema, mediante Oficio N° 182, del 12 de junio de 2007, informó favorablemente el proyecto, y en   lo que atañe a las reglas del proyecto que dicen relación con la esfera del artículo 77 de la Carta Fundamental, específicamente, los nuevos artículos que se introducen en el Código Procesal Penal: 78 bis sobre protección de la integridad física y psicológica de las personas objeto del tráfico ilícito de migrantes y víctimas de trata de personas; 157 bis sobre medidas cautelares reales especiales que se propone suprimir y 226 bis referido a los Agentes encubiertos que, con las enmiendas sugeridas por el Alto Tribunal, ha sido recogido como artículo 411 octies, en el número 4 del artículo primero de la presente iniciativa, como una enmienda al Código Penal.

TRAMITACIÓN DEL PROYECTO


Se dio cuenta del proyecto ante la Sala del Honorable Senado, en sesión de 2 de mayo de 2007, oportunidad en que se dispuso su estudio por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y consulta a la Excma. Corte Suprema.


Posteriormente, en sesión de 31 de junio de 2007, la Sala acordó que el proyecto también fuera informado por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía. Luego, el 12 de septiembre de ese mismo año, a petición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia  y Reglamento, la Sala acuerda que el proyecto se informe sólo por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


De esta forma, la presente iniciativa  fue informada en general por esta Comisión. La Sala del Senado en su sesión de 4 de junio de 2008, aprobó la idea de legislar, abrió plazo para presentar indicaciones y  acordó que la discusión en particular se realizara primero en la Comisión de Constitución, Legislación , Justicia y Reglamento y, luego, en la de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió las 22 indicaciones presentadas dentro de plazo y despachó su segundo informe el 8 de noviembre de 2010, remitiendo los antecedentes a esta Comisión, para que proceda a efectuar su estudio en particular.


Antes de iniciar el estudio en particular del proyecto por esta Comisión, la Corporación acordó un nuevo plazo para presentar indicaciones, lapso en que se formalizó una sola signada con el número 7 bis.


Luego, la Comisión de Derechos Humanos Nacionalidad y Ciudadanía, de conformidad al artículo 41 del Reglamento de la Corporación, se pronunció sobre el texto del proyecto contenido en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, aprobándolo, por unanimidad, con una sola enmienda al artículo tercero, número 2, como se señala en la parte pertinente de este informe. 

- - - 

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía efectuó una enmienda al artículo tercero del texto del proyecto aprobado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento en su segundo informe, en consecuencia, se remite a lo expresado en el cuadro reglamentario contenido en el mencionado segundo informe, con la salvedad de excluir el artículo tercero de aquellos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones por haber sido, precisamente, materia de indicación.

- - - 

DISCUSIÓN PARTICULAR


Al iniciar el estudio en particular, la Comisión invitó al señor Ministro de Justicia don Felipe Bulnes, quien recordó que el proyecto se inició con una Moción de la Honorable Diputada señora Saa, con el objeto de dar cumplimiento a las convenciones internacionales que nuestro país ha suscrito y a la implementación de esos compromisos en la legislación interna. Refirió que la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, Convención de Palermo, cuenta con dos protocolos complementarios: el primero tiene por objetivo prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, y el segundo evitar el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire. 


Resaltó la importancia del proyecto y reconoció que la legislación interna presenta carencias serias en materias reguladas por la Convención. En efecto, dijo, el artículo 367 bis del Código Penal  contiene una figura muy limitada, la trata de personas para fines de prostitución, que no cubre las distintas hipótesis descritas en los protocolos antes mencionados,.  Agregó que la trata de personas en el ámbito sexual puede ser mucho más amplia y que también hay trata de personas y tráfico ilícito para efectos de explotación laboral e incluso de tráfico de órganos. Por lo tanto, claramente hay una legislación incompleta  y surge la necesidad de regular las distintas hipótesis.


Destacó, por otra parte, que la Oficina Internacional de Derechos Humanos sobre Inmigración ya en 2006 hizo un estudio exploratorio de Chile que estableció que nuestro país, por su desarrollo económico, era visto como una plaza atractiva para la migración, circunstancia que, normalmente, tiene asociada la presencia de bandas del crimen organizado transnacional que, precisamente, buscan profitar de este fenómeno. Lo anterior, hace indispensable trabajar en esta materia. Además, se comprobó que Chile ya no es una prospección sino que ahora es destino, lugar de tránsito y salida de trata de personas, para efectos de tráfico sexual.


Adicionalmente, en apoyo de la regulación propuesta, argumentó que si se quiere obtener la cooperación de otros países frente a este fenómeno criminal transnacional, es necesario disponer de una legislación a la altura de los estándares que aquellos han consagrado, en línea con la legislación de los países de avanzada. Precisó que no se trata de una reciprocidad simbólica sino que tiene efectos jurídicos concretos.  En la medida que Chile adquiera el principio de la doble incriminación, es decir, que un delito en los distintos países tenga el mismo estatus, se obtienen facilidades importantes en lo que se refiere a investigaciones judiciales, extradiciones y traslado de condenados. Los tratados de extradición y de traslado de condena suponen que en ambos países donde se está persiguiendo el fenómeno, la figura esté tipificada de igual manera y, en este aspecto, Chile tiene un rezago que es fundamental superar.


Respecto a la Moción presentada en su primer trámite, manifestó que cumplía con las ideas matrices previstas en los protocolos complementarios, lo que le confiere un notable valor. Respecto de los cambios que se le introdujeron entre lo que fue el texto aprobado por la Cámara de Diputados y el Senado, expresó que suscribe las modificaciones que, en su momento, propuso el Ejecutivo de la época pues se trata de perfeccionamientos que no desdibujaron las ideas matrices. 


En este orden de consideraciones, recordó que una primera discusión fue discernir sobre la conveniencia de una legislación especial o bien de remitir las partes sustantiva y procesal a los cuerpos legales respectivos, Código Penal y Código Procesal Penal. En el Senado se optó por hacer las remisiones correspondientes y aprovechar así el acervo jurisprudencial desarrollado en los respectivos códigos y facilitar, también, la actuación de los operadores jurídicos.


Otra modificación que se introdujo, expresó, atiende a evitar duplicidad de figuras penales, situación que normalmente ocurre en estas legislaciones, que contrariaba el espíritu de la moción de no generar un bis in ídem. De manera similar, observó, hubo que afinar definiciones de tipos legales que, por su amplitud o su acotación insuficiente podrían traducirse en leyes penales en blanco y conculcar garantías.


Destacó, también, los perfeccionamientos en el ámbito procesal en que se buscó reconducir las facultades intrusivas e  investigativas que se le reconocen al Ministerio Público a su estatuto general, pues se estimó que las facultades que regula el Código Procesal Penal, en beneficio del Ministerio Público, son suficientes y mantienen un esquema de sanas garantías en cuanto siempre supone que hay una intervención del órgano jurisdiccional competente previa a la autorización de escuchas telefónicas y demás invasiones a la privacidad, garantía que de alguna manera se postergada en función del bien superior asociado a la tutela de los bienes jurídicos que protege la ley penal. 


Del mismo modo, se mantuvo la figura del agente encubierto, incorporada por la ley N° 20.000 sobre tráfico ilícito de estupefacientes, herramienta eficaz de investigación que el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados autorizaba para infiltrar bandas dedicadas a la trata de personas o al tráfico ilícito de migrantes.  Al respecto,  el Ejecutivo concordó con la preocupación de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de esta Corporación de la figura del agente revelador, por los riesgos que representa ya que supone, de alguna manera, inducir a la realización de la conducta penada para obtener evidencias en cuanto a la perpetración del ilícito, pero tiene como defecto que apuesta demasiado al éxito de la investigación, y ocurre que si hay un fracaso, nos podemos encontrar con un efecto reversible como sería una especie de robo de órganos hecho en  la esperanza de que nunca se llegaría  a materializar y se concreta. 


Por lo tanto, afirmó, la mejor forma de prestigiar esta iniciativa es manteniendo un esquema básico de garantías que evite cualquier cuestionamiento el día de mañana. Agregó que en materia de penas el Ejecutivo anterior, la Cámara de origen y la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado estuvieron disponibles para rebajar las penas propuestas en la Moción y en ese sentido, no obstante reconocer la preocupación de la Honorable Diputada señora Saa al respecto, enfatizó que es vital mantener una cierta  coherencia entre las sanciones que se proponen por esta iniciativa y las penas que se prevén en el resto de la legislación nacional.


Resaltó la importancia, en lo que toca al debate sobre la teoría de la pena, de consagrar un esquema punitivo que no suponga llegar hasta los extremos de la pena, como son los veinte años. Descartó que la graduación de la pena ponga en tela de juicio la gravedad de la conducta ni el compromiso a combatirla; sólo se trata de un enfoque más general que insta por reconducir a una estructura general de penas y rectificar ciertos desbordes punitivos que se han gestado durante décadas.


Al concluir, calificó de excelente la iniciativa legal y  señaló que el Ejecutivo suscribe plenamente su articulado en los términos propuestos por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, e insta a su pronta aprobación. 


La Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia señora González  en relación a la graduación de las  penas, aclaró que la preocupación esencial fue guardar el principio de proporcionalidad. Asimismo, se quiso resguardar que en los casos en que la víctima del delito sea un menor de edad o en que se ponga en peligro la vida o la salud de las personas se pueda aumentar la pena en un grado. En consecuencia,  se optó por una solución ecléctica que reafirma el principio de proporcionalidad de la pena sin perjuicio de resguardar de manera más potente el bien jurídico en los casos antedichos.  


La Honorable Diputada señora Saa relató que en la Cámara de Diputados fue difícil legislar sobre el tema porque, en general,  primaba la incredulidad respecto de este delito que no era conocido y se pensaba que en Chile esta conducta delictiva no se producía. Se requirió, entonces, sensibilizar para legislar sobre la materia. Explicó que hubo numerosas conversaciones con organizaciones no gubernamentales, con el Ministerio Público y con todo tipo de personeros, además de una reunión en la sede de la Organización Internacional del Trabajo a la que concurrieron unos dos centenares de personas para analizar el proyecto y se celebraron videoconferencias internacionales con otros organismos para observar el fenómeno en esa dimensión y recopilar antecedentes del tratamiento legal en otros países. 


Agregó que, incluso, los autores de la Moción presentaron una indicación sustitutiva del primer proyecto que postulaba una ley especial pues se pensaba que era importante realzar este tema que era bastante desconocido. Manifestó que a su juicio, era relevante que fuera  una ley especial, pero se optó por una ley modificatoria del Código Penal, enfoque ante el cual se allanaron. Insistió en la necesidad de que esta ley sea consonante con la legislación de otros países porque sanciona un delito transnacional. Sobre el particular, planteó que Colombia tiene una excelente regulación legal que sugirió fuese estudiada por la Comisión. Mencionó que el trámite del proyecto se fue retrasando y recordó que al Ministerio Público le correspondió realizar un seminario latinoamericano sobre trata de personas sin que hubiera ley vigente en Chile lo que significó, a su parecer, una circunstancia incómoda para el país.


Abogó por la importancia de una buena tipificación, esto es, acorde con la Convención de Palermo y valoró la técnica descriptiva de dicha convención en la que cada palabra tiene su razón de ser y es la base referencial de las leyes de trata existentes en los distintos países. Manifestó que es necesario revisar cómo ha quedado la tipificación de la figura de la trata en el proyecto en informe y la Convención de Palermo. 


También, instó por penas que estén en correspondencia con las internacionales pues, de no ser así, dijo, Chile se transformará en un refugio de bandas, sobre todo, si las víctimas son menores de edad. Entiende la preocupación por la proporcionalidad de las mismas, pero no hay que olvidar que se está ante un delito gravísimo que equivale a la muerte en vida de personas. Precisó que la circunstancia de que se trate de  un delito contra la persona y contra la humanidad lo distingue  de un delito contra la propiedad y justifica la penalidad grave que se propuso. En consecuencia, el punto no puede resolverse sólo con la consideración a la escala de penas nacional sino que también en consonancia con la penalidad que se impone en otros países.


Destacó también, la protección eficaz a las víctimas de estos delitos que suelen importar una doble victimización de la persona, ya que la repatriación inmediata de quien ha sido objeto de un delito de trata supone una situación de peligro tanto porque llega al mismo lugar en el que fue captada o cooptada, como porque queda expuesta a la venganza de los autores, normalmente organizados como asociaciones criminales. Resaltó que en Japón se calcula en cuatro millares de mujeres colombianas víctimas de trata.


Lo anterior, dijo, es un aspecto esencial de la iniciativa y ratificó su convicción de mantener las medidas de protección a las víctimas; lo mismo, refirió, se requiere en el tráfico de migrantes porque en él, según se desprende de la información de prensa, las víctimas son, de inmediato, deportadas a su país y los traficantes no tienen castigo directo al no estar tipificado ese delito, hecho que ocurre mucho en la frontera con Perú. 


Finalmente, sintetizó, los dos puntos de  mayor preocupación: una adecuada protección a las víctimas y una buena tipificación de los delitos lo que incluye penas consonantes con las que se aplican internacionalmente.  Insistió en analizar la legislación colombiana al respecto.


La Honorable Senadora señora Pérez contextuó esta iniciativa en el marco de una política migratoria para Chile y de los temas del futuro inmediato, junto con el cambio climático. Abogó por una política de migraciones, racionalidad en la que se inscribe, también, la aprobación en general del proyecto de ley contra la incitación al odio y además la progresión del trámite legislativo de la Ley contra la Discriminación;  proyectos que apuntan todos a lo mismo. Ponderó que Chile es un país que ha recibido históricamente una influencia migratoria importante, sobre todo de países de la región; y señaló que en días pasados le cupo participar en una reunión con algunos señores Embajadores y advirtió la preocupación en Cancillería por crear conciencia de la necesidad de generar dicha política que importe mayor regulación y dé forma a normas de las que actualmente se carece.   


El Honorable Senador señor Kuschel recordó que hace cinco años se recibió un informe de un organismo internacional en que solicitaba estar en alerta respecto del tráfico y asesinato de menores o jóvenes para la venta de sus órganos, hecho que coincidió con la desaparición de varios adolescentes en el Sur, particularmente en la Universidad Austral de Valdivia y en Chiloé lo que dio lugar a la formación de una agrupación denominada Nuestros Ausentes. Citó el caso de una isla de Chiloé en que se perdieron simultáneamente tres jóvenes, también en  Carelmapu, Quellón, entre otros. Expresó su preocupación al respecto y solicitó analizar la manera de tipificar lo planteado, pues lo concreto es que desaparecieron estos jóvenes de 18 a 24 años, preferentemente hombres, con estudios universitarios  y de buena salud. 


El señor Ministro de Justicia, en referencia a la política migratoria, destacó que Chile tiene actualmente una gran población penal de extranjeros de nacionalidad peruana o boliviana en las regiones de Arica y Parinacota e Iquique, con un componente importante de mujeres que hacen microtráfico o tráfico de estupefacientes en las fronteras, lo cual  plantea un desafío ya que Chile acaba de firmar un tratado de traslado de condenados, herramienta  potente para dar solución a este problema que les  inquieta como país. Manifestó la disposición no sólo de seguir adelante con la tramitación del proyecto en examen sino que también otros temas con una mirada de política migratoria más amplia, línea en la que se está trabajando.


En relación con el comentario del Honorable Senador señor Kuschel, explicó que ante la desaparición de personas sin que finalmente sean encontradas no hay legislación que pueda resolverlo, porque no es posible determinar exactamente qué pasó. Planteó que sería  interesante preguntarle al Ministerio Público por el resultado de las investigaciones porque en este contexto la ley se detiene obviamente donde la investigación previa no logra dar con el paradero.


La Jefa de la División Jurídica expresó que tal vez se podría potenciar algunas facultades investigativas del Ministerio Público y de las policías, antes de tipificarlo.


El Honorable Senador señor Kuschel refirió que se trataba de desapariciones similares, en una misma zona, de Valdivia a Chiloé, pero que el énfasis mayor concierne a esta última provincia.


La Jefa de la División Jurídica, respecto de las preocupaciones hechas valer por la Honorable Diputada señora Saa en cuanto a protección de las víctimas, precisó que se les reconoce a éstas el derecho, si así lo quisieren, de pedir la residencia definitiva o al menos por seis meses y se prohíbe expresamente, además, que sean expatriados durante ese mismo período. 


En materia de tipificación, aclaró, es más complejo. En el texto que se propone se procuró concretar las formas comisivas que aparecen en los Protocolos de la Convención de Palermo, porque en muchos casos las formas de comisión que describía la Moción eran de por sí un tipo penal específico y, por lo mismo, suscitaba un problema para determinar qué delito iba a primar y qué regla se debía aplicar. Además, otras formas comisivas eran demasiado amplias, luego, se intentó reconducirlas a aquellas que fuesen más conocidas en el Derecho interno para favorecer su aplicación por los operadores jurídicos, y, por otra parte, desde el punto de vista del fondo, el propósito fue resguardar la tipicidad y, por consiguiente, se excluyeron formas comisivas como, por ejemplo, “abuso de relación de dependencia” o “secuestro” que caen en las dos hipótesis antes planteadas para reconducirlas a  “coacción”, “violencia” o “engaño” que son de mayor especificidad.


El señor Ministro de Justicia complementó la explicación y dijo que en la medida que la legislación responda mejor a la cultura local habrá jueces disponibles para aplicarla; de lo contrario, se podría producir rápidamente el desuso de la legislación transformándola en letra muerta por buscar parearse con una terminología que no se ajusta a la cultura jurídica interna. Manifestó la convicción del Ministerio, después de ponderar los cambios en el proyecto, que éstos satisfacen los requerimientos de la Convención de Palermo o, más propiamente, de sus protocolos complementarios.


La Honorable Senadora señora Pérez coincidió con la observación del señor Ministro pues, dijo, se pide a esta Comisión procurar que el texto legal sea idéntico a las leyes vigentes en otros países, pero lo objetivo es que serán los tribunales los que deberán aplicarlo y, por lo mismo, es preciso que su texto guarde relación y coherencia con la ley nacional. 


El Honorable Senador señor Letelier hizo presente que  lo lógico es que Chile se alinee con el Derecho Internacional y no que éste se acomode a los parámetros de nuestra ley. Argumentó que, en definitiva, el Derecho Internacional es ley nacional y se trata de armonizar dos piezas de legislación que actualmente ya son ley chilena. Planteó que es factible que haya  diferencias de nomenclatura y pidió que el señor Ministro aclare el punto en particular que le ocupa en esa materia. 


Indicó que el proyecto es una materia que  varios países que han suscrito la convención aún no lo han realizado y Chile forma parte de los Estados que armonizan su legislación con el Derecho Internacional y destacó que en América Latina no son más de la mitad y en Europa la relación debe ser similar. Consultó por la consistencia o armonía del texto propuesto con la Convención Americana de Derechos Humanos y los otros países con que se está asociado en este orden de materias, pues, desconoce si existen aproximaciones distintas por la temporalidad en la que se han aprobado los distintos instrumentos.


El señor Ministro de Justicia reiteró que el objetivo del Ejecutivo es conciliar la disposición a ratificar convenciones internacionales con su consagración en el nivel interno; más allá de los usos terminológicos, al Ejecutivo le interesa satisfacer el principio de la doble incriminación, de modo que lo que está sancionado en un país también lo esté en Chile porque eso permite, finalmente, la cooperación internacional.


Explicó que se trata de la misma inquietud de Su Señoría. A este respecto, puntualizó que la Honorable Diputada señora Saa planteó su preocupación, en el marco de una inquietud genérica, de que la terminología se ajustase a las convenciones internacionales, aspecto en el que existe una coincidencia en lo sustancial, esto es, cumplir con el principio de la doble incriminación, pero el Ejecutivo entiende que el lenguaje debe ser tal que un juez en Chile no entienda que finalmente queda exento de aplicar la ley porque le resulta desconocida o ajena a la tradición jurídica nacional. Manifestó que el criterio es combinar ambas cosas de un modo equilibrado, y considera que las modificaciones del proyecto al momento actual son perfeccionamientos que no exceden de la línea matriz. 


Expresó el interés de aprobar este proyecto porque es imperioso armonizar la legislación interna al tratado. Admitió que si bien es cierto lo expuesto por el Honorable Senador señor Letelier en el sentido de que muchos países están en rezago, pero  también lo es que este proyecto fue aprobado en 2007 por la Cámara de Diputados, y en el presente es bueno que Chile genere la cultura de cumplir las convenciones internacionales que ratifica, particularmente en una materia que es motivo de preocupación de la comunidad internacional. Indicó que tanto el anterior como el Embajador actual de Estados Unidos manifestaron al Gobierno de Chile la especial preocupación porque se asuma el compromiso político y cree que ha llegado el momento, pues, como ya lo debatió con la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamente de esta Corporación, estiman que ha tenido mejoras que fueron estudiadas por la División Jurídica del Ministerio, y en esta instancia lo suscriben plenamente con los perfeccionamientos que se le han introducido.


La Honorable Senadora señora Pérez manifestó, en referencia a una consulta del Honorable Senador Sabag, que el propósito de la invitación al señor Ministro obedece al interés de escuchar el planteamiento del Ejecutivo y en la sesión siguiente comenzar la discusión en particular del proyecto.


El Honorable Senador señor Letelier anunció que en su oportunidad consultará la posibilidad de que el Ejecutivo considere un reordenamiento cuya razón de ser se refiere a cómo se entienden las leyes no sólo en su forma sino en el fondo. Las conductas penalizadas son la trata de personas y el tráfico ilícito de migrantes; sin embargo, aludió que existen otras situaciones que no obedecen a ninguno de los dos tipos, pero, finalmente, se les termina  tipificado como tráfico. Ejemplificó con la salida del país de una pareja con un menor en forma legal, al cabo de un tiempo, una de esas personas se queda con el menor fuera del país, y la otra –habitualmente, la mujer- vuelve a Chile y trata de recupera al niño. Lo anterior, dijo, formalmente no es trata y tampoco tráfico. Destacó que en ese ámbito, hay una gran problemática en la legislación que no facilita los procedimientos. 


Así también, citó el caso de chilenas casadas con extranjeros que se oponen a reconocer la tutela a la madre. Sobre el particular, preguntó si esta materia el Ejecutivo estaría dispuesto a analizar en paralelo a este proyecto, pues, no se sabe si queda bajo el tipo de secuestro. Expresó que es un problema que se vive en forma cotidiana.


La Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia respondió que existe una convención ratificada y vigente en Chile sobre secuestro internacional de menores y son las Corporaciones de Asistencia Judicial las que tienen la obligación de representar a todas las madres o padres que estén afectados y la ventaja es que esta convención tiene, además, un procedimiento especial de tramitación rápida.


En relación con un alcance de Su Señoría en torno de si no existiría también un problema de norma legal, manifestó que el problema se analizó en un seminario de la Universidad Católica, y que fruto de esto se logró disponer del juez de enlace, órgano especializado que establece esta convención y que está obligado y habilitado para coordinar facultades investigativas y servir de orientador de los otros jueces en un procedimiento cuyo aspecto relevante es ser completamente desformalizado.


El Honorable Senador señor Letelier insistió en su predicamento y planteó la hipótesis de dos chilenos que viajan al extranjero con un hijo de descendencia común, uno de los cuales debe regresar a Chile por haber vencido su visa mientras que el otro decide permanecer en aquél, no obstante tener, también, vencido el documento que habilita su legal estancia, a resultas de lo cual el ascendiente que regresa a Chile queda en la indefensión. Descartó que en la especie quepa hablar de secuestro porque salieron ambos del país con autorización, pero cuyos padres no se pusieron de acuerdo para volver juntos con el menor.


La Jefa de la División Jurídica apuntó que es una figura de secuestro internacional de menores que recoge la propia convención, sin perjuicio de lo cual es susceptible de revisar.


El Honorable Senador señor Letelier solicitó analizar lo planteado pues, a su juicio, está vinculado al proyecto en examen.


El señor Ministro de Justicia aceptó que eventualmente haya hipótesis no cubiertas por la convención específica. 


El Honorable Senador señor Kuschel preguntó si la figura del juez de enlace sólo existe en el caso del secuestro de menores. La representante del Ejecutivo respondió afirmativamente.


El Honorable Senador señor Letelier consultó respecto a la modificación propuesta al artículo 89 bis que faculta a los extranjeros condenados por los delitos que señala, a cumplir en el país de su nacionalidad las penas privativas de libertad que les hubieren sido impuestas, si hay casos de chilenos condenados que puedan ser trasladados para cumplir la pena.


La Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia explicó que el artículo tiene por objetivo que el Ministro de Justicia en virtud de los tratados vigentes o del principio de reciprocidad pueda disponer que  quienes hayan sido condenados puedan ser trasladados a su país de origen a cumplir la pena. 

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia destacó algunos aspectos del proyecto al momento de iniciar la revisión del articulado aprobado por la Comisión de Constitución, Legislación Justicia y Reglamento. 


Ante todo, explicó, la necesidad de adecuar la normativa interna en esta materia a los compromisos internacionales, en particular, a la Convención de Palermo, ya que el artículo 367 bis del Código Penal sólo comprende una hipótesis, y, dada la importancia de este delito, se propone regular, por primera vez, de una manera integral el fenómeno del tráfico y el de la trata, en el entendido de que son delitos cometidos por grandes organizaciones transnacionales del crimen lo que implica, por una parte, la tipificación específica para que estas conductas no queden despenalizadas y, por otra parte, también, la necesidad de disponer de ciertas herramientas o medidas especiales intrusivas y limitativas incluso de garantías,  de medidas de investigación y de persecución.


A la vez, el desafío de legislar en esta materia requiere hacer también los contrapuntos, primero, con los principios fundamentales de Derecho Penal sustantivo, básicamente, el principio de tipicidad en el sentido de procurar que los tipos penales que se establezcan cumplan, tanto en las formas de comisión como en los objetivos en general, con los principios de tipicidad y legalidad y, asimismo, con el principio de proporcionalidad, es decir, que más allá de la importancia o de la connotación social o de la nocividad que puedan tener estas conductas resguardar la proporcionalidad de estas figuras con el resto del sistema penal. 


Finalmente, en lo que atañe a las medidas intrusivas, se estimó necesario resguardar la eficacia de la persecución de estos delitos con el sistema de garantía, sobre todo, para los efectos de establecer, en la medida que se afecten derechos o garantías, la autorización previa del juez de garantía. Señaló que esta dinámica de contrapuntos es indispensable para conservar el equilibrio entre estas dos materias. 


Por otra parte, cabe señalar que la Comisión solicitó a la Biblioteca del Congreso Nacional un informe comparativo de la  legislación colombiana sobre los delitos de tráfico de migrantes y trata de personas. 


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Kuschel, hizo presente la observación planteada por el informe de la Biblioteca respecto a la norma del artículo 411 bis, inciso tercero que alude a la pena del inciso anterior, y éste no contiene una pena sino una agravante.



Asimismo, dijo, el informe repara que en Colombia existen circunstancias específicas agravantes que en Chile no se contemplan, materias que estima debieran ser analizadas. 


La señora Jefa de la División Jurídica expresó que la legislación colombiana fue una de las primeras en tipificar de manera integral estos delitos. Tanto en lo que concierne a las formas de comisión como a las circunstancias agravantes, afirmó que no comparten la crítica que expone el documento de la Biblioteca del Congreso Nacional, pues, junto con mirar al Derecho Internacional y a la Convención de Palermo, también se requiere que el tipo penal sea coherente con el sistema nacional en lo que corresponde a las formas de comisión, finalidades y sobre todo a las penas -que en Colombia son bastante más elevadas- para que guardaran concordancia con el resto de los delitos. Explicó que en Chile se ha cuidado la importancia de entender que los tipos de tráfico y de trata son medios o delitos que serán medios para otros tipo de delitos, como los de lesiones u homicidio, y por eso se precisa correspondencia entre las penas de aquellos y las penas ya establecidas por el legislador para el tipo de delitos que son  más graves. En consecuencia, la pena debiera ser, si no menor completamente, estar en la escala más baja, por una razón de proporcionalidad. Instó a ser cautelosos al mirar el Derecho Comparado para los efectos de aprovechar la experiencia.


Indicó, en relación con la segunda observación, que en materia de circunstancias agravantes el Derecho Penal colombiano tiene una característica marcada en ese sentido y tiene muchísimas más hipótesis de las que se encuentran en la legislación nacional. Aclaró que esto envuelve no sólo una cuestión dogmática sino también una consideración de política criminal, ya que esas razones conciernen a la realidad delictual o fáctica colombiana que no necesariamente es la que existe en Chile. Por lo mismo, concluyó que sin descartar a priori un análisis de aquellas circunstancias agravantes también cabría hacerlo para el efecto de dilucidar si específicamente esa normativa sería aplicable a nuestra realidad.


La Honorable Senadora señora Pérez expresó que en Colombia el secuestro de personas es un delito muy frecuente, y agregó que las consideraciones planteadas por el Ejecutivo son razonables en términos de que la realidad de aquel país hace al legislador colombiano extremar posiciones en lo que fue la sanción de esta clase de delitos.   


A continuación, se describe o reproduce, según el caso, en el orden del articulado, el texto propuesto por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, las indicaciones formuladas al texto y los acuerdo adoptados a su respecto.

Artículo primero


Introduce, mediante cuatro numerales, diversas modificaciones en el Código Penal.

N° 1


El proyecto aprobado en general por la Corporación incorpora, en el párrafo 5°, del Título III del Libro I, un artículo 89 bis, nuevo, que autoriza al Ministro de Justicia a disponer, de acuerdo con los tratados internacionales vigentes sobre la materia y ratificados por Chile, o sobre la base del principio de reciprocidad, que los extranjeros condenados por alguno de los delitos contemplados en los artículos 411 bis y 411 quater, cumplan en el país de su nacionalidad las penas corporales que les hubieren sido impuestas. 


Los artículos citados, sancionan al que con ánimo de lucro facilite o promueva la entrada ilegal al país de una persona que no sea nacional o residente, y al que mediante violencia, intimidación, coacción, engaño, abuso de poder o aprovechamiento de una situación de vulnerabilidad, capte, traslade, acoja o reciba a personas para que sean objeto de alguna forma de explotación laboral o sexual, incluyendo la pornografía o extracción de órganos, respectivamente.


La indicación Nº 1 de la entonces Presidenta de la República, reemplaza la frase “artículos 411 bis y 411 quáter” por “411 bis, 411 quáter y 411 quinquies” y “corporales” por “privativas de libertad”.  Es decir, incorpora dentro de los ilícitos que dan lugar a cumplir la pena en el país extranjero, los que se asociaren u organizaren con el objeto de cometer alguno de esos delitos, y, además, precisa que se trate de penas privativas de libertad.


Esta indicación fue aprobada por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con modificaciones en el sentido de agregar el artículo 411 ter que sanciona al que promueva o facilite la entrada o salida de personas para que ejerza la prostitución en Chile o en el extranjero. 


La señora  Jefa de la División Jurídica resaltó que esta disposición originada en la Cámara de Diputados tiene por finalidad cumplir con el artículo 17 de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, referente al traslado de personas condenadas a cumplir una pena. Agregó que la facultad del Ministro de Justicia que se legaliza ya está establecida en la convención general sobre la materia, que es la de Estrasburgo, y en todos los demás tratados vigentes sobre traslado de personas condenadas. En consecuencia, puntualizó, no se  innova ni se establece una facultad nueva.  



Puesto en votación este numeral, fue aprobado en los mismos términos que la Comisión precedente por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Kuschel y Sabag.  

N° 2


Este número tiene por objetivo derogar el artículo 367 bis del Código Penal, disposición que, en su inciso primero, sanciona al que  promueva o facilite la entrada o salida de personas del país para que éstas ejerzan la prostitución en el territorio nacional o en el extranjero y, el inciso segundo establece una figura delictiva agravada en los siguientes casos:


1.- Si la víctima es menor de edad.


2.- Si se ejerce violencia o intimidación.


3.- Si el agente actúa mediante engaño o con abuso de autoridad o confianza.


4.- Si el autor fuere ascendiente, descendiente, cónyuge, conviviente, hermano, tutor, curador o encargado del cuidado personal de la víctima.


5.- Si el agente se vale del estado de desamparo económico de la víctima.


6.- Si existe habitualidad en la conducta del agente.


Cabe hacer presente que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento aprobó un artículo 411 ter, nuevo, que incorpora un párrafo 5° bis que se agrega al Título VIII del Libro II, con un contenido similar a la figura base contenida en el artículo 367 bis, que propone derogar.


Vuestra Comisión prestó su aprobación a este numeral en los mismos términos que la Comisión precedente por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez y señores Kuschel y Sabag.  

N° 3


Este numeral, propuesto por la indicación N° 2 de la entonces Presidenta de la República, durante la discusión en particular por la Comisión de Constitución. Legislación, Justicia y Reglamento, introduce dos modificaciones al artículo 369 ter, signadas bajo los literales a) y b).


La primera, elimina en el inciso primero del artículo 369 ter, la expresión “367 bis,”; modificación que se explica por la derogación aprobada en general por la Sala del citado precepto. La segunda es de referencia ya que reemplaza, en su inciso final, la expresión “ley Nº 19.366” por “ley Nº 20.000”, puesto que esta última derogó aquel cuerpo legal que sancionaba el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.


Vuestra Comisión aprobó este numeral en los mismos términos que la Comisión precedente por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez y señores Kuschel y Sabag.  

N° 4

(Consignado como N° 3 en el texto aprobado en general por el Senado) 



El texto aprobado en general por el Senado intercala, en el Título VIII del Libro II, el párrafo “5 bis. De los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas”, conformado por los artículos 411 bis, 411 ter, 411 quáter, 411 quinquies y 411 sexies.


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento modificó los artículos propuestos y, además,  agregó los artículos  411 septies y 411 octies.

Artículo 411 bis


El precepto que propone la Comisión precedente refunde el artículo 411 bis y el  411 ter, aprobados en general por el Senado, cuyos tres incisos pasan a ser, con modificaciones, los incisos segundo, tercero y cuarto de este artículo 411 bis. 


Cabe señalar que al artículo 411 ter aprobado en general y que, en virtud de los acuerdos de la Comisión precedente, ha pasado a ser parte de los incisos segundo a cuarto del artículo 411 bis, le fueron presentadas las indicaciones Nos. 3 y 4 del ex Senador señor Naranjo y de la ex Presidenta de la República, respectivamente. La primera fue rechazada y la segunda aprobada con modificaciones.


El nuevo precepto del artículo 411 bis, en su inciso primero, describe y establece la sanción del delito de tráfico de migrantes, nómine juris que es intercalado en forma explícita en el texto, en los siguientes términos:  “El que con ánimo de lucro facilite o promueva la entrada ilegal al país de una persona que no sea nacional o residente, será castigado con reclusión menor en su grado medio a máximo y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.”.


Dispone el inciso segundo que la pena señalada en el anterior se aplicará en su grado máximo si se pusiere en peligro la integridad física o salud del afectado.


El inciso siguiente establece la hipótesis de la figura calificada: si se pusiere en peligro la vida del afectado o si éste fuere menor de edad, la pena señalada en el inciso anterior se aumentará en un grado.


Prescribe, finalmente, que las mismas penas de los incisos anteriores, junto con la de inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en su grado máximo, se impondrá si el hecho fuere ejecutado, aun sin ánimo de lucro, por un funcionario público en el desempeño de su cargo o abusando de el; efectos para lo cual se estará a lo que dispone el artículo 260.


La Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia resaltó que el objeto primordial de este artículo es, por una cuestión de orden, traer las figuras calificadas del delito de tráfico de migrantes que estaban penalizadas en el artículo 411 ter.  Entonces, se establece una figura base, y se agrava la pena en la medida en se afectan otros bienes jurídicos, básicamente, la puesta en peligro de la vida y de la integridad. Existen, también algunas figuras agravadas relacionadas ya con la calificación de la víctima cuando ésta sea un menor de edad, ya con la calificación de la persona del hechor cuyo caso sería el del funcionario público.  En este sentido, subrayó, se establece que se cometerá el delito sin que sea necesario para ello probar que hay ánimo de lucro por parte del funcionario público. 

Artículo 411 ter


Castiga al que promoviere o facilitare la entrada o salida del país de personas para que ejerzan la prostitución en el territorio nacional o en el extranjero, con la pena de reclusión menor en su grado máximo y multa de veinte unidades tributarias mensuales.


La indicación Nº 9 de la ex Presidenta de la República que intercala este artículo fue aprobada con modificaciones y en virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento aprobó esta norma que recoge lo dispuesto en el actual inciso primero del artículo 367 bis del Código Penal, tradicionalmente identificado como la disposición que tipifica el tráfico de blancas y que el proyecto deroga en el Nº 2) precedentemente examinado. 


La Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia  reiteró que en el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados el articulo 411 ter sancionaba las figuras gravadas del tráfico de migrantes, mientras que la nueva disposición que propone la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento corresponde al antiguo delito contemplado en el artículo 367 bis que describía y sancionaba la facilitación y promoción de la prostitución. Además, esta norma especifica que no sólo se refiere a la hipótesis internacional sino que incluye el concepto nacional. 

Artículo 411 quáter


Prescribe, en su inciso primero, que quien mediante violencia, intimidación, coacción, engaño, abuso de poder, aprovechamiento de una situación de vulnerabilidad o de dependencia de la víctima, o la concesión o recepción de pagos u otros beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, capte, traslade, acoja o reciba personas para que sean objeto de alguna forma de explotación sexual, incluyendo la pornografía, trabajos o servicios forzados, servidumbre o esclavitud o prácticas análogas a ésta, o extracción de órganos, será castigado con la pena de reclusión mayor en sus grados mínimo a medio y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.


El inciso segundo se refiere al caso en que la víctima fuere menor de edad, aun cuando no concurriere violencia, intimidación, coacción, engaño, abuso de poder, aprovechamiento de una situación de vulnerabilidad o de dependencia de la víctima, o la concesión o recepción de pagos u otros beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, y dispone que al autor le serán impuestas las penas de reclusión mayor en su grado medio y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.


Finalmente, sanciona al que promueva, facilite o financie la ejecución de las conductas descritas en este artículo, como autor del delito. 


A esta disposición le fueron presentadas las indicaciones Nos. 5 del ex Senador señor Naranjo, 6 y 7 del ex Senador señor Ominami y 8 de la ex Presidenta de la República, las que fueron rechazadas por la Comisión precedente con la sola excepción de la indicación Nº 5 cuyo inciso primero fue aprobado con modificaciones. 


Durante el plazo habilitado por la Sala de la Corporación para presentar indicaciones ante la Secretaría de esta Comisión, se formuló la indicación Nº 7 bis del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, que propone dos modificaciones a este precepto. La primera reemplaza, en el inciso primero, la frase, “reclusión mayor en sus grados mínimo a medio” por “presidio o reclusión mayor en cualquiera de sus grados”.


La segunda propone reemplazar, el inciso segundo, la frase “reclusión mayor en su grado medio” por “presidio o reclusión mayor en sus grados medio a máximo”.


La Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia manifestó que el texto aprobado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento respecto del texto aprobado en general, incide en dos aspectos que amplían las hipótesis en pro de perfeccionar la legalidad y la tipicidad.


Por lo anterior, en lo que se refiere a las formas comisivas, señaló que se agrega el aprovechamiento de una situación de vulnerabilidad o de dependencia de la víctima, o la concesión o recepción de pagos u otros beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra.  En  lo que atañe al objetivo, indicó que se explica de mejor manera el término “explotación laboral” al precisar que  se trata de trabajos o servicios forzados, servidumbre o esclavitud o prácticas análogas; lo anterior, con la intención de facilitar la prueba y respetar plenamente la tipicidad.


Agregó que el inciso final contiene una regla especial de castigo a los partícipes que dispone que aquellos que pudieran ser calificados como instigadores o como cómplices, van a ser castigados como autores, con lo cual se procura disipar cualquiera duda en la penalidad en este sentido.


Respecto a la indicación, reiteró que si bien el Ejecutivo comparte que estos delitos son gravísimos y esa es la razón concreta por la que se ha perseverado en el apoyo de esta moción, es importante resguardar la proporcionalidad. De aprobarse la indicación se impondría una pena que incluso es mayor que la del delito de homicidio, lo que en sí mismo confirma  que no es proporcional. Se trata, concluyó, de una postura que no tiene que ver sólo con una cuestión de sistemática sino también con una materia de fondo ya que la proporcionalidad es uno de los principios basales del sistema penal y la agravación efectivamente tiene que ser justificada, sobre todo cuando se quitan las posibilidades de las medidas alternativas de cumplimiento de la pena.  


Se deja constancia, que si bien la indicación Nº 7 bis fue presentada por el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, el fundamento de la misma, se acompañó con posterioridad al vencimiento del plazo, el cual fue suscrito por los Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán, Girardi y Quintana, documento que tuvo a la vista la Comisión .


La Honorable Senadora señora Pérez hizo presente que si bien se entiende el planteamiento y el espíritu de la indicación, coinciden con los argumentos expuestos por el Ejecutivo en orden a respetar la proporcionalidad de la pena, pues de aceptarse la misma terminaría homologada su sanción al delito de homicidio simple. Al respecto, recordó lo difícil que fue avanzar en la ley de tipificación del femicidio, precisamente, por la agravación de las penas que implicaba el proyecto.  



Puesta en votación la indicación Nº 7 bis del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, la Comisión la rechazó en su totalidad. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señora Pérez y señor Kuschel, y se abstuvo el señor Sabag.  

Artículo 411 quinquies


Prescribe que los que se asociaren u organizaren con el objeto de cometer alguno de los delitos de éste párrafo, serán sancionados, por éste solo hecho, conforme a lo dispuesto en los artículo 292 y siguientes de este Código.


Cabe dejar constancia que este precepto fue incorporado por la Comisión precedente en conformidad a lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento de la Corporación.


La Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia hizo presente que la conveniencia de esta disposición pues cuando se interpreta en el artículo 292 las penas a la asociación ilícita, ha habido cierta jurisprudencia que restringe el alcance de aquel precepto,  de manera que es importante aclarar el punto porque, de no ser así, en aquellos casos en que hay concurso ideal habría que aplicar el artículo 75, inciso segundo, y lo que se quiere en este supuesto es que se apliquen las dos penas, la de la asociación ilícita y la del tráfico de inmigrantes o la trata de personas, también, según correspondiere, como una manera de atacar con mayor eficacia al hecho de que estos delitos son cometidos no únicamente por grandes organizaciones.


El Honorable Senador señor Kuschel planteó que lo anterior sirve de argumento a la indicación del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, puesto que en este caso sí acumulan penas.


La Jefa de la División Jurídica expresó que la mayoría de las veces, dadas las características de estos delitos, son transnacionales y son cometidos por asociaciones ilícitas.

Artículo 411 sexies


Corresponde al artículo 411 quinquies del texto aprobado en general, al que le fue presentada la indicación Nº 10 de la ex Presidente de la República que sustituye el inciso primero, indicación que fue aprobada por la Comisión precedente con la enmienda que aumenta de uno a dos grados la reducción de la pena a quien preste cooperación eficaz en el esclarecimiento del delito.


Faculta, entonces, el actual inciso primero al tribunal para reducir la pena en dos grados al imputado o acusado que prestare cooperación eficaz que conduzca al esclarecimiento de los hechos investigados o permita la identificación de sus responsables, o que sirva para prevenir o impedir la perpetración o consumación de igual o mayor gravedad. 


Define, en el inciso segundo, el término cooperación eficaz como el suministro de datos o informaciones precisas, verídicas y comprobables, que contribuyan necesariamente a los fines señalados en el inciso primero.


Dispone que si con ocasión de la investigación de otro hecho constitutivo de delito, el fiscal correspondiente necesita tomar conocimiento de los antecedentes proporcionados por el cooperador eficaz, deberá solicitarlos con fundamento y regula los aspectos procedimentales de dicha petición y de su cumplimiento.


Preceptúa que la reducción de pena se determinará con posterioridad a la individualización de la sanción penal según las circunstancias atenuantes o agravantes comunes que concurran, o de su compensación, de acuerdo con las regla generales.


La Jefa de la División Jurídica destacó que esta disposición modifica el texto aprobado en general, en el sentido permitir la rebaja de la pena en dos grados y no sólo en uno, como una manera de dar mayor eficacia a la persecución de estos delitos.


La Honorable Senadora señora Pérez compartió la importancia de darle un incentivo mayor a la delación compensada toda vez que, generalmente, son organizaciones internacionales las que cometen estos delitos.
Artículo 411 septies

(consultado como artículo 411 sexies en el texto aprobado en general por el Senado)


El proyecto aprobado en general establecía que para determinar si existe reincidencia en los delitos sancionados en este párrafo, se considerarán las sentencias firmes dictadas en un estado extranjero, aun cuando la pena impuesta no haya sido cumplida.

La indicación Nº 11 de la entonces Presidenta de la República, aprobada con modificaciones por la Comisión de Constitución, Legislación Justicia y Reglamento, dio lugar a que el actual 411 septies especifique que para determinar la reincidencia del artículo 12, circunstancia 16ª, en los delitos sancionados en este párrafo, se considerarán también las sentencias firmes dictadas en un Estado extranjero, aun cuando la pena impuesta no haya sido cumplida.


La Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia explicó que la modificación busca limitar su aplicación no a toda reincidencia sino solamente a la específica, esto es, a la que recae sobre delitos de la misma especie. Agregó que no tiene justificación hacerlo respecto de toda clase de reincidencias sino sólo de aquellas fundadas en hechos que ponen de manifiesto una voluntad de no escarmentar respecto del mismo delito.

Artículo 411 octies

Esta disposición ha sido incorporada por la Comisión precedente, con arreglo a la facultad que le confiere el artículo 121 del Reglamento de la Corporación. 


El artículo se estructura en cuatro incisos, el primero de los cuales dispone que, previa autorización del juez de garantía competente, el fiscal podrá autorizar, en las investigaciones por los delitos previstos en el presente párrafo, que funcionarios policiales se desempeñen como agentes encubiertos y, a propuesta de dichos funcionarios, que determinados informantes de esos servicios actúen en esa calidad.


Sin embargo, preceptúa el siguiente, cuando existieren sospechas fundadas de que una persona o una organización delictiva hubiere cometido o preparado la comisión de alguno de los delitos indicados en este párrafo, y la investigación lo hiciere imprescindible, el tribunal, a petición del Ministerio Público, podrá autorizar la interceptación o grabación de las telecomunicaciones de esa persona o de quienes integraren dicha organización, la fotografía, filmación u otros medios de reproducción de imágenes conducentes al esclarecimiento de los hechos y la grabación de comunicaciones. En lo demás, se aplican los artículos 222 a 225 del Código Procesal Penal.


Con el tercero habilita a que estas técnicas sean utilizadas por el fiscal sea que se trate de una persona, un grupo de personas o una organización delictiva que hubiere cometido o preparado la comisión de los delitos señalados en este artículo.


El último inciso, manda que en todo lo no regulado por este artículo, los agentes encubiertos e informantes se regirán por las disposiciones respectivas de la ley Nº 20.000.


Cabe dejar consignado que para la aprobación de este artículo se requiere del quórum de una ley orgánica constitucional y que el precepto fue informado favorablemente por la Excelentísima Corte Suprema con la salvedad de que sea previa autorización del tribunal competente.


La Honorable Senadora señora Pérez expresó que el propósito de esta norma es facilitar la acción de los tribunales y, también, la competencia de las policías.


La Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia concordó en que se busca dotar a los órganos del Estado de una herramienta de investigación de mayor eficacia  y por eso se permite la existencia tanto de informantes como de agentes encubiertos. Refirió que en un momento durante el debate en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento se propuso que, además, se permitiera el agente revelador, idea que fue descartada en la medida en que éste puede  funcionar como instigador o provocador del delito y si la investigación no fuera eficaz, entonces, se tendría una trata de personas o de órganos. Por lo mismo, se quiso resguardar, a diferencia de lo que pasa en la actual Ley de Drogas, que siempre estas medidas se decreten previa autorización judicial para mantener el equilibrio entre la eficacia de la investigación y el resguardo debido a las garantías de los investigados o imputados.


El Honorable Senador señor Sabag expuso su pleno acuerdo con la reiteración de que el Ministerio Público debe actuar previa autorización del juez de garantía para autorizar el agente encubierto o la interceptación de los teléfonos.  Manifestó su rechazo a la posibilidad de que el Ministerio Público lo decrete por un poder omnímodo, petición que no  fue aceptada en su oportunidad por la Sala.


Puestos en votación los distintos artículos que conforman este numeral 4, vuestra Comisión los aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez y señores Kuschel y Sabag, en los mismos términos en que cada uno de ellos fue propuesto por la Comisión precedente. 

Artículo segundo


Introduce tres modificaciones en el Código Procesal Penal.


Cabe hacer presente que el numeral 1) del artículo en examen aprobado en general incorpora, en el párrafo 2° del Título IV del Libro I, dos artículos, nuevos, el 78 bis y el 78 ter, de los cuales la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento aprobó el primero con modificaciones y suprimió el segundo.


A su vez, los número 2) y 3) del referido artículo aprobados con ocasión de la discusión en general tienen por finalidad incorporar, respectivamente, en el Título VI del Libro I, un artículo 157 bis, nuevo y en el Título I del Libro II, un artículo 226 bis, nuevo. Estos dos preceptos fueron suprimidos por la Comisión señalada.


En reemplazo de los numerales 2) y 3) suprimidos, aquella Comisión aprobó dos modificaciones al mismo Código Procesal Penal como se explica a continuación.
N° 1


Incorpora el siguiente artículo 78 bis, nuevo: 


Bajo la denominación legal “Protección de la integridad física y psicológica de las personas objeto del tráfico ilícito de migrantes y víctimas de trata de personas”,  dispone el inciso primero que el Ministerio Público adoptará las medidas necesarias, o las solicitará, en su caso, tendientes a asegurar la protección de las víctimas de estos delitos durante el proceso penal, teniendo presente la especial condición de vulnerabilidad que las afecta.


Respecto de los menores de dieciocho años, prescribe que los servicios públicos a cargo de la protección de la infancia y la adolescencia deberán facilitarles acceso a las prestaciones especializadas que requieran, especialmente, aquellas tendientes a su recuperación integral y a la revinculación familiar, si fuere procedente de acuerdo al interés superior del menor de edad. 


Finalmente, en los casos en que las víctimas de los delitos establecidos en los artículos 411 bis y 411 quáter del Código Penal, carezcan de representante legal o cuando, por motivos fundados, el juez estime que los intereses de las personas menores de edad son independientes o contradictorios con los de aquel a quien corresponda representarlo, faculta al tribunal a designarles un curador ad lítem de cualquier institución que se dedique a la defensa, promoción o protección de los derechos de la infancia.


Cabe dejar consignado que para la aprobación de este artículo se requiere del quórum de una ley orgánica constitucional y que el precepto fue informado favorablemente por la Excelentísima Corte Suprema.


La Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia destacó que la lógica del artículo es reiterar la obligación general que tiene el Ministerio Público, ya establecida en el artículo 6° del Código Procesal Penal, de velar por la protección de las victimas. Hizo hincapié en que la enmienda hecha durante el debate en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, respecto del texto aprobado en general, es señalar que el Ministerio Público no tendrá la obligación directa de decretar las medidas porque en muchas ocasiones podría no ser competente, pero sí en su caso de solicitarla a quien corresponda a los efectos de dar protección a las víctimas. Se trata, dijo, de un tema formal y de un tema técnico.


Vuestra Comisión concordó con los fundamentos que tuvo en vista la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para proponer la supresión del artículo 78 ter.  


La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez y señores Kuschel y Sabag, este numeral en los mismos términos que lo hizo la Comisión precedente. 

N° 2


Reemplaza, en el inciso primero del artículo 198, la frase "artículos 361 a 367 bis", las dos veces que aparece, por "artículos 361 a 367".


La señora Jefa de la División Jurídica del Ministerio de Justicia explicó que la razón de esta enmienda obedece al  acuerdo de esta Comisión, recaído en el numeral 2) del artículo primero de este proyecto, que derogó el artículo 367 bis del Código Penal cuya materia pasa a ser regulada por el artículo 411 ter. De manera que es sólo una adecuación formal.


El presente numeral fue aprobado en los mismos términos que la Comisión precedente por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Kuschel y Sabag. 


Con la misma votación la Comisión aprobó la supresión del Nº 2 propuesto por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

N°3


Sustituye, en el inciso sexto del artículo 237, la frase "361 a 366 bis, 367 y 367 bis del Código Penal" por “361 a 366 bis y 367 del Código Penal".


Con el mérito del fundamento de la modificación precedente, vuestra Comisión aprobó este numeral en los mismos términos que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Kuschel y Sabag. 


Con idéntica votación, la Comisión refrendó el acuerdo de la Comisión precedente de suprimir el numeral 3) de este artículo. 

Artículo tercero


Introduce en el decreto ley N° 1.094, de 1975, que establece normas para extranjeros en Chile, dos modificaciones.

N° 1


Sustituye en el N° 2 del artículo 15, la expresión “a la trata de blancas” por la siguiente: “el tráfico ilegal de migrantes y trata de personas”.


El artículo 15 prohíbe el ingreso al país de los  extranjeros  que a continuación señala y, su numeral 2, especifica que son los que se dediquen al comercio o tráfico ilícito de drogas o armas, al contrabando, a la trata de blancas y, en general, los que ejecuten actos contrarios a la moral o a las buenas costumbres.

El asesor del Ministerio del Interior don Juan Francisco Galli manifestó que se trata simplemente de una actualización de la norma ya que actualmente la ley menciona la trata de blancas, en circunstancias que la normativa internacional se refiere al tráfico ilegal de migrantes y trata de personas.


Puesto en votación el numeral, fue aprobado en los mismos términos que la Comisión precedente por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Kuschel y Sabag.  

N° 2


Incorpora, en el párrafo IV del Título I, en el orden que corresponda, un artículo 33 bis, nuevo, que consulta dos incisos.


El inciso primero legitima a las víctimas del delito previsto en el artículo 411 quáter del Código Penal, que no sean nacionales o residentes permanentes en el país, para presentar una solicitud de autorización de residencia temporal por un período mínimo de seis meses, durante los cuales podrán decidir el ejercicio de acciones penales y civiles en los respectivos procedimientos judiciales o iniciar los trámites para regularizar su situación legal de residencia.


El inciso segundo prescribe que en caso alguno podrá decretarse la repatriación de las víctimas que soliciten autorización de residencia por existir grave peligro para su integridad física y psíquica resultante de las circunstancias en que se ha cometido el delito en sus países de origen.


El señor Galli, asesor del Ministerio del Interior, expresó que el texto propuesto es consistente con la legislación sobre refugiados, pues, se trata de impedir que una persona víctima de un delito, debido al hecho de no ser nacional del país, pueda ser  expulsada.  De esta forma, se le confiere el derecho a solicitar su permanencia o residencia en Chile y se establece un plazo acotado para resolver esa solicitud. A su vez, prosiguió, el inciso segundo se pone en el caso en que la integridad física o síquica de la persona esté en peligro y en tal supuesto no cabe denegar la autorización a que se refiere el inciso primero. 


Hizo notar, sin embargo, que existe un problema de redacción cuya enmienda es imprescindible ya que al usar la conjunción copulativa “y” en lugar de la adversativa “o”, en referencia al grave peligro que sobre la integridad de la víctima representa su repatriación al país de origen en el que se ha cometido el delito, se podría entender  que se requiere la concurrencia tanto de factores físicos como síquicos.


La unanimidad de los Honorables Senadores presentes concordaron respecto de la necesidad de reemplazar, a continuación de la palabra “física”, la conjunción “y” por “o”.


En consecuencia, con arreglo al inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, los Honorables Senadores señora Pérez y señores Kuschel y Sabag aprobaron el numeral con la modificación expresada en el párrafo precedente. 

Artículo cuarto


Intercala, en el artículo 5° del decreto ley N° 2.460, de 1979, ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, a continuación de la oración “controlar el ingreso y la salida de personas del territorio nacional;”, una nueva del tenor siguiente: “adoptar todas las medidas conducentes para asegurar la correcta identificación de las personas que salen e ingresan al país, la validez y autenticidad de sus documentos de viaje y la libre voluntad de las personas de ingresar o salir de él;”.


El señor Galli, asesor del Ministerio del Interior,   expresó que se trata de explicitar una atribución que dicho servicio policial tiene.


Fue aprobado en los mismos términos propuestos por la Comisión precedente por la unanimidad de los miembros presentes de  vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Kuschel y Sabag.

Artículo quinto

Reemplaza, en el inciso tercero del artículo 3° del decreto ley N° 321, de 1925, que establece la libertad condicional para los penados, los vocablos “número 1 del artículo 367 bis” por  “artículo 411 quáter”. 


La disposición legal explicita los requisitos que deben cumplir los condenados para obtener el beneficio de la libertad condicional; específicamente, el inciso tercero exige haber cumplido dos tercios de la pena en el caso de los condenados por los delitos de parricidio, homicidio calificado, robo con homicidio, violación con homicidio, violación de persona menor de catorce años, infanticidio, el previsto en el número 1 del artículo 367 bis del Código Penal y elaboración o tráfico de estupefacientes.


El señor Galli, asesor del Ministerio del Interior, señaló que se  trata de una adecuación de una consistente con la aprobación del numeral 2 del artículo primero del proyecto que derogó el artículo 367 bis de la compilación penal.


La Comisión le prestó su aprobación en los mismos términos que la Comisión precedente con el voto unánime de los miembros presentes de  vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Kuschel y Sabag.

Artículo sexto


Sustituye, en el artículo 4°, letra e), de la ley N° 18.050, que fija normas generales para conceder indultos particulares, la expresión “número 1 del artículo 367 bis” por “artículo 411 quater”.


El señor Galli, asesor del Ministerio del Interior, refirió que la disposición en que recae la enmienda autoriza a denegar las solicitudes de indultos particulares, entre otros casos, si concurriendo los demás supuestos legales se trate de condenados por el delito previsto en el número 1 del artículo 367 bis del Código Penal.

Manifestó que esta disposición se inscribe en la misma lógica adecuatoria que el artículo precedente, habida consideración de la derogación del artículo mentado del Código Penal. 


La Comisión le prestó su aprobación en los mismos términos que la Comisión precedente con el voto unánime de los miembros presentes de  vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Kuschel y Sabag.

Artículo séptimo


Reemplaza, en el inciso primero letra a) del artículo 27 de la ley Nº 19.913, la frase "artículos 141, 142, 366 quáter, 367 y 367 bis del Código Penal" por "artículos 141, 142, 366 quáter, 367, 411 bis, 411 ter, 411 quáter y 411 quinquies del Código Penal.".


Esta disposición incorporada por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, tiene por objeto adecuar las referencias que el artículo 27 de la ley que crea la Unidad de Análisis Financiero y modifica diversas disposiciones en materia de lavado y blanqueo de activos con las enmiendas introducidas por el proyecto en informe.

El artículo fue aprobado en los mismos términos que la Comisión precedente por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Kuschel y Sabag.
- - -

MODIFICACIONES



En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de proponeros la siguiente modificación al texto del proyecto de ley aprobado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento:

Artículo tercero

Nº 2


Reemplazar, en el inciso segundo del artículo 33 bis) nuevo, a continuación de la palabra “física”, la conjunción “y” por “o”.  (Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado, Unanimidad 3x0).

- - -


De aprobarse las modificaciones propuestas por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, el texto del proyecto queda como sigue:

“PROYECTO DE LEY


Artículo primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


1. Incorpórase, en el párrafo 5°, del Título III del Libro I, un artículo 89 bis, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 89 bis.- El Ministro de Justicia podrá disponer, de acuerdo con los tratados internacionales vigentes sobre la materia y ratificados por Chile, o sobre la base del principio de reciprocidad, que los extranjeros condenados por alguno de los delitos contemplados en los artículos 411 bis, 411 ter, 411 quáter y 411 quinquies, cumplan en el país de su nacionalidad las penas privativas de libertad que les hubieren sido impuestas.”.


2. Derógase el artículo 367 bis.


3. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 369 ter:


a) Elimínase, en su inciso primero, la expresión “367 bis,”.


b) Reemplázase, en su inciso final, la expresión “ley Nº 19.366” por “ley Nº 20.000”.


4. Intercálase, en el Título VIII del Libro II, el siguiente párrafo, con los artículos que se indican:


“5 bis. De los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas


Artículo 411 bis.- Tráfico de migrantes. El que con ánimo de lucro facilite o promueva la entrada ilegal al país de una persona que no sea nacional o residente, será castigado con reclusión menor en su grado medio a máximo y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.


La pena señalada en el inciso anterior se aplicará en su grado máximo si se pusiere en peligro la integridad física o salud del afectado.


Si se pusiere en peligro la vida del afectado o si éste fuere menor de edad, la pena señalada en el inciso anterior se aumentará en un grado.


Las mismas penas de los incisos anteriores, junto con la de inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en su grado máximo, se impondrá si el hecho fuere ejecutado, aun sin ánimo de lucro, por un funcionario público en el desempeño de su cargo o abusando de el. Para estos efectos se estará a lo dispuesto en el artículo 260.


Artículo 411 ter.- El que promoviere o facilitare la entrada o salida del país de personas para que ejerzan la prostitución en el territorio nacional o en el extranjero, será castigado con la pena de reclusión menor en su grado máximo y multa de veinte unidades tributarias mensuales.


Artículo 411 quáter.- El que mediante violencia, intimidación, coacción, engaño, abuso de poder, aprovechamiento de una situación de vulnerabilidad o de dependencia de la víctima, o la concesión o recepción de pagos u otros beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, capte, traslade, acoja o reciba personas para que sean objeto de alguna forma de explotación sexual, incluyendo la pornografía, trabajos o servicios forzados, servidumbre o esclavitud o prácticas análogas a ésta, o extracción de órganos, será castigado con la pena de reclusión mayor en sus grados mínimo a medio y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.


Si la víctima fuere menor de edad, aún cuando no concurriere violencia, intimidación, coacción, engaño, abuso de poder, aprovechamiento de una situación de vulnerabilidad o de dependencia de la víctima, o la concesión o recepción de pagos u otros beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, se impondrán las penas de reclusión mayor en su grado medio y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.


El que promueva, facilite o financie la ejecución de las conductas descritas en este artículo, será sancionado como autor del delito. 


Artículo 411 quinquies.- Los que se asociaren u organizaren con el objeto de cometer alguno de los delitos de éste párrafo, serán sancionados, por éste sólo hecho, conforme a lo dispuesto en los artículo 292 y siguientes de este Código.


Artículo 411 sexies.- El tribunal podrá reducir la pena en dos grados al imputado o acusado que prestare cooperación eficaz que conduzca al esclarecimiento de los hechos investigados o permita la identificación de sus responsables, o que sirva para prevenir o impedir la perpetración o consumación de igual o mayor gravedad.


Se entiende por cooperación eficaz el suministro de datos o informaciones precisas, verídicas y comprobables, que contribuyan necesariamente a los fines señalados en el inciso primero.


Si con ocasión de la investigación de otro hecho constitutiva de delito, el fiscal correspondiente necesita tomar conocimiento de los antecedentes proporcionados por el cooperador eficaz, deberá solicitarlos fundadamente. El fiscal requirente, para los efectos de efectuar la diligencia, deberá realizarla en presencia del fiscal ante quien se prestó la cooperación, debiendo este último previamente calificar su conveniencia. El superior jerárquico común dirimirá cualquier dificultad que surja con ocasión de dicha petición y de su cumplimiento.


La reducción de pena se determinará con posterioridad a la individualización de la sanción penal según las circunstancias atenuantes o agravantes comunes que concurran, o de su compensación, de acuerdo con las regla generales.


Artículo 411 septies.- Para los efectos de determinar la reincidencia del artículo 12, circunstancia 16ª, en los delitos sancionados en este párrafo, se considerarán también las sentencias firmes dictadas en un Estado extranjero, aun cuando la pena impuesta no haya sido cumplida.


Artículo 411 octies.- Previa autorización del juez de garantía competente, el fiscal podrá autorizar, en las investigaciones por los delitos previstos en el presente párrafo, que funcionarios policiales se desempeñen como agentes encubiertos y, a propuesta de dichos funcionarios, que determinados informantes de esos servicios actúen en esa calidad.


Cuando existieren sospechas fundadas de que una persona o una organización delictiva hubiere cometido o preparado la comisión de alguno de los delitos indicados en este párrafo, y la investigación lo hiciere imprescindible, el tribunal, a petición del Ministerio Público, podrá autorizar la interceptación o grabación de las telecomunicaciones de esa persona o de quienes integraren dicha organización, la fotografía, filmación u otros medios de reproducción de imágenes conducentes al esclarecimiento de los hechos y la grabación de comunicaciones. En lo demás, se estará íntegramente a lo dispuesto en los artículos 222 a 225 del Código Procesal Penal.


Estas técnicas podrán ser utilizadas por el fiscal sea que se trate de una persona, un grupo de personas o una organización delictiva que hubiere cometido o preparado la comisión de los delitos señalados en este artículo.


En todo aquello no regulado por este artículo, los agentes encubiertos e informantes se regirán por las disposiciones respectivas de la ley Nº 20.000.


Artículo segundo.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:


1. Incorpóranse, en el párrafo 2° del Título IV del Libro I, el siguiente artículo, nuevo:


Artículo 78 bis.- Protección de la integridad física y psicológica de las personas objeto del tráfico ilícito de migrantes y víctimas de trata de personas. El Ministerio Público adoptará las medidas necesarias, o las solicitará, en su caso, tendientes a asegurar la protección de las víctimas de estos delitos durante el proceso penal, teniendo presente la especial condición de vulnerabilidad que las afecta.


Cuando se trate de menores de dieciocho años, los servicios públicos a cargo de la protección de la infancia y la adolescencia deberán facilitar su acceso a las prestaciones especializadas que requieran, especialmente, aquellas tendientes a su recuperación integral y a la revinculación familiar, si fuere procedente de acuerdo al interés superior del menor de edad. 


En los casos en que las víctimas de los delitos establecidos en los artículos 411 bis y 411 quáter del Código Penal, carezcan de representante legal o cuando, por motivos fundados, el juez estime que los intereses de las personas menores de edad son independientes o contradictorios  con los de aquel a quien corresponda representarlo, el juez le designará un curador ad lítem de cualquier institución que se dedique a la defensa, promoción o protección de los derechos de la infancia.


2.- Reemplázase, en el inciso primero del artículo 198, la frase "artículos 361 a 367 bis", las dos veces que aparece, por "artículos 361 a 367".


3.- Sustitúyese, en el inciso sexto del artículo 237, la frase "361 a 366 bis, 367 y 367 bis del Código Penal" por “361 a 366 bis y 367 del Código Penal".


Artículo tercero.- Introdúcense, en el decreto ley N° 1.094, de 1975, que establece normas para extranjeros en Chile, las siguientes modificaciones:


1. Sustitúyese en el N° 2 del artículo 15, la expresión “a la trata de blancas” por la siguiente: “el tráfico ilegal de migrantes y trata de personas”.


2. Incorpórase, en el párrafo IV del Título I, en el orden que corresponda, un artículo 33 bis, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 33 bis.- Las víctimas del delito previsto en el artículo 411 quáter del Código Penal, que no sean nacionales o residentes permanentes en el país, tendrán derecho a presentar una solicitud de autorización de una residencia temporal por un período mínimo de seis meses, durante los cuales podrán decidir el ejercicio de acciones penales y civiles en los respectivos procedimientos judiciales o iniciar los trámites para regularizar su situación legal de residencia.


En ningún caso podrá decretarse la repatriación de las víctimas que soliciten autorización de residencia por existir grave peligro para su integridad física o psíquica resultante de las circunstancias en que se ha cometido el delito en sus países de origen.”.


Artículo cuarto.- Intercálase, en el artículo 5° del decreto ley N° 2.460, de 1979,  ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, a continuación de la oración “controlar el ingreso y la salida de personas del territorio nacional;”, el siguiente párrafo: 


“adoptar todas las medidas conducentes para asegurar la correcta identificación de las personas que salen e ingresan al país, la validez y autenticidad de sus documentos de viaje y la libre voluntad de las personas de ingresar o salir de él;”.


Artículo quinto.- Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 3° del decreto ley N° 321, de 1925, que establece la libertad condicional para los penados, los vocablos “número 1 del artículo 367 bis” por  “artículo 411 quáter”.


Artículo sexto.- Sustitúyese, en el artículo 4°, letra e), de la ley N° 18.050, que fija normas generales para conceder indultos particulares, la expresión “número 1 del artículo 367 bis” por “artículo 411 quater”.


Artículo séptimo.- Reemplázase, en el inciso primero letra a) del artículo 27 de la ley Nº 19.913, la frase "artículos 141, 142, 366 quáter, 367 y 367 bis del Código Penal" por "artículos 141, 142, 0366 quáter, 367, 411 bis, 411 ter, 411 quáter y 411 quinquies del Código Penal.".".

- - - 


Acordado  en las sesiones celebradas el 15 de diciembre de 2010 y 5 y 12 de enero de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Lily Pérez San Martín (Presidente) y señores Carlos Ignacio Kuschel Silva, Juan Pablo Letelier Morel (Jaime Quintana Leal) y Hosaín Sabag Castillo. 

Sala de la Comisión, a 18 de enero de 2011.




(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann,





      Secretario
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE REGULA EL PAGO DE LAS TARIFAS ELÉCTRICAS DE LAS GENERADORAS RESIDENCIALES

(6041-08)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Minería y Energía, tiene el honor de informaros en particular, acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en una Moción del Honorable Senador señor Antonio Horvath Kiss.





A la sesión en que la Comisión consideró esta iniciativa asistió, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Kuschel.

- - -




Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- 
Artículos que no fueron objeto de


indicaciones o de modificaciones: No hubo.

2.-
Indicaciones aprobadas


sin modificaciones: N°1.

3.-
Indicaciones aprobadas


con modificaciones: No hubo.

4.-
Indicaciones rechazadas: No hubo.

5.-
Indicaciones retiradas: No hubo

6.-
Indicaciones declaradas


inadmisibles: No hubo.

- - -

I. DISCUSIÓN EN PARTICULAR

ARTÍCULO ÚNICO


La indicación N°1, de S.E. el Presidente de la República para sustituir íntegramente el texto del proyecto por el siguiente:


“Artículo único.- Intercálase, en la Ley General de Servicios Eléctricos, el siguiente artículo 149 bis, nuevo:


“Artículo 149 bis.- Los usuarios finales que dispongan para su propio consumo de equipamiento de generación de energía eléctrica por medios renovables no convencionales, tendrán derecho a inyectar la energía que de esta forma generen, sin fines comerciales, a la red de distribución a través de los respectivos empalmes.


Se entenderá por energías renovables no convencionales aquellas definidas como tales en la letra aa) del artículo 225 de la Ley General de Servicios Eléctricos.


Un reglamento establecerá las condiciones técnicas mínimas de la conexión, las especificaciones técnicas que deberá cumplir el equipamiento requerido para materializar las inyecciones, el mecanismo para la determinación de los costos de las adecuaciones que deban realizarse a la red, las actividades de mantenimiento e intervención de la misma, las capacidades máximas a instalar, los límites de inyección máxima que podrá realizar un usuario final a la red de distribución y la inyección máxima que podrá recibir una red de distribución de usuarios finales según esta ley. Las inyecciones máximas deberán definirse siguiendo criterios de seguridad operacional y de la configuración de la red de distribución. Asimismo, el reglamento determinará el procedimiento mediante el cual los clientes podrán solicitar a la distribuidora correspondiente la habilitación de la inyección de excedentes, previo informe de la Superintendencia.


Las inyecciones de energía señaladas en el inciso primero serán valorizadas al precio promedio a nivel de subestación de generación-transporte al que compra la energía la concesionaria de servicio público de distribución o cooperativa eléctrica que suministra al usuario final. Los retiros de energía y potencia realizados por los usuarios finales, sujetos a fijación de precios de acuerdo a lo señalado en el numeral 1 del artículo 147, serán valorizados en conformidad con lo establecido en el artículo 181.


Las inyecciones de energía valorizadas conforme al inciso precedente deberán ser descontadas de la facturación del mes en el cual se realizaron dichas inyecciones. De existir un remanente a favor del cliente, el mismo se descontará en la o las facturas subsiguientes. Sin perjuicio de lo anterior, los remanentes que se produzcan dentro de un período de doce meses, determinado para estos efectos en el contrato entre el usuario final y la distribuidora, sólo podrán ser rebajados hasta la factura correspondiente al último mes del período antes señalado. Dichos remanentes deberán ser ajustados de acuerdo al Índice de Precios del Consumidor, o el instrumento que lo reemplace, según el procedimiento que establezca la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


La estructura tarifaria y el valor agregado de distribución que se establezca conforme a los artículos 181 y 182 no podrá significar costos adicionales a los clientes que no dispongan de equipamiento de generación de energía eléctrica conforme al inciso primero de este articulo, correspondiendo al cliente que disponga del equipamiento señalado anteriormente cubrir todos los costos asociados a su implementación.


Para efectos de la aplicación de lo establecido en el presente artículo, las concesionarias de servicio público de distribución o cooperativas eléctricas deberán disponer un contrato tipo, con las menciones mínimas que establezca la Comisión mediante resolución, entre las que se deberán considerar, al menos, el equipamiento de generación del usuario final, la capacidad de generación, la opción tarifaria, la propiedad del equipo medidor y demás conceptos básicos que establezca el reglamento. El contrato tipo deberá estar publicado en la página web de la correspondiente concesionaria de servicio público de distribución o cooperativa eléctrica.”.


Artículo transitorio.- La presente ley entrará en vigencia una vez que se dicte el reglamento a que se refiere el artículo149 bis.


Durante el periodo comprendido entre la fecha de publicación del reglamento del artículo 149 bis y hasta la entrada en vigencia de la fijación de tarifas del valor agregado de distribución correspondiente al cuadrienio 2012-2015, los clientes que deseen inyectar sus excedentes de energía a la red, de acuerdo a lo señalado en el artículo 149 bis, y para efectos del pago de sus retiros de energía y potencia, podrán seguir adscritos a la opción tarifaria contratada a esa fecha.”.”.



Habida consideración que la indicación del Ejecutivo recogió los planteamientos efectuados por los Honorables señores Senadores durante la discusión general, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión concordó en su aprobación.



Sometida a votación la indicación del Ejecutivo, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Allende y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con el acuerdo adoptado precedentemente, vuestra Comisión tiene el honor de proponeros la siguiente modificación al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:



- Sustituir el proyecto aprobado en general por el siguiente:


“Artículo único.- Intercálase, en la Ley General de Servicios Eléctricos, el siguiente artículo 149 bis, nuevo:


“Artículo 149 bis.- Los usuarios finales que dispongan para su propio consumo de equipamiento de generación de energía eléctrica por medios renovables no convencionales, tendrán derecho a inyectar la energía que de esta forma generen, sin fines comerciales, a la red de distribución a través de los respectivos empalmes.


Se entenderá por energías renovables no convencionales aquellas definidas como tales en la letra aa) del artículo 225 de la Ley General de Servicios Eléctricos.


Un reglamento establecerá las condiciones técnicas mínimas de la conexión, las especificaciones técnicas que deberá cumplir el equipamiento requerido para materializar las inyecciones, el mecanismo para la determinación de los costos de las adecuaciones que deban realizarse a la red, las actividades de mantenimiento e intervención de la misma, las capacidades máximas a instalar, los límites de inyección máxima que podrá realizar un usuario final a la red de distribución y la inyección máxima que podrá recibir una red de distribución de usuarios finales según esta ley. Las inyecciones máximas deberán definirse siguiendo criterios de seguridad operacional y de la configuración de la red de distribución. Asimismo, el reglamento determinará el procedimiento mediante el cual los clientes podrán solicitar a la distribuidora correspondiente la habilitación de la inyección de excedentes, previo informe de la Superintendencia.


Las inyecciones de energía señaladas en el inciso primero serán valorizadas al precio promedio a nivel de subestación de generación-transporte al que compra la energía la concesionaria de servicio público de distribución o cooperativa eléctrica que suministra al usuario final. Los retiros de energía y potencia realizados por los usuarios finales, sujetos a fijación de precios de acuerdo a lo señalado en el numeral 1 del artículo 147, serán valorizados en conformidad con lo establecido en el artículo 181.


Las inyecciones de energía valorizadas conforme al inciso precedente deberán ser descontadas de la facturación del mes en el cual se realizaron dichas inyecciones. De existir un remanente a favor del cliente, el mismo se descontará en la o las facturas subsiguientes. Sin perjuicio de lo anterior, los remanentes que se produzcan dentro de un período de doce meses, determinado para estos efectos en el contrato entre el usuario final y la distribuidora, sólo podrán ser rebajados hasta la factura correspondiente al último mes del período antes señalado. Dichos remanentes deberán ser ajustados de acuerdo al Índice de Precios del Consumidor, o el instrumento que lo reemplace, según el procedimiento que establezca la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


La estructura tarifaria y el valor agregado de distribución que se establezca conforme a los artículos 181 y 182 no podrá significar costos adicionales a los clientes que no dispongan de equipamiento de generación de energía eléctrica conforme al inciso primero de este articulo, correspondiendo al cliente que disponga del equipamiento señalado anteriormente cubrir todos los costos asociados a su implementación.


Para efectos de la aplicación de lo establecido en el presente artículo, las concesionarias de servicio público de distribución o cooperativas eléctricas deberán disponer un contrato tipo, con las menciones mínimas que establezca la Comisión mediante resolución, entre las que se deberán considerar, al menos, el equipamiento de generación del usuario final, la capacidad de generación, la opción tarifaria, la propiedad del equipo medidor y demás conceptos básicos que establezca el reglamento. El contrato tipo deberá estar publicado en la página web de la correspondiente concesionaria de servicio público de distribución o cooperativa eléctrica.”.


Artículo transitorio.- La presente ley entrará en vigencia una vez que se dicte el reglamento a que se refiere el artículo149 bis.


Durante el periodo comprendido entre la fecha de publicación del reglamento del artículo 149 bis y hasta la entrada en vigencia de la fijación de tarifas del valor agregado de distribución correspondiente al cuadrienio 2012-2015, los clientes que deseen inyectar sus excedentes de energía a la red, de acuerdo a lo señalado en el artículo 149 bis, y para efectos del pago de sus retiros de energía y potencia, podrán seguir adscritos a la opción tarifaria contratada a esa fecha.”.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


De aprobarse las modificaciones anteriores, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Intercálase, en la Ley General de Servicios Eléctricos, el siguiente artículo 149 bis, nuevo:


“Artículo 149 bis.- Los usuarios finales que dispongan para su propio consumo de equipamiento de generación de energía eléctrica por medios renovables no convencionales, tendrán derecho a inyectar la energía que de esta forma generen, sin fines comerciales, a la red de distribución a través de los respectivos empalmes.


Se entenderá por energías renovables no convencionales aquellas definidas como tales en la letra aa) del artículo 225 de la Ley General de Servicios Eléctricos.


Un reglamento establecerá las condiciones técnicas mínimas de la conexión, las especificaciones técnicas que deberá cumplir el equipamiento requerido para materializar las inyecciones, el mecanismo para la determinación de los costos de las adecuaciones que deban realizarse a la red, las actividades de mantenimiento e intervención de la misma, las capacidades máximas a instalar, los límites de inyección máxima que podrá realizar un usuario final a la red de distribución y la inyección máxima que podrá recibir una red de distribución de usuarios finales según esta ley. Las inyecciones máximas deberán definirse siguiendo criterios de seguridad operacional y de la configuración de la red de distribución. Asimismo, el reglamento determinará el procedimiento mediante el cual los clientes podrán solicitar a la distribuidora correspondiente la habilitación de la inyección de excedentes, previo informe de la Superintendencia.


Las inyecciones de energía señaladas en el inciso primero serán valorizadas al precio promedio a nivel de subestación de generación-transporte al que compra la energía la concesionaria de servicio público de distribución o cooperativa eléctrica que suministra al usuario final. Los retiros de energía y potencia realizados por los usuarios finales, sujetos a fijación de precios de acuerdo a lo señalado en el numeral 1 del artículo 147, serán valorizados en conformidad con lo establecido en el artículo 181.


Las inyecciones de energía valorizadas conforme al inciso precedente deberán ser descontadas de la facturación del mes en el cual se realizaron dichas inyecciones. De existir un remanente a favor del cliente, el mismo se descontará en la o las facturas subsiguientes. Sin perjuicio de lo anterior, los remanentes que se produzcan dentro de un período de doce meses, determinado para estos efectos en el contrato entre el usuario final y la distribuidora, sólo podrán ser rebajados hasta la factura correspondiente al último mes del período antes señalado. Dichos remanentes deberán ser ajustados de acuerdo al Índice de Precios del Consumidor, o el instrumento que lo reemplace, según el procedimiento que establezca la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


La estructura tarifaria y el valor agregado de distribución que se establezca conforme a los artículos 181 y 182 no podrá significar costos adicionales a los clientes que no dispongan de equipamiento de generación de energía eléctrica conforme al inciso primero de este articulo, correspondiendo al cliente que disponga del equipamiento señalado anteriormente cubrir todos los costos asociados a su implementación.


Para efectos de la aplicación de lo establecido en el presente artículo, las concesionarias de servicio público de distribución o cooperativas eléctricas deberán disponer un contrato tipo, con las menciones mínimas que establezca la Comisión mediante resolución, entre las que se deberán considerar, al menos, el equipamiento de generación del usuario final, la capacidad de generación, la opción tarifaria, la propiedad del equipo medidor y demás conceptos básicos que establezca el reglamento. El contrato tipo deberá estar publicado en la página web de la correspondiente concesionaria de servicio público de distribución o cooperativa eléctrica.”.


Artículo transitorio.- La presente ley entrará en vigencia una vez que se dicte el reglamento a que se refiere el artículo149 bis.


Durante el periodo comprendido entre la fecha de publicación del reglamento del artículo 149 bis y hasta la entrada en vigencia de la fijación de tarifas del valor agregado de distribución correspondiente al cuadrienio 2012-2015, los clientes que deseen inyectar sus excedentes de energía a la red, de acuerdo a lo señalado en el artículo 149 bis, y para efectos del pago de sus retiros de energía y potencia, podrán seguir adscritos a la opción tarifaria contratada a esa fecha.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 19 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señor Jaime Orpis Bouchon (Presidente), señora Isabel Allende Bussi y señor Baldo Prokurica Prokurica.





Sala de la Comisión, 19 de enero de 2011.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL “ ACUERDO DE INVERSIÓN ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y SUS ANEXOS”

(6920-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 29 de abril de 2010.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 30 de junio de 2010, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de Acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, la Directora (S) de la Dirección de Asuntos Económicos e Internacionales de la Cancillería, señora Ana Novik; el Jefe del Departamento de América Latina de dicha entidad, señor Pablo Urria, y el Asesor señor Patricio Balmaceda.
- - -


Cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

II. ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".


b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.


2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Señala el Mensaje que, en concordancia con las buenas relaciones económicas y comerciales, históricas entre Chile y Uruguay, tanto en el marco del Acuerdo de Complementación Económica Chile-MERCOSUR, como a partir de la constitución de la Comisión Binacional de Comercio e Inversiones (CBCI) de 2007, se logró consensuar un texto que permitió la suscripción de un Acuerdo bilateral sobre Inversiones.


Agrega que Uruguay constituye un mercado de perspectiva para la colocación de capitales chilenos, lo que realza la importancia que adquiere la suscripción de este Acuerdo. Añade que en el período 1990-2009 los inversionistas chilenos concretaron en Uruguay, proyectos por más de US$ 700 millones, lo que representa el 1,4% del total invertido en el exterior por capitales chilenos.


Manifiesta el Ejecutivo que, no obstante tratarse de un mercado pequeño, la relativa similitud de la estructura económica de ambos países abre interesantes oportunidades para estas inversiones, especialmente en las áreas de servicios, industrial y forestal.


Añade el Gobierno que, en términos sectoriales, el sector industrial representa actualmente el primer destino de las inversiones directas de Chile en Uruguay, con una inversión acumulada de US$ 329 millones y un 47% de participación. En este sector, es importante la presencia de inversiones chilenas en los siguientes rubros: producción de papeles, cartones y pañales, envases, contrachapados, calzados, productos químicos, etc. A modo de ejemplo, empresas Copec acaba de anunciar la construcción en dicho país, de la planta de celulosa más grande del mundo. Agrega que el segundo lugar lo ocupan las inversiones en el sector de los servicios, que representan un 31% del total. En tercer lugar, se encuentra el sector agropecuario, con un 22%. Al interior de este último sector destaca el subsector forestal (comprendido principalmente por plantaciones), y que representa el 47% del sector agropecuario.


Expresa el Mensaje que el Acuerdo de Inversión que se suscribe viene a enriquecer la plataforma de acción de las inversiones chilenas que cuentan en la actualidad con un conjunto de acuerdos internacionales que facilitan su accionar, entre ellos: el Acuerdo de Complementación Económica Chile-MERCOSUR (ACE-35), que posibilita el acceso y conocimiento de los mercados, así como la detección de nuevos negocios; el Convenio Bilateral de Seguridad Social, que permite el desplazamiento de técnicos, especialistas y ejecutivos relacionados a los proyectos de inversión; y el Convenio para Evitar la Doble Tributación en Materia de Transporte Aéreo.


Destaca el Ejecutivo la existencia de reservas a las obligaciones contraídas en virtud del Acuerdo, que se expresan en los Anexos (I, II, III). Estos tienen por objeto resguardar las sensibilidades de política comercial tanto del Gobierno de Chile como del Gobierno de Uruguay, como asimismo, velar por la compatibilidad de nuestro ordenamiento jurídico interno (leyes, decretos, reglamentos, etc.) con los compromisos internacionales adquiridos, de modo de evitar posibles conflictos o contradicciones.


Hace presente el Gobierno que el Acuerdo de Inversión negociado entre la República de Chile y la República Oriental del Uruguay, consagra un régimen jurídico para las inversiones recíprocas, moderno, claro y eficaz que contribuye de manera importante a optimizar el ambiente de negocios para los inversionistas extranjeros de ambos países. Agrega que el presente Acuerdo de Inversión, en razón de su estructura, contenido y alcance, puede catalogarse como de última generación.

3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 4 de mayo de 2010, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.


Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 8 de junio de 2010 y aprobó, por la unanimidad de los miembros presentes, el proyecto en informe.


Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 17 de junio de 2010, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes (97 votos a favor).


4.- Instrumento Internacional.- El Acuerdo consta de 38 artículos, dividido en tres secciones, y sus Anexos correspondientes.


La sección A, que establece un sistema de disciplinas o principios que tienen por objeto la protección de los inversionistas extranjeros y sus inversiones, que se distribuye entre los artículos 2 a 15.


La sección B que comprende desde el artículo 16 al 28, y que describe un completo sistema de solución de controversias entre un inversionista de alguna de las Partes y el otro Estado Parte, el cual complementa el sistema de garantías o derechos descritos en la sección A del Acuerdo. 


Finalmente, la sección C, que contiene las disposiciones finales del Acuerdo, que se despliega entre los artículos 29 y 38.


En relación a la sección A, Chile y Uruguay acordaron disciplinas de protección de los inversionistas extranjeros y sus inversiones, entre las cuales podemos destacar, el trato nacional; trato de la nación mas favorecida; libre transferencia; nivel mínimo de trato y expropiación e indemnización. Todas estas disciplinas tienen por objeto establecer un marco regulatorio de las inversiones recíprocas inspirado en el principio de no discriminación, es decir, que tanto los inversionistas como las inversiones extrajeras chilenas y uruguayas gocen, a lo menos, del mismo trato que los inversionistas nacionales.


En la sección B, relativa a la solución de controversias entre un inversionista y un Estado, se acordó un completo y detallado mecanismo que incorpora la posibilidad de un procedimiento arbitral entre las partes contendientes. A mayor abundamiento, el inversionista demandante, puede hacer uso de este mecanismo si se han violado una o más de las disposiciones contenidas en la sección A y si la mencionada infracción resulta en daño o pérdida para el inversionista demandante. A continuación, el inversionista tendrá un derecho alternativo para escoger, a su arbitrio, el foro jurisdiccional en el cual desea incoar la controversia, a saber, los tribunales nacionales pertenecientes a la jurisdicción del Estado demandado, o un tribunal arbitral internacional especializado en materias relativas a las inversiones internacionales, de entre los cuales puede elegir al Centro Internacional de Arreglo de las Controversias sobre Inversión (CIADI) dependiente del Banco Mundial o a la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI) o cualquier otra institución o reglamento de arbitraje que las partes contendientes escojan.


Por su parte, en la sección C se contemplan las disposiciones finales del Acuerdo, relativas a transparencia, excepciones de seguridad, medidas para salvaguardar la balanza de pagos, negociaciones futuras, solución de controversias entre Estados, anexos y notas al pie, entrada en vigor, terminación, adhesión y modificaciones al Acuerdo.


En cuanto a la transparencia, se garantiza la publicación de las leyes y regulaciones relativas a cualquier asunto comprendido por el Acuerdo y se establecen puntos de contacto para facilitar las comunicaciones entre las Partes, pero sin descuidar la confidencialidad de la información que justifique este tratamiento.


Asimismo, y sin perjuicio del mecanismo de solución de controversias entre los inversionistas y el Estado, contemplado en la sección B del Acuerdo, se establece un procedimiento de solución de controversias entre Estados, contenido en el Anexo F, aplicable a las disputas que surjan entre las Partes con relación a la interpretación, aplicación o implementación de las disposiciones contenidas en el Acuerdo. Este procedimiento está compuesto de dos etapas. La primera consiste en negociaciones directas entre los Estados, destinadas a alcanzar una solución mutuamente satisfactoria de la controversia. De no resolverse el asunto mediante las negociaciones, se pasa a la etapa jurisdiccional del procedimiento, esto es, el arbitraje. Los tribunales arbitrales están compuestos de tres miembros elegidos por las Partes, quienes deberán resolver el asunto mediante la emisión de un laudo definitivo y obligatorio.


El acuerdo consta de los siguientes anexos: Anexo A: Expropiación; Anexo B: Transferencias; Anexo C: Término del Acuerdo Bilateral de Inversiones; Anexo D: decreto ley N° 600; Anexo E: Diligenciamiento de la Documentación; Anexo F: Solución de Controversias entre las Partes (que contiene un Apéndice que fija reglas de procedimiento de los tribunales arbitrales). Asimismo contempla III Anexos que contiene las listas de sectores o subsectores de las Partes.

------

III. DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín puso en discusión el proyecto.


La Directora (S) de la Dirección de Asuntos Económicos e Internacionales de la Cancillería, señora Ana Novik, señaló que el Acuerdo Bilateral de Inversiones suscrito entre las Repúblicas de Chile y Uruguay, es un instrumento jurídico sofisticado que tiene por objeto el establecimiento de reglas claras y predecibles, que permitan a los inversionistas de ambos países poder adoptar decisiones de inversión en un ambiente de negocios más amigable y seguro.


Añadió que este Convenio remplaza el Acuerdo de Promoción Protección Recíproca a las Inversiones vigente, del año 1999, con el objeto de modernizar los compromisos y otorgar un nivel de protección más amplio a las inversiones de ambos países.


Indicó que, desde el año 1990 a la fecha, existen US$ 700 millones de inversiones chilenas en Uruguay, correspondiendo el 47% al sector industrial, el 31% al sector servicios y el 22% al sector agropecuario. Por otra parte, añadió que el Ministro de Industria, Energía y Minería de Uruguay la semana pasada declaró que estima que la inversión chilena se puede triplicar en los próximos 10 años.


Manifestó que las inversiones uruguayas en Chile, desde el año 1990 a la fecha, ascienden a US$ 86 millones. Expresó que, si bien no son muy cuantiosas, existe potencial para que aumenten.


En relación al Acuerdo negociado, en concreto, señaló que consta de tres partes esenciales: la primera parte, establece principios de protección de las inversiones. Explicó que este es el verdadero “corazón” del acuerdo, ya que describe los estándares legales con los que los inversionistas extranjeros deberán ser tratados tanto en Chile como en el Uruguay. Indicó que entre los más importantes podemos destacar, al trato nacional, la nación mas favorecida, la libre transferencia y la expropiación.


La segunda parte, añadió, establece mecanismos para la solución de las controversias que puedan surgir entre los inversionistas extranjeros y la autoridad gubernamental, en razón de alguna medida adoptada por el algún órgano estatal que lesione los derechos económicos del inversionista, por ejemplo, si la autoridad adopta una medida que discrimine al inversionista extranjero en relación a los inversionistas nacionales. Indicó que lo más interesante de este mecanismo es que permite al inversionista elegir el foro jurisdiccional en el cual desea ventilar el asunto controvertido, a saber, los tribunales nacionales o el arbitraje internacional, sujeto al requisito de haber intentado resolver el asunto de manera amistosa a través del mecanismo de consultas.


Manifestó que la tercera parte regula las disposiciones finales del acuerdo relativas excepciones de seguridad, medidas para salvaguardar la balanza de pagos, negociaciones futuras, solución de controversias entre Estados, anexos de reservas y notas al pie, entrada en vigor, terminación, adhesión y modificaciones al Acuerdo.


Finalmente, señaló que el presente Acuerdo representa un hito significativo en la manera en que Chile enfrenta sus negociaciones de acuerdos de inversión, ya que este instrumento incorpora aspectos jurídicos de última generación, que en si mismos, representan un nuevo y poderoso estímulo a las inversiones recíprocas entre Chile y el Uruguay.


A continuación, el Honorable Senador señor Tuma consultó cuál es la diferencia con los otros acuerdos que se han suscrito sobre inversiones.


La señora Novik respondió que se negociaron muchos acuerdos de inversión en los años noventa, los que luego se dejaron un poco de lado, ya que se incorporaron dentro de los tratados de libre comercio. Agregó que estos nuevos tratados son de una generación más avanzada, ya que aprovechan las interpretaciones que han dado los tribunales a las cláusulas de los antiguos, lo que ha permitido actualizar dichas redacciones, a fin de evitar interpretaciones confusas.


Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín preguntó si se consultó al sistema financiero.


La señora Novik contestó que en las negociaciones participan, además de DIRECON, el Ministerio de Hacienda, el Banco Central y la Comisión de Inversión Extranjera.


El Honorable Senador señor Kuschel consultó quienes son los mayores inversionistas entre Chile y Uruguay y si ha habido problemas en el pasado.


Señaló la señora Novik que acaba de anunciarse una inversión de Celulosa Arauco para construir una planta en Uruguay por US$ 1.900 millones. Agregó que nunca han existido conflictos, entre otras razones, porque existe un sistema y un clima de negocios muy similar. Aclaró que, en todo caso, este Convenio entrega mayor seguridad jurídica a los inversores.


Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Larraín, Kuschel, Letelier y Tuma.

----------


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el Acuerdo de Inversión entre la República de Chile y la República Oriental del Uruguay y sus Anexos, suscrito en Montevideo, Uruguay, el 25 de marzo de 2010.”.

-------


Acordado en sesión celebrada el día 18 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Juan Pablo Letelier Morel y Eugenio Tuma Zedán.

.


Sala de la Comisión, a 18 de enero de 2011.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO Y TUMA, CON EL QUE SOLICITAN INCLUIR EN EL CENSO DE POBLACIÓN Y VIVIENDA 2012 A LOS AFRODESCENDIENTES

(S 1328-12)


OFICIO Nº 374/ E-2011


Valparaíso, 26 de enero de 2011


Tengo el honor de comunicar a Vuestra Excelencia que, en sesión de fecha 18 de enero de 2011, la Comisión de Salud tomó conocimiento del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señor Navarro, y Tuma, con el que solicitan incluir en el Censo de población y vivienda 2010 a los afro descendientes ( Boletín N° S 1.328-12). 
Al respecto, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, acordó informar a Vuestra Excelencia que el referido proyecto de acuerdo no le mereció observaciones, sin perjuicio de lo cual se reservan el derecho a ejercer el voto en la Sala de Sesiones.

Lo que pongo en conocimiento de Su Señoría en cumplimiento del referido acuerdo.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario de la Comisión

AL EXCELENTÍSIMO 

SEÑOR PRESIDENTE DEL SENADO

DON JORGE PIZARRO SOTO

PRESENTE
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO Y MUÑOZ ABURTO, CON EL QUE SOLICITAN ADOPTAR MEDIDAS DE CONTROL SANITARIO Y DE SALUD PÚBLICA EN LA SALMONICULTURA

(S 1311-12)


OFICIO Nº 593/ S-2011


Valparaíso, 26 de enero de 2011


Tengo el honor de comunicar a Vuestra Excelencia que, en sesión de fecha 18 de enero de 2011, la Comisión de Salud tomó conocimiento del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señor Navarro y Muñoz Aburto, con el que solicitan adoptar medidas de control sanitario y de salud pública en la salmonicultura  (Boletín N° S 1.311-12). 
Al respecto, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, acordó informar a Vuestra Excelencia que el referido proyecto de acuerdo no le mereció observaciones, sin perjuicio de lo cual se reservan el derecho a ejercer el voto en la Sala de Sesiones.

Lo que pongo en conocimiento de Su Señoría en cumplimiento del referido acuerdo.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario de la Comisión

AL EXCELENTÍSIMO 

SEÑOR PRESIDENTE DEL SENADO

DON JORGE PIZARRO SOTO

PRESENTE
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, QUINTANA Y ROSSI, CON EL QUE REQUIEREN AL EJECUTIVO ESTABLECER UNA POLÍTICA PÚBLICA EN MATERIA DE DISCAPACIDAD PSÍQUICA INFANTIL

(S 1315-12)


OFICIO Nº 594/ S-2011


Valparaíso, 26 de enero de 2011


Tengo el honor de comunicar a Vuestra Excelencia que, en sesión de fecha 18 de enero de 2011, la Comisión de Salud tomó conocimiento del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señor Navarro, Quintana y Rossi, con el que requieren al Ejecutivo establecer una política pública en materia de discapacidad psíquica infantil ( Boletín N° S 1.315-12). 
Al respecto, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, acordó informar a Vuestra Excelencia que el referido proyecto de acuerdo no le mereció observaciones, sin perjuicio de lo cual se reservan el derecho a ejercer el voto en la Sala de Sesiones.

Lo que pongo en conocimiento de Su Señoría en cumplimiento del referido acuerdo.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario de la Comisión

AL EXCELENTÍSIMO 

SEÑOR PRESIDENTE DEL SENADO

DON JORGE PIZARRO SOTO

PRESENTE
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN, QUINTANA Y ROSSI, CON EL QUE SOLICITAN EL ENVÍO DE UN PROYECTO DE LEY QUE MEJORE ECONÓMICAMENTE A LOS DIRECTIVOS NO PROFESIONALES DE LA SUBSECRETARÍA DE SALUD PÚBLICA

(S 1327-12)


OFICIO Nº 591/ S-2011


Valparaíso, 25 de enero de 2011


Tengo el honor de comunicar a Vuestra Excelencia que, en sesión de fecha 18 de enero de 2011, la Comisión de Salud tomó conocimiento del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Chahuán, Quintana y Rossi, con el que solicitan el envío de un proyecto de ley que mejore económicamente a los directivos no profesionales de la Subsecretaría de Salud Pública ( Boletín N° S 1.327-12). 
Al respecto, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, acordó informar a Vuestra Excelencia que el referido proyecto de acuerdo no le mereció observaciones, sin perjuicio de lo cual se reservan el derecho a ejercer el voto en la Sala de Sesiones.

Lo que pongo en conocimiento de Su Señoría en cumplimiento del referido acuerdo.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario de la Comisión

AL EXCELENTÍSIMO 

SEÑOR PRESIDENTE DEL SENADO

DON JORGE PIZARRO SOTO

PRESENTE
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑOR NAVARRO, SEÑORA RINCÓN Y SEÑOR TUMA, CON EL QUE SOLICITAN EL DESARROLLO DE PROGRAMAS DE SALUD PARA LOS TRASTORNOS PATOLÓGICOS DE ALIMENTACIÓN

(S 1329-12)


OFICIO Nº 592/ S-2011


Valparaíso, 25 de enero de 2011


Tengo el honor de comunicar a Vuestra Excelencia que, en sesión de fecha 18 de enero de 2011, la Comisión de Salud tomó conocimiento del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señor Navarro, señora Rincón y señor Tuma, con el que solicitan el desarrollo de programas de salud para los trastornos patológicos de alimentación ( Boletín N° S 1.329-12). 
Al respecto, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, acordó informar a Vuestra Excelencia que el referido proyecto de acuerdo no le mereció observaciones, sin perjuicio de lo cual se reservan el derecho a ejercer el voto en la Sala de Sesiones.

Lo que pongo en conocimiento de Su Señoría en cumplimiento del referido acuerdo.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario de la Comisión

AL EXCELENTÍSIMO 

SEÑOR PRESIDENTE DEL SENADO

DON JORGE PIZARRO SOTO

PRESENTE

15

MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES HORVATH, CANTERO, GÓMEZ, ORPIS Y SABAG, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY EN MATERIA DE APROVECHAMIENTO Y BENEFICIO DE TIBURONES

(7489-03)

Considerando:

1. Los tiburones han vivido durante más de 400 millones de años en los océanos del mundo. Las más de 1.000 especies existentes de tiburones y rayas, peces guitarra, peces sierra y especies afines (el grupo de peces cartilaginosos que colectivamente se conoce como condrictios) presentan una inmensa variedad de formas y tamaños y viven en cualquier tipo de medio marino, desde cálidos arrecifes coralinos costeros hasta oscuras y frías profundidades oceánicas.

2. Los tiburones son el grupo menos productivo de todas las especies de peces marinos (Smith et al., 1998). Comparado con otros peces, los tiburones crecen lentamente, alcanzan su madurez sexual en forma tardía, tienen un largo período de vida, largos períodos de gestación y en general tasas reproductivas bajas. Cuando las poblaciones de tiburones son sobreexplotadas, éstas generalmente requieren de muchas décadas para recuperarse ya que su reclutamiento es directamente dependiente del tamaño del stock (Holden, 1973), y por ende son altamente vulnerables a la explotación debido a sus rasgos de historia de vida. La desaparición de los tiburones puede desestabilizar la cadena trófica y provocar muchos impactos ecológicos negativos en las estructuras y las funciones de las comunidades y ecosistemas marinos. De hecho, el descenso de las poblaciones de tiburones ya está alterando algunos ecosistemas en ciertas partes del mundo.

3. Durante las últimas décadas se ha evidenciado un aumento en la utilización de tiburones como recursos comercialmente explotados, evidenciando un rápido crecimiento de sus pesquerías alrededor del mundo, tanto en tamaño como en valor (Bonfil, 1994). El aumento de las pesquerías de tiburones se debe principalmente al mercado de sus aletas que son exportadas a países asiáticos, principalmente China. Corno resultado, algunas poblaciones han sido agotadas y otras están en peligro de extinción, debido a su particular vulnerabilidad a la presión por pesca.

4. El aleteo o “finning” es definido según Camhi et al. (2009) como la práctica de cortar las aletas del tiburón y descartar o eliminar el cuerpo en el mar. En su declaración de la reunión del Comité de Pesca de la FAO, la UICN Grupo Especialista en Tiburones (SSG) declaró que, “el aleteo de tiburones amenaza muchas poblaciones de tiburones, la estabilidad de los ecosistemas marinos, la pesca tradicional sostenible, la seguridad alimentaria y la pesca recreativa socio-económicamente importante”..... “El comercio y los desembarques indican que la actividad de aleteo está generalizada, y en gran parte sin control ni monitoreo”.

5. La captura de condrictios en Chile es efectuada a lo largo de toda la costa del país, ya sea como especies objetivo o como fauna acompañante de otras pesquerías orientadas a peces óseos o crustáceos. De las aproximadamente 90 especies pertenecientes a la Clase Chondrichthyes citadas para Chile, se han identificado cerca de 30 especies capturadas en pesquerías nacionales. De éstas, sólo 7 son capturadas como especies objetivo y 15 son descartadas sin ser aprovechadas (Lamilla et al., 2005).

6. Según datos solicitados por la organización de conservación marina Oceana al Servicio Nacional de Aduanas, entre el año 2006 y 2009 se exportaron más de 71 toneladas de aletas de tiburón que corresponden a 8 especies distintas.

7. El Plan de Acción Nacional para la Conservación de Tiburones, aprobado por el Gobierno de Chile el 2006, contempla dentro de sus objetivos procurar la utilización integral de los tiburones capturados y retenidos. Para el cumplimiento de dicho fin, establece como meta que se elimine el “finning” o aleteo, propiciando el desembarque de troncos en conjunto con las aletas.

8. Debido a que los precios de las aletas de tiburón son excesivamente elevados y los cuerpos de bajo valor, los pescadores comúnmente cortan las aletas y botan los cuerpos. Los cuerpos además ocupan espacio en las bodegas de los barcos pesqueros que de otra forma podrían llenarse con especies de mayor valor económico como el pez espada o los atunes. Según distintas experiencias comparadas, las legislaciones que obligan a desembarcar los tiburones con sus aletas naturalmente adosadas al tronco han derivado en una reducción significativa de la práctica del aleteo.

9. El aleteo de tiburones muchas veces está asociado a la pesca incidental de estas especies. Es indispensable que se adopten medidas para que los artes y aparejos de pesca no sean alterados para aumentar la captura incidental de tiburones, además de posibilitar la liberación de estas especies toda vez que ello se pueda efectuar sin detrimento de la integridad o la vida del animal.

En virtud, de estas consideraciones, venimos en presentar la siguiente

Moción de Ley

Prohíbe el aleteo de tiburones y establece medidas para su aprovechamiento integral.

Capítulo I

Objetivos y Definiciones

Artículo 1.-

La presente Ley tiene como objetivo la conservación de la biodiversidad nacional de tiburones y sus pesquerías para su aprovechamiento sostenible en el largo plazo, a través de la prohibición de la práctica del aleteo y del establecimiento de medidas para reducir su captura incidental. Las disposiciones de esta ley son aplicables a toda embarcación que realice actividades de pesca dirigida o incidental de tiburón en las aguas jurisdiccionales de la República de Chile.

Artículo 2.-

Para los efectos de la presente ley se establecen las siguientes definiciones:

1) Aleteo de tiburón: Es la práctica de cortar las aletas del tiburón y descartar su tronco o cuerpo, arrojándolo al mar sin aprovecharlo.

2) Tiburón: Cualquier especie de elasmobranquio que incluye a los organismos conocidos en el lenguaje común como tiburones que pertenecen taxonómicamente a la Subclase Elasmobranchii, Superorden Euselachii (Selachimorpha). Se caracterizan por poseer esqueleto cartilaginoso, cuerpo fusiforme, y de cinco a siete hendiduras branquiales dispuestas a los costados de la cabeza.

Capítulo II

Régimen de Protección.

Artículo 3.-

En los casos en que la pesca de tiburones esté autorizada o permitida, su desembarque deberá realizarse con todas las aletas del tiburón natural y completamente adosadas a su tronco.

Artículo 4.-

Quedan prohibidas las siguientes prácticas:

1. Aleteo de tiburón.

2. Desembarcar cualquiera de las aletas de un tiburón a menos que esté completa y naturalmente adosada al tronco correspondiente y siempre que se cuente con el permiso de pesca respectivo o su captura esté permitida.

3. Mantener a bordo de la embarcación, transportar o transbordar desde una embarcación a otra, aletas de tiburón, a menos que estén completa y naturalmente adosada al tronco correspondiente y siempre que cuente con el permiso de pesca respectivo o su captura esté permitida.

Si se encontrare una aleta de tiburón en una nave pesquera sin que esté completa y naturalmente adosada al tronco correspondiente, se presumirá que se ha contravenido lo dispuesto en el número 1 del presente artículo.

Artículo 5.-

Se dispondrá el uso de sistemas o dispositivos de pesca que contribuyan a evitar la captura, propiciar el escape o liberación de los ejemplares de tiburones sobre los cuales no existe intencionalidad de pesca y no son aprovechados íntegramente. Asimismo se desarrollará y aplicará un protocolo de liberación de tiburones.

Capítulo III

Monitoreo e investigación.

Artículo 6.-

Se podrá disponer en cualquier momento la presencia de observadores científicos a bordo de naves, previa comunicación a las embarcaciones con al menos 24 horas de anticipación, con el objeto de levantar información sobre pesca dirigida o incidental de tiburones y constatar cualquiera de las prácticas enumeradas en el artículo 2 de la presente ley.

Articulo 7.-

Se implementará un programa dirigido a recopilar información y estadísticas sobre las capturas, esfuerzos pesqueros, desembarques y el comercio de tiburones, el cual deberá realizarse de acuerdo a parámetros biológicos y de identificación de especies

Los formularios de registro de datos usados por observadores científicos contemplarán la recolección de información sobre captura incidental de tiburones.

Capítulo IV Sanciones.

Artículo 8.-

Las infracciones a la presente Ley se sancionarán de acuerdo a los artículos contenidos en el Título X de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Jaime Orpis Bouchón, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR ORPIS, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE PROHÍBE RENUNCIAR A CARGOS PARLAMENTARIOS PARA DESEMPEÑARSE EN EL EJECUTIVO

(7490-07)

Honorable Senado:

La Constitución Política de la República de Chile consagra inhabilidades respeto de quienes pueden optar a ser Diputados y Senadores. La finalidad de estas inhabilidades es garantizar la independencia de los poderes del Estado. La Constitución contempla inhabilidades absolutas e inhabilidades relativas. Las inhabilidades absolutas son aquellas que impiden a una persona ser elegida parlamentario, debido a que no reúne alguno de los requisitos denominados de elegibilidad. Por su parte, las inhabilidades relativas, según lo establece Silva Rascuñan son “Aquellas que afectan a personas que, aún poseyendo las condiciones de elegibilidad no pueden ser elegidas como parlamentarios por estar ejerciendo ciertos cargos o encontrarse en determinadas situaciones” (Silva Rascuñan, 1963, Tomo III, p. 21). El artículo 54° de la Constitución señala que:

“No pueden ser candidatos a diputados ni a senadores:

1) Los Ministros de Estado;

2) Los intendentes, los gobernadores, los alcaldes y los miembros de los consejos regionales y comunales;

3) Los miembros del Consejo del Banco Central;

4) Los magistrados de los tribunales superiores de justicia, los jueces de letras y los funcionarios que ejerzan el ministerio público;

5) Los miembros del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los tribunales electorales regionales;

6) El Contralor General de la República;

7) Las personas que desempeñen un cargo directivo de naturaleza gremial o vecinal, y

8) Las personas naturales y los gerentes o administradores de personas jurídicas que celebren o caucionen contraltos con el Estado.”

Como se ha comentado, la finalidad de éstas inhabilidades es garantizar la separación de poderes entre el Ejecutivo y el Legislativo, por ello, no pueden ser elegido parlamentarios los Ministros de Estado, sin embargo un parlamentario sí puede dejar su cargo como parlamentario, para desempeñarse como Ministro de Estado. Por lo anterior, para que la separación de poderes sea efectiva, las causales para renunciar al cargo de parlamentario debiesen ser más taxativas, garantizando así la democracia y evitar que Diputados o Senadores dejen sus cargos, para ejercer labores en el poder ejecutivo.

Proyecto de Ley

Artículo Sesenta.- Modifíquese el artículo 60° de la Constitución Política de la República, por el siguiente nuevo artículo: Agréguese el siguiente inciso: Articulo 60° de la Constitución: “No podrán renunciar a su cargo los Diputados o Senadores en ejercicio para desempeñarse como Ministros de Estado, como Subsecretarios o como Jefes de cualquier Servicio Público.”

(Fdo.): Jaime Orpis Bouchon,

Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR BIANCHI, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE CONTEMPLA LA ELECCIÓN COMPLEMENTARIA PARA PROVEER CARGOS PARLAMENTARIOS VACANTES

(7504-07)

Desde hace varios años hemos estado preocupados por la evidente crisis que atraviesa la representatividad de nuestro sistema político, que ha colocado a nuestro país entre los con una menor participación ciudadana.

Las explicaciones sobre esta crisis y sus eventuales vías de solución pueden ser muchas, pero sin duda que cada vez más existe en la ciudadanía un deseo por reformas más profundas que den un nuevo cariz al mundo público y a lo "político".

Sin perjuicio de considerar pendientes muchas reformas que son indispensables realizar para empezar a dar vida a una política que se logre adaptar a nuestros tiempos, lo que desde ningún punto de vista es aceptable es que se profundice en prácticas que sólo continuarán desprestigiando al lejano y cerrado mundo de lo político y de los partidos políticos.

Entre estas prácticas que profundizan el desprestigio del mundo público ante la ciudadanía está el que los partidos políticos han logrado apropiarse de los cupos parlamentarios, estableciendo un mecanismo para suplir la vacancia de un parlamentario que le entrega a los partidos políticos la facultad de designar a la persona que ellos elijan para reemplazar, ya sea por muerte o renuncia para cesar en su cargo.

El mecanismo ideado es aun más deficiente para el caso de un parlamentario independiente, puesto que en tal caso la Constitución establece que “los parlamentarios elegidos como independientes no serán reemplazados.”

Con este proyecto de ley no queremos volver a profundizar sobre la discriminación arbitraria e ilegal de diversos cuerpos legales -entre ellos la ley orgánica de votaciones populares y escrutinios y el mismo reglamento del senado en su artículo 3, establecen en perjuicio de una persona independiente frente a un miembro de un partido político- pero claramente el artículo 51 de la Constitución Política constituye una importante demostración de tal discriminación arbitraria e inconstitucional, de acuerdo al principio de igualdad entre partidos políticos e independientes establecido en el artículo 18 de la carta fundamental.

Por esto es que mediante este proyecto de ley es que venimos en proponer una profunda reforma al mecanismo de reemplazo de un parlamentario que haya cesado en su cargo, estableciendo que en caso de que a falta de un año o más antes del término del período parlamentario se produzca la vacante de un diputado o senador, esta vacante deberá ser proveída con un una nueva elección complementaria a realizarse en el distrito o circunscripción correspondiente.

En caso de que falte menos de un año para el término del período parlamentario la vacante no será proveída.

Sabemos que este mecanismo va en la línea absolutamente contraria a la establecida en el actual artículo 51, que señala expresamente en su inciso final que “en ningún caso procederán elecciones complementarias”, pero creemos que con el mecanismo propuesto se logrará por un lado volver a dar mayor credibilidad y prestigio al sistema político y a la vez se dará un importante paso en dar un trato igualitario a independientes y partidos políticos:

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente

Artículo único: Sustitúyase el artículo 51 de  la Constitución Política por el siguiente artículo 51 nuevo:

Artículo 51  Se entenderá que los diputados tienen, por el sólo ministerio de la ley, su residencia en la región correspondiente, mientras se encuentren en ejercicio de su cargo.

Las elecciones de diputados y de senadores se efectuarán conjuntamente. Los parlamentarios podrán ser reelegidos en sus cargos.

Las vacantes de diputados y senadores que se produzcan hasta un año antes del término de período parlamentario serán proveídas con la realización de una elección complementaria en la circunscripción o distrito que corresponda.

Las vacantes de diputados y las de senadores que se produzcan a menos de un año del término del período parlamentario no serán proveídas.

El nuevo diputado o senador ejercerá sus funciones por el término que faltaba a quien originó la vacante.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech,

Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR RUIZ-ESQUIDE, POR LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE PROHÍBE TODA FORMA DE CÁLCULO DE INTERÉS SOBRE INTERESES

(7491-03

Antecedentes

Las operaciones de créditos de dinero en nuestro país se rigen por la ley Nº 18.010, publicada en el Diario Oficial del 27.06.1981, aunque en realidad es un DL, ya que en esa fecha, regía el país una Junta Militar que había concentrado el poder total. Esta norma, reemplazó al DL 455 de 25.05.1974 que estableció normas para las operaciones de crédito y otras obligaciones de dinero que aún rigen, con una modificación, la Ley 19.951 del 26 de junio del 2006, que redujo en parte los excesivos abusos que bancos y financieras cometen contra los clientes.

Sin embargo, no han tenido éxito iniciativas que buscan la eliminación de las normas que permiten el cobro de intereses sobre intereses, que durante décadas se prohibió en chile, y no se ha corregido el injustificado papel protagonice de las entidades financieras en la determinación de la tasa máxima convencional que se puede cobrar por los créditos. En efecto, la tasa de interés máxima convencional se calcula considerando la tasa promedio de interés cobrado por los bancos y las sociedades financieras establecidas en Chile por operaciones realizadas en el país, las que las fijan libremente, sin considerar spread razonables en relación a lo que pagan por las captaciones.

Esto ha provocado una situación muy injusta, ya que los chilenos que quieren ahorrar en el sistema reciben intereses irrisorios, en tato los créditos alcanzan tasas siderales. La referida ley dispone que el cobro de la tasa de interés no puede superar el 50% de la tasa de interés corriente, la que es calculada mes a mes por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

Desde el retorno a la democracia, se han presentado diversos proyectos de ley para modificarla, sin embargo, han fracasado otras iniciativas que buscaban eliminar la institución del anatocismo, En Chile primó por muchos años una legislación que prohibía el pago de intereses sobre intereses, ya que las concepciones liberales en lo económico eran morigeradas por una visión cultural religiosa y humanista laica que repudiaba la usura.

Esta concepción doctrinaria, ampliamente compartida, se rompió bajo la dictadura, con la dictación del DL 455 de 25.05.1974, que derogó el artículo 2210 del Código Civil que prohibía el pacto de intereses sobre intereses, perjudicando a millones de compatriotas y favoreciendo a los usureros, ya que en el hecho, debilitó el contenido del delito, que solo sobrevive en la apariencia en nuestro Código Penal. Esta concepción, que desconoce nuestra historia y que ha permitido incrementar las ya excesivas ganancias de la banca y otras entidades financieras, se fortaleció con la ley 18.010 y los negativos efectos que produce en el costo y el acceso al crédito de amplios sectores nacionales, hace indispensable su modificación. Las extraordinarias utilidades que ha obtenido la banca en este tiempo, los años de la mayor crisis económica mundial, desatada por sus mismos dueños, es un argumento adicional para este objetivo de bien público.

Por las razones indicadas, vengo en presentar el siguiente proyecto de ley:

Moción Parlamentaria

Artículo único:

1- Modifica el Código Civil

Se sustituye el artículo 2206 del Código Civil por el siguiente:

“Artículo 2206: “Se prohibe estipular intereses sobre intereses”

2.- Modificase la y 18.010 en la forma que se indica:

a).- Se sustituye el artículo 2° por el siguiente:

“Para los efectos de esta ley, se consideran intereses los que en forma directa así se estipulen como tales y cualesquiera comisión, honorarios, gastos de cobranza y en general, toda otra prestación estipulada que aumente la cantidad que debe pagar el deudor.

Sólo se exceptúan las costas personales y  procesales que determine el juez de la causa que tuviera lugar, en la forma ordinaria.

b).- Se sustituye el artículo 6° de la ley 18.010 por el siguiente: “En las operaciones de crédito de dinero reguladas por esta ley, no puede estipularse un interés que exceda en más de un 50% a la tasa de captación promedio pagado por los bancos y sociedades financieras al momento de la convención, ya sea que se pacte tasa fija o variable. Este límite de interés se denomina interés máximo convencional. Corresponde a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras determinar las tasas de interés, pudiendo distinguir entre operaciones de captación en moneda nacional, reajustables o no reajustables, en una o más monedas extranjeras o expresadas en dichas monedas o reajustables según el valor de ellas, no pudiendo establecerse más de dos límites para este efecto, o según los plazos a que se hayan pactado tales operaciones. Los promedios se establecerán en relación con las operaciones efectuadas durante cada mes calendario y las tasas resultantes se publicarán en el Diario Oficial durante la primera quincena del mes siguiente, para tener vigencia hasta el día anterior a la próxima publicación”

c).- Derogase el artículo 9° de la ley 18.010 y cualquier otra norma que permita el cobro de intereses sobre intereses o calcular la tasa de interés máxima sobre la base de los créditos que otorgan las entidades financieras en su más amplia expresión.

(Fdo.): Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR MUÑOZ ABURTO, CON LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY SOBRE ABASTECIMIENTO RESIDENCIAL DE GAS EN LA XII REGIÓN

(7492-08)

Vistos: Lo dispuesto en los artículos 1º, 5º, 19º y 63° de la Constitución Política de la República y en el Decreto con Fuerza de Ley 323, de 1931, Ley de Servicios de Gas.

Considerando:

1.- Que nuestro país es deficitario en la producción de hidrocarburos, debiendo éstos, en su mayor parte, importarse de otras naciones, dificultando con ello el abastecimiento energético.

En el caso del petróleo. Chile se ha abastecido permanentemente a través de la adquisición en los mercados internacionales, en tanto, respecto del gas, la drástica reducción de los envíos provenientes de Argentina, ocurrida durante la década pasada, obligó a una solución alternativa, como fue la construcción de plantas regasificadoras destinadas al procesamiento de GNL importado desde diversos proveedores, todos ellos bastante lejanos.

2.- Que, la excepción a la falta de producción nacional la constituye la Región de Magallanes, que por décadas ha contado con explotación de petróleo y más recientemente de gas, existiendo aún diversas reservas explotadas tanto por ENAP como por particulares a través de Contratos Especiales de Operación Petrolera.

3.- Que lo anterior motivó que la Región de Magallanes fuera pionera en el uso del gas natural, desde principios de los años 70, cuando la ENAP comenzó a distribuir el combustible en la zona. Posteriormente, en el año 1981, dicha comercialización fue traspasada a privados, recayendo la responsabilidad en Gaseo Magallanes, empresa que hoy mantiene una red que abarca las ciudades de Punta Arenas, Natales y Porvenir, con más de 50.000 clientes.

4.- Que la zona presenta un fuerte consumo de gas, tanto para fines residenciales, indispensable para la calefacción y uso en las viviendas, como en el ámbito productivo, industrial y comercial. Se estima que la demanda local alcanza un peak de 1.4 millones de m3 en la temporada invernal.

5.- Que, asimismo, en la zona se encuentra localizada la transnacional Methanex, cuya planta productora de Metanol constituye el principal usuario de gas de la zona, utilizando buena parte de la producción local como insumo, la que en la actualidad resulta insuficiente para la completa operación de la planta que posee en la localidad de Cabo Negro.

En efecto, diseñada para una producción que requeriría 10 millones de m3 diarios, la planta de Methanex en Punta Arenas, se encuentra funcionando muy por debajo de su capacidad, con unos 2.2 millones de m3 diarios, tras la reducción de los envíos desde Argentina. Hoy el abastecimiento de Methanex proviene de empresas privadas, como Geopark y de ENAP, la que ha anunciado que, en los próximos meses, podría tener serios problemas para cumplir el mínimo técnico exigido en sus actuales contratos con la empresa canadienses, fijado en 1.65 millones de m3 diarios, ante la producción insuficiente de sus actuales pozos para satisfacer la demanda y compromisos.

6.- Que recientemente ha tenido lugar en la Región de Magallanes una masiva manifestación popular de rechazo a las alzas en las tarifas del gas, decretadas por el Gobierno, como consecuencia de la decisión de ENAP de dejar de sostener el precio que cobra a la distribuidora GASCO.

El Ejecutivo fundamentó la decisión en la debilidad financiera de la empresa estatal para hacer frente a estas políticas sociales y en la necesidad de sincerar los precios con el objeto de racionalizar el consumo e incentivar la exploración. Se sostuvo, asimismo, el riesgo de escasez en los próximos años de mantenerse el nivel de precios, a juicio de la autoridad, poco atractivo.

7.- Que, en ese escenario, no resulta explicable ni aconsejable que se mantenga una política que no resguarde el interés permanente del país y de los habitantes de la zona austral y que, por el contrario, se permita la venta indiscriminada de gas a empresas, cuya importancia económica para la zona nadie discute, pero cuya operación resulta secundaria respecto del abastecimiento domiciliario.

8.- Que la existencia de políticas de protección del consumo interno resultan habituales y, más aún, ellas son conocidas en el país, como lo demostró la crisis del gas argentino, en que el vecino país restringió las exportaciones a Chile con el objeto de asegurar el abastecimiento interno.

Tal medida se basa en disposiciones legales de la nación hermana, entre la que destaca el inciso segundo del artículo 35 de la Ley 24.076, que establece un Marco Regulatorio referido al Gas Natural, que dispone: “Las exportaciones de gas natural deberán, en cada caso, ser autorizadas por el PODER EJECUTIVO NACIONAL, dentro del plazo de NOVENTA (90) días de recibida la solicitud, en la medida Que no se afecte el abastecimiento interno.”
El mismo principio está recogido en Perú, cuya Ley de Hidrocarburos, Nº 26.221, señala en su artículo 76° que “El transporte, la distribución mayorista y minorista y la comercialización de los productos derivados de los Hidrocarburos se regirán por las normas que apruebe el Ministerio de Energía y Minas; dichas normas deberán contener mecanismos que satisfagan el abastecimiento del mercado interno.”
9.- Que, en atención a lo dicho, resulta necesario incorporar en nuestra legislación una salvaguarda respecto del abastecimiento de gas para uso residencial en la Región de Magallanes, asegurando la existencia de un stock local para al menos 7 años como condición indispensable para que ENAP u otros operadores privados comercialicen directamente gas a particulares o lo exporten.

Dicho lapso permitiría adoptar las medidas de contingencias necesarias para incrementar la exploración o preparar a los usuarios para un cambio en la matriz energética regional.

Por lo anterior, el senador que suscribe viene en presentar el siguiente:

Proyecto de Ley

Artículo Único.-En la Región de Magallanes y la Antártica Chilena, la exportación y comercialización de gas natural, producido en dicha región, a usuarios particulares de alto consumo que no sean empresas distribuidoras de suministros domiciliarios, sólo será posible si se encuentra asegurado el abastecimiento residencial por un lapso no inferior a siete años, considerando para dicho cálculo, el promedio utilizado en los tres años precedentes y la estimación de incremento de la demanda.

Un reglamento del Ministerio de Energía definirá lo que debe entenderse por usuarios de alto consumo y establecerá los procedimientos y formalidades necesarias para el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo precedente.

(Fdo.): Pedro Muñoz Aburto,

Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR GÓMEZ, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY SOBRE COBRO DE PEAJES EN AUTOPISTAS SIN CAMINOS ALTERNATIVOS

(7493-09)

Honorable Senado:

La presente Moción presenta una propuesta de modificación legal para establecer la obligación de que, en el caso de obras públicas de carácter vial, cuya explotación ha sido concesionada a particulares y en los casos en que no se cuente con una vía alternativa, deberán establecerse excepciones al cobro de los respectivos peajes para quienes residan en las comunas por las que atraviesa dicha ruta o bien que tengan que viajar a alguna de estas comunas con fines laborales.

La propuesta se formula tomando en consideración que la legislación vigente no establece tal obligación, razón por la cual se pueden concesionar obras públicas sin que exista una alternativa gratuita a dicha concesión. Esta situación se ve agravada cuando se contempla licitar tramos de vías que presentan alta demanda debido a que por ellas circulan personas que diariamente se movilizan a sus lugares de trabajo o cuando por aquella ruta es la única alternativa, o la más directa, para el abastecimiento general de alguna localidad específica.

Tal es el caso de la comuna de Mejillones, que es unida con su capital regional, la comuna de Antofagasta, mediante un tramo de la Ruta 1, que pretende concesionarse y cobrarse peaje por el uso de ella. Mejillones es una comuna pequeña cuyo abastecimiento depende de la ciudad de Antofagasta y a su vez es un importante polo industrial que entrega muchas fuentes laborales a los ciudadanos de la ciudad de Antofagasta que deben viajar a diario hacia sus lugares de trabajo.

Con el objeto antes mencionado, se propone introducir tres nuevos incisos al artículo 75 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 850 del año 1997 del Ministerio de Obras Públicas, por el que se establece que en el caso de rutas concesionadas, cuando se trate de caminos públicos, interurbanos y que no cuenten con caminos alternativos habilitados para su uso con condiciones de seguridad mínimas, se eximirá del pago de peajes a aquellas personas naturales y empresas de transporte público interurbano de pasajeros que cumplan los siguientes requisitos:

1. En el caso de las personas naturales, deberán acreditar que su domicilio se encuentra en alguna de las comunas por las que atraviesa el camino concesionado y, además que realizan el pago del permiso de circulación en alguna de dichas comunas. Asimismo, cuando por razones de trabajo deban desplazarse de una comuna a otra por dicho camino deberán acreditar este hecho mediante su contrato de trabajo u otro documento.

2. En el caso de las empresas de transporte público interurbano de pasajeros, deberán acreditar que tienen su casa matriz dentro de alguna de las comunas por las que atraviesa el camino concesionado y que el pago del permiso de circulación de los vehículos que utiliza para prestar el servicio son pagados en alguna de dichas comunas.

Además, se propone que el cumplimiento de los requisitos antes señalados deberá acreditarse ante la municipalidad respectiva quien certificará dicho hecho a través del medio que considere más idóneo para ello y que permita la identificación de los vehículos de aquellas personas que gozan de esta exención.

Por último se establece que no se podrá, en caso alguno, cobrar peaje en los caminos públicos cuya explotación se haya concesionado cando a través de dicho camino sea la único ruta de acceso hacia un aeropuerto.

Marco regulatorio de concesiones de autopistas.

En la actualidad, el marco regulatorio en materia de concesiones de obras públicas y, específicamente de caminos públicos, está contenida en los siguientes cuerpos legales y reglamentarios:

Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas (Decreto con Fuerza de Ley Nº 850 del año 2007 del Ministerio de Obras Públicas);

Ley de Concesiones (Decreto Supremo Nº 900 del año 1996 del Ministerio de Obras Públicas)

Reglamento de la Ley de Concesiones (Decreto Nº 956 de 20 de marzo de 1999 del Ministerio de Obras Públicas).

Dentro de este marco normativo, no existe regulación especial referida a las autopistas en particular, como tampoco se contempla la existencia necesaria de una vía alternativa a la autopista o ruta concesionaria.

Proyectos de ley presentados sobre la materia.

Desde 1990 a la fecha, se han presentado dos proyectos de ley referentes a la materia.

El primero, con fecha 9 de noviembre de 1999, moción de un grupo de diputados que proponía establecer una vía alternativa de uso gratuito. Esta moción se fundaba en el artículo 19 Nº letra a) de la Constitución, doctrinal mente denominada libertad ambulatoria y en su letra b) que dispone que la libertad personal no puede ser restringida sino en los casos y en la forma determinados por la Constitución y las leyes.

Para los autores de la moción, el ejercicio del derecho constitucional de desplazamiento implica el tránsito gratuito por las vías urbanas y rurales del país. De este modo, el respeto de esta norma constitucional viene dado por la existencia de una vía alternativa a aquella que establece el pago de un peaje.

Asimismo, se funda en el artículo 24 del Decreto con fuerza de ley Nº 850, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1997, que define como caminos públicos las vías de comunicación terrestre destinadas al libre tránsito, situadas fuera de los límites urbanos de una población.

En concreto, el proyecto de ley propone intercalar, en el artículo 75 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 850 citado, el siguiente inciso segundo: “Para poder establecer el peaje será necesario que exista o se establezca una vía alternativa de uso gratuito”.

Este proyecto fue archivado con fecha 9 de noviembre de 2006.

El segundo de los proyectos referidos a esta materia fue ingresado con fecha 15 de diciembre de 2004 por moción de un grupo de parlamentarios de la Cámara de Diputados. El proyecto proponía la prohibición del cobro de peaje en dos situaciones: si no existieren vías alternativas y si la ruta concesionada no estuviere terminada.

En cuanto a la primera situación, el proyecto proponía incluir la siguiente frase en el inciso tercero del artículo 7° del Decreto Nº 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, la que se señala con subrayado:

“La definición de estos factores y su forma de aplicación para adjudicar la concesión será establecida por el Ministerio de Obras Públicas en las Bases de Licitación. En dichas bases se podrán contemplar uno o más de los factores señalados como parte del régimen económico de la concesión. Igualmente, en las bases se deberá establecer la obligación de contemplar caminos alternativos sin pago de peaje y si la inversión y la construcción se realiza en una o varias etapas, durante el período de vigencia del contrato de concesión, de conformidad al cumplimiento de los niveles de servicio previamente establecidos. Las inversiones y construcciones previstas para realizarse con posterioridad al inicio de la explotación parcial o total de la obra, podrán quedar sujetas a uno o varios plazos, o al cumplimiento de una o más condiciones, conjunta o separadamente. Los plazos y las condiciones deberán estar claramente determinados en las bases”.

En atención a la falta de regulación que establezca la obligación de contar con caminos alternativos para el caso en que se establezcan peajes en caminos cuya explotación se encuentra concesionaria, presento ante este honorable Senado el siguiente:

Proyecto de Ley

Artículo Único.- “Agréguense los siguientes incisos tercero, cuarto y final nuevos al artículo 75 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 850 del año 1997 del Ministerio de Obras Públicas que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 15.840, de 1964 y del DFL Nº 206, de 1960:

En el caso de los contratos de ejecución de obra pública fiscal, adjudicados en licitación pública a cambio de la concesión temporal de su explotación, señalados en el artículo 87 de esta Ley, cuando se trate de caminos públicos, interurbanos y que no cuenten con caminos alternativos habilitados para su uso con condiciones de seguridad mínimas, se eximirá del pago de peajes a aquellas personas naturales y empresas de transporte público interurbano de pasajeros, en tanto se cumplan los siguientes requisitos:

1. En el caso de las personas naturales, deberán acreditar que su domicilio se encuentra en alguna de las comunas por las que atraviesa el camino concesionado y, además que realizan el pago del permiso de circulación en alguna de dichas comunas. Asimismo, cuando por razones de trabajo deban desplazarse de una comuna a otra por dicho camino deberán acreditar este hecho mediante su contrato de trabajo u otro documento.

2. En el caso de las empresas de transporte público interurbano de pasajeros, deberán acreditar que tienen su casa matriz dentro de alguna de las comunas por las que atraviesa el camino concesionado y que el pago del permiso de circulación de los vehículos que utiliza para prestar el servicio son pagados en alguna de dichas comunas.

El cumplimiento de los requisitos antes señalados deberá acreditarse ante la municipalidad respectiva quien certificará dicho hecho a través del medio que considere más idóneo para ello y que permita la identificación de los vehículos de aquellas personas que gozan de esta exención.

No se podrá, en caso alguno, cobrar peaje en los caminos públicos cuya explotación se haya concesionado cuando a través de dicho camino sea la única ruta de acceso hacia un aeropuerto.”.

(Fdo.): José Antonio Gómez Urrutia,

Senador
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL RELATIVO AL PRINCIPIO DE TIPICIDAD EN MATERIA PENAL

(7494-07)
En el año 2006, nuestro Tribunal Constitucional dictó un interesante fallo, mediante el cual rechazó un requerimiento de inaplicabilidad del artículo 299 Nº 3 del Código de Justicia Militar, por contravenir, en concepto del requirente, el artículo 19 Nº 3 de la Constitución Política de la República.

Esta última disposición prescribe textualmente que “Ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que se sanciona esté expresamente descrita en ella”.

Dicha norma exige que la conducta que se sanciona, es decir, el tipo penal, esté de antemano expresa y claramente configurado en la ley, por medio de la explicación que ella misma haga de sus cualidades y circunstancias definitorias.

De lo expuesto, fluye claramente que la Carta Fundamental es exigente y no se cumple su prohibición si el legislador entiende que describir la conducta es sólo nombrarla, sin precisar las características de ella y los supuestos de hecho que la hacen típica.

En este orden de ideas, cabe señalar que mediante sentencia de 25 de Noviembre de 2004, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en sentencia dictada en el caso “Lori Berenson Mejía vs. Perú”, declaró: “Con respecto al principio de legalidad penal, la Corte ha señalado que la elaboración de los tipos penales supone una clara definición de la conducta incriminada, que fije sus elementos y permita deslindarla de comportamientos no punibles o conductas lícitas sancionables con medidas no penales. La ambigüedad en la formulación de los tipos penales genera dudas y abre el campo al arbitrio de la autoridad, particularmente indeseable cuando se trata de establecer la responsabilidad de los individuos y sancionarla con las penas que afectan severamente bienes fundamentales, como la vida o la libertad”.

De esta forma, el objetivo principal de la norma constitucional antes mencionada es proteger a la persona frente al poder punitivo del Estado. Cuando se trata de la libertad, todos los países exigen al Estado que, para castigar legítimamente a una persona, previamente la pongan sobre aviso acerca de las consecuencias penales que tendrá la conducta en cuestión, aviso que debe contenerse en una ley. Este principio constitucional perdería todo su sentido si permitiera que la ley no describiera la conducta y se limitara a remitirse a un reglamento o al criterio del juez para permitirles a uno u otro definir la conducta punible.

En consecuencia, por muy repudiable que sea una conducta, el Estado no tiene derecho a sancionar penalmente a una persona, sino en los casos en que la conducta realizada ha sido previamente descrita en la forma y por los medios que la Constitución. Sólo de ese modo se legitimará la acción punitiva del Estado.

El requerimiento a que nos hemos referido precedentemente, fue rechazado, por cuanto los Ministros que suscribieron el voto de mayoría, estimaron que este principio se cumple actualmente, al establecer la citada norma constitucional que basta que la conducta penada esté “expresamente descrita” en la ley que impone la sanción.

Sin embargo, como esta disposición puede ser objeto de interpretaciones diversas y contradictorias, estimamos que para que se cumpla cabalmente el principio constitucional referido, debe precisarse en la norma antes mencionada, una frase que expresamente establezca que para estos casos, debe existir pleno conocimiento previo del núcleo conductual que la norma penal sanciona.

En virtud de las consideraciones expuestas, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente

Proyecto de Reforma Constitucional

Artículo único: Sustituyese el texto del inciso final del Nº 3 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, por el siguiente:

“Ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que se sanciona esté completa y expresamente descrita en ella, de modo que exista pleno conocimiento de los elementos que configuran la conducta penada y sus consecuencias”.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán,

Senador
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY SOBRE PRISIÓN PREVENTIVA DEL IMPUTADO CON ANTECEDENTES PSIQUIÁTRICOS

(7495-07)

El Código Procesal Penal, aprobado por Ley Nº 19.696, establece en el párrafo 2° del Título VII de su Libro IV, una norma que regula la situación del imputado enajenado mental, la que se contiene en el artículo 458.

En virtud de esta disposición se permite al Ministerio Público o al Juez para, que de oficio o a petición de parte, solicite un informe psiquiátrico del imputado cuando en el curso del procedimiento aparecieren antecedentes que permitieren presumir la inimputabilidad por enajenación mental, debiendo explicitarse para tal efecto la conducta punible investigada.

En tal caso el Juez debe suspender el procedimiento hasta que no se remita el informe correspondiente.

No se contempla en esta norma, el caso del imputado respecto del cual aparecieren estos antecedentes, que se encuentra sujeto a la medida cautelar de prisión preventiva prevista en los artículos 140 e inciso final del artículo 141 del mismo texto legal.

Al existir este vacío, la suspensión del procedimiento que prevé la referida disposición, ha sido interpretada por los tribunales en el sentido que desde ese mismo momento, y sin esperar el resultado del informe recabado, puede internarse provisionalmente al imputado en un establecimiento asistencia!, en los términos previstos en el artículo 464 del referido código.

Esta situación ha significado que los hospitales psiquiátricos hayan colapsado al recibir imputados para su internación, por resoluciones judiciales, sin que el informe psiquiátrico que se requiere para establecer su alteración mental o insuficiencia en sus facultades mentales, haya sido evacuado por parte de los respectivos facultativos.

A su vez, en no pocas oportunidades se ha dado el caso de que los imputados simulan estar con síntomas de enajenación mental, mediante la adopción de diversas exteriorizaciones, con el fin exclusivo de dejar el recinto penal, para pasar a otro régimen de internación en recintos asistenciales, en que no cumplen con el sistema propio de un centro penitenciario.

Lo anterior implica que se produzca un desmedro en la atención que deben recibir aquellos pacientes que realmente requieren una atención psiquiátrica especializada y que se encuentren internados en establecimientos destinados a pacientes afectados con esas patologías.

Por otra parte, cuando es emitido el informe médico pertinente, en muchas ocasiones éste señala que el interno no se encuentra con sus facultades mentales perturbadas, lo que ha significado que ha evadido durante un tiempo prolongado el régimen penitenciario, lo que a su vez conlleva trastornos para la gestión de administración por parte personal de Gendarmería que debe estar a cargo de las custodias.

Para evitar este tipo de situaciones, con el fin de impedir interpretaciones distorsionadas, se hace necesario entonces modificar el artículo 458 del Código Procesal Penal, agregando un inciso, en virtud del cual se establezca que si el imputado respecto del cual aparezcan antecedentes que permitieren presumir la inimputabilidad por enajenación mental, se encuentra sometido a la medida cautelar de prisión preventiva, y no obstante que se decrete la suspensión del procedimiento dirigido en su contra, continuará en tal calidad en el recinto penitenciario respectivo, hasta que no se reciba el informe psiquiátrico requerido.

En mérito a las consideraciones expuestas, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente

Proyecto de Ley

Artículo único: Agregase un segundo inciso nuevo al artículo 458 del Código procesal penal, del siguiente tenor:

“Con todo, el imputado que se encuentre en prisión preventiva, al momento de decretarse la suspensión de procedimiento, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso precedente, continuará sometido a dicha medida cautelar en el mismo recinto penitenciario en que la cumpla, mientras no se emita el informe psiquiátrico decretado”.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán

Senador
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE FIJA UN PLAZO PARA DICTAR SENTENCIA EN JUICIOS DE ARRENDAMIENTO

(7496-07)

La ley Nº 18.101, publicada el 29 de Enero de 1982, fijó normas especiales sobre arrendamiento de predios urbanos, la que fue modificada mediante la ley Nº 19.866, publicada el 11 de Abril de 2003, que tuvo por objeto modernizar la normativa reguladora de este tipo de arrendamientos.

El Titulo III de la citada ley Nº 18.101, establece las normas de procedimiento que deben aplicarse a los juicios de arrendamiento, especialmente, los de desahucio, terminación del arrendamiento, restitución de la propiedad por expiración del tiempo estipulado para la duración del arriendo; restitución de la propiedad por extinción del derecho del arrendador, de indemnización de perjuicios que intente el arrendador o el arrendatario y otros que versen sobre las demás cuestiones derivadas de estos contratos.

Del análisis de las normas contenidas en el artículo 8° de la misma ley, se puede apreciar que si bien ellas tienen similitud con las contempladas en el procedimiento sumario, que se establece en el título XI del Código de Procedimiento Civil, revisten características especiales, acordes con el espíritu de celeridad que inspiró al legislador para regular este tipo de juicios.

Sin embargo, se omitió en este artículo 8° el establecimiento de un plazo para la dictación de sentencia.

En efecto, en el Nº 6) de dicha norma, se señala que si el tribunal no estimare que existan puntos sustanciales, pertinentes y controvertidos que deban ser acreditados, citará de inmediato a las partes para oír sentencia, pero sin fijar plazo para ello. Por su parte, en el Nº 7) del mismo artículo 8°, se dispone que concluida la recepción de la prueba por parte del tribunal, las partes serán citadas a oír sentencia, pero tampoco se señala un plazo para tal efecto.

La omisión referida precedentemente provoca un verdadero contrasentido, ya que un juicio de arrendamiento sustanciado en conformidad a estas normas especiales, desde que se presenta la demanda, se notifica, es contestada, se rinde la prueba y queda en estado de fallo, puede durar menos de un mes, y sin embargo, la sentencia es pronunciada en un plazo que a veces dura hasta sesenta días, desde que se citó a las partes para dicho efecto.

Tal situación, además de contravenir el espíritu que animó la promulgación de esta ley, causa perjuicio a los propietarios de los inmuebles, máxime si se considera el plazo adicional que implica el cumplimiento de la sentencia una vez que se ha pronunciado.

Al tenor de estas consideraciones, estimamos que debe establecerse, al igual que en el artículo 688 del Código de Procedimiento Civil, aplicable a los juicios súmanos, un plazo máximo de diez días para dictarse el fallo, contados desde la resolución que citó a las partes para oír sentencia.

Para tal efecto, debe modificarse el artículo 8° de la referida ley Nº 18.101, modificando sus números 6) y 7), estableciendo el plazo antes señalado.

En virtud de las consideraciones expuestas, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente

Proyecto de Ley

Artículo único: Modificase el artículo 8° de la Ley Nº 18.101, que contiene normas especiales sobre arrendamiento de predios urbanos, de la siguiente forma:

1.- En su número 6), inciso segundo, a continuación de la palabra “sentencia” seguida de un punto final (.), el que se reemplaza por una coma (,), agregase la siguiente oración: “la que deberá dictarse en un plazo máximo de diez días, contados desde la resolución que así lo disponga.”

2.- En su número 7), a continuación de la palabra “sentencia” seguida de un punto y coma (;), que se reemplaza por una coma (,), agregase la siguiente oración: “la que deberá dictarse en el plazo señalado en la regla contenida en el inciso segundo del Nº 6) que antecede.”

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán

Senador
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY SOBRE PROHIBICIÓN DE ENAJENAR Y GRAVAR VEHÍCULOS EN JUICIOS POR ACCIDENTES DE TRÁNSITO

(7497-07)

La ley Nº 18.287, que establece las normas de procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, dispone en su artículo 30 que para asegurar el resultado de la acción, el juez podrá decretar, en cualquier estado del juicio y existiendo en autos antecedentes que las justifiquen, cualquiera de las medidas señaladas en el Título V del Libro II del 

Código de Procedimiento Civil, debiendo ellas limitarse a los bienes necesarios para responder a los resultados del proceso.

El inciso segundo de la referida disposición, prescribe que en los casos que el Tribunal estime urgentes, podrá conceder las medidas precautorias antes de notificarse la demanda, en el carácter de prejudiciales, siempre que se rinda fianza u otra garantía suficiente, a juicio del Tribunal, para responder por los perjuicios que se originen y multas que se impongan.

Como se puede apreciar del análisis de ambas normas, la dictación de estas medidas es una facultad absolutamente discrecional, ya que el respectivo Tribunal puede o no concederlas, a petición de parte interesada y sujeta a las restricciones que en las mismas normas se contemplan.

No obstante lo señalado precedentemente, el inciso tercero del mismo artículo 30, establece que dichas medidas podrán ser decretadas de oficio por el Juez, con una duración máxima de 30 días, sin perjuicio del derecho de las partes para solicitar su mantención o su sustitución.

Sin embargo, esta facultad rara vez se aplica en la forma prevista, esto es, por iniciativa propia del respectivo Juez, lo que conlleva que los propietarios participantes de accidentes de tránsito, inmediatamente de que éstos se han producido, los enajenan, real o simuladamente, lo cual deja a las víctimas o perjudicados con esos accidentes desprovistos de garantías en las cuales puedan perseguir la responsabilidad pertinente en los correspondientes siniestros, sea  ésta de carácter directa o solidaria, conforme a lo dispuesto en el articulo 174 de la ley Nº 18.290, de Tránsito.

De lo que se ha expuesto, aparece la necesidad de que en los casos de accidentes de tránsito, en cuanto el Tribunal reciba la denuncia pertinente, decrete de oficio la medida de prohibición de gravar y enajenar sobre el o los vehículos participantes, lo que deberá ser comunicado al Registro Nacional de Vehículos Motorizados, dependiente del Servicio de Registro Civil, y por un plazo máximo de 30 días.

Para tal efecto, es necesario modificar el texto del inciso tercero del citado artículo 30, estableciendo la obligación judicial de dictar una resolución que así lo establezca.

En mérito a las consideraciones que anteceden, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente

Proyecto de Ley

Artículo único: Sustituyese el texto del inciso tercero del artículo 30 de la Ley Nº 18.287, por el siguiente.

“Recibida que sea una denuncia por accidentes de tránsito, el Juez deberá decretar inmediatamente la medida prejudicial precautoria de prohibición de gravar y enajenar de los vehículos participantes, comunicando lo resuelto al Registro Nacional de Vehículos Motorizados. La duración de esta medida, será de treinta días, sin perjuicio de derecho de las partes para solicitar que se mantenga o que se decreten otras.”

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán

Senador
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY DESTINADO A ASEGURAR LA REALIZACIÓN DE LA PRIMERA AUDIENCIA EN MATERIA PROCESAL PENAL

(7498-07)

Honorable Senado:

Nuestro Código Procesal Penal tiene un carácter garantiste, en el sentido de que debe asegurarse a los imputados el pleno ejercicio del derecho a tener un procedimiento justo y racional.

Por esta razón, en virtud de lo establecido en el artículo 1 Nº 13 de la Ley Nº 20.074, publicada el 14 de Noviembre de 2005, se sustituyó el inciso primero del artículo 132 del Código Procesal Penal, cuyo texto quedó del siguiente tenor. “Comparecencia judicial. A la primera audiencia judicial del detenido deberá concurrir el fiscal o el abogado asistente del fiscal. La ausencia de éstos dará lugar a la liberación del detenido”.

Se estima que la redacción de esta disposición, en la forma actualmente existente, no resulta equitativa si se considera que por la ocurrencia de una negligencia administrativa que se produce al faltar los representantes del Ministerio Público a la audiencia respectiva, se vulneran los derechos de las víctimas del delito que se trate, al quedar liberados ipso facto los imputados del ilícito.

Las ausencias del fiscal o su abogado asistente en estos casos deben ser sancionadas administrativamente por las autoridades pertinentes, si se comprueba que no existieron motivos justificados para que éstas se hayan producido, pero no resulta procedente en nuestro concepto que se frustre una audiencia judicial y se dé lugar a la liberación de los detenidos por esta sola causal, máxime que el espíritu de nuestra actual legislación procesal penal es velar también por los derechos de las víctimas.

Un ejemplo que ilustra claramente esta situación, se dio hace algún tiempo en un Juzgado de Garantía de la Región Metropolitana, en que por la ausencia del fiscal de turno, el titular del Tribunal debió liberar al detenido, y posteriormente el representante del Ministerio Público que no había concurrido a la audiencia respectiva, debió obtener una nueva orden de detención del imputado, concurriendo a diligenciarla personalmente junto a los agentes policiales, logrando finalmente su objetivo. Estimamos que un hecho de esta naturaleza, que raya en lo anecdótico, no puede repetirse a futuro.

Consideramos que para subsanar esta situación, de manera que los derechos de las víctimas también queden plenamente garantizados, y dar una señal de acción efectiva contra la delincuencia, debe modificarse el artículo 132 del Código Procesal Penal ya mencionado, derogando la norma que contempla la liberación del detenido ante la ausencia del fiscal o el abogado asistente, para lo cual se requiere establecer que, transcurrido un lapso prudente desde que se verifique la ausencia del fiscal o el abogado asistente del mismo -período cuya extensión será calificado por el mismo tribunal- el juez correspondiente deberá recabar de la autoridad pertinente del Ministerio Público la designación inmediata de un fiscal, con el objeto que se realice la audiencia en el más breve plazo, suspendiéndose la misma hasta comparecencia del nuevo fiscal designado.

En mérito a lo antes expuesto, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente

Proyecto de Ley

Artículo único: Modificase el artículo 132 del Código Procesal Penal, de la siguiente forma:

1.- En su inciso primero, suprímese la oración final “La ausencia de éstos dará lugar a la liberación del detenido”.

2.- Intercalase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“Transcurrido un plazo prudencial desde que el juez haya verificado la ausencia del fiscal o el abogado asistente del fiscal, se comunicará con la autoridad pertinente del Ministerio Público, con el objeto que designe de inmediato a un fiscal, o abogado asistente, que concurra a la audiencia respectiva, suspendiéndose durante dicho lapso, la realización de la misma, la que se llevará a cabo una vez que haya comparecido el representante del Ministerio Público que se haya designado para dicho efecto.”

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán

Senador
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY SOBRE TRIBUNAL COMPETENTE DE SEGUNDA INSTANCIA EN CAUSAS RELATIVAS A LA LEY DE NAVEGACIÓN

(7499-07)

La Ley de Navegación, contenida en el Decreto Ley Nº 2222, publicado el 31 de Mayo de 1978, contempla en su Título IX, normas relativas a la contaminación en el mar, estableciendo las sanciones y procedimientos, definiendo asimismo la responsabilidad que le cabe a quien cause tales hechos.

En su párrafo 4.- se establecen las normas sobre los tribunales que deben conocer de los juicios relativos a tales hechos, y el procedimiento que debe seguirse, disponiendo en su artículo 153 que “un Ministro de la Corte de Apelaciones que tenga competencia respecto del lugar en que los hechos de la causa hayan acaecido, conocerá en primera instancia....”, señalando posteriormente en las letras a), b) y c) del mismo artículo los juicios que debe conocer dicho tribunal.

Por su parte, el artículo 162 de la misma ley, establece que “de los juicios de que trata este título, conocerá en segunda instancia la Corte de Apelaciones de Valparaíso”.

De esta forma, en primera instancia conoce de los juicios a que se refiere este título, un Ministro de la Corte en que ocurrieron los hechos y de los recursos en contra de sus resoluciones debe conocer la Corte de Apelaciones de Valparaíso, cualquiera sea el lugar donde éstos hayan acaecido.

Esta norma contraviene el principio consagrado en el artículo 63 del Código Orgánico de Tribunales, que en su número 1° dispone que en segunda instancia las Cortes de Apelaciones conocerán de las causas civiles de que hayan conocido en primera instancia uno de sus Ministros.

A su vez, el artículo 110 del mismo código prescribe: “Una vez fijada con acuerdo a la ley la competencia de un juez inferior para conocer en primera instancia de un determinado asunto, queda igualmente fijada la del tribunal superior que debe conocer del mismo en segunda instancia”.

Como se puede apreciar la normativa actual de la Ley de Navegación antes transcrita resulta contraria a las reglas generales sobre la competencia en segunda instancia, además de que trae aparejada una demora en los procedimientos, si se considera que deben remitirse las causas desde las cortes situadas en otras zonas geográficas hasta la Corte de Valparaíso, tribunal que por su excesiva carga de trabajo, demora en conocer de los respectivos recursos.

Lo expuesto precedentemente implica obviamente un perjuicio para las partes que recurren de apelación en contra de resoluciones dictadas por Ministros que conocen de los juicios en primera instancia.

A lo anteriormente señalado, debe agregarse que los miembros de todas las Cortes de Apelaciones del país, están plenamente capacitados para conocer en segunda instancia, de este tipo de juicios especializados.

En tal virtud, se hace necesario en nuestro concepto, modificar el citado artículo 162, disponiendo que los juicios en segunda instancia deban ser conocidos por la Corte de Apelaciones del lugar en que hayan acaecido los hechos.

Finalmente, y para no alterar la competencia respecto de los recursos aún pendientes de fallo, debe incluirse un artículo transitorio que establezca que los recursos en actual tramitación ante la Corte de Apelaciones de Valparaíso, continuarán siendo conocidos por ella, hasta su término.

En mérito a las consideraciones expuestas, sometemos a la consideración del Senado de la República, el siguiente

Proyecto de Ley

Artículo único: Sustituyese el texto del artículo 162 de la Ley de Navegación, contenida en el Decreto Ley Nº 2222, de 1978, por el siguiente:

“De los juicios de que trata este título conocerá en segunda instancia la Corte de Apelaciones del lugar en que hayan acaecido los hechos”.

Artículo  transitorio: “Los recursos en actual tramitación ante la Corte de Apelaciones de Valparaíso, serán conocidos por ese Tribunal de Alzada, hasta su término”.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán,

Senador
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY REFERIDO AL ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL RECURSO DE AMPARO ECONÓMICO

(7500-03)

El artículo 19 Nº 21 de la Constitución Política de la República consagra el derecho a desarrollar cualquier actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público y la seguridad nacional, respetando las normas legales que la regulen.

Esta misma norma, dispone en su inciso segundo que el Estado y sus organismos podrán desarrollar actividades empresariales o participar en ellas sólo si una ley de quórum calificado los autoriza. En tal caso, esas actividades estarán sometidas a la legislación común aplicable a los particulares, sin perjuicio de las excepciones que por motivos justificados establezca la ley, la que deberá ser, asimismo, de quórum calificado.

Con fecha 10 de marzo de 1990, se publicó la Ley Nº 18.971, que en su artículo único establece el denominado “recurso de amparo económico”, esto es, una especie de acción cautelar, ya que dispone que cualquier persona podrá denunciar las infracciones al artículo 19 Nº 21 de la Carta Fundamental, antas transcrito, sin que requiera tener interés actual en los hachos denunciados, debiendo hacerlo anta la Corte de Apelaciones respectiva, que conocerá en primera instancia, sin más formalidad y procedimiento que el establecido para el recurso de amparo y dentro del plazo de seis meses, contados desde que se hubiere producido la infracción.

Este mismo texto legal contempla otras normas adicionales, tales como la elevación en consulta a la Corte Suprema del fallo que w dicte, sin perjuicio del recurso de apelación que pueda deducirse dentro de cinco días, y asimismo, que si la sentencia establece fundadamente que la denuncia carece de toda base, el actor será responsable de los perjuicios que hubiere causado.

Desde la entrada en vigencia de esta ley, se había entendido que la acción especial que la misma estableció, era procedente tanto para conocer de las infracciones a la normativa contenida en el inciso segundo del Nº 21 del artículo 19 de la Constitución Política, esto es, cuando el Estado lleva a cabo actividades empresariales en contravención a la ley respectiva que lo autoriza, como también para c los casos, que señala su inciso primero, o sea, de personas naturales o jurídicas, a quienes se les impide, por fiarte de los entes estatales, desarrollar una actividad económica determinada, que no sea contraria a la moral, al orden público y la seguridad nacional, respetando las normas legales que la regulen.

Sin embargo, la jurisprudencia ha entendido que esta denuncia solo procede en los casos de que el Estado infrinja la obligación que impone el inciso segundo del precepto constitucional antes mencionado, vale decir, de llevar a cabo actividades económicas, solo con una expresa autorización legal, la que además debe haber sido aprobada con quórum calificada. Por ello, se le da a este recurso, el carácter de acción popular, al no exigir contar con interés actual en los hechos que se denuncian.

En este sentido, resulta interesante citar un reciente fallo dictado por la Corte de Apelaciones de Valparaíso, de fecha 24 de Febrero de 2011, en el Recurso de Amparo Económico rol 81-2011, cuyos considerandos tercero y cuarto nos permitimos transcribir a continuación: “TERCERO: Que en relación a lo consignado en el motivo precedente se dirá que la Excelentísima Corte Suprema en la causa Rol Nº 501-09 caratulada González Miañes con Ilustre Municipalidad de Santiago, con fecha 1 de abril del año 2009, se decidió reexaminar el sentido y alcance del instituto jurisdiccional previsto en la ley Nº 18.971 y si constituye un instrumento idóneo para conocer por su intermedio de las denuncias por infracciones a la garantía contemplada en ambos incisos del artículo 19 Nº 21 de la Constitución Política; o si por el contrario su uso queda constreñido como medio destinado a entender de las vulneraciones a la garantía económica provenientes de la actividad empresarial del Estado a que se refiere el inciso segundo de ese precepto constitucional. Luego de hacer una interpretación histórica de la disposición en comento arriba a la conclusión que el legislador de la ley 18.971 instituyó un mecanismo de tutela jurisdiccional destinado a amparar los particulares en su derecho a la libertad económica cuando ella resulte afectada por la actividad del Estado llevada efecto con infracción a las regulaciones que sobre la materia se establecen en el artículo 19 Nº 21 inciso segundo de la Constitución Política. CUARTO: Que así las cosas se puede inferir que la ley Nº 19.871 tiene por objeto tutelar a cualquier persona que tenga interés en su libertad económica cuando sea transgredida por la actividad empresarial del Estado que no haya respetado las normas de orden público económica establecido en el inciso segundo del Nº 21 del artículo 19 de la Carta Fundamental, cuyo no es el caso de autos. Efectivamente, el Estado no desarrolla ninguna actividad económica, salvo su rol de fiscalizador, a través de uno de sus órganos administrativos, como es la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de Valparaíso, razón por la cual se rechazará la presente acción.”

No obstante la fundamentación contenida en las motivaciones del fallo que se han transcrito, estimamos que quienes sean víctimas de impedimento de desarrollar actividades económicas permitidas por la ley, también pueden entablar este tipo de recurso.

De igual modo, creemos que la declaración que haga la respectiva Corte en la sentencia que rechace la interposición de un recurso económico, en el sentido que la denuncia que en él se contiene, solo debe ser procedente en los casos en que se impugne una actividad empresarial del Estado sin la correspondiente autorización legal, para evitar de este modo, que se interpongan acciones temerarias, sin mayor fundamento.

Para este efecto, se hace necesario modificar la referida ley, en los aspectos antes mencionados, por lo que venimos en someter a la aprobación del Senado de la República, el siguiente

Proyecto de Ley

Artículo único: Modificase el artículo único de la Ley Nº 18.971, en la siguiente forma:

a) Sustituyese el texto de su inciso segundo, por el siguiente:

“Tratándose de infracciones al derecho consagrado en el inciso primero del Nº 21 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, el recurrente deberá tener interés actual en los hechos denunciados, no rigiendo dicha exigencia para las infracciones al inciso segundo de ese mismo numeral que se denuncien.

b) Sustituyese el texto del inciso final, por el siguiente:

“En los recursos que se interpusieren por infracción a lo dispuesto en el inciso segundo del Nº 21 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, si la sentencia establece fundadamente que la denuncia carece de toda base, el actor será responsable de los perjuicios que hubiere causado”.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, 

Senador
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY SOBRE EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL POR LA AUTORIDAD TRIBUTARIA

(7501-05)

La ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos, se encuentra contenida en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 7, del Ministerio de Hacienda, de 1980, el que fue dictado, en conformidad a las facultades conferidas al Presidente de la República, por el artículo 1° del Decreto Ley Nº 3.409, de 1980, que a su vez fue modificado por el artículo 27 del Decreto Ley Nº 3.477 del mismo año.

En el artículo 7° del Decreto con Fuerza de Ley Nº 7, ya mencionado, se contienen las atribuciones y deberes inherentes a la calidad de Jefe Superior del Servicio, que le corresponden al Director del Servicio de Impuestos Internos.

En la letra g) del citado artículo 7 se establece que al Director le corresponde decidir si ejercerá la acción penal por las infracciones sancionadas con multa y pena corporal, y, de resolver ejercerla, determinará si formulará denuncia o interpondrá querella, por si o por mandatario, o, de estimarlo necesario, requerir la intervención del Consejo de Defensa del Estado.

Por su parte, el Código Tributario dispone en el inciso primero del artículo 162 que las investigaciones de hechos constitutivos de delitos tributarios sólo podrán ser iniciadas por denuncia o querella del Servicio. Con todo, la querella podrá también ser presentada por el Consejo de Defensa del Estado, a requerimiento del Director.

El inciso tercero del mismo artículo 162 preceptúa que si la infracción pudiere ser sancionada con multa y pena corporal, el Director podrá, discrecionalmente, interponer la respectiva denuncia o querella o enviar los antecedentes al respectivo Director Regional para que aplique la multa que correspondiere a través del procedimiento administrativo pertinente.

Estimamos que la facultad discrecional que otorga la ley a dicho funcionario, para adoptar la decisión de ejercer una acción penal para perseguir ilícitos de esta naturaleza, puede dar origen a que incurra en arbitrariedades, toda vez que no existe un criterio común para determinar si en un caso determinado ha existido una infracción de carácter penal, o bien, si ella puede ser sancionada mediante la vía administrativa.

De hecho, en varios casos ha ocurrido que el Director del mencionado servicio ha determinado que en su concepto ha existido un hecho fiscalizado con características delictuales, y en otros de naturaleza similar, se ha considerado que es sancionable solo a través de vía administrativa.

En tal virtud, si bien compartimos el criterio de que el ejercicio de la acción penal en materias tributarias, solo puede ser impulsada por denuncia o querella del Director de dicho servicio, ya que de otro modo podrían proliferar las denuncias abusivas, consideramos que esta decisión no puede quedar entregada a la discrecionalidad exclusiva de la mencionada autoridad, habida consideración de que podría incurrir en conductas discriminatorias, de modo que el ejercicio de la acción penal, ante la presencia de ilícitos de carácter tributario, debe ser obligatoria para dicho funcionario.

En este mismo orden de ideas, cabe señalar que el inciso segundo del citado artículo 162 del Código Tributario, permite que el Director, en su calidad de querellante o denunciante celebre acuerdos reparatorios con el imputado, conforme a lo dispuesto en el artículo 241 del Código Procesal Penal, lo que de concretarse, pone término a la acción ejercida.

En virtud de las consideraciones anteriormente expuestas, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente

Proyecto de Ley

Artículo único: Sustituyese el texto de la letra g) del artículo 162 del Código Tributario, por el siguiente:

“g) Ejercer la acción penal por las infracciones sancionadas con multa y pena corporal, determinando si formulará denuncia o interpondrá querella, por sí o por mandatario, o, de estimarlo necesario, requerir la intervención del Consejo de Defensa del Estado”.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán

Senador
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PROYECTO DE ACUERDO PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑOR WALKER (DON PATRICIO), SEÑORA ALVEAR Y SEÑOR ROSSI, REFERIDO A LOS SUCESOS ACAECIDOS EN LIBIA 

(S 1334-12)

Boletín Nº S 1.334-12

Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señor Walker, don Patricio, señora Alvear y señor Rossi, referido a los sucesos acaecidos en Libia.

Materia: 

Condena al gobierno Libio y reafirma compromiso con los derechos humanos y los procesos democratizadores.

Considerando: 

1.- Que en un mudo global como el actual, las relaciones internacionales entre países y organismos internacionales, tienen un rol preponderante en la defensa de los derechos humanos.

2.- Que nos asiste la convicción, que la forma de gobierno que mejor garantiza el respeto a los derechos humanos es la democracia, y que por consiguiente es necesario apoyar todos aquellos procesos de democratización en las diversas sociedades que se configuran en el concierto internacional.

3.- Que hemos sido testigos del cauce de los acontecimientos en Oriente Próximo, expresado en una ola expansiva de protestas, que luego de Túnez, Egipto y Libia, ha llegado a la península arábiga. Así Omán y Arabia Saudita se suman a las protestas y Túnez vuelve a la inestabilidad tras la dimisión del primer ministro Ghanuchi.

4.- La situación en Libia, oficialmente Gran Jamahiriya Árabe Libia Popular Socialista, es de especial preocupación por la enorme represión desarrollada por su Primer Ministro, Muammar al-Gaddafi, el "Hermano Guía de la Gran Revolución", que ejerce de facto la jefatura del Estado libio, por más de cuatro décadas.

5.- La comunidad internacional ha reaccionado a la dramática situación que se vive en Libia:

La Unión Europea ha aprobado un paquete de sanciones contra el régimen libio para frenar la escalada de represión contra los grupos opositores. Las medidas incluyen el embargo en la exportación de armas a Libia y la prohibición de viajar a territorio comunitario para 25 personas de la familia del dictador y su entorno, congelar las cuentas de Gadafi, su familia y los miembros de su Gobierno y prohibir la venta de material antidisturbios como gases lacrimógenos y cualquier otro equipamiento que pueda ser empleado para reprimir a la población civil.

La secretaria de Estado estadounidense la que, en el Consejo de Derechos Humanos de la ONU ha manifestado que ha llegado la hora de que el líder libio “se marche” para dar paso a una transición hacia la democracia. “Ha llegado el momento de que Gadafi se marche, ahora, sin más violencia ni demora”.

A su turno, el fiscal de la Corte Penal Internacional (CPI) Luis Moreno Ocampo, ha anunciado una investigación preliminar sobre la violencia en Libia, antes de cualquier investigación por delitos de lesa humanidad. 

El Consejo de Seguridad de la ONU impuso importantes sanciones al régimen Libio:

Embargo total e inmediato de armas para evitar la venta, suministro y transferencia a Libia de material militar.

Congelación de los bienes en el exterior de Muamar el Gadafi y seis de sus hijos.

Prohibición de viajar fuera del país para el líder libio, sus ocho hijos y siete altos cargos del Gobierno.

La ONU pide al Tribunal Penal Internacional que investigue las violaciones de derechos humanos por parte del régimen, calificadas como crímenes contra la humanidad.

En Merito de lo Expuesto

El Senado de la República Acuerda:

Condenar la represión ejercida por el gobierno libio en contra de los opositores que se están manifestando a favor de importantes cambios en ese país.

Reafirmar el compromiso del Senado de la Republica de Chile, con la democracia y los derechos humanos.

Expresar la solidaridad internacional de Chile con el proceso democratizador impulsado por el pueblo libio, en la esperanza de que el camino iniciado conduzca a una sociedad Libia  libre, justa y con mejores condiciones de vida para sus integrantes.

Adicionalmente se acuerda solicitar a S.E., el Presidente de la Republica, expresar a nombre de Chile, su condena a la represión ejercida sobre el pueblo libio y su respaldo al desarrollo del proceso democratizador, sin perjuicio de evaluar otras medidas que puedan significar acciones en la misma dirección.

(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR ESCALONA, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY EN MATERIA DE INHABILIDADES PARA INTEGRAR EL DIRECTORIO DE UNA SOCIEDAD DEPORTIVA PROFESIONAL

(7505-07)

El proyecto de ley incorpora una nueva prohibición para integrar el Directorio de una Sociedad Anónima Deportiva Profesional y una Comisión de Deporte Profesional, establecida en la Ley Nº 20.019, que regula las Sociedades Anónimas Deportivas Profesionales (SADP), el cual busca incorporar una nueva prohibición a los negocios incompatibles.

El fútbol es un deporte que tiene un impacto que va más allá de la actividad puramente comercial, es una actividad de interés público con fuerte influencia en la recreación, esparcimiento y estado de ánimo de las chilenas y chilenos. Por tal razón resulta de gran importancia avanzar en una mayor transparencia de las relaciones comerciales que en él se desarrollan, diferenciando con claridad quienes por un lado buscar servir al fútbol de manera desinteresada de quienes lo hacen con ánimo de lucro.

Rol de las Sociedades Anónimas Deportivas Profesionales

De acuerdo a lo establecido en el Título II, artículo 16 de la Ley Nº 20.019, las Sociedades Anónimas Deportivas Profesionales “...tienen por objeto exclusivo organizar, producir, comercializar y participar en actividades deportivas de carácter profesional y en otras relacionadas o derivadas de éstas”.

La SADP fueron creadas con el propósito de establecer un marco regulatorio y una estructura jurídica capaces de modernizar, profesionalizar e incrementar la fiscalización sobre los Clubes Deportivos, contribuyendo a un mejor cumplimiento del rol social de los mismos. A su vez, el nuevo modelo jurídico social busca asegurar una mayor captación de recursos por parte de los clubes, dado principalmente por la incorporación de nuevos socios y accionistas.

Regulación de las Sociedades Anónimas Deportivas Profesionales (SADP).

En virtud del artículo 4° de la Ley 20019, una SADP es uno tipo de Organización Deportiva Profesional, al igual que las corporaciones o fundaciones constituidas en conformidad a la citada ley.

Por otra parte, el Instituto Nacional del Deporte, lleva un registro de las organizaciones deportivas (artículo 2°).

De acuerdo al artículo 15, no pueden integrar el Directorio de una sociedad anónima deportiva profesional ni ser miembros de una Comisión de Deporte Profesional:

a) Las personas condenadas por delitos contemplados en las leyes que sancionan hechos de violencia en recintos deportivos y establecen normas sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas;

b) Quienes sean o hayan sido, en los últimos dos años, directores o miembros de la Comisión de Deporte Profesional de otra corporación, fundación o sociedad anónima deportiva profesional distinta que participe en la misma competencia, y

c) Quienes estén al servicio de la Administración Pública o de la organización de competencias deportivas profesionales, cuyas labores se relacionen directamente con las actividades de las organizaciones deportivas profesionales. En estos casos, tales personas cesarán en sus funciones públicas o en aquellas que presten a la organización de las señaladas competencias. Sin perjuicio de las incompatibilidades previstas en el inciso primero de esta norma, serán aplicables las situaciones a que hace referencia el artículo 35 de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas, cualquiera sea la naturaleza de la organización deportiva profesional.

Marco Normativo

El marco normativo que rige las SADP está compuesto por:

1.- Ley Nº 20.019, que regula las Sociedades Anónimas Deportivas Profesionales.

2.- Ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas.

Proyecto de Ley

Incorporase al Título I, Disposiciones Generales, de la ley Nº 20.019, la siguiente letra nueva:

1) Modificación Ley 20.019 que Regula las Sociedades Anónimas Deportivas Profesionales.

Agregase al artículo 15 la siguiente letra d) “Quienes integren los órganos de administración, ejecución y control de una corporación, fundación u otra persona jurídica sin fines de lucro, con la que se establezcan relaciones comerciales o de lucro”.

(Fdo.): Camilo Escalona Medina,

Senador

� Sanciona el trafico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, dicta y modifica diversas disposiciones legales y deroga la ley N° 18.403. Esta ley fue derogada por la ley   Nº 20.000, de 16 de febrero de 2005.


� Ver nota anterior.


� Art. 260. Para los efectos de este Título y del Párrafo IV del Título III, se reputa empleado todo el que desempeñe un cargo o función pública, sea en la Administración Central o en instituciones o empresas semifiscales, municipales, autónomas u organismos creados por el Estado o dependientes de él, aunque no sean del nombramiento del Jefe de la República ni reciban sueldos del Estado. No obstará a esta calificación el que el cargo sea de elección popular.


� Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.451 para establecer el principio de la donación y recepción universal de órganos. Boletín Nº 4.999-11, aprobado por ambas Cámaras del Congreso y promulgado como ley Nº 20.413, publicada en el Diario Oficial el 15 de enero de 2010.


� “Artículo 3. Definiciones. Para los fines del presente Protocolo:


…


b) El consentimiento dado por la victima de la trata de personas a toda forma de explotación intencional descrita en el apartado a) del presente artículo no se tendrá en cuenta cuando se haya recurrido a cualquiera de los medios enunciados en dicho apartado.”.


�  Art. 15.- Se consideran autores:


1° Los que toman parte en la ejecución del hecho, sea de una manera inmediata y directa, sea impidiendo o procurando impedir que se evite.


2° Los que fuerzan o inducen directamente a otro a ejecutarlo.


3° Los que, concertados para su ejecución, facilitan los medios con que se lleva a efecto el hecho o lo presencian sin tomar parte inmediata en él.


� Art. 367.- El que promoviere o facilitare la prostitución de menores de edad para satisfacer los deseos de otro, sufrirá la pena de presidio menor en su grado máximo. 


� Art. 292. Toda asociación formada con el objeto de atentar contra el orden social, contra las buenas costumbres, contra las personas o las propiedades, importa un delito que existe por el solo hecho de organizarse.





� Artículo 22.- Será circunstancia atenuante de responsabilidad penal la cooperación eficaz que conduzca al esclarecimiento de los hechos investigados o permita la identificación de sus responsables; o sirva para prevenir o impedir la perpetración o consumación de otros delitos de igual o mayor gravedad contemplados en esta ley. En estos casos, el tribunal podrá reducir la pena hasta en dos grados.





Sin embargo, tratándose del delito contemplado en el artículo 16, la reducción de la pena podrá comprender hasta tres grados.


     


Se entiende por cooperación eficaz el suministro de datos o informaciones precisos, verídicos y comprobables, que contribuyan necesariamente a los fines señalados en el inciso primero.�     


El Ministerio Público deberá expresar, en la formalización de la investigación o en su escrito de acusación, si la cooperación prestada por el imputado ha sido eficaz a los fines señalados en el inciso primero.





Si con ocasión de la investigación de otro hecho constitutivo de delito, el fiscal correspondiente necesita tomar conocimiento de los antecedentes proporcionados por el cooperador eficaz, deberá solicitarlos fundadamente. El fiscal requirente, para los efectos de efectuar la diligencia, deberá realizarla en presencia del fiscal ante quien se prestó la cooperación, debiendo este último previamente calificar su conveniencia. El superior jerárquico común dirimirá cualquier dificultad que surja con ocasión de dicha petición y de su cumplimiento.�     


La reducción de pena se determinará con posterioridad a la individualización de la sanción penal según las circunstancias atenuantes o agravantes comunes que concurran; o de su compensación, de acuerdo con las reglas generales.





� Artículo 21.- Para determinar si existe reincidencia en los delitos castigados en esta ley, se considerarán las sentencias firmes dictadas en un Estado extranjero, aun cuando la pena impuesta no haya sido cumplida.





� Artículo 9º, Código Procesal Penal.- Autorización judicial previa. Toda actuación del procedimiento que privare al imputado o a un tercero del ejercicio de los derechos que la Constitución asegura, o lo restringiere o perturbare, requerirá de autorización judicial previa.      





En consecuencia, cuando una diligencia de investigación pudiere producir alguno de tales efectos, el fiscal deberá solicitar previamente autorización al juez de garantía.  


    


Tratándose de casos urgentes, en que la inmediata autorización u orden judicial sea indispensable para el éxito de la diligencia, podrá ser solicitada y otorgada por cualquier medio idóneo al efecto, tales como teléfono, fax, correo electrónico u otro, sin perjuicio de la constancia posterior, en el registro correspondiente. No obstante lo anterior, en caso de una detención se deberá entregar por el funcionario policial que la practique una constancia de aquélla, con indicación del tribunal que la expidió, del delito que le sirve de fundamento y de la hora en que se emitió. 





� Ver nota � NOTEREF _Ref145569456 \h ��6�.


� Ley Nº 19.968, que creó los Tribunales de Familia. Inciso tercero del artículo 16: “Para los efectos de esta ley, se considera niño o niña a todo ser humano que no ha cumplido los catorce años y, adolescente, desde los catorce años hasta que cumpla los dieciocho años de edad.”.


� Promulgado por el decreto supremo Nº 830, de Relaciones Exteriores, de 1990.


�Artículo 289, Código Procesal Penal.- Publicidad de la audiencia del juicio oral. La audiencia del juicio oral será pública, pero el tribunal podrá disponer, a petición de parte y por resolución fundada, una o más de las siguientes medidas, cuando considerare que ellas resultan necesarias para proteger la intimidad, el honor o la seguridad de cualquier persona que debiere tomar parte en el juicio o para evitar la divulgación de un secreto protegido por la ley:


     


a) Impedir el acceso u ordenar la salida de personas determinadas de la sala donde se efectuare la audiencia;


    


b) Impedir el acceso del público en general u ordenar su salida para la práctica de pruebas específicas, y


    


c) Prohibir al fiscal, a los demás intervinientes y a sus abogados que entreguen información o formulen declaraciones a los medios de comunicación social durante el desarrollo del juicio.


     


Los medios de comunicación social podrán fotografiar, filmar o transmitir alguna parte de la audiencia que el tribunal determinare, salvo que las partes se opusieren a ello. Si sólo alguno de los intervinientes se opusiere, el tribunal resolverá. 





Artículo 240, Código de Procedimiento Civil.- Cumplida una resolución, el tribunal tendrá facultad para decretar las medidas tendientes a dejar sin efecto todo lo que se haga en contravención a lo ejecutado.





El que quebrante lo ordenado cumplir será sancionado con reclusión menor en su grado medio a máximo.





�Art. 302 (292). El incidente a que den lugar las medidas de que trata este Título se tramitará en conformidad a las reglas generales y por cuerda separada.


     


Podrán, sin embargo, llevarse a efecto dichas medidas antes de notificarse a la persona contra quien se dictan, siempre que existan razones graves para ello y el tribunal así lo ordene. Transcurridos cinco días sin que la notificación se efectúe, quedarán sin valor las diligencias practicadas. El tribunal podrá ampliar este plazo por motivos fundados.


     


La notificación a que se refiere este artículo podrá hacerse por cédula, si el tribunal así lo ordena.


� Violación, estupro y otros delitos sexuales.


� Ver pág. 14


� Artículo 367 bis, Código Penal: “El que promoviere o facilitare la entrada o salida de personas del país para que éstas ejerzan la prostitución en el territorio nacional o en el extranjero, será castigado con la pena de presidio menor en su grado máximo y multa de veinte a treinta unidades tributarias mensuales.





Sin embargo, se impondrán las penas señaladas en el inciso segundo del artículo anterior en los siguientes casos:





1.- Si la víctima es menor de edad.


    


2.- Si se ejerce violencia o intimidación.


    


3.- Si el agente actúa mediante engaño o con abuso de autoridad o confianza.


    


4.- Si el autor fuere ascendiente, descendiente, cónyuge, conviviente, hermano, tutor, curador o encargado del cuidado personal de la víctima.


    


5.- Si el agente se vale del estado de desamparo económico de la víctima.


    


6.- Si existe habitualidad en la conducta del agente.”. 





El Nº 2) del artículo 1º de este proyecto deroga esta disposición.


� Ver nota 8.


� Ver nota 8.
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